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I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido; Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; de Salud subrogante, señor Jaime Burrows Oyarzún; de Vivienda y Urbanismo, señora Paulina Saball Astaburuaga; de Agricultura, señor Carlos Furche Guajardo; de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia Salas, y de Energía, señor Andrés Rebolledo Smitmans.
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 19 señores Senadores.

El señor LAGOS (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor LAGOS (Presidente).- Las actas de las sesiones 1ª y 2ª, ordinarias, en 14 y 15 de marzo de 2017, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor LAGOS (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cinco de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero da inicio a un proyecto de ley que fija un mecanismo para establecer el reajuste de remuneraciones de las altas autoridades del Estado y regula otras materias que indica (boletín N° 11.160-05) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales que rigen al sector educativo, en materia de subvención escolar preferencial, de Sistema de Desarrollo Profesional Docente y de situación de becarios de posgrado (boletín N° 11.128-04).



Con el tercero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (boletín N° 10.163-14).



Con los dos últimos hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales (boletín N° 9.895-11).



2) El que modifica el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas y la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para efectos de aumentar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria en el caso de los funcionarios de dichas instituciones (boletín N° 10.623-02).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados:


Con el que comunica que ha dado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal a fin de evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal (boletín N° 9.152-07).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el control de constitucionalidad del proyecto de ley que moderniza el Consejo Nacional de Televisión, concede las asignaciones que indica y delega facultades para fijar su planta de personal (boletín N° 10.922-05).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



Remite copia de la sentencia pronunciada en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes normas:



-Artículo 483 del Código Procesal Penal.



-Artículo 8°, N° 2, de la ley N° 18.101, que fija normas especiales sobre arrendamiento de predios urbanos.



--Se manda archivar los documentos.



Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los seis grupos de disposiciones que menciona:


-Artículo 1°, inciso 2°, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del inciso segundo del artículo 17 B de la ley N° 17.798, sobre control de armas.



-Artículos 23 D), 24 J) y 389 F) del Código Orgánico de Tribunales.



-Artículo 2° de la ley N° 20.033, que modifica la ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial; el decreto ley Nº 3.063, sobre rentas municipales, y la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de municipalidades, y que faculta a las municipalidades para otorgar condonaciones que indica.



-Artículo 205 del Código Civil.



-Artículos 195, 196 bis y 196 ter de la ley N° 18.290, de Tránsito.



-Inciso segundo del artículo 768 del Código de Procedimiento Civil.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público:


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Senador señor García, sobre las querellas presentadas por el Ejecutivo, desde el 1 de enero de 2014 a la fecha, con ocasión de hechos de violencia rural acaecidos en las Regiones de La Araucanía, de Los Ríos y del Biobío.



Del señor Ministro de Defensa Nacional:


Contesta petición de información, manifestada en nombre del Senador señor Navarro, con relación a los convenios existentes entre las distintas ramas de las Fuerzas Armadas y bancos comerciales.



Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor Chahuán, mediante el oficio reservado AS. JUR (R) N° 6855/1123, de 14 de marzo de 2017.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:


Atiende consulta, planteada en nombre del Senador señor Pérez Varela, sobre subsidios habitacionales entregados y pagados, por regiones, en los años que indica.



Del señor Subsecretario del Medio Ambiente:


Contesta solicitud, expresada en nombre del Senador señor Quinteros, para informar acerca del derrame de petróleo ocurrido el año 2011 en la Isla Quihua, comuna de Calbuco, que provocó un severo impacto ambiental y económico en el sector.



Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos:


Entrega respuesta a consulta, enviada en nombre del Senador señor Navarro, sobre la forma de tributación de los diarios de circulación gratuita por concepto de avisaje y publicidad.



Del señor Director del Servicio Electoral:


Remite cronograma de actividades de las próximas elecciones primarias para la nominación de candidatos a la Presidencia de la República y al Congreso Nacional.



De la señora Vicepresidenta Ejecutiva de la Junta Nacional de Jardines Infantiles:


Adjunta antecedentes sobre la incorporación en la dieta alimenticia preescolar de un menú o una minuta intercultural con alimentos típicos chilenos, y acerca de los establecimientos en los que se aplica esta iniciativa; consulta manifestada en nombre del Senador señor De Urresti.



Del señor Director General de Obras Públicas:


Envía datos relativos al impacto que se produciría en las áreas de interés de su Cartera en el evento de que el país suscribiera y ratificara el Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica; materia consultada en nombre del Senador señor Navarro.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de contrato de trabajo por obra o faena (boletín Nº 7.691-13) (Véase en los Anexos, documento 2).


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte (boletín N° 10.217-15) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Quedan para tabla.

Mociones



De la Senadora señora Pérez San Martín, con la que da inicio a un proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 62 de la Constitución Política, en lo relativo a dietas parlamentarias (boletín Nº 11.151-07) (Véase en los Anexos, documento 4).


Del Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código Penal para establecer la imprescriptibilidad de los delitos de cohecho (boletín Nº 11.152-07) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señores Bianchi y Prokurica, con la que dan inicio a un proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, Ley de Tránsito, en materia de multas no pagadas (boletín N° 11.153-15) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Del Senador señor Navarro, con la que comienza un proyecto que modifica la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, para regular el cobro de servicios de estacionamiento (boletín Nº 11.154-03) (Véase en los Anexos, documento 7).


De los Senadores señor Quintana, señora Muñoz y señor Girardi, con la que dan inicio a una iniciativa que modifica la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, en lo relativo a exenciones y límites al pago en los servicios de estacionamiento (boletín Nº 11.155-03) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasan a la Comisión de Economía.



De los Senadores señores Montes y Tuma, con la que inician un proyecto de ley sobre integración urbana e incentivos urbanísticos (boletín Nº 11.156-14) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Chahuán, que modifica el artículo 2°, letra f), de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, a fin de derogar la exclusión que en dicha disposición se establece respecto de las prestaciones de salud.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, números 2° y 6°, del artículo 65 de la Constitución Política.

Comunicaciones



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, con la que comunica que ha elegido Presidente al Senador señor Iván Moreira Barros.



De la Comisión de Salud, con la que informa que ha elegido Presidente al Senador señor Guido Girardi Lavín.



--Se toma conocimiento.

)--------------(
El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que incentiva la inclusión de personas con discapacidad al mundo laboral (boletines N°s 7.025-31 y 7.855-13) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véanse en los Anexos, documentos 10 y 11).


--Queda para tabla.

Comunicación



Del Comité Partido Renovación Nacional, con la que informa que ha elegido como sus representantes a los Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán y José García Ruminot.



--Se toma conocimiento.

El señor LAGOS (Presidente).- Terminada la Cuenta.

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DE ACTOR EDGARDO BRUNA DEL CAMPO CON MOTIVO DE SU RECIENTE FALLECIMIENTO
El señor LAGOS (Presidente).- Pido a la Sala, si lo tiene a bien, guardar un minuto de silencio en recuerdo de Edgardo Bruna, destacado actor de televisión y teatro, y además, importante dirigente de los artistas de nuestro país (fue Presidente de la Unión Nacional de Artistas).



--La Sala guarda un minuto de silencio.
El señor LAGOS (Presidente).- Muchas gracias.

)-------------(

El señor CHAHUÁN.- Pido la palabra sobre la Cuenta, señor Presidente  

El señor LAGOS (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

SOLICITUD DE RECONSIDERACIÓN DE DECLARACIÓN DE INADMISIBILIDAD DE MOCIÓN SOBRE DEFENSA DE INTERÉS COLECTIVO DE CONSUMIDORES Y USUARIOS
El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, la Mesa ha declarado inadmisible una moción de mi autoría, que modifica el artículo 2º, letra f), de la ley Nº 19.496, sobre protección de los consumidores, por estimar la Secretaría que dicho proyecto debiera ser de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, conforme al artículo 65, inciso cuarto, Nº 2°, de la Constitución Política, al enmendar la competencia de la Superintendencia de Salud para entregársela a otro servicio.



De acuerdo con la facultad que se otorga en el inciso primero de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, solicito que se someta a la Sala la reconsideración de dicha declaración, por las razones que a continuación expongo.


Primero, el artículo 2º de la ley Nº 19.496, que establece normas para la protección de los consumidores, enumera los actos y contratos sujetos a las disposiciones de dicha ley.



Segundo, la letra f) de dicho artículo 2o fue incorporada a la ley en su texto actual, en virtud de la reforma introducida por la ley N° 19.955, del año 2004, consignándose la exclusión que mediante esta moción se pretende derogar por la vía de sustituir su texto en la forma que se contempla en el artículo único propuesto en la moción.



Tercero, si bien en la exposición de motivos se menciona a la Superintendencia de Salud como un servicio que no ha sido eficiente en la solución de las situaciones que afectan a los afiliados a isapres, cuando se eleva en forma unilateral el valor de sus planes, tal como se señala en estas consideraciones en ningún caso se le quitan competencias o se le superponen otras.



O sea, se menciona a la Superintendencia de Salud a título meramente ilustrativo, describiendo una situación que existe pero sin alterar su competencia, ya que el artículo propuesto no lo dispone así.



Cuarto, en este orden de ideas, cabe señalar que en la actualidad los consumidores y usuarios que se sientan afectados en sus derechos pueden recurrir al SERNAC, servicio público que se encuentra establecido en el Título VI de la ley, sin perjuicio de que también puedan recurrir al Juzgado de Policía Local pertinente sin que implique quitarle competencias a ese servicio o superponerles otras.



Quinto, lo que esta moción persigue al derogar la exclusión descrita es permitir un procedimiento judicial específico, consistente en interponer acciones en defensa del interés colectivo de usuarios y consumidores respecto de contratos suscritos por ellos con empresas aseguradoras de prestaciones de salud, conforme lo disponen los artículos 50 y siguientes de la ley.



Sexto, esta modificación permitiría que en una acción colectiva de esta naturaleza se pudiera obtener una sentencia favorable con efecto erga omnes, y, de paso, terminar con el aumento explosivo de recursos de protección individuales, originados en las alzas de planes que afectan a miles de afiliados a isapres. Esto ha sido requerido reiteradamente por el Presidente de la Corte Suprema, debido a que estas causas congestionan la labor de las diversas Cortes de Apelaciones del país.



Por lo tanto, en mi opinión, la moción es plenamente admisible, de manera que considero errónea la declaración que hace la Mesa.



En consecuencia, en mérito a los fundamentos ya mencionados, solicito a los Honorables colegas que acojan esta reconsideración y voten favorablemente la admisibilidad.



He dicho.

El señor LAGOS (Presidente).- Señor Senador, usted planteó esta misma petición la semana antepasada -ahora solo cambió los considerandos-, cuando la moción fue declarada inadmisible.



En todo caso, su derecho a pedir votación de la admisibilidad se concretará el día de mañana.



Muchas gracias.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para dar lectura a los acuerdos de Comités.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos.



1.- Considerar, en primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo (boletín Nº 10.545-08).   



2.- Tratar en la tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana, miércoles 22 del presente, en primer, segundo, tercer y cuarto lugar, respectivamente, los siguientes asuntos:



-Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara el 6 de abril de cada año Día Nacional del Deporte para el Desarrollo y la Paz (boletín Nº 10.550-29).



-Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara el 14 de abril de cada año Día Nacional del Locutor (boletín Nº 10.303-24).



-Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Girardi, señora Goic y señores Chahuán, Coloma y De Urresti, en primer trámite constitucional, para establecer el Día Nacional de la Ciencia y la Tecnología (boletín Nº 10.906-19).



-Proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 20.564, ley marco de los Bomberos de Chile, a fin de establecer un procedimiento simplificado para obtener permisos de edificación de inmuebles destinados a cuarteles de los Cuerpos de Bomberos (boletín Nº 10.990-14).



3.- Fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (boletín Nº 10.368-04), hasta las 12 del próximo lunes 3 de abril. 



Nada más, señor Presidente.
RENUNCIA DE PRESIDENTE Y VICEPRESIDENTE DEL SENADO

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde votar, en forma electrónica, la renuncia de los señores Presidente y Vicepresidente de la Corporación.



Los señores Senadores que estén de acuerdo con la renuncia deben votar que sí, y quienes no lo estén tienen que pronunciarse en contra o abstenerse.



Además, se registrarán los pareos.

El señor LAGOS (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor BIANCHI.- ¿Me permite, señor Presidente?  

El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, creo que es oportuno, por lo menos desde mi perspectiva, hacer ver cómo fue el año durante el cual tanto usted como el Senador Quintana dirigieron la Mesa del Senado.



Es lo mismo que ya le dije personalmente: siento que tuvimos una muy buena Presidencia. Y quiero hacerlo público, pues pienso que en esto coincido con numerosos Senadores y Senadoras que tienen la misma opinión.



Nos sentimos absolutamente representados -¡nos sentimos absolutamente bien representados!- por su Presidencia.



Solo quiero dejar constancia de este testimonio público.

El señor LAGOS (Presidente).- Muchas gracias, señor Senador.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?



Terminada la votación.



--Se aprueba la renuncia de la Mesa (29 votos a favor y una abstención). 



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Se abstuvo el señor Navarro.
El señor LABBÉ (Presidente).- A continuación hará uso de la palabra el Presidente saliente, Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS (Presidente).- Seré lo más breve posible para poder seguir con el proceso de cambio de la Mesa del Senado.



Sin perjuicio de ello, quiero partir saludando formalmente al señor Vicepresidente del Senado, don Jaime Quintana, a quien le agradezco su apoyo y la complementariedad que tuvimos a lo largo de este año; a los señores Ministros de Estado que nos acompañan; a las señoras Senadoras y a los señores Senadores; a las señoras Diputadas y a los señores Diputados que están con nosotros; al señor Secretario General del Senado, don Mario Labbé Araneda, y a su equipo; al señor Prosecretario y Tesorero del Senado, don José Luis Alliende Leiva; a las diversas autoridades; a las amigas y los amigos que nos acompañan en las tribunas, y a los funcionarios del Senado.



Ha trascurrido un año desde que asumimos el desafío de presidir esta Mesa y esta Corporación junto con el Senador Jaime Quintana.


Hemos tratado de cumplir esta tarea con entusiasmo, con sentido de urgencia, con alegría y, por sobre todo, con la voluntad de integrar las diversas miradas a la hora de debatir y de participar en la toma de decisiones.



En este espacio hemos podido manifestar legítimamente nuestras diferencias. Es posible que defendamos nuestros puntos de vista con argumentos contundentes y a ratos con pasión. Pero también hemos sido capaces de llegar a acuerdos en materias de gran importancia para la comunidad nacional.



Quiero reiterar que siempre he agotado las instancias para lograr compromisos y acuerdos. Ese ha sido mi deber y eso he tratado de promover entre mis pares.



Recuerdo, en tal sentido, que hace pocas semanas finalmente ratificamos por unanimidad la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores. Se trata de un tema que hace tiempo está instalado en la agenda de nuestro país, pero que merece, sin duda, un trato más extenso y profundo en el trabajo legislativo, en la línea que fija la Convención que aprobamos.



Vivimos en una sociedad que tiende a marginar a los adultos mayores y que no les entrega pensiones suficientes para un descanso digno. Una sociedad en la que la esperanza de vida se ha extendido y se extenderá aún más requerirá que nos hagamos cargo de esta realidad y sus implicancias, como son, por ejemplo, el tipo de financiamiento para la vejez, el rol que jugará en eso el Estado y la edad de jubilación.



Me alegra comprobar que todos estamos de acuerdo en legislar para mejorar las condiciones de los adultos mayores en esta materia.



Quiero resaltar algunas iniciativas de ley ya promulgadas y que han sido de un alto impacto en la ciudadanía.



Se aprobó en el último año la creación de quince centros de formación técnica estatales. En este momento, cinco ya tienen sus estatutos aprobados y se aprestan a entrar en funcionamiento gradualmente.



Este ha sido un cambio en la forma en que miramos la educación superior en Chile. Primero, porque establecimos que se debe incorporar el sector público en materia de oferta educativa. Y segundo, porque le otorgamos a la formación técnico-profesional el lugar que se merece dentro de nuestro sistema de educación superior.



Los que creemos en la educación pública también valoramos que en el último año se hayan creado las dos primeras universidades públicas tras el retorno a la democracia, en O’Higgins y en Aisén, lo que reafirma el compromiso con nuestra educación superior.



Estos han sido temas debatidos con mucha fuerza por parte de los diversos actores del ámbito educacional. Pero podemos decir que dimos una respuesta frente a una sentida demanda de diversos sectores.



Así, aprobamos también dos leyes importantes: el nuevo sistema de desarrollo profesional docente y un plan de formación ciudadana para los colegios.



En otra área, dimos un paso fundamental, pero no exclusivo ni final, en la descentralización de nuestro país.



Introdujimos una reforma constitucional que va a permitir la elección de gobernadores regionales por primera vez en nuestra historia. Lo que aprobamos significa un cambio sustantivo respecto de lo que ha sido Chile desde la Colonia.



En este ámbito recordemos que hubo una importante labor de una Comisión presidencial para la descentralización que trabajó junto con la ciudadanía. Su forma de funcionamiento permitió relevar el valor que tiene la palabra de los ciudadanos en regiones. Hay un antiguo anhelo a lo largo de todo el territorio, cual es el de elegir a las autoridades regionales, y lo estamos llevando a cabo. Este es un cambio de mirada que debe ir acompañado de atribuciones reales y aparejado con una ley de rentas regionales.



¿Qué significa eso? Por ejemplo, que en la ciudad que nos acoge, Valparaíso, la industria portuaria debería tener la atribución de dejar recursos en la región. Lo mismo en San Antonio y en los demás puertos de nuestro país; o, en el caso de las faenas mineras, en las regiones del norte y sur de Chile.



En suma, creo que la elección de gobernador regional es necesaria. Sin embargo, comparto lo que muchos han manifestado acá: los gobernadores regionales deben tener atribuciones y recursos. Si ello no ocurre, si son autoridades electas pero sin poder de decisión real y sin recursos para planificación propia, no se cumplirán las expectativas ciudadanas y estaremos contribuyendo a dañar la credibilidad de la función pública.



Quiero, asimismo, destacar algunas leyes que hemos aprobado y que han pasado desapercibidas ante la opinión pública, pero que hacen una diferencia. Las destaco porque muestran una nación que cree en la capacidad de integrar a todos sus ciudadanos.



Legislamos, por ejemplo, para que sea reconocido oficialmente el deporte paralímpico, que tantos triunfos le ha dado a nuestro país. Desde ahora, entre otros aspectos, debe incorporarse al Plan Nacional de Deporte.



También legislamos para que personas discapacitadas puedan ser nombradas jueces o notarios. Se trata de un avance real y concreto en esta materia.



Del mismo modo, establecimos que toda campaña pública debe incorporar el lenguaje para personas con discapacidad auditiva.



Además, aprobamos en el Senado, y está a la espera de que se resuelva, la ley de cuotas para la discapacidad, a fin de que estas personas puedan insertarse en el mundo laboral como corresponde.


En esta materia, quiero plantear a la nueva Mesa que se considere la incorporación de la lengua de señas en la transmisión de las sesiones del Senado, ya que es un acto de justicia e igualdad, de integración y de valoración de todos los chilenos.



En el último año también aprobamos y se promulgaron varias leyes que reflejan la diversidad de nuestro país, la afirmación de las identidades locales y la preocupación de esta Corporación por abrir espacios de reconocimiento a grupos con necesidades especiales.



Así, aprobamos las siguientes leyes: la que establece el Día Nacional de la Concienciación del Autismo en Chile; la que crea el Día Nacional del Trabajador Forestal; la que establece el 14 de agosto como Día Nacional de los Radioaficionados; la que declara feriado el 8 de septiembre para la Región de Antofagasta; la que declara feriado el 10 de agosto para la Región de Tarapacá; la que establece el 11 de julio de cada año como Día de la Dignidad Nacional, en recuerdo de la iniciativa del Gobierno del Presidente Salvador Allende de nacionalizar la minería del cobre.



El año pasado nos tocó despedir a un ex Presidente de la República y del Senado: don Patricio Aylwin Azócar. Quiero destacar que fue un momento de gran unidad y de reflexión como país en torno a una figura señera de nuestra transición. Por eso, aprobamos en la reciente legislatura la construcción de un monumento en memoria de su relevante aporte a la recuperación de la democracia en Chile.



De igual modo, aprobamos erigir un monumento a otro gran personaje de la política chilena y de nuestra democracia: don Gabriel Valdés Subercaseaux, también ex Presidente de nuestra Corporación. Además, aprobamos un reconocimiento a la destacada y querida folclorista nacional Margot Loyola, que tanto contribuyó al rescate de las tradiciones que han dado forma a nuestra cultura. Por último, en la comuna de Lautaro, en La Araucanía, se erigirá un monumento en memoria del poeta Jorge Teillier.



La probidad fue uno de los grandes ejes legislativos de la gestión que termina.



En tal sentido, aprobamos la ley que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilita su modernización. Y también despachamos las normas para el fortalecimiento y transparencia de la democracia.



Quiero detenerme en este punto. El refichaje de la militancia en los partidos constituye una oportunidad para que quienes estamos en la política partidaria reafirmemos nuestro compromiso con la democracia. Estoy consciente de que cumplir con la exigencia legal no ha sido fácil, pero es una oportunidad para legitimarnos ante la opinión pública. Y, por lo mismo, en lo que a mí respecta, estimo que no existe espacio alguno para no cumplir con las exigencias legales que nos hemos puesto. Ciertamente, se excluye toda posibilidad de una modificación legal que rebaje las exigencias actuales.



También quiero reafirmar que nuestra democracia debe mejorar con participación activa. Y mi compromiso, y el de muchos, es que nuestra nueva Carta Fundamental contenga normas que otorguen mayor participación a los ciudadanos, complementando nuestra democracia representativa. Los temas que afectan a toda nuestra sociedad o que son relevantes para las regiones o los municipios deben tener un componente de participación real, como plebiscitos vinculantes, consultas ciudadanas o iniciativas populares de ley. Relevar la participación ciudadana es vital para la salud de nuestra democracia y la democracia representativa.



En el último año finalmente se promulgó la ley del voto de chilenos en el exterior. Esperamos que se pueda consolidar y desarrollar una buena participación en este proceso, que hasta el momento registra un bajo porcentaje de inscripción. Es importante avanzar en ello, porque se trata de una instancia crucial para incorporar a los compatriotas que residen en el extranjero y que se sienten parte de nuestro destino como país.



La preocupación medioambiental es un tema central de nuestra agenda, y así lo demuestra la coyuntura.



En tal sentido, establecimos el marco para la gestión de residuos y para fomentar el reciclaje y también ratificamos el compromiso internacional adquirido en la COP21 de disminuir las emisiones y avanzar en energías renovables no convencionales.



En este aspecto, quiero resaltar el sistema que otorga más equidad a las tarifas eléctricas, que, además de incorporar nuevas energías renovables a nuestra matriz, entrega un factor de equidad y añade más transparencia en el mercado eléctrico, lo que permitirá mayor inversión y que haya menos emisiones que afectan a la población.



El ejercicio de la Presidencia del Senado y mi paso por la Comisión de Hacienda me han llevado al convencimiento de que debemos contar con una oficina técnica que apoye el análisis y el mejoramiento de proyectos de ley, en especial de aquellos que conllevan un alto costo presupuestario y que, precisamente, por la falta de una contraparte técnica bien capacitada, deja en una clara asimetría a los parlamentarios frente al Ejecutivo. Espero que podamos seguir avanzando, como lo hicimos en el último año, con las autoridades del Ministerio de Hacienda, de la Cámara de Diputados y con organismos internacionales para darle una mayor visibilidad en Chile y en muchos otros Parlamentos del mundo a esta importante herramienta que es contar con una oficina de presupuesto que permita pararnos de igual a igual con el Ejecutivo.



Estimados Senadores, amigos, colegas, la crisis de confianza de la ciudadanía en la clase política y sus instituciones también ha afectado a nuestro Senado. Confío en que los avances legislativos mejoren los estándares de probidad y transparencia y sean los que la ciudadanía se merece. Hemos visto avanzar investigaciones en casos de vinculación ilegítima entre dinero y política, procesos que están en tramitación. Confiamos en que la justicia falle con oportunidad y que cada uno asuma las responsabilidades que le corresponden. Todos tenemos la obligación de volver a ganar la confianza pública, y por eso no podemos transigir.



Sin embargo, quiero reafirmar acá con mucha fuerza que los diversos cuerpos legales que hemos aprobado a este respecto demuestran que no hemos sido un Senado indolente y que, por el contrario, hemos actuado con rapidez y responsabilidad legislando acerca de un sinnúmero de materias.



En otro orden de cosas, deseo invitarlos a todos a ser parte del Censo 2017. Es una tarea de responsabilidad que tenemos con nuestro país, y creo que debemos dar el ejemplo en esta materia y sumarnos entusiastas desde nuestras regiones a este proceso tan importante para todos. Esta petición la hago a partir de conversaciones que sostuve con distintos Senadores y Senadoras que van a participar voluntariamente en el Censo. Tal vez sería óptimo que todos pudiéramos sumarnos a él.



Por último, quiero agradecer con mucho afecto y cariño a los funcionarios y a las funcionarias de esta Corporación, que han apoyado nuestra gestión y las labores legislativas más allá, a ratos, de lo que les exigen su cargo y su horario. Reconozco en especial sus esfuerzos solidarios y el aporte que realizaron los distintos gremios y organizaciones laborales del Parlamento para ayudar a las víctimas de los incendios del sur, en febrero de este año, y de Valparaíso y Viña del Mar, en los últimos días.



Deseo agradecer, además, la oportunidad que me dieron ustedes al elegirme Presidente del Senado, lo que me permitió tener una mirada distinta de esta Corporación, no solo desde el cubículo, sino también desde la testera, y, al mismo tiempo, ver lo que ocurre -si ustedes me permiten decirlo así- detrás de bambalinas para que funcione este Senado.



Hay muchas cosas que me gustan cómo funcionan y me parece que hay otras que son un desafío permanente para seguir mejorando.



¡Muchas gracias a todos!



Le deseo a la Mesa que asume el mejor de los éxitos en esta tarea compleja, difícil, y en particular en un año de elecciones.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

ELECCIÓN DE MESA DEL SENADO

El señor LAGOS (Presidente).- Corresponde elegir, en primer lugar, Presidente del Senado.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente y estimados colegas, en nombre de la bancada de la Democracia Cristiana, de nuestro Partido y de los colegas de la Nueva Mayoría y de algunos independientes, vamos a presentar la candidatura de este “joven” valor de la política chilena: don Andrés Zaldívar.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor LAGOS (Presidente).- Ciertamente, constituye un valor. Eso está fuera de duda.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sin perjuicio de reconocer no solo el derecho, sino también los méritos de quien ha sido propuesto por el Comité de la Democracia Cristiana, nosotros, desde las bancadas de Chile Vamos, proponemos el nombre del Senador Baldo Prokurica para que presida esta Corporación.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor LAGOS (Presidente).- Hay dos nombres propuestos.



Nadie más ha pedido la palabra.



En votación nominal.



--(El señor Secretario General procede a tomar la votación en la forma señalada por el señor Presidente).



--(Durante la votación).

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, sin perjuicio de todos los merecimientos del Senador Zaldívar, voto por el colega Baldo Prokurica.

El señor NAVARRO.- Yo voto en contra de ambos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Es decir, ¿se abstiene, Su Señoría?

El señor LAGOS (Presidente).- Tendría que abstenerse, porque esa votación no existe.

El señor NAVARRO.- Se lo dije a la Sala y ahora se lo digo a la Mesa: ¡No estoy de acuerdo con ninguno de los dos candidatos!

El señor LAGOS (Presidente).- Entonces, ¿cómo vota, señor Senador?

El señor NAVARRO.- En contra.

El señor COLOMA.- ¡Puede votar por usted mismo…!

El señor LAGOS (Presidente).- Su Señoría, necesariamente debe emitir una preferencia. Puede abstenerse, si lo desea, o no votar.

El señor NAVARRO.- En consideración a que la Mesa señala que no puedo votar en contra, me abstengo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LAGOS (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: por el Senador señor Andrés Zaldívar, 21 votos; por el Senador señor Baldo Prokurica, 12 votos, y 2 abstenciones.



Votaron por el Senador señor Andrés Zaldívar las señoras Allende y Goic y los señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por el Senador señor Baldo Prokurica las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Hernán Larraín, Moreira, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.



Se abstuvieron la señora Lily Pérez y el señor Navarro.

El señor LAGOS (Presidente).- En consecuencia, queda elegido Presidente del Senado don Andrés Zaldívar Larraín. 


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor LAGOS (Presidente).- A continuación, corresponde elegir Vicepresidente del Senado.



Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, propongo el nombre del Senador Alejandro García-Huidobro.

El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en representación de la bancada del PPD y del resto de la Nueva Mayoría, sugiero el nombre del Senador Guido Girardi.

El señor LAGOS (Presidente).- En votación nominal. 



--(El señor Secretario General procede a tomar la votación en la forma señalada por el señor Presidente).

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LAGOS (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: por el Senador señor Girardi, 19 votos; por el Senador señor García-Huidobro, 15, y 2 abstenciones.



Votaron por el Senador señor Girardi las señoras Allende y Goic y los señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por el Senador señor García-Huidobro las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Hernán Larraín, Moreira, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.



Se abstuvieron los señores Bianchi y Navarro.

El señor LAGOS (Presidente).- En consecuencia, queda elegido Vicepresidente del Senado el Honorable señor Guido Girardi.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor LAGOS (Presidente).- Invito a los Senadores señores Zaldívar y Girardi a ocupar sus puestos en la testera.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Invito a los Honorables señores Ricardo Lagos Weber y Jaime Quintana a pasar a la testera para entregarles la campana que simboliza su mando mientras se desempeñaron como Presidente y Vicepresidente del Senado, respectivamente, en el período 2016-2017.


--Los Honorables señores Ricardo Lagos y Jaime Quintana reciben sendas campanas de parte de los señores Presidente y Vicepresidente del Senado, respectivamente.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, hará uso de la palabra el Presidente electo del Senado, Honorable señor Andrés Zaldívar Larraín.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Estimadas señoras Senadoras y estimados señores Senadores, señores Ministros, señor Secretario General:



Mis primeras palabras van dirigidas a Sus Señorías: les agradezco por haberme honrado al elegirme una vez más entre iguales para presidir nuestra Corporación por un nuevo período.



Hago mi reconocimiento a quienes me apoyaron en la nominación, pero también a aquellos que se manifestaron por otra legítima opción.



Quiero felicitar a quienes me antecedieron en la conducción de la Cámara Alta en este período legislativo: a la ex Presidenta Isabel Allende y a los ex Presidentes Patricio Walker y Ricardo Lagos Weber, quienes, en mi concepto, cumplieron una tarea importante en la trayectoria del Senado de la República.



En este momento asumo como Presidente del Senado en representación de toda la Corporación. Este es un cargo de Estado, y, como tal, me comprometo tanto a respetar y hacer respetar los derechos de cada uno de ustedes cuanto a exigir el cumplimiento de sus deberes, conforme a nuestro Reglamento, a nuestras leyes y a la Constitución Política.



Espero vuestra colaboración para poder responder a las exigencias de este relevante mandato, de tal forma que mis actos no merezcan ningún reparo durante mi desempeño como Presidente del Senado.



Os ruego y demando que me lo hagáis presente si no cumplo mis obligaciones como representante de este importante Poder del Estado.



Agradezco desde ya la colaboración de todos aquellos que forman parte de esta Alta Corporación: a nuestro Secretario General, a quienes ejercen cargos directivos, a los secretarios de comisiones y al resto del personal, profesional y administrativo, de la Cámara Alta.



Llevamos muchos años trabajando juntos. Conozco y valoro la labor que cada cual desarrolla en su área de desempeño. El trabajo de todos es importante y necesario para cumplir el delicado mandato que nos entregan nuestra Carta Fundamental y las leyes.



Agradezco además a mis colaboradores, así como la presencia en este acto de quienes han querido acompañarnos, especialmente las personas que viajaron desde la Región del Maule,… 



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

… a la que represento con orgullo en esta Corporación junto con los Senadores señores Manuel Antonio Matta, Hernán Larraín y Juan Antonio Coloma.



Gracias a los alcaldes, concejales, consejeros regionales y dirigentes sociales por la muestra de cariño que me dan al acompañarme hoy día en esta ceremonia y por entregarme su apoyo gratuito, que no merezco.



Permítanme -y excúsenme por hacerlo- dirigirme a quienes son parte de mi vida más íntima: a los miembros de mi familia. 



Gracias por su presencia a Inés, mi compañera de siempre: más de sesenta años de vida común, juntos, en un trabajo intenso, en el que ella ha sido para mí un complemento esencial tanto en mi vida privada cuanto en mi quehacer público.



Gracias también a mis hijas, a mis nietas y nietos, a mi bisnieto y demás familiares, a quienes tanto quiero.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).


Son mi familia. Y estoy convencido de que sin ellos no habría sido posible entregarme al servicio público, con todo lo que ha significado.



Honores, sí: muchos. Pero también dolores e incomprensiones; ataques y acusaciones injustas en algunas oportunidades, llegándose al extremo de que se me condenó a vivir un largo tiempo expulsado de mi patria.



Señoras Senadoras y señores Senadores, soy consciente de que, como Cámara Alta, debemos cumplir una tarea importantísima en este año legislativo.



Nuestra agenda es muy exigente. Hay proyectos que abordan materias de gran trascendencia para el futuro de nuestro país: el relativo a educación superior; el que fortalece y revaloriza la educación pública; el encaminado a lograr una real descentralización de Chile; el destinado a reformar nuestro sistema previsional; el que modifica la institucionalidad vigente para afrontar las emergencias que nos provoca tan recurrentemente la naturaleza; los recaídos en temas valóricos, como el aborto terapéutico, la igualdad de género, la no discriminación arbitraria; el dirigido al ámbito económico; el de Ley de Presupuestos de la Nación para 2018.



Con seguridad, se abrirá el debate en torno a una reformulación de nuestra normativa constitucional.



Sobre esta última materia se ha realizado todo un proceso de consulta al objeto de recoger las propuestas ciudadanas en cuanto a las enmiendas o a las normas que se desea considerar en una nueva normativa fundamental.



Ha sido un proceso de participación ciudadana que debemos valorar y tener en cuenta.



Sin embargo, hay que ser claros: la facultad constituyente se halla radicada en el Parlamento. Será en esta sede donde deberemos decidir el contenido de nuestra Carta Fundamental, de acuerdo con las normas constitucionales vigentes.



Es el propio Congreso Nacional el que tiene que resolver si lo hace bajo su propia autoría o delega en otro órgano la facultad constituyente, que le pertenece.



Nadie puede pretender que este Parlamento, que fue elegido por votación popular, no tenga legitimidad para pronunciarse sobre la nueva normativa constitucional de Chile.



En todo caso, el Senado no debe obviar aquel debate. Es necesario avanzar, aun cuando la decisión sobre una nueva Constitución sea tarea propia del próximo Congreso Nacional.



Lo más importante es tener presente que la Carta Constitucional de un país, para que tenga raíz y perdure en el tiempo, precisa un amplio consenso ciudadano y no debe ser fruto de una mayoría circunstancial.



Sobre el tema constitucional, quisiera compartir con ustedes -y me atrevo a hacerlo- una propuesta personal acerca de nuestro régimen político de gobierno.



Pienso que para Chile sería positivo reflexionar en torno a la posibilidad de avanzar hacia un sistema de gobierno semipresidencial, al estilo de los países europeos donde han surgido regímenes democráticos estables y que cuentan con la más amplia participación de las diversas expresiones políticas.



Señoras Senadoras y señores Senadores, esa exigente agenda de trabajo deberá cumplirse, como se ha dicho, en un año que está cruzado por la elección de Presidente de la República, de Senadores y Diputados, de Consejeros Regionales, e incluso, por la posibilidad de elegir a los llamados “Gobernadores Regionales”.



Espero que entreguemos lo mejor de nosotros para legislar sobre estas materias, no en cuanto a la cantidad de proyectos de ley que se aprueben, sino a la calidad de los que despachemos.



Excúsenme, estimados colegas, mas no puedo dejar de referirme a algo que creo que no podemos soslayar. ¿Qué pasa entre nosotros, en nuestro país, como también en el mundo global?



¿Qué pasa con los políticos, con la política, con las instituciones, tanto en el ámbito público como en el privado?



¿Por qué existe una apreciación tan negativa respecto de los políticos y de la política?



Es necesario interrogarnos y tratar de encontrar una respuesta a la desconfianza de los ciudadanos hacia las instituciones que los rigen, en especial aquellas autoridades que eligen, delegando la soberanía que les pertenece, para representarlos.



Ese juicio puede ser justo o injusto, pero no podemos guardar silencio o aceptarlo sin hacernos cargo.



Soy un convencido de que la política es una vocación noble y exigente, absolutamente necesaria para la gobernanza de una sociedad, de una nación.



Quien toma la decisión de asumir el servicio público como una expresión de vida debe comprometerse a entregar toda su actividad, todo su esfuerzo, en representar a la ciudadanía en tal desempeño y privilegiar siempre el bien común.



Debemos ser conscientes de que se está en la política para servir a la comunidad y no a sí mismo.



Nosotros, los parlamentarios, debemos examinarnos, hacer nuestra propia autocrítica y preguntarnos qué nos pasa y por qué la gente emite juicios negativos en cuanto a nuestra actividad, que es tan digna.



Sinceramente, creo que la apreciación de la opinión pública no es justa. Pero ¿por qué, entonces, a veces es tan lapidaria? ¿Por qué no tenemos la capacidad de corregir el juicio tan negativo de aquellos a quienes pretendemos representar?



Hace pocos días, esta Corporación entregó un libro titulado “Chile, 100 Senadores y su influencia en nuestra historia”. Recorrí sus páginas y leí la historia personal de cada uno de los representados. Todos eran, sin excepción, figuras ejemplares en su conducta, austeros y sobrios, y se habían dedicado por entero al servicio público.



Con mi presencia en la política por más de cincuenta años, estimo que soy testigo y puedo dar fe de que, salvo muy pocas excepciones, personas públicas de todas las denominaciones: de Izquierda, de Derecha, de Centro o independientes, han sido serias y probas.



Puedo mencionar, en forma simbólica, a Pedro Aguirre Cerda, Arturo Alessandri Palma, Jorge Alessandri Rodríguez, Eduardo Frei Montalva, Salvador Allende Gossens y Patricio Aylwin Azócar, quien nos dejó recientemente. Ellos no se enriquecieron materialmente en el servicio público. Al contrario, vivieron con modestia y sin ostentaciones. Han sido un ejemplo para nuestra patria.



En estos tiempos estamos enfrentando un escenario muy complejo para la política y los políticos y para el Congreso. La política se ha judicializado y los políticos se encuentran condenados, muchas veces, antes de ser juzgados.



Es cierto -y no podemos negarlo- que se han cometido errores. La política se ha financiado, a veces, en forma indebida, aun cuando no se haya buscado enriquecerse en forma personal. Todo ello se tiene que investigar y dejar que la justicia determine los juicios que corresponda, pero no puede aceptarse la condena anticipada de los políticos. Por el bien de nuestro país, se necesita poner las cosas en su lugar.



Es preciso valorizar la política y potenciar los partidos políticos, que son actores determinantes en el funcionamiento de toda democracia.



Se requiere efectuar las acciones necesarias para lograr dicho objetivo. Esa es una tarea de todos nosotros.



Chile ha sido testigo de cómo se ha avanzado en tal sentido en el último tiempo.



Hubo una propuesta desde la sociedad civil a través de la llamada “Comisión Engel”.



Tanto el Ejecutivo como el Congreso han recogido e implementado normativas legales sobre el nuevo financiamiento público de las campañas electorales; las regulaciones de la actividad de los partidos y su financiamiento público; la eliminación del financiamiento reservado y de las empresas para las campañas electorales; la limitación del gasto en las campañas; el lobby; la declaración de patrimonio e intereses; la transparencia y la información, etcétera.



Lo anterior ha sido producto de un trabajo esmerado, que hace acreedora de un reconocimiento a la Comisión especial presidida por el Senador señor Ignacio Walker.



Todo ello está bien. Debemos seguir avanzando para despejar todas las causas de suspicacia o de desconfianza. Pero no es suficiente. No se trata solo de leyes o de reglamentos, sino de conductas personales. Se trata de transformarnos nosotros en un testimonio de la función pública.



La gente, además, protesta contra el abuso; la prepotencia de la autoridad que se excede en el cargo; los privilegios indebidos; el incumplimiento de las promesas fáciles que muchas veces hacemos; la falta a la verdad cuando somos requeridos y damos una respuesta fácil o evasiva. Reclama de quien se ampara en su posición y no sabe escuchar.



Nuestra conducta cotidiana está ahora más que nunca bajo la vigilancia de la ciudadanía, de los medios de comunicación. Podemos ser interpelados -y con razón- cuando cometemos acciones indebidas o abusivas.



Debemos comportarnos como corresponde no solo por estar en una vitrina, sino también por la convicción de que a la autoridad se le debe exigir un comportamiento estricto en su gestión, así como en su vida personal y en cada uno de sus actos públicos o privados.



Como parlamentarios, no solo debemos ser responsables en nuestro trabajo legislativo, sino también los primeros en exigirnos a nosotros mismos.



Debemos reconocer cuando cometemos un error y no guardar silencio o buscar excusas que no corresponden.



Nunca debemos reclamar un privilegio indebido ni un beneficio personal, y ser modestos, austeros, veraces, cercanos a la gente. Jamás tenemos que ofrecer algo que sabemos que no es posible. Debemos vivir para servir y no para ser servidos.



Excúsenme Sus Señorías que haya hecho estas reflexiones. No deseo aparecer como alguien que quiere dar lecciones de vida. Lo hago como una consideración de tipo personal, sobre todo porque me duele la crisis de confianza y credibilidad que nos afecta.



Esta última me duele porque, después de más de cincuenta años en la vida política tratando de hacer realidad los valores en los cuales fui formado por mis padres y por quienes me inspiraron para abrazar el servicio público, veo que si no somos capaces de rectificar a tiempo podemos nuevamente ser testigos de que no nos proyectamos como una comunidad de mujeres y de hombres libres orgullosos de una vida digna y justa para todos.



Espero en Dios que Chile sea siempre el país que invocamos en nuestros sueños.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Habiéndose cumplido con la primera parte de la sesión, suspendo la sesión por veinte minutos a fin de agradecer a nuestros invitados, con quienes todos los señores Senadores podrán compartir.

)-----------------(



--Se suspendió a las 17:24.



--Se reanudó a las 17:56.

)------------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Continúa la sesión.

V. ORDEN DEL DÍA

NUEVO GOBIERNO CORPORATIVO DE EMPRESA NACIONAL DEL PETRÓLEO
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En conformidad al acuerdo de Comités, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo, con informe de la Comisión de Minería y Energía, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.545-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 73ª, en 13 de diciembre de 2016 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Minería y Energía: sesión 1ª, en 14 de marzo de 2017.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal que se persigue es modernizar la ENAP al conferirle un nuevo gobierno corporativo y una nueva forma de dirección, en procura de mejorar su gestión, administración y resultados.



La Comisión discutió la iniciativa solo en general y, por la unanimidad de sus miembros, Senadora señora Allende y Honorables señores García-Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica, aprobó la idea de legislar.



Cabe consignar que el nuevo inciso quinto del artículo 2 -la norma es propuesta por el número 1, letra b), del artículo único- tiene carácter orgánico constitucional, por lo que requiere 21 votos para su aprobación.



El texto propuesto se transcribe en el primer informe y en el boletín comparado a disposición de Sus Señorías.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Puede intervenir el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, pido abrir la votación y asignarle diez minutos a cada Senador, lo que me parece razonable.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en esos términos.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.
La señora ALLENDE.- Señor Presidente, usaré de ella, en mi calidad de Presidenta de la Comisión de Minería y Energía, a fin de informar acerca de la iniciativa y posteriormente daré a conocer mis opiniones.



El proyecto, iniciado en mensaje, se discutió solo en general, como se expresó, comprometiéndose los representantes del Ejecutivo a formar una mesa de trabajo, integrada por asesores parlamentarios y especialistas, destinada a concordar un conjunto de indicaciones que perfeccionen las normas y den cuenta de las inquietudes planteadas.



Para ilustrarse en relación con el asunto, el órgano técnico escuchó a representantes de los Ministerios de Energía y de Hacienda, de ENAP, de los trabajadores, del gobierno corporativo de CODELCO, del mundo académico y de centros de investigación.



El propósito de modernización al cual se ha hecho referencia forma parte de la Agenda de Energía del Gobierno, instrumento que permitió constituir un plan de acción a largo plazo para disponer de energía confiable, sustentable y a precios más razonables. Se busca transformar la ENAP en una compañía robusta que sea capaz de erigirse en un actor sólido y con protagonismo en los desafíos energéticos del país. Es interesante que esté trabajando ahora en energías renovables no convencionales.



Se trata de una empresa creada en 1950 y modificada en ocasiones puntuales. Si bien ha mantenido su estructura original, ello no le ha impedido posicionarse como un pilar en el desarrollo de la explotación de hidrocarburos, así como en la ejecución, operación y mantención de refinerías a lo largo del país, y desempeñar un rol en el desenvolvimiento de la industria del sector en la Región de Magallanes.



Es destacable que en los últimos años la entidad haya logrado resultados financieros positivos, lo que permite una visión optimista respecto a la concreción de mejoras en la gestión y en la obtención de buenos logros operacionales.



Es oportuno recordar que en 2014 se propuso ampliar el giro de la ENAP a fin de permitirle ingresar al rubro de la generación de energía eléctrica. Aun cuando la idea ha sido beneficiosa, los esfuerzos desplegados no serán suficientes si no se avanza hacia un nuevo gobierno corporativo, que asigne correctamente poderes y responsabilidades, según exigentes estándares internacionales, entre el directorio, la administración y el propietario.



Cabe precisar que, en la actualidad, el concepto de gobierno corporativo no solo engloba reglamentos, sino también una disciplina empresarial destinada a mantener una relación estable y productiva entre los participantes de cualquier organización.



En este marco, el proyecto no solo cumple con el compromiso de Chile de hacerse cargo de las recomendaciones de la OCDE en materia de administración de empresas públicas, sino también con la experiencia y los aprendizajes obtenidos en las modificaciones en otros gobiernos corporativos, cual es el caso concreto de CODELCO.



Como lo hicieron presente representantes del Gobierno, la iniciativa se ha formulado sobre la base de un proceso de diálogo y trabajo conjunto con los trabajadores, destinado a conocer sus opiniones y visiones respecto a la modernización y los cambios de los que debe ser objeto la empresa. Ello garantiza la necesaria pluralidad de pareceres y voces en la elaboración de la legislación a la que quedan sometidas las instituciones del Estado.



Es dable advertir que el texto contempla también, en respuesta al compromiso asumido en la Agenda de Energía, una autorización para proceder a la capitalización de la ENAP hasta en 400 millones de dólares. Estos recursos son necesarios para cumplir con el objetivo de fortalecimiento de la entidad y enfrentar las decisiones de inversión planteadas en el nuevo gobierno corporativo. 



Por último, mencionaré algunas consideraciones que inspiraron la iniciativa:


-El Gobierno no debe involucrarse en la gestión cotidiana de la empresa, razón por la cual se le confiere a esta una autonomía operativa para alcanzar sus objetivos y al directorio se le ha de permitir el ejercicio de sus funciones bajo condiciones de independencia.



Al efecto, se proponen modificaciones tanto en el funcionamiento como en la forma en que los distintos estamentos se relacionan entre sí. Ello implica el establecimiento de una junta de accionistas similar a la de las sociedades anónimas abiertas, en la cual quedan radicadas las facultades de gobierno, administración y fiscalización; la sujeción a las normas de la Ley sobre Sociedades Anónimas y a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros; el establecimiento de nuevos instrumentos de planificación corporativa, mediante un Plan de Desarrollo y Negocios por implementarse quinquenalmente y que incluirá al menos objetivos, metas de rentabilidad e iniciativas de inversión y desarrollo, y la exclusión del Ministro de Energía como integrante del directorio.



-Se deben contemplar requisitos, inhabilidades e incompatibilidades para ser director, a fin de prevenir conflictos de interés en el uso de información privilegiada, y exigir a los directores guardar reserva de los negocios de la empresa y sus filiales. 



En este ámbito, el proyecto procura alcanzar un gobierno y una administración profesionales, para lo cual se les hacen aplicables a los directores de la ENAP, al gerente general y a los principales personeros de su plana ejecutiva las normas sobre responsabilidad, atribuciones, deberes, derechos, prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades de los gerentes en la Ley sobre Sociedades Anónimas. 



Concluyo señalando que, según lo advierte el informe financiero, el proyecto generará un efecto potencial positivo en materia de ingresos fiscales en la medida en que la empresa produzca utilidades mayores a las previstas y estas sean retiradas por el Fisco.



En cualquier caso, debe consignarse que la ENAP todavía arrastra pérdidas tributarias causadas por las mermas de los años 2008, 2011 y 2012. Como los eventuales gastos asociados a la implementación del gobierno corporativo no son de su propio cargo, no existen efectos en esta materia. Si bien hay un aporte de capital requerido del Tesoro Público hasta por 400 millones de dólares, se trata de transacciones de activos financieros que no se contabilizan como gasto público.



Cabe indicar, señor Presidente, que este proyecto de ley fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión que presido. Por lo tanto, sugiero a la Sala acoger la idea de legislar.



Muchas gracias.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, me ha tocado estudiar, en mi largo período parlamentario, las modificaciones a los gobiernos corporativos de empresas del Estado. Participé en las relativas a CODELCO, como Diputado primero y después como Senador.



Hoy nos corresponde analizar esta iniciativa, que propone modificar el actual gobierno corporativo de ENAP, sacando a los Ministros (es lo que se hizo en CODELCO originalmente), incorporando la Alta Dirección Pública e integrando a un representante elegido por los trabajadores.



El Estado de Chile creó la Empresa Nacional del Petróleo el 19 de junio de 1950, con la publicación de la ley N° 9.618. Esto, tras el descubrimiento del primer pozo petrolífero del país, en el sector Springhill, en Magallanes, el 29 de diciembre de 1945.



Fue así como en 1954 la ENAP puso en marcha la Refinería de Petróleo de Concón -hoy Refinería Aconcagua-, la primera del país. Luego, en 1959, se levantaron las primeras instalaciones logísticas para almacenamiento, distribución y transporte de combustibles refinados en Maipú. Al año siguiente se construyó el terminal marítimo de San Gregorio, en Magallanes.



Señor Presidente, ENAP es una empresa extraordinariamente importante para Chile. Es el principal proveedor de combustibles de nuestro país. Hace pocos días la compañía informó que entre enero y diciembre de 2016 anotó una utilidad de 182,6 millones de dólares y los costos bajaron en 1.038 millones de dólares -es decir, en 18,2 por ciento- respecto del 2015.



Este proyecto de ley persigue dos objetivos: modificar el actual gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo y, además, capitalizarla en 460 millones de dólares.



En mi experiencia legislativa, tanto en la Cámara como en el Senado, me ha tocado trabajar -como dije- en el tema de gobiernos corporativos de empresas estatales. Considero que ha sido una experiencia positiva y es bueno que podamos implementarla. Está pendiente -y se lo hago presente aquí al Ministro de Energía, aunque él no es el responsable- el nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional de Minería. 



Sin embargo, tengo ciertos reparos sobre la iniciativa que hoy día discutimos. En primer lugar, porque ENAP no es una empresa cualquiera. Si miramos su currículo, nos damos cuenta de que tiene un pasado lleno de abusos, de irregularidades, como fueron los casos del desmalezamiento, del pago de indemnizaciones millonarias, de los viajes de ciertos ejecutivos al Caribe. 



Además de esas situaciones, al sacar una radiografía financiera de ENAP, se ve que esta tiene un patrimonio de 400 millones de dólares y una deuda que se encamina a los 4 mil millones de dólares.



¿Cómo se ha generado esa deuda? Las autoridades lo han planteado: mil millones de dólares se explican por su decisión de importar petróleo -es algo que no quisieron hacer los privados- cuando Argentina nos cortó el gas. De esa manera, las generadoras de gas pudieron funcionar con diésel, en ciclo combinado.



Fue una acción importante del Estado, a través de una de sus empresas. Pero esos mil millones de dólares se perdieron porque se cometió un error garrafal: no efectuar una operación de cobertura, que es lo que hace toda empresa en estos casos. Compró mucho petróleo diésel, este bajó y ENAP perdió mil millones de dólares. 



No obstante, falta justificar los otros 3 mil millones, los cuales se han generado por las razones que expliqué recién: mala gestión. Pero las pérdidas no se entienden bien porque esta empresa es un monopolio natural.



En seguida, quiero destacar que este es un proyecto curioso, porque, por un lado, modifica el gobierno corporativo de la empresa, pero, por otro, la capitaliza en 460 millones de dólares. 



Pero, ¡ojo!, no se trata de una capitalización como la que hemos hecho en CODELCO, donde la autorizamos a quedarse con recursos que genera ella misma. No. Quienes están viendo este programa…

El señor PIZARRO.- ¡Es una sesión, no un programa!

El señor PROKURICA.-… o esta sesión, como me dice el Senador Pizarro, deben saber que estos 460 millones de dólares van a salir del erario nacional.



¿Por qué me preocupa esto? Porque, si bien es cierto que nosotros, como Chile Vamos, como Renovación Nacional, vamos a votar a favor de la idea de legislar en esta materia, porque creemos positiva la modificación del gobierno corporativo, no hemos logrado que el Ejecutivo adquiera el compromiso de especificar en qué se van a gastar estos 460 millones de dólares.



¿Y por qué lo digo? Voy a poner solo dos ejemplos. 



La semana pasada el Gobierno de la Nueva Mayoría anunció que va a rebajar los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional. Solo en la Región de Atacama se le van restar mil 800 millones.



En segundo lugar, a la Empresa Nacional de Minería, que es muy valiosa para la pequeña y mediana minería del norte del país, el Estado de Chile todavía no le devuelve los recursos que se utilizaron para sustentar tarifas el 2015.



O sea, no tenemos plata para la reconstrucción del centro sur del país, devastado por los incendios, y debemos recortarle los recursos al FNDR, al resto de las regiones; no tenemos plata para devolverle a la ENAMI, ¡pero sí la tenemos para capitalizar una empresa como la ENAP, en 460 millones de dólares!



Entonces, de repente uno encuentra cambiadas las prioridades. Me gustaría que las autoridades de Gobierno nos explicaran el criterio que se usa, por qué con algunas empresas sí y con otras no.



Para ser justos, señor Presidente -porque seguramente voy a ser el único parlamentario que hará críticas a la Empresa Nacional del Petróleo, que a mi juicio está extraordinariamente politizada-, quiero decir que las últimas tres administraciones, las dos bajo el Gobierno del Presidente Piñera y la actual del señor Tokman, han sido buenas. Fueron buenas la del señor Cox y la anterior (no recuerdo el nombre del ejecutivo). Han cuidado el patrimonio del Estado, han logrado mejores condiciones, no ha habido escándalos de mal uso de recursos. Y eso habla bien de este último período.



Sin embargo, quiero reflexionar como un chileno cualquiera, de la calle. Junto con el Senador Bianchi, les hemos hecho preguntas a los ejecutivos de la ENAP que han ido a la Comisión de Minería del Senado. Porque esta no es una empresa estatal cualquiera. El Banco del Estado o la ENAMI, por ejemplo, son utilizados por algunos chilenos, pero con ENAP todos tenemos contacto diario, ya que hay que estar echando combustible permanentemente. Por lo tanto, es un tema que nos preocupa a todos los chilenos.



Por mi parte, le he pedido a la ENAP que explique cómo es posible que cuando el precio internacional del barril de petróleo en el Golfo de México -es el parámetro que todos utilizamos en Chile- estaba en 147 dólares, la bencina costaba, para los mortales como nosotros, cerca de 900 pesos en la bomba.



Hoy día, ¿saben cuánto cuesta el barril? ¡Llegó a estar a 39 dólares! Ahora está en 50. ¿Y cuánto vale un litro de bencina? 740 pesos. ¡O sea, disminuyó a un tercio el valor original, pero al consumidor el costo no le bajó casi nada!



A mi juicio, la ENAP se justifica como una empresa estratégica, pero también como un organismo que tiene que defender a los consumidores y regular el precio de los combustibles. 



¡Todavía nadie me ha podido explicar cómo es posible que el valor del barril de petróleo haya bajado a un tercio -incluso a un cuarto- y al chileno común y corriente, cuando va a la bomba bencinera, se le sigue cobrando un precio muy similar al anterior!



Pido un minuto más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Lo tiene, señor Senador.

El señor PROKURICA.- Gracias, señor Presidente. ¡Ya se aprecia el trato que la nueva Mesa nos dará en las intervenciones!



Cabe destacar que vamos a votar a favor la idea de legislar, porque creemos que establecer un nuevo gobierno corporativo para ENAP es un paso adelante. 



Por supuesto, nos preocupa la enorme cantidad de recursos de todos los chilenos que, mediante esta iniciativa, estamos inyectando a una empresa que habitualmente no ha tenido buen currículum. Aunque ha mejorado en el último tiempo, nos gustaría saber en qué se van a invertir esas platas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Antes de que intervenga el próximo orador y aprovechando que aún disponemos de quorum suficiente, quiero solicitar a la Sala, precisamente para darle curso a este proyecto, que desde ya acordemos fijar un plazo para la presentación de indicaciones. Propongo el lunes de 10 de abril.



¿Habría acuerdo?



Acordado. 



Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, la historia de la ENAP tiene directa relación con la Región de Magallanes, ya que el descubrimiento del primer pozo de petróleo del país, en el sector de Springhill en la isla de Tierra del Fuego el 29 de diciembre de 1945, dio origen a que el Estado de Chile se propusiera crear esta empresa, cuya fundación ocurrió oficialmente el 19 de junio de 1950, con la publicación de la ley Nº 9.618, como ya lo dijo el Senador que me antecedió en el uso de la palabra.


Por desgracia, la Región de Magallanes históricamente no ha recibido un justo reconocimiento por el inmenso aporte que ha efectuado al país con las reservas de hidrocarburos que posee (especialmente, de petróleo). Hoy día es bueno recordar que, en la década de los noventa, incluso hubo serios temores de que ENAP Magallanes cerrara definitivamente por la extinción de las reservas petroleras.



Afortunadamente, las nuevas tecnologías y todo lo que se ha podido realizar en esta materia han devuelto el interés de dicha compañía en la Región, sobre todo por sus reservas de gas, las cuales, según las prospecciones efectuadas, podrían garantizar el abastecimiento para todo el país, a lo menos, por los próximos treinta años.



Entrando al análisis del contenido de este proyecto de ley, señor Presidente, cabe señalar que, sin duda, desde hace mucho tiempo la ENAP requiere una profunda reforma en la línea de las recomendaciones efectuadas por el Banco de Desarrollo de América Latina, de manera de lograr una correcta asignación de poderes y responsabilidades entre el directorio, la administración y los propietarios de una empresa, para que de este modo el Gobierno no se involucre en la gestión cotidiana de ella, dándole autonomía operativa para alcanzar sus objetivos.



Todos sabemos que la ENAP desde hace muchos años, desafortunadamente -esto lo han señalado otros Senadores-, es el “botín” de algunos de los partidos políticos importantes de ambas coaliciones. De esta forma se beneficia a sus más distinguidos militantes con altos sueldos e indemnizaciones millonarias y con acceso a negocios también millonarios. A esos puestos se llega no muchas veces por mérito, sino simplemente por pertenecer a una tienda política, cuestión que, sin duda, ha traído un enorme daño a los intereses de la empresa y de nuestro país.



Mi preocupación es saber si con la presente iniciativa de ley estamos de verdad cambiando el oscuro panorama que ha tenido la ENAP en los últimos treinta años.



Tal inquietud se incrementa al constatar que lo que el proyecto propone es un sistema de designación de directores que cuenta con un alto contenido político. Se configura un directorio de siete miembros, en cuyo nombramiento interviene principalmente el Presidente de la República: nombra directamente a dos directores y a cuatro más a partir de una propuesta que le formula el Consejo de Alta Dirección Pública.



Claramente, este sistema de designación no asegura que los directores nominados posean el grado de independencia política que es mínimamente necesaria, ni garantiza de forma clara que estos cumplan con los requisitos profesionales o de experiencia especiales para ser director, ya que finalmente el Presidente de la República decidirá la nominación de seis de los siete integrantes del directorio. 



Está bien; ahora no participará el Ministro de Energía. Pero estará ni más ni menos que el Presidente de la República decidiendo quiénes van a componer el directorio de esta importante empresa.



Sobre el director que es nombrado por los trabajadores también me quedan algunas dudas, ya que el sindicato de profesionales nunca podrá elegir a uno de sus miembros como director debido a su menor número de integrantes, lo cual sin duda debe revisarse a fin de que existan normas de proporcionalidad que aseguren una real posibilidad de participación de todos los sindicatos de trabajadores en la elección de dicho director.



Otro tema que es de mi mayor preocupación, señor Presidente, es la regulación relativa a los conflictos de interés de los directores de la referida empresa. 



También es conocido por todos que muchos exdirectores de ENAP han pasado a formar parte de directorios de grandes empresas privadas ligadas al rubro de los hidrocarburos, quienes poseen mucha información importante, confidencial, reservada, estratégica, la que sin duda ha sido de gran utilidad para dichas compañías. De igual modo, muchos directores y gerentes han jugado por años a esta famosa “sillita musical”, saltando desde el sector privado a puestos importantes en la ENAP, todo lo cual genera un muy oscuro panorama en el negocio de los hidrocarburos. 



Muchas veces hemos podido presenciar verdaderos “milagros”, como cuando el petróleo o el gas “aparece” apenas una empresa privada obtiene un contrato especial de operación, cuestión que obviamente es extremadamente grave.



En eso creo que es necesaria una mayor regulación sobre las incompatibilidades.



Además, quiero aprovechar el análisis de este proyecto de ley y la presencia del Ministro de Energía en la Sala para reiterar un asunto que ha sido de mi mayor preocupación, que dice relación con transparentar el valor de producción de boca de pozo que tiene el gas para ENAP en Magallanes y el valor en que la empresa le está vendiendo a Methanex dicho combustible. Esta inquietud, pese a mi insistencia por años, aún no ha sido clarificada ni trasparentada, lo que genera todo un manto de dudas respecto a los negocios y conflictos de interés que podrían existir en la relación entre la Empresa Nacional del Petróleo y Methanex.



Por último, quisiera hacer ver un importante tema, que se vincula con el subsidio que hoy le entrega el Estado de Chile a ENAP para la venta del gas domiciliario en mi Región, aporte que llega a una cantidad de 100 millones de dólares anuales.



En dicha materia también he intentado que exista una mayor transparencia en la relación entre dicho subsidio y el costo de producción que tiene ENAP, y que efectivamente el monto del subsidio responda a la cuantía necesaria para evitar un alza en los precios del gas domiciliario. Lamentablemente, en este tema, como en otros, todavía persisten las dudas y las sospechas. 



Por todo lo anterior, señor Presidente, creo que en la discusión en particular será preciso perfeccionar y transformar de manera profunda esta iniciativa, de manera que la Empresa Nacional del Petróleo sea la compañía que lidere el desarrollo de la energía en nuestro país de forma eficiente, moderna y, sobre todo, transparente, privilegiando los intereses del país por sobre cualquier interés o negocio particular en este trascendental ámbito.



En los minutos que me quedan, deseo señalar que, para la Región de Magallanes, la ENAP reviste, sin duda, una importancia extraordinaria.



En los últimos años efectivamente ha habido mucha más eficiencia -¡hay que reconocerlo!- por parte de las administraciones y de los propios trabajadores. Se aprecia un incremento de producción, un desarrollo. De hecho, se han efectuado anuncios relevantes: todas las prospecciones realizadas garantizan que habrá gas, a lo menos, para treinta años o más.



Entonces, uno tiene que preguntarse por qué en esta materia, además de los combustibles, del gas, no existe una ENAP mucho más proactiva, que lidere todos estos procesos energéticos en el país. La pregunta que uno se hace es por qué Chile compra gas en otros lugares del mundo y no permite que Magallanes, a través de la ENAP, distribuya gas desde Quintero, a un valor menor, hacia el resto del país, lo cual es perfectamente posible.



El problema, señor Presidente, es que uno aprecia que existen enormes intereses en este ámbito.



Por lo tanto, dejo planteadas estas dudas. Como hay plazo de indicaciones hasta el mes de abril, vamos a presentar las que consideremos necesarias. La mayoría serán inadmisibles -lo tenemos claro-, pero veremos si el Gobierno pasa o no esta prueba de la blancura, de abrirse a transparentar mucho más lo que dice relación con el directorio, con la capitalización y con todas las acciones futuras de una empresa tan importante para nuestro país en materia de energía.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, comprendo que el objetivo de reformar el gobierno corporativo de ENAP es para mejorar su gestión, su administración y sus resultados. Por eso, me parece evidente que no puede formar parte del directorio de esta empresa del Estado un representante de la SOFOFA, en la cual participan empresas del rubro, como COPEC.



Es conveniente también que los ministros de Estado no se involucren directamente en la gestión de las empresas públicas.



Un directorio que combine adecuadamente la representación de los intereses del dueño -el Fisco, en este caso- con la experiencia profesional y la competencia en el rubro, es fundamental para modernizar los procesos de toma de decisiones dentro de la empresa.



Estos cambios van en línea con el nuevo papel que ha ido asumiendo ENAP, en el marco de la agenda energética de nuestro país, que se vio reforzado con la ampliación del giro que aprobamos hace poco tiempo para que pudiera participar en el mercado de generación eléctrica.



No obstante, tengo mis reservas con algunos excesos que a veces cometemos en nombre de la modernización.



Por ejemplo, estoy de acuerdo en que el Gobierno no intervenga en la gestión cotidiana de la empresa, pero no puedo entender que se erija, como principio inviolable, su independencia respecto del Ministerio de Energía.



Hay que recordar que a mediados de la década pasada el país enfrentó una grave crisis energética después de la interrupción del suministro de gas natural por parte de Argentina.



En ese marco, el Gobierno del Presidente Ricardo Lagos tomó la decisión estratégica de construir el Terminal de Gas Natural Licuado (GNL) de Quintero, el cual fue encargado a la Empresa Nacional del Petróleo, la que, en asociación con privados, logró concretar esa gran obra de infraestructura, que desde entonces ha cumplido un rol muy importante en el suministro energético del país.


Entonces me pregunto: si hubiera total independencia de un directorio respecto del gobierno de turno, ¿cómo podría asegurarse la ejecución de ciertas decisiones estratégicas que pueden ser de interés general?



Yo creo que, más que impedir la influencia del Estado, del Gobierno en este caso, en algunas decisiones de la empresa, lo que debe hacerse es regular adecuadamente los mecanismos para que ello ocurra en forma transparente, con preeminencia del interés general, pero también con el debido cuidado del interés de la empresa.



Por otro lado, ha sido un objetivo de la Presidenta Bachelet -con el que estoy de acuerdo- que los directorios de empresas públicas reflejen de mejor modo las diferentes sensibilidades que existen en la sociedad, lo que debe expresarse, especialmente, en una mayor presencia femenina en los cuerpos directivos.



Apoyo esa idea, pero creo que no es solo una cuestión de género.



Me parece un gran avance que el proyecto permita institucionalizar la participación de un representante de los trabajadores en el directorio, lo que hasta ahora ocurría solo de manera informal, nombrándoselo dentro de los cupos de la CORFO.



Pero poco hemos avanzado en las empresas del Estado en la representación de la visión de los territorios donde actúan estas empresas.


CODELCO desarrolla su actividad en el centro y el norte del país. Es ahí donde tienen influencia directa sus proyectos de inversión; es ahí donde viven, mayoritariamente, sus trabajadores y sus familias; es ahí donde tienen sus instalaciones sus colaboradores.



Alguien en el directorio debe tener una especial sensibilidad con estas comunidades.



En el caso de ENAP, esta ha desarrollado históricamente sus actividades en las Regiones de Magallanes, Biobío y Valparaíso, cuyas miradas, me parece, deben tomarse en cuenta en la dirección de la empresa.


Naturalmente, todo miembro del directorio, en el ejercicio de su cargo, se debe al interés general y al de la empresa y no al interés de un grupo en particular.



Pero es importante recoger las diferentes sensibilidades que existen en la sociedad. Como se ha dicho por diferentes actores, en los tiempos que corren cada vez más las empresas basan su éxito en la visión que de ellas se tiene por parte de la comunidad, y esta es, por tanto, una variable clave en su gestión.



Por último, creo muy importante el aporte de hasta 400 millones de dólares que el proyecto contempla para la capitalización de ENAP. Y por eso no estoy de acuerdo con algunas expresiones escuchadas en este Hemiciclo.



¡Cómo podemos pedir eficiencia y productividad a una empresa y, al mismo tiempo, negarle recursos e impedir el avance de sus proyectos de inversión!



Es hora de dejar atrás temores infundados y resabios ideológicos extremos.



Hay que apoyar sin reservas a nuestras empresas. ¡Como se hace en todas partes del mundo!



La disponibilidad segura y a bajo costo de energía es un factor estratégico para todo el país. Y Chile, en particular, pobre en hidrocarburos, debe seguir contando con una empresa sana, robusta y moderna que, garantizando el suministro de energía, contribuya al desarrollo de todas las actividades de nuestro territorio.



He dicho.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Está inscrito a continuación el Senador señor García-Huidobro.



No se encuentra en la Sala.



Por lo tanto, tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, quiero reiterar lo que ya señalé en el informe que rendí en nombre de la Comisión en cuanto a que son muy importantes las recomendaciones de la OCDE.



Justamente, uno de sus principales y permanentes comentarios ha sido que necesitamos mejorar la gestión (entiéndase gobiernos corporativos) de nuestras empresas estatales. Son recomendaciones sobre las normas que rigen los mecanismos, los procesos y las relaciones a través de los cuales los distintos estamentos de gobernanza de una empresa se relacionan; en concreto, el directorio, la junta de accionistas y la administración de la empresa.



Estas recomendaciones respecto del gobierno corporativo son, reitero, muy importantes. Ya hemos tenido la experiencia. Fue bien interesante observar en la Comisión lo que nos transmitió Óscar Landerretche como presidente del directorio de CODELCO acerca de lo que ha sido para la empresa (“un antes y un después”) a raíz del gobierno corporativo, cómo este ha permitido tener mayor independencia y manejar mejor la gestión.



De hecho, mencionó algunas sugerencias que son atendibles y que el Gobierno -aprovecho de saludar al Ministro de Energía, don Andrés Rebolledo, que nos acompaña- debiera estar listo para escuchar, porque se trata de experiencias valiosas.



Una de las que señaló el señor Landerretche, entendiéndose como “un antes” y “un después” y lo importante que ha resultado el gobierno corporativo, es que ojalá el número de miembros de los directorios no fuera tan estrecho, porque, en el caso de CODELCO, ha habido dificultades si alguien se encuentra enfermo, o viajando, para alcanzar el quorum necesario para funcionar.



Y también es importante separar el ciclo en la elección de los directorios y el ciclo presidencial, de manera de generar mucho mayor autonomía y no una dependencia directa de quien en su momento se transforme en Presidente o Presidenta de la República.



Obviamente, todos entendemos que las personas que participan en la administración actúan pensando en la tremenda responsabilidad que significa dirigir una empresa pública y no en la defensa de sus intereses particulares.



Además, quiero agregar que el presidente del directorio de CODELCO nos señaló que para ellos la experiencia de haber contado con el aporte de un representante de los trabajadores -en este caso nos estamos refiriendo concretamente al Presidente de la Federación- fue extremadamente positiva. A diferencia de lo que mencionó otra de las personas invitadas en cuanto a un posible conflicto de interés, ese representante ha sido un aporte, por su dilatada experiencia, para la resolución o clarificación de temas relevantes para la proyección, la gestión y los planes y proyectos estratégicos.



El sometimiento a la supervigilancia de la Superintendencia de Valores y Seguros, la reducción de la influencia política en la gestión de las empresas, el establecimiento de directorios independientes, obviamente que es importante.



Aquí se mencionó que el representante laboral ha participado durante muchos años por la vía de la CORFO. Pero no hay duda de que su aporte ha sido relevante, ya que se trata de un gran conocedor de la vida cotidiana de la empresa, radicado en esta y que ha trabajado en sus distintas áreas. Sin embargo, distinto es que se contemple un representante laboral propiamente tal, lo que a mi juicio nos hace bien. Los trabajadores propondrán a una persona determinada en base a la proporción de afiliados a los sindicatos, cuestión con la que estoy de acuerdo.



Ahora, ¿cómo destacar esta ampliación de giro de ENAP, que me parece de gran relevancia? Hoy día la empresa pretende incursionar en geotermia y de hecho está asociada para su explotación. Y es muy importante que le vaya bien, pues sería el primer proyecto de ese tipo en Chile con resultados concretos.



Hasta ahora se ha hablado de geotermia, de las potencialidades que implica. Chile es un país privilegiado, por sus condiciones geográficas: tiene volcanes y, por lo tanto, un gran potencial para el desarrollo de esta clase de energía. Sin embargo, nunca lo ha logrado, porque las exploraciones resultan extremadamente caras y riesgosas y no existe siempre disponibilidad de los bancos para hacer préstamos.



Entonces, considero que ampliar el giro de ENAP y que hoy esta se encuentre asociada resulta muy importante, así como también lo que está construyendo en su propia región. O sea, en la actualidad la empresa está utilizando tecnologías de vanguardia que implican un tratamiento distinto, como el shale gas, lo cual nos permite ser mucho más productivos y nos ayudará, ojalá en forma creciente, a ir disminuyendo lo que hasta ahora ha significado un alto costo para toda la nación. Me refiero al subsidio -legítimo, por cierto- al gas en la Región de Magallanes.



A mí me parece que cuanto más produzca ENAP, cuanto más desarrolle su potencial, tanto mejor para ella y para el país.



Y así como destaco el rol de los trabajadores, también aplaudo el esfuerzo realizado por las últimas administraciones: la pasada y la actual. Hoy la empresa presenta números azules en sus informes. Sabemos que tiene una deuda importante, que se debe, por una parte, a una posible mala gestión en algún momento, y por otra, al rol que tuvo que jugar -no hay que olvidarlo- durante la crisis del gas con Argentina. Si no hubiese sido por ENAP, Chile probablemente habría sufrido restricciones, racionamiento y gravísimas dificultades. 



Lo que nos salvó fue justamente el papel que cumplió una empresa pública. Esa es la tremenda diferencia con las empresas privadas: el rol social que ejerce una empresa pública. De ahí que nosotros siempre deberíamos tener todas las herramientas que facilitaran el trabajo, la proyección y el potenciamiento de ellas. Gracias a ese rol social nos salvamos de un probable racionamiento. Es cierto que tuvo un costo alto, que aquí se critica, pero, al final, es imposible desconocer que gracias a ese costo no tuvimos racionamiento.



El cambio de giro, de la participación de ENAP es muy importante. Y claramente con este directorio corporativo, con esta modernización, con estos cambios para su mejor gestión, necesita capitalización. Sabemos que tiene una deuda, pero es de gran relevancia que, así como ha arrojado números azules en estos últimos años, se cumpla el compromiso de entregarle más de 400 millones de dólares para su capitalización.



Es imposible desconocer, como manifesté, el esfuerzo de sus directivos, de su personal, de sus trabajadores, para revertir su crítica situación económica.



Por lo tanto, con mayor razón un Estado capaz de potenciar a sus empresas públicas, con una mirada clara del rol estratégico que estas pueden cumplir, debe apoyar la importante labor que desarrolla ENAP.



Por último, señor Presidente, en el tiempo que me queda no puedo dejar de mencionar que, si bien es cierto que todos estos son desafíos y potencialidades por cumplir, que hay buena voluntad para ello y existen -estoy segura- las herramientas necesarias, se han cometido errores no solo en lo relativo a gestión, en algunos casos, sino también en lo que respecta a los pasivos ambientales, especialmente en la Región de Valparaíso.



No es aceptable que una empresa de propiedad del Estado provoque situaciones como la que hoy aqueja en particular a la bahía de Quintero, por un derrame de petróleo.



Es el tipo de hechos que el país no debiera tolerar más. En lo posible, hay que hacer todo lo que esté al alcance para evitar, para morigerar, para impedir y para que nunca más tengamos que lamentar situaciones como aquella, que evidentemente provocan un desmedro en la calidad de vida de los habitantes de esa comuna y sus alrededores.



Nosotros queremos ver una empresa capaz de cumplir los más altos estándares no solo en términos de gestión, de administración, de resultados, sino también de su responsabilidad con el medioambiente y la calidad de vida de los ciudadanos.



Por todas estas razones, señor Presidente, considero que estamos dando un paso muy positivo. 



Por supuesto, voy a votar a favor del proyecto, porque me parece muy necesario y porque, a mi juicio, estamos dando un salto hacia adelante al permitir que la ENAP siga jugando un rol más estratégico, como corresponde a una empresa pública de estas condiciones y de estas particularidades.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, voy a tratar de no repetir lo informado por la Presidenta de la Comisión ni los comentarios de algunos colegas.



Sin duda, estamos ante un proyecto relevante para el país y que forma parte de la agenda energética que la Presidenta Bachelet planteó al inicio de su mandato, la cual, como todo el mundo sabe, ha mostrado importantes avances y mucho éxito en cuanto al desafío que significa tener energía en nuestro territorio, ojalá en su mayoría energía limpia y renovable no convencional, por supuesto a menor costo, y que pueda dar un impulso al desarrollo del país, sobre todo en tiempos en que la situación económica no es lo más boyante que hay.



En forma breve, deseo manifestar que la ENAP, la empresa estratégica del petróleo, no constituye, contrariamente a lo afirmado por algunos Senadores, un monopolio. Hay competencia. Es cierto que es estratégica, pero tiene competencia. Es muy importante, sí, porque es la empresa más grande, no cabe duda. Pero es conveniente saber que lo que necesitamos es, justamente, ser capaces de generar un gobierno corporativo que le garantice al país, al Estado, mayor eficiencia en la toma de decisiones, en la gestión.



Sin duda, lo planteado acá en cuanto a acceder a los estándares de la OCDE en materia de gobiernos corporativos de empresas públicas es un paso grande que el país tiene que ir asumiendo.



Lo anterior implica cambios en lo que ha sido tradicional en la gestión de empresas públicas. 



Desde esa perspectiva, comparto lo afirmado en el sentido de que muchas veces esta clase de empresas, o son presa fácil de intereses de otro tipo, o lisa y llanamente se transforman en una suerte de caja pagadora del sector público para quienes ejercen el poder en un momento determinado.



Eso queda supeditado, por cierto, a los dueños de la empresa, que en este caso son el Estado de Chile y el gobierno de turno, que es el que define quiénes son las autoridades y cuáles los objetivos de la empresa. 



Para tener un directorio de alto nivel no solo se requiere la modificación de la ley, sino la voluntad de decidir políticamente que quienes formen parte del gobierno corporativo sean personas altamente calificadas, que puedan ser elegibles con un sistema objetivo. Y, en este caso, se propone que la Alta Dirección Pública entregue los nombres de quienes conforman las ternas correspondientes al Presidente o a la Presidenta de la República y, a su vez, que el Primer Mandatario decida conforme al mérito.



¿Qué permite el procedimiento anterior? Generar autonomía al momento de tomar decisiones. O sea, vamos a contar con directores que no van a depender de lo que diga el Ministro de turno. Porque, además, con el cambio que se hace a su conformación salen del directorio los Ministros, y específicamente el titular de Energía, quien ocupa la presidencia, con lo cual se busca que exista una verdadera independencia de las autoridades del sector público.



¿Qué interesa, además? Algo decía la Senadora Allende. Que para poder tener autonomía, para poder ser más eficaz, para poder dar estabilidad a los directores en la toma de decisiones, se requiere también diferenciar sus nombramientos respecto de los Gobiernos de turno. Es decir, como duran cuatro años en sus cargos, que no coincida su elección con la asunción de una Administración; porque eso, a la larga, impediría que se mostrara la eficacia o la libertad que aquí se plantea como fundamental.



La elección gradual propuesta en el proyecto, además de generar continuidad, permite ir haciendo un cambio en la gestión, que no va a ser fácil. 



Señor Presidente, debo señalar, con toda franqueza, que si uno lee las inhabilidades que se establecen para quienes puedan ejercer los cargos de directores en la ENAP, se percata de que una cantidad enorme de personas quedan imposibilitadas para ejercer tales cargos.



El artículo 6 indica que “no podrán ser nombrados directores de la Empresa:



“a) Los senadores y diputados” (bueno, eso es evidente). 



“b) Los ministros de Estado” (sale el titular de Energía), “subsecretarios, jefes de servicio o de instituciones autónomas del Estado, embajadores, intendentes, gobernadores y secretarios regionales ministeriales”. 



Es decir, toda la línea jerárquica del aparato del Estado.


c) Los dirigentes de los partidos políticos y de las organizaciones gremiales y sindicales.



Es decir, en el directorio actual aparece una representación de dirigentes que vienen del mundo gremial, pero ahora ya no van a participar porque se establece una prohibición expresa.



“d) Los alcaldes, concejales y los miembros de los consejos regionales.



“e) Los candidatos a alcalde, concejal, consejero regional o parlamentario (...) y hasta cumplidos seis meses desde la fecha de la respectiva elección.


“f) Los funcionarios de las superintendencias, de organismos públicos u otras instituciones del Estado que supervisen o fiscalicen a la Empresa, sus filiales o coligadas.



“g) Los corredores de bolsa y los agentes de valores, así como sus directores, gerentes, ejecutivos principales y administradores. 



“h) Quienes posean participación simultánea en cargos ejecutivos o de director en una o más empresas competidoras de ENAP, siempre que el grupo empresarial al que pertenezca cada una de las referidas empresas competidoras haya tenido en el último año calendario ingresos anuales por ventas y servicios mayores a los de las empresas medianas”.



Y así sucesivamente.



En la Comisión de Minería y Energía se ha producido un debate interesante en términos de las inhabilidades, pero también acerca de cómo este gobierno corporativo se relaciona con el Estado, con el aparato público, con el Gobierno de turno, que es el principal accionista o el dueño de la empresa. Y eso se hace a través del Ministerio de Energía. De manera que en cuanto a algún comentario mencionado acá en el sentido de que “la ENAP no va a tener ninguna relación o no vamos a saber con quién se va a relacionar”, debo decir que en el proyecto queda claramente establecido que habrá una vinculación a través del Ministerio de Energía en términos de coordinación y entendimiento y no de que ese Secretario de Estado sea parte del directorio.



Por último, se ha generado una buena discusión -diría yo- sobre el rol que pueden jugar los trabajadores en la conformación de un directorio. Y aquí, a mi entender, se presenta una mayoría, porque hay gente que se ha opuesto derechamente a que existan representantes de los trabajadores en el directorio de una empresa.



Se hacía referencia al gobierno corporativo de CODELCO y a la experiencia que se ha tenido con la participación de los dos representantes de los trabajadores en su directorio, particularmente con Raimundo Espinoza -lo menciono con nombre y apellido-, quien es el presidente de la Federación de Trabajadores del Cobre.



Pero, sin duda, resulta necesaria la visión de quienes conforman la empresa.



En cuanto a los posibles conflictos de intereses que se pueden suscitar, sobre todo en materia laboral o de negociación o por el hecho de que ese director estará ahí en representación de los trabajadores, en circunstancias de que cuando se ocupa dicho cargo no solo se representan tales intereses sino también los de la empresa (más allá del sector del que se provenga), bueno, se buscarán las fórmulas que permitan establecer las inhabilidades correspondientes para evitar estos conflictos.



Señor Presidente, nosotros vamos a aprobar en general el presente proyecto, y nos parece importante que en la discusión en particular podamos seguir buscando los puntos de acuerdo para disipar algunas de las dudas que legítimamente se han planteado acá y, por supuesto, mejorar la gestión de una empresa muy relevante para todos y cada uno de nuestros compatriotas.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, al 27 de marzo de 2012, el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera sumaba cuatro ministros de Energía: Ricardo Raineri, Laurence Golborne, Fernando Echeverría y Rodrigo Álvarez. Y al final de su mandato se alcanzó a cinco. O sea, en un período de 4 años la Empresa Nacional del Petróleo llegó a tener seis presidentes de su directorio. Eso implica una inestabilidad no permitida en un ámbito como el energético, donde debe reinar precisamente la estabilidad, la confianza.



El presente proyecto de ley fue concebido y desarrollado por el Ministro Máximo Pacheco, quien tuvo una trayectoria brillante, sólida en este Gobierno de la Presidenta Bachelet, que ha dado paso a una estabilización en materia energética muy importante. Y el país debiera reconocerlo, más allá, por cierto, de la decisión que ha tomado en el sentido de salir del Gabinete para ocupar el cargo de jefe de una campaña presidencial.



La actuación de Máximo Pacheco para dar certezas al plan energético de Chile ha marcado huellas y ha sido muy significativa, a contrario sensu de lo que sucedió en el Gobierno del Presidente Piñera, donde reinó la inestabilidad y el cambio sucesivo de ministros del ramo.



Señor Presidente, cuando aprobamos una nueva institucionalidad corporativa para CODELCO, se comprometieron 4 mil millones de dólares para transformar, dentro del ámbito del cobre, al llamado “sueldo de Chile” en una industria estable, moderna, que pudiera enfrentar sus desafíos, particularmente sus costos de producción.



Pero cuando hablamos de ENAP, una empresa estratégica en un mundo en donde la energía se convierte cada día más en el principal elemento, que provoca guerras, que ocasiona problemas, que quiebra economías y que resulta fundamental para la vida humana, la oferta del Gobierno y del Estado, con la nueva institucionalidad que estamos creando, alcanza a 400 millones de dólares de capitalización.



El Presidente Piñera ofreció 380 millones, que jamás puso en ENAP. Y hoy día el Gobierno de la Nueva Mayoría pretende entregar 400 millones de dólares.



Tengo dudas de que se vaya a cumplir durante este año esa promesa. Está aquí el Ministro Andrés Rebolledo, quien nos podrá dar certeza acerca de si el Gobierno va a cumplir, y cómo y cuándo, con la capitalización ofrecida, la cual, en mi opinión, es absolutamente insuficiente.



Si uno observa el mercado energético, ¿en cuánto tiempo logra generar ENAP una producción equivalente a 400 millones de dólares? ¿En uno, en dos días? Es decir, entregarle una capitalización equivalente a las ventas de un cortísimo período de tiempo es un tema que hemos de evaluar. La iniciativa que nos ocupa corresponde a un acuerdo con la Derecha, cuyos representantes no están en la Sala. Y, cada vez que se llega a un acuerdo con la Derecha en esta materia y se muestra mucho consenso, ¡a mí me preocupa, me pongo nervioso, empiezo a dudar…!



Cuando se votó en este Hemiciclo el fideicomiso ciego de Piñera, yo dije: “Me preocupa tanta unidad, tanto consenso entre la Derecha y la Nueva Mayoría”. Y, claro, el fideicomiso no era ciego, sino tuerto: los 2 mil 600 millones de dólares que Piñera poseía en el extranjero no se encontraban afectos, los podía administrar.



Entonces, este gran consenso respecto a esta industria nacional tiene sus amarres.



¡Hay poca capitalización!



Veamos los períodos de proyección. ¿Cuánto puede proyectar ENAP si tiene presupuestos anuales determinados en la Ley de Presupuestos?



Lo dijimos durante el estudio del proyecto de ley sobre capitalización de CODELCO: “Son presupuestos que deben tener una visión de 10, 15 y más años, porque los presupuestos anuales van en contra de la productividad de una empresa estratégica”. Lo mencionamos en cuanto a CODELCO, y lo repito ahora respecto a ENAP.



Si la capitalización y el financiamiento de ENAP van a ser anuales, estaremos haciendo correr a esa empresa con ambos brazos amarrados y un pie dentro de un saco. Claramente no podrá competir con sus equivalentes en el resto del mundo.



Si vamos a crear un nuevo gobierno corporativo para una empresa del Estado, que va a actuar en el mercado, en el mundo privado, hay que entregarle todos los instrumentos para que pueda competir de la manera más adecuada.



¿Tendremos alianzas internacionales en materia de petróleo?



Se lo he dicho a varios directores, presidentes de ENAP y Ministros de Energía: “No tenemos ningún acuerdo comercial con Venezuela”. Y hemos ido a África a buscar petróleo, con el argumento de que hay más estabilidad en ese continente que en Venezuela. De modo que ese es el problema.



Sin embargo, el 40 por ciento del petróleo de Venezuela se transporta vía ductos a Estados Unidos. Y, a pesar de todas las dificultades, este país le sigue comprando el 40 por ciento de su producción. Pero Chile no le compra ni un solo barril a Venezuela. Y no es que sea malo su petróleo; lo hay de todas las calidades. Se trata de un tema ideológico, que espero pueda ser zanjado por la nueva institucionalidad de esta empresa del Estado.



Si es conveniente efectuar business con Venezuela, que se hagan los negocios con este país y con cualquier otro en donde sea rentable, oportuno y necesario, para que el petróleo tenga un costo bajo en Chile.



Solo quiero recordar que las encuestas respecto al uso de recursos por las familias más pobres de nuestro país señalan que los chilenos gastan el 9,8 por ciento de su ingreso familiar en transporte, lo cual representa un gasto significativo. Y cuando el transporte público tiene un alto costo, afecta el bolsillo de todos los chilenos. Por lo tanto, ENAP debe proporcionar el mejor petróleo, sin plomo, de mejor calidad, que cuide el medio ambiente, y al menor precio posible para Chile y sus familias.



Me gustaría que en esto se actuara sin ideologismos. Eso espero del actual Ministro de Energía en el año de gestión que le queda, al menos en este Gobierno. Y ojalá que en el tiempo que le resta de conducción de la ENAP, dé cuenta de la necesidad de hacer buenos negocios y no de generar una batalla política en esta área.



Respecto a sus trabajadores, si bien CODELCO tiene dos representantes en el directorio, en la ENAP se ha mantenido uno. Y me alegra que se respete la autonomía sindical para que ellos determinen quién será su representante. Más del 93 por ciento de sus trabajadores se encuentran sindicalizados, y serán estos quienes fijen los mecanismos para elegir a su representante en el directorio. Y, si hay temas relacionados, él deberá inhabilitarse, como ocurre muchas veces en el Senado cuando existen conflictos de intereses.



En relación con la institucionalidad, me preocupa que la Alta Dirección Pública -aquí muchos hemos dicho que se eligen los mejores, pero “los mejores de los nuestros”- escoja a cuatro miembros del directorio; mientras que la Presidenta de la República a dos, y los trabajadores a uno.


Sumando y restando, cuatro vienen desde el mundo privado. ¡Y sepa diantres de dónde! Porque al Ministerio de Energía han llegado personas que trabajaron durante 21 años en COPEC. Ricardo Raineri llevaba 21 años de gerente general de COPEC, y pasó a presidir el directorio de la Empresa Nacional del Petróleo. ¡Es decir, desde la competencia directa se vino a trabajar al Estado!



Me inquieta el modo en que se elegirá a esos cuatro directores, porque no habrá un equilibrio con los dos nombrados por la Presidenta de la República y el propuesto por los trabajadores.



¿Quién va a tener mayoría en el directorio de ENAP para tomar las decisiones estratégicas? ¿Se considerarán para ello los intereses de la empresa? ¡Ojo con cómo se van a elegir estos cuatro directores! ¡Me parece excesivo!



No me cabe ninguna duda de que esta fue una negociación con la UDI. O sea, se negoció por cuatro directores nombrados por la Alta Dirección Pública; dos por la Presidenta de la República, y uno por los trabajadores, de manera de tener una mayoría de privados dentro del directorio de ENAP.



Espero que exista la conciencia suficiente para determinar que sean los  mejores, que defiendan los intereses del Estado y no los de los particulares.



En cuanto a la refinería de ENAP en Biobío y el medio ambiente, aprovecho que se encuentra presente el Ministro Andrés Rebolledo para señalarle que tiene un compromiso con la población El Triángulo, de Hualpén. Son más de 480 familias las que están respirando de todo y se encuentran enfermas. Y ENAP ha declarado que las va a sacar de esa zona.


Hemos presentado una demanda y la vamos a llevar hasta el final, porque hay que comprar un terreno y cambiar a dicha población de ese lugar, pues está ubicada en un área de riesgo donde podría producirse una explosión. La verdad es que ahí la gente se enferma de asma, sufre, y las personas de la tercera edad se están muriendo. Este es un tema pendiente.


Durante los últimos 20 años se ha prometido su relocalización, pero no ha pasado nada. Como señalé, se han presentado demandas contra ENAP, y yo las he respaldado, más allá de las simpatías institucionales que podamos tener hacia sus trabajadores y el rol estratégico de la empresa en la Región del Biobío, que represento en el Senado.



Por último, me referiré al gas.



¿Cuál va a ser el negocio del gas? ENAP hizo malas inversiones en este combustible. Entonces, hay que replantear este tema y darle una nueva ubicación a la planta de Peumo, por cuanto el frío no permite una adecuada distribución. Los camiones van día y noche desde la Quinta Región a la Octava llevando gas, y si hay una toma en la carretera, el traslado se interrumpe.



Finalmente, está el tema de la geotermia.



Ojalá que el Ministro de Energía sea audaz en la nueva ENAP, empresa nacional, y que apueste por la geotermia. Porque Chile requiere energía y la geotermia es una opción. En el país existen 500 volcanes, 200 de ellos activos y se encuentran monitoreados. Por lo tanto, tenemos una gran oportunidad, y hay que ser audaces para ingresar en un mercado que hasta ahora ha sido ignorado por Chile.



Voto a favor del proyecto de ley, con las observaciones que he formulado.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, quiero destacar que la ENAP tiene un enorme rol como empresa pública y, de alguna manera, lo que ocurre en ella implica un modelo de gestión para otras empresas estatales, particularmente por operar en un sector estratégico de la economía chilena.



Por lo tanto, esta iniciativa busca mejorar la gestión del gobierno corporativo de la ENAP y, de alguna manera, plantear antecedentes y criterios para abordar con estándares más exigentes la gestión de las empresas públicas en general.



Sin embargo, hay algunos factores que conviene destacar.



ENAP es una empresa que tiene una enorme identidad y sentido de pertenencia con una de las regiones más importantes de Chile, la Región de Magallanes. Por decirlo de alguna manera, es un patrimonio de ese territorio nuestro, y ha dado empleo a generaciones de trabajadores y profesionales altamente calificados en operaciones de planta, faena y exploración.


Sin embargo, siempre hemos pensado que las empresas del Estado se preocupan poco del desarrollo de las comunidades en que operan. Por lo tanto, deberían desempeñar un rol político más público a fin de mejorar los estándares relativos a factores como contaminación del medio ambiente; tener un mayor compromiso y trabajo con la comunidad que habita en los sectores donde operan; y transformarse en empresas que ayuden a la integración laboral de los habitantes de esos lugares, sobre todo por tratarse de zonas extremas, muy alejadas del centro del país, donde, además, hacen soberanía.



Obviamente, esperamos que estas reformas resuelvan un problema que empieza a hacerse crónico en el Estado chileno: la falta de planificación y visión estratégica, de alguna manera más allá de los ciclos políticos electorales, que nos fijen un horizonte hacia el Chile que queremos, el cual pasa por la innovación, la ciencia, la tecnología y la industrialización.



Por lo mismo, necesitamos gobiernos corporativos que tengan la capacidad de planificar sus operaciones trascendiendo a los Gobiernos (despolitizando en cierta medida la actividad de la empresa, en términos de desvincularla de las autoridades de turno, pero manteniéndola dentro de una política nacional de crecimiento y de diversificación de nuestra economía), de generar cadenas de valor y un mayor grado de desarrollo en nuevos emprendimientos. Y que, a partir de ahí, se derive a la investigación. Cosa que, por lo demás, ENAP está haciendo al buscar nuevas fuentes de energía y no solamente las tradicionales.



Por lo tanto, resulta muy importante que esta empresa estratégica tenga un gobierno autónomo capaz de vislumbrar las inversiones y su desarrollo, sobre todo el científico-tecnológico, dentro de esa visión de largo plazo.



Hemos revisado el proyecto, y mantenemos la postura de respetar la libertad sindical. Es importante en una empresa, en especial si es del Estado y estamos construyendo un modelo de gestión de empresa pública, que sea debidamente considerado el sector laboral, los trabajadores, respetando sus propias normas y reglas del juego, para organizarse como tales y tener una relación constructiva con las empresas.



Aquí también existe un respeto a la libertad sindical en cuanto a los estatutos de elección de sus representantes.



Igualmente, considero relevante señalar que se debe avanzar con respecto a la política de género en la designación de los directores. Si desde hace tiempo nuestro país está buscando generar mayor presencia de la mujer en las actividades públicas, en las empresas, en los partidos políticos, en las instituciones del Estado, es importante que en las empresas públicas también exista una política activa de promoción de la igualdad de género, especialmente en los niveles más altos, como los directorios, que son nombrados mediante distintas fórmulas, en que ciertamente influye la mano del Presidente de la República.



Asimismo, hay que destacar la importancia de otorgar cierta flexibilidad, cuestión que no era tan habitual en las empresas estatales, para que el directorio, junto con sus trabajadores, defina sobre el rol estratégico y la autonomía para establecer relaciones con asociados -esto ya se ha planteado hoy- y buscar alianzas con el fin de desarrollar proyectos de mayor envergadura y, al mismo tiempo, dar por terminados aquellos contratos que no cumplan las condiciones que exige toda empresa pública en Chile y, también, en el resto de los países.



Por último, quiero valorar, a pesar de las dificultades que ha tenido la Empresa Nacional del Petróleo, el importante trabajo que se está realizando, en que obviamente se aprecian mejoras en la gestión y en el compromiso de sus trabajadores. De manera que confiamos en que, con este nuevo marco normativo de gestión corporativa, el futuro de esta empresa pública, que además se halla tan identificada con una región extrema como la de Magallanes, marcará una hoja de ruta para el resto de las empresas públicas y la modernización de sus gobiernos corporativos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, en verdad, estoy totalmente de acuerdo con este proyecto en el sentido de que se busquen nuevas formas de gobierno corporativo que respondan a la modernidad, a las características de la empresa, a la experiencia, a la manera de fortalecer su desarrollo.



Yo no quiero repetir lo que se ha señalado.



Pedí la palabra después de oír al Senador Prokurica.



Creo que hay cierta ideología de Derecha que, por definición, tiene que atacar a las empresas públicas y debe decir que son desastrosas.



Su Señoría estableció una lista de desastres.



En primer lugar, se refirió al alto endeudamiento.



A mí me llama mucho la atención que un parlamentario que hace bastante tiempo está trabajando en materias relativas a la minería, a la energía no sepa cómo se explica ese déficit.



Si alguno de nosotros no sabe cómo se entiende un déficit de 4 mil millones de dólares, la primera responsabilidad es aclarar cuál es el origen de ello.



Se sostiene que mil millones son producto de lo que fue el proyecto GNL, de esa nueva empresa; y que respecto de los otros 3 mil millones no habría una explicación.



Creo que eso es muy grave.



No estoy metido en los detalles. Sería bueno que el Ministro hiciera el análisis pertinente y aclarara ese asunto.



No me cabe la menor duda de que a ENAP se le cargó el diferencial entre el precio de mercado y el precio de venta durante mucho tiempo. Esa es una base muy importante de su pasivo.



O sea, el endeudamiento del Estado fue una manera para subsidiar el petróleo y la bencina. Después, a través de los impuestos y de otras cuestiones, tuvo ciertas compensaciones, en fin.



Considero, pues, que sería muy relevante aclarar eso.



En seguida, el Senador señala que esta es una empresa totalmente politizada.



¿Qué quiere decir? ¿Que el gerente y el directorio fueron nombrados por este Gobierno? Bueno, en el gobierno anterior sucedió de otra manera. Ahora estamos buscando otras formas de establecer gobiernos corporativos, justamente para superar que el elemento político-técnico sea lo predominante.



Entonces, que se descalifique porque es una empresa politizada me parece que no corresponde.



El Senador también entrega una serie de antecedentes acerca de la ineficiencia de ENAP en su gestión, en su operación.



Creo que lo serio de un Parlamento es buscar maneras de objetivar esto y superarlo.



¡Pero tenemos una Derecha que permanentemente está diciendo que poco menos hay que terminar con las empresas públicas, que no deben existir!



¡Qué haríamos si no tuviéramos una empresa como ENAP y otras empresas estatales como CODELCO!



¡Necesitamos empresas públicas de calidad!



¡Nadie desea empresas estatales ineficientes, que no cumplan los objetivos para los cuales se crearon!



¡Queremos buenas empresas públicas! Y hay áreas en que debemos crear otras empresas estales.



A diferencia de lo que piensan algunos, yo soy de aquellos que creen que en el campo de la energía solar o en el de las energías alternativas debe haber una institución pública distinta.



No se trata solo de apoyar al privado, sino que de hacer negocios con el privado, mover al privado.



Debemos entrar en otra lógica.



¡Cuántos años hemos perdido en energía solar por no tener esto!



Cuando disponíamos de recursos no pusimos mil millones de dólares ni en investigación, ni en formación de gente, ni en inducción (a privados chilenos o extranjeros) para que avanzáramos en inversiones de otras características.



La manera de concebir el rol del Estado en economía no puede seguir siendo el del subsidiario “rasca” -por decirlo de algún modo-.



¡Necesitamos un Estado proactivo!



Yo les sugiero a los colegas que lean a Mariana Mazzucato, que vean el debate, la objetivación del rol del Estado en los últimos años.



Porque algunos creen que Internet y todo esto fue creado por los privados. Pero resulta que fue la industria militar estadounidense la que lo hizo, y luego se lo vendió a los privados. O sea, tuvo un origen en un programa público.



¿Y esto significa que es bueno o malo? Más bien, lo que quiere decir es que hay ciertas actividades, creaciones que requieren un actor que no esté buscando rentabilidad a corto plazo, sino responder a determinadas necesidades de un país (en ese caso, me parece que eran de la defensa o de las comunicaciones).



Señor Presidente, requerimos otro concepto de Estado.



Está agotado el concepto de “subsidiario”, el cual nos tiene apagados en muchos campos. Porque el negocio privado supone que las cosas estén en cierto nivel de madurez para que tengan rentabilidad. Y muchas no lo tienen. Entre otras, el tratamiento de residuos.



Bolivia y varios países latinoamericanos -lo he repetido en múltiples ocasiones- están produciendo energía a partir de los residuos. Ello, porque hay otro concepto del rol del Estado, que incorpora a los privados, que los impulsa y que es capaz de poner su propio aporte.



En cuanto a la reflexión del Senador Prokurica, he intervenido solo para manifestar mi distancia y molestia con ese enfoque ideológico.



Sé que el colega es una persona talentosa, que sabe de estas materias. Ojalá que todo su conocimiento y experiencia los encamine hacia algo más constructivo, que constituya un aporte para enfrentar los problemas de las empresas públicas y no un factor que permanentemente las esté golpeando, descalificando y maltratando.



Para hacer mejores a las empresas estatales debemos exigirles que sean mejores. Y ese es un rol del Parlamento.



Estoy de acuerdo en los aspectos sustantivos de este proyecto.



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, como claramente se señaló, esta iniciativa tiene entre sus objetivos modernizar a la Empresa Nacional del Petróleo, a través de un gobierno corporativo, y capitalizarla.



Considero conveniente transparentar las cifras que se están mencionando.



Por un lado, cómo se generan estos 4 mil millones de dólares de deuda. El debate lo abrió el Senador Prokurica, y sería bueno referirse a ello ahora o durante la discusión en particular.



Porque evidentemente algo no cuadra en la ecuación: de una parte, una deuda muy grande, por distintas razones (subsidios y empresas que no fueron del todo exitosas); y de la otra, la necesidad de capitalizarla por hasta 400 millones de dólares, tal cual se dijo acá.



En cuanto al detalle de en qué se van a utilizar estos dineros, creo que no es suficiente “un informe anual” -como señala el artículo sexto transitorio- “respecto de los recursos que se le transfieren en virtud de esta ley, de la rentabilidad obtenida en sus respectivos proyectos de inversión, todo de acuerdo a la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional.”.



Creo que tendríamos que avanzar un poco más. Es decir, aparte de recibir esa información, habría que conocer en qué áreas va a gravitar esta nueva empresa modernizada, sobre todo porque lo relativo a los fósiles ya está quedando atrás.



Yo me atrevería a señalar que debemos plantear una empresa con un nombre distinto. Por ejemplo, una empresa nacional de energía y eficiencia renovable, que es a lo que apuntamos. Tenemos el mayor potencial en energía solar, en energía geotérmica, en donde podríamos poner parte importante de nuestro esfuerzo para ser no solo un país verdaderamente autónomo en cuanto a energía, sino también capaz de convidar, a través de buenas negociaciones y acuerdos, energía limpia al resto de las naciones de América. Hoy en día hay que pensarlo así, en red.



Esos potenciales están más que claros. Por lo tanto, creo que estamos a una distancia bastante lejana de 1945, cuando se descubre petróleo en Tierra del Fuego. Sobre el particular, es del caso mencionar que el Senado inauguró una exposición en honor a la cultura selk’nam, la cual sufrió, mucho antes de que llegara la ENAP, los embates de la colonización.



Si uno sumara los potenciales de energía renovable de que disponemos en Chile, la Empresa Nacional del Petróleo tendría que jugar un rol relevante en la materia. Y hoy en día, por una ley que este mismo Congreso aprobó tiempo atrás, lo puede hacer. Esta empresa no está amarrada de manos para desarrollar esas energías.



En particular, quiero referirme a la Región de Aisén, especialmente a la situación de contaminación que vive Coihaique: es la ciudad más contaminada de América. Y por esta realidad estamos perdiendo, por concepto de salud pública, miles de millones de dólares al año.



Por esa razón, pienso que ENAP, en conjunto con la Región, podría hacer un esfuerzo importantísimo y constituirse en un puente para subsidiar combustibles más limpios, generar una red de gas (también como un puente), mientras se desarrollan las energías renovables. Con ello se podría resolver una situación que es gravísima para los niños, los adultos mayores o las personas que se encuentran en riesgo respecto de su salud.



En consecuencia, le pido formalmente al Gobierno, y en especial al Ministro Andrés Rebolledo, que en la discusión en particular tome cartas en el asunto, para una verdadera modernización de esta empresa.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, creo que este es un proyecto muy significativo.



Valoro lo que ha hecho el Ministro Andrés Rebolledo en el tiempo que lleva a cargo de la política energética.



A mi juicio, la energética es la política más importante que tiene Chile.



En todos los países desarrollados la vertebración de la economía es la energía.



El siglo XX fue bien egoísta con Chile en relación con la energía, porque nosotros no tenemos petróleo y contamos con muy poco gas. Pero, paradojalmente, el siglo XXI va a tocar a nuestro país respecto a las energías que gobernarán tanto este siglo como el siglo XXII. Así, en materia de energía solar, Chile es el país más irradiado del planeta. En cuanto a la energía geotérmica, nuestra nación es quizás la con más volcanismo y más recursos geotérmicos del mundo, mucho más que Islandia, que vive cien por ciento de la energía geotérmica. Asimismo, tenemos un potencial inmenso en energía eólica. Y para qué decir en energía mareomotriz. ¡Estas son las energías del futuro!



El punto es que nos encontramos en una situación muy paradojal, pues seguimos hablando de la Empresa Nacional del Petróleo, ¡y no tenemos petróleo! Es como hacernos trampa en el solitario.



Por tanto, creo que lo primero es cambiarle el nombre a esta empresa. ¡Es un absurdo! Se debería llamar “empresa nacional de las energías renovables”, en que Chile sí tiene una riqueza, como la poseía el Golfo Pérsico respecto al petróleo.



Esto lo encuentro muy parecido al caso del Rally Dakar. Se realiza esta actividad deportiva en nuestro país y no tenemos ni siquiera la dignidad de llamarla el “Rally de Atacama”. Así, se exporta con bombos y petacas algo que no nos pertenece y que viene a nuestras tierras por razones de interés, y muchas veces lastimando, dañando seriamente nuestro patrimonio arqueológico, nuestro patrimonio paleontológico, nuestro patrimonio histórico y nuestros recursos ecosistémicos.



Entonces, lo que hacemos es poner a esta nueva institucionalidad, a este nuevo gobierno corporativo para una mirada de futuro.



¿Y por qué digo esto? Porque si bien el cambio climático para Chile es algo lamentable -y un desastre para el planeta-, también será por un rato para nuestro país una ventana, una oportunidad.



El próximo año China construirá cinco millones de autos eléctricos. En diez años más, ningún vehículo podrá funcionar ni a gas, ni a petróleo, ni a bencina en el planeta entero. El 75 por ciento de todos los kilómetros recorridos deberá hacerse con vehículos eléctricos (camiones, buses, autos). Y no está muy lejos el tiempo en que los aviones también serán eléctricos, movidos fundamentalmente por hidrógeno.



En consecuencia, ¿cómo se prepara nuestro país para ese escenario?



Si la energía fue el factor gravitante de la geopolítica en el siglo XX -quienes controlaban el petróleo, controlaban el planeta-, lo que se aproxima es un cambio de una magnitud, de una profundidad casi imperceptible, casi no detectable, porque la energía no será el factor limitante.



Hasta ahora los países ricos eran aquellos que poseían energía. La sociedad del siglo XXI va a contar con energía colaborativa y muy barata. Nosotros llegamos a tener energía que valía más de 150 dólares el megawatts/hora. Pero, paradojalmente, hoy día contamos con la energía más barata del planeta: 29 dólares en la última licitación el megawatts/hora. Y esto va a tender a cero, es decir, a un costo marginal cero.



¿Qué quiere decir “costo marginal cero”? Que en muy poco tiempo vamos a contar con energía solar a diez dólares el megawatts/hora. Además, lograremos establecer una continuidad de funcionamiento, no solo de día, cuando hay sol, sino usando desplazamiento de agua, sales fundidas (Chile es el país más rico en el planeta para calentar sales y para que estas puedan funcionar de noche, calentándose de día).



¡Nuestra nación tiene una inmensa oportunidad! ¡Y también respecto de la energía geotérmica y del resto de las fuentes energéticas!



Pero eso requiere apostar al futuro; formar nuestros técnicos, especialistas, y entender que la economía del planeta cambió.



En tal sentido, Internet está generando una nueva economía colaborativa, en que ya no son las infraestructuras las que valen, sino los datos. Y esto uno lo ve, por ejemplo, cuando se discute el sistema Uber y se plantea: “Uber es muy rico; debe de tener muchos taxis”. ¡No tiene ninguno! Las plataformas solo son datos. Y lo que se tiene que regular son datos. ¡Estos son el oro del futuro!

 

Por lo tanto, el oro del futuro ya no es la energía, sino los datos, la ciencia.



La energía va a ser un commodity totalmente accesible, y va a cambiar la geopolítica.



Lo señalo porque las guerras que hemos tenido (de Irak y otras) eran por causa de la energía. Por el contrario, las guerras del futuro serán por agua, por los recursos naturales. Se tratará de otros conflictos. Serán ciberguerras, que además no necesitarán a seres humanos.



Entonces, ¿cómo se prepara Chile para ese desafío?



A mí me parece que es muy relevante poner atención en anclar, generar, sembrar hoy día la capacidad de construir una institucionalidad que logre hacer de esto una política de Estado. Esto no quiere decir que el Estado haga todo, pero este tiene mucho que hacer.



Si queremos ser una potencia mundial en energía solar; si nos damos cuenta de que hoy día los sistemas de captación de energía solar, las células fotovoltaicas, son 20 por ciento eficientes, pero que en diez años serán 50 por ciento eficientes, reduciéndose los espacios para generar energía solar, siendo mucho más baratas, entonces, ¿qué debe hacer Chile? Tiene que promover con públicos, con privados, con el tercer sector el desarrollo de estas energías.



Y en tal sentido, veo al Ministerio de Energía y a esta ENAP empaquetando proyectos, es decir, aliados en el desarrollo de estas estrategias diciendo que lo que debe hacer el Estado, a través de los gobiernos regionales, es realizar los estudios de impacto ambiental, de irradiación o geotérmicos y, una vez desarrollado todo el proyecto, vendérselo a los privados o asociarse con ellos.



La CONADI debiera estar haciendo lo mismo con las comunidades indígenas, y que ellas administren el tema, para luego asociarse con los privados.



O sea, Chile no puede quedarse y esperar que esto sea una política que desarrollen los privados en función de si son buenas o malas las inversiones.



Chile tiene una inmensa oportunidad: puede ser el generador planetario de energía solar, pero a condición de que quiera ser líder, estar en el centro y no en la periferia.



Hace diez años hablábamos de instalar un cable hasta China. Nos decían: “¡Están locos!”. Hoy día es una realidad absoluta poner un cable hasta China, porque en ese país es de noche cuando en Chile es de día.



En consecuencia, debemos innovar.



Y en tal sentido, yo entiendo que al crear el gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo lo estamos haciendo para cambiar, para hacer un giro copernicano. ¡Si Chile no tiene petróleo! ¡Si Chile no tiene gas!



Entonces, a veces me parece que nos podemos estar haciendo trampa en el solitario, cuando lo que está por delante es una de las oportunidades más maravillosas que nunca ha tenido Chile en su historia.



Para que nos hagamos una idea, el consumo de energía será cada vez más intensivo.



Las civilizaciones se definen por la cantidad y el tipo de energía que usan.



¿Cuál es la intensidad energética hoy día, para que tengamos una idea?



Hace diez mil años, cuando éramos recolectores, la intensidad de energía utilizada (la huella energética) era de cerca de 4 mil calorías por persona al día. Y hemos llegado a una civilización en que la huella energética, si sumamos todos los requerimientos energéticos para vivir en esta sociedad (la ropa, el auto, los desplazamientos, la alimentación), es de 225 mil calorías por día.



Imagínense, en solo diez mil años pasamos de 4 mil calorías (la huella energética de uno de nuestros ancestros) a 225 mil calorías. Y esto irá en aumento a raíz de todas las redes sociales, de Internet, de Internet de las cosas. Es decir, el consumo de energía va a tener una espiral, que generará dramáticos cambios entrópicos, de todas maneras. Pero Chile posee una gran oportunidad de aprovechar ese proceso.



Y lo mismo ocurre con las baterías. Si China va a fabricar cinco millones de autos el próximo año, necesitarán con locura baterías. Por eso han venido empresas a nuestro país. Sin embargo, Chile vende un litio que no tiene ningún valor agregado.



Si le añadiéramos al litio grado batería, que es un poquito de valor agregado, el negocio sería, en vez de mil millones de dólares, de seis mil millones. Así, Chile podría ser bastante más rico y, además, tener un crecimiento económico meritocrático y contar con químicos y mucha otra gente dispuesta a incorporarse e integrarse.



Pero hay que tener deseos; hay que tener ganas; hay que entender que este es un ecosistema harto más amplio, pues se vincula con la innovación, con la ciencia.



Lo que queramos realizar en ENAP no puede estar separado del hecho de que nuestro país invierte 0,34 por ciento de su producto en ciencia (es decir, ¡una miseria!), o de la circunstancia de que tiene un científico por cada mil empleados, mientras en otros países hay catorce.



¡Con eso no se va a ninguna parte!



Por lo tanto, señor Ministro, creo que usted tiene una gran tarea, un inmenso desafío.



Señor Presidente, yo confío en el actual Ministro de Energía, porque lo hizo muy bien en la DIRECON. Creo que puede seguir los pasos del gran Ministro que fue Máximo Pacheco, e incluso superarlo.



Sin embargo, hemos de ponernos en serio esa meta, que no es solo del Ministerio de Energía, sino de nuestro país completo, de la sociedad chilena, y para cuya consecución se requiere el concurso de todos. O sea, debe haber un proyecto común, compartido, pues tenemos una gran oportunidad, justamente aquella que no tuvimos en el siglo XX.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (32 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple con el quorum constitucional exigido.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor REBOLLEDO (Ministro de Energía).- En primer lugar, señor Presidente, un saludo y mis parabienes para la gestión de la nueva Mesa del Senado, integrada por usted y por el Honorable señor Girardi.



De manera breve, en un par de minutos, quiero puntualizar que lo central ya se ha dicho a lo largo de las distintas intervenciones habidas en esta Sala.



Este proyecto se halla en la esencia de la agenda energética del Gobierno de la Presidenta Bachelet.



En efecto, la ENAP es una empresa estratégica. Fue creada allá por los años cincuenta, y no ha sido objeto de modificaciones muy sustantivas en cuanto a poner al día su gobierno corporativo en función de una realidad nueva en materia energética, en el ámbito tecnológico, sobre la base de muchas de las consideraciones que aquí se han hecho.



Sinceramente, pienso que tenemos un trabajo interesante. Y vamos a enriquecer este proyecto en la etapa de la discusión particular.



De las intervenciones de Sus Señorías han surgido varios elementos vinculados con distintos componentes. Y nosotros estamos en total disposición a trabajar y perfeccionar esta iniciativa en cada uno de los aspectos planteados en este Hemiciclo.



Señor Presidente, quiero referirme a un par de puntos muy específicos, pues me parece interesante tenerlos como contexto. Por lo demás, en algunas de las exposiciones se hizo alusión a ellos.



En primer término, a la Empresa Nacional del Petróleo se le amplió la posibilidad de invertir en generación eléctrica.



Más allá del nombre que se le coloque a la nueva empresa energética de Chile, quiero compartir con Sus Señorías el hecho de que la ENAP comenzó a invertir y a participar en el área de las energías renovables no convencionales. 



Ya tiene aprobado un proyecto de generación eólica en la Región de Magallanes. Y pronto en el norte de Chile, específicamente en la Región de Antofagasta -lo decía la Senadora Allende-, vamos a inaugurar y a poner en funcionamiento el primer proyecto de generación geotérmica de América Latina. En él la ENAP participa en una parte de la propiedad con empresas privadas internacionales.



Aquello constituye una muestra de que es posible salir del combustible fósil e ir hacia proyectos en los cuales Chile tiene -nosotros compartimos plenamente tal dimensión, y estamos trabajando en ella; la regulación ha dado cuenta de eso- una gran capacidad y un enorme potencial, sobre todo en materia de energías renovables no convencionales.



Por último, respecto a la capitalización de la ENAP en 400 millones de dólares, estimo que se trata de un área sobre la cual deberemos discutir. Lo central es que el propio gobierno corporativo tendrá que definir cómo se podrán invertir tales recursos.



Ahora, señor Presidente, quiero hacer un par de referencias con relación al comportamiento de la Empresa durante los últimos años. 



En tal sentido, dos elementos importantes.



En los últimos tres años la ENAP ha tenido un EBITDA de más de 600 millones de dólares y en 2016 registró utilidades superiores a 180 millones, lo que representa 7 a 8 por ciento más que el año anterior.



Por consiguiente, desde el punto de vista de la gestión, más allá de que en la discusión particular podamos entrar a los detalles -ya lo hicimos en el marco del debate habido en la Comisión de Energía y Minería del Senado- y de que avancemos en entender en qué está la Empresa en materia financiera, quiero decirles a Sus Señorías que durante este período la ENAP ha tenido resultados económicos muy importantes, que han sido un aporte al erario.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Con la intervención del señor Ministro de Energía concluye el Orden del Día.



Habiéndose cumplido su objetivo, levantaré la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:


Del señor ARAYA:



Al señor Contralor General de la República, para que informe sobre RAZONES DE PAGO ERRÓNEO O IRREGULAR A DON AUGUSTO GONZÁLEZ AGUIRRE COMO DIRECTOR DE CODELCO-CHILE Y MEDIDAS CONTRA REPETICIÓN DE SITUACIONES SIMILARES (reiteración de oficio).



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Desarrollo Social, solicitándole respuesta a INQUIETUDES DE FUNCIONARIOS DE SERVICIO NACIONAL DE MENORES DE MAGALLANES ANTE PROYECTO SOBRE CREACIÓN DE SUBSECRETARÍA DE LA NIÑEZ. Y al señor Contralor Regional de Magallanes y de la Antártica Chilena, pidiéndole PRONUNCIAMIENTO EN CUANTO A LEGALIDAD DE DESCUENTO A FUNCIONARIOS DE JUNJI POR PARTICIPACIÓN EN PARO DE ANEF EN 2016.



Del señor CHAHUÁN:



Al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo y a la señora Presidenta del Consejo del Sistema de Empresas Públicas, requiriéndoles dar a conocer POSICIÓN DE GOBIERNO SOBRE SISTEMA DE “CARGAS LIMPIAS” IMPLEMENTADO POR EMPRESA PORTUARIA DE VALPARAÍSO PARA AFORO DE MERCANCÍAS.


Del señor DE URRESTI:


Al señor Ministro de Obras Públicas, a la señora Ministra de Salud y al señor Director Nacional de Aeropuertos, pidiéndoles antecedentes relativos a IMPLEMENTACIÓN DE SISTEMAS DE ILUMINACIÓN EN AERÓDROMOS PARA EVACUACIONES ANTE EMERGENCIAS SANITARIAS Y RECEPCIÓN Y TRASLADO DE ÓRGANOS PARA TRASPLANTES.



Del señor GARCÍA:



Al señor Director Regional de Vialidad de La Araucanía, requiriéndole información sobre OBRAS DE REPARACIÓN Y MANTENCIÓN DE CAMINO SAN RAMÓN-RADAL EN PROVINCIA DE CAUTÍN. Y al señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de La Araucanía, solicitándole antecedentes en cuanto a EXPROPIACIÓN DE TERRENOS PARA CONSTRUCCIÓN DE PARQUE COSTANERA EN LOCALIDAD DE PUERTO SAAVEDRA.


Del señor MATTA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, formulándole consultas con respecto a SITUACIÓN DE PROGRAMA NACIONAL DE PASARELAS Y SOLUCIÓN A PROBLEMA DE CONECTIVIDAD DE POBLADORES DE RIBERA DE RÍO ACHIBUENO, y a CONSIDERACIÓN DE MEJORAMIENTO DE CAMINOS L-11 Y L-849 EN CUARTO LLAMADO DE 2017. Y a la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, requiriéndole información, a través de la Subsecretaría pertinente, relativa a CORTES Y SUSPENSIONES DE SERVICIOS DE TELEFONÍA, TELEVISIÓN E INTERNET EN SEXTA, SÉPTIMA Y OCTAVA REGIONES POR INCENDIOS FORESTALES DEL ÚLTIMO VERANO.


Del señor NAVARRO:



A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, para que se informe acerca de COTIZACIÓN DE SALUD DE BENEFICIARIOS DE PENSIÓN DE GRACIA LUEGO DE MOVILIZACIÓN PORTUARIA EN 2014.



A cada una de las alcaldías de Chile, a fin de que se proporcionen antecedentes sobre CANTIDAD DE SALAS DE JUEGO Y MÁQUINAS DE AZAR EN TERRITORIO COMUNAL Y DENUNCIAS RESPECTIVAS; DECRETOS REGULATORIOS Y MEDIDAS POR USO ILEGAL, Y OTORGAMIENTO DE PATENTES EN ÚLTIMO LUSTRO.



Al señor Director del Servicio de Impuestos Internos, con el objeto de que se informe en cuanto a RECAUDACIÓN TRIBUTARIA PROVENIENTE DE MÁQUINAS TRAGAMONEDAS.


Al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, pidiéndole dar a conocer NÚMERO DE DENUNCIAS CONTRA ESSBIO POR AUMENTO EN PRECIOS DE SUS SERVICIOS; FRECUENCIA Y MOTIVOS DE  ALZAS, Y COMPENSACIONES A USUARIOS.



Al señor Director Nacional de la Oficina Nacional de Emergencias, solicitándole informar sobre MEDIDAS PARA EJERCICIO DE DERECHO A SALA CUNA POR HIJOS DE DOÑA ANDREA RIVERA GARCÉS.


A los señores Director Nacional y Director de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena sede Punta Arenas y al señor Director del Servicio Nacional del Adulto Mayor, requiriéndoles antecedentes relacionados con APOYO INSTITUCIONAL ANTE MALTRATO Y HOSTIGAMIENTO A DOÑA GABRIELA PATERITO Y DON RAÚL EDÉN, DE LA COMUNIDAD KAWÉSQAR DE PUERTO EDÉN, DURANTE FISCALIZACIÓN PESQUERA.


Y al señor Fiscal Regional de Los Ríos, para que informe respecto a INVESTIGACIONES REALIZADAS Y PENDIENTES EN CASO DE DOÑA MACARENA VALDÉS, DE COMUNIDAD MAPUCHE DE LIQUIÑE.



Del señor TUMA:


Al señor Director Nacional del Servicio Electoral, requiriéndole ACLARACIÓN DE DUDAS EN CUANTO A INHABILIDADES, PROHIBICIONES E INCOMPATIBILIDADES PARA SER CANDIDATO A CONSEJERO REGIONAL.



Al señor Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos, con la finalidad de que informe acerca de RÉGIMEN TRIBUTARIO APLICABLE A SERVICIOS DE ESTACIONAMIENTO AMOBLADOS Y DESAMOBLADOS.
)------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se levanta la sesión.


--Se levantó a las 19:30. 






Manuel Ocaña Vergara,






  Jefe de la Redacción 
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE FIJA UN MECANISMO PARA ESTABLECER EL REAJUSTE DE REMUNERACIONES DE LAS ALTAS AUTORIDADES DEL ESTADO Y REGULA OTRAS MATERIAS QUE INDICA

(11.160-05)

MENSAJE Nº 007-365/

Honorable Senado:

En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que fija un mecanismo para establecer el reajuste de remuneraciones de las altas autoridades del Estado y regula otras materias que indica.
I. ANTECEDENTES

Durante los últimos años se ha vivido una crisis de confianza que ha afectado a las instituciones y que se ha manifestado de diferentes formas, siendo una de ellas el cuestionamiento a las remuneraciones de las altas autoridades del Estado y a la forma en que éstas se reajustan. 

Este cuestionamiento se produce, principalmente, porque ha faltado mayor transparencia y objetividad en el mecanismo mediante el cual se fijan los parámetros para el reajuste y, además, porque, en el caso de los parlamentarios, son ellos mismos quienes se aprueban su propio reajuste, lo cual ha sido fuertemente cuestionado por la ciudadanía.  Las demás autoridades del Estado tampoco han estado exentas del escrutinio ciudadano en estas materias, lo que hace necesario abordar soluciones que ofrezcan mayor transparencia y estén basadas en recomendaciones independientes y en criterios objetivos.

En este contexto, en el año 2015, en el marco de la discusión del proyecto de ley sobre reajuste de remuneraciones del sector público, en un complejo escenario económico y fiscal, y buscando avanzar en transparencia y rendición de cuentas, los poderes ejecutivo y legislativo, representados por el Ministro de Hacienda, don Rodrigo Valdés Pulido; el Presidente del H. Senado, don Patricio Walker Prieto y el Presidente de la H. Cámara de Diputados, don Marco Antonio Núñez Lozano, suscribieron un protocolo de acuerdo que consideró estudiar en conjunto “el sistema actual de dietas parlamentarias, los criterios para su determinación y los mecanismos para su reajustabilidad, de tal forma que ellos sean definidos mediante procedimientos externos al quehacer parlamentario”. 

Para estos efectos, se ordenó la conformación de una Comisión Técnica integrada por representantes del Ministerio de Hacienda, del H. Senado y de la H. Cámara de Diputados, contando, además, con la colaboración del Consejo de Asignaciones Parlamentarias a través de su presidente, don Sergio Páez Verdugo, a fin de evaluar y perfeccionar el funcionamiento de las asignaciones parlamentarias. Dicha Comisión Técnica realizó varias sesiones de trabajo durante el año 2016 y contó con la valiosa colaboración del honorable senador señor José García Ruminot, de los honorables diputados señores Patricio Vallespín López y Gabriel Silber Romo, del secretario general del H. Senado, don Mario Labbé Araneda, del prosecretario de la misma corporación don José Luis Alliende Leiva, del secretario general de la H. Cámara de Diputados, don Miguel Landeros Perkic, del secretario de la Comisión de Hacienda del H. Senado, don Roberto Bustos Latorre y del subsecretario administrativo de la H. Cámara de Diputados don Pablo Oneto García. 

Dicha comisión concluyó su labor con la elaboración del “Informe de la Comisión Técnica sobre dietas y asignaciones parlamentarias” que, con fecha 16 de enero de 2017, en la sede de Santiago del Congreso Nacional, fue suscrito y dado a conocer a la opinión pública por el Presidente del H. Senado, don Ricardo Lagos Weber, el Presidente de la H. Cámara de Diputados, don Osvaldo Andrade Lara y el Ministro de Hacienda, don Rodrigo Valdés Pulido, quien en dicha oportunidad expresó el compromiso del Gobierno de traducir en un proyecto de ley las propuestas relativas a la creación de un mecanismo para fijar el reajuste de remuneraciones de las altas autoridades del Estado.

Para dimensionar la importancia del paso que estamos dando al someter este proyecto de ley a consideración del H. Congreso Nacional, se debe tener presente que respecto del nivel de las remuneraciones de las altas autoridades y la forma en que éstas se reajustan, en años recientes se han presentado diferentes mociones parlamentarias postulando, entre otras materias, la modificación de la norma constitucional que regula las dietas parlamentarias o la reducción de las mismas (v.gr., los proyectos de ley boletines N° 9.304-07 y 9.502-16).

Asimismo, en el marco de la última discusión del reajuste general de remuneraciones del sector público, se promovió el congelamiento de los salarios que superaran un determinado monto.

Entendemos que en el origen de muchas de estas iniciativas parlamentarias se encuentra el malestar que provoca en nuestra sociedad la gran desigualdad de los ingresos y la necesidad de  demostrar que el sistema político es consciente de la importancia de atacar este problema y ofrecer soluciones. Sin embargo, para lograr cambios sostenibles en el tiempo, en esta materia deben evitarse distorsiones en las escalas de remuneraciones del sector público y proponer fórmulas que sean compatibles con el objetivo de atraer y retener a profesionales talentosos que contribuyan a hacer más vigoroso y eficiente el funcionamiento del Estado.

Junto con lo anterior, tratándose del reajuste general de remuneraciones en el sector público, un número significativo de parlamentarios, ha expresado en forma reiterada su preocupación sobre el proceso de negociación y discusión legislativa de dicho reajuste. Reconociendo que la representatividad de las organizaciones de funcionarios públicos es insustituible en el proceso de negociación, resulta conveniente disponer de antecedentes técnicos para objetivar las demandas y propuestas de las partes, lo que sin duda, permitirá elevar la calidad del proceso y contribuir también a reducir la conflictividad cuando no se logra alcanzar acuerdos. Acogiendo estos planteamientos, el presente proyecto de ley también crea una instancia orientada a generar los insumos necesarios para mejorar el proceso que origina el reajuste general de remuneraciones en el sector público, a través de la disponibilidad de antecedentes técnicos proporcionados en forma independiente.

En definitiva, el presente proyecto de ley se enmarca dentro de la respuesta que el Ejecutivo y el H. Congreso Nacional han dado a la demanda ciudadana de elevar los estándares de la función pública, para dotarla de mayor legitimidad, de manera consistente con la maciza agenda de probidad y transparencia que contempla  reformas administrativas y legales orientadas a hacer cumplir estos estándares más exigentes. 

OBJETIVO

El proyecto de ley busca establecer un mecanismo que garantice la independencia y transparencia en la fijación del reajuste de las remuneraciones de las Altas Autoridades de Estado.

Adicionalmente, pretende contribuir al proceso de determinación del reajuste de remuneraciones de los funcionarios del sector público mediante la generación de antecedentes que permitan corregir asimetrías de información y mejorar la calidad de los fundamentos de las demandas y propuestas que formulen las partes.

CONTENIDO DEL PROYECTO

1.
Mecanismo para determinar el reajuste de las remuneraciones de las Altas Autoridades del Estado

Se crea un mecanismo que garantice la transparencia en la fijación del reajuste de las remuneraciones de las Altas Autoridades de Estado, a través del apoyo de un cuerpo independiente.

El proyecto de ley establece que el reajuste de las remuneraciones de las altas autoridades de gobierno será fijado por el Presidente de la República mediante un decreto con fuerza de ley, expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, previa autorización de dicha facultad por Congreso Nacional, según lo establecido en el artículo 64 de la Constitución Política de la República. 

El reajuste que se determine mediante esta modalidad, también será aplicable a la dieta de los H. Diputados y Senadores y a los demás cargos en que las dietas o remuneraciones estén referidas o sean equivalentes a aquellas asignadas a las mencionadas autoridades de gobierno, como es el caso de los miembros del Tribunal Constitucional y del Presidente del Consejo para la Transparencia.

En el caso de otras Autoridades de Estado, como son los funcionarios de la Corte Suprema pertenecientes a los grados I y II del escalafón del personal superior del Poder Judicial (Presidente, Ministros y Fiscal de la Corte Suprema)  y del Contralor General de la República, el reajuste de sus remuneraciones se regulará mediante una ley originada en mensaje del Presidente de la República.

El reajuste que fije el Presidente de la República, surtirá efectos a partir del 1 de abril del año en que se dicte el decreto con fuerza de ley y la ley respectiva. 

Para que el Presidente de la República pueda fijar el reajuste de las Altas Autoridades del Estado mediante los mecanismos previamente descritos deberá recibir la propuesta que efectúe un “Consejo Técnico Asesor”.  

La propuesta de reajuste que elabore el Consejo Técnico Asesor será publicada en el sitio web de la Dirección de Presupuestos y deberá contener, a lo menos, los fundamentos de los reajustes propuestos, los nombres de los consejeros que concurrieron con su voto a dicha propuesta y a la propuesta de minoría, en caso que exista, y los informes o antecedentes analizados.

La propuesta de reajuste del Consejo Técnico Asesor no podrá ser superior al reajuste general de remuneraciones que la última ley respectiva haya concedido a los trabajadores del sector público. Por su parte, el Presidente de la República sólo podrá acoger o reducir el reajuste propuesto por el referido Consejo.

2. 
Consejo Técnico Asesor 

El Consejo Técnico Asesor a que se refiere esta ley será creado por el Presidente de la República mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio de Hacienda y estará compuesto por tres consejeros, los cuales serán designados dentro de quienes hayan ejercido alguno de los siguientes cargos: Consejero del Banco Central, Contralor General de la República, Ministro de Hacienda, Director de Presupuestos, Subdirectores de la Dirección de Presupuestos, Director Nacional del Servicio Civil o Consejero de la Alta Dirección Pública.

Los consejeros no percibirán dieta por el desempeño de sus funciones, durarán cuatro años en sus cargos y deberán renovarse por parcialidades. El mismo Consejo determinará las normas sobre citación a las sesiones, deliberaciones, elaboración de informes y todas aquellas disposiciones que se requieran para su adecuado funcionamiento.

Para el cumplimiento de sus funciones el Consejo contará con una Secretaría Ejecutiva que estará radicada en la Dirección de Presupuestos.

3. 
De los Antecedentes para la definición del reajuste general de remuneraciones de los trabajadores del sector público
Para ejercer la facultad de definir un reajuste general de remuneraciones para los trabajadores del sector público, el Presidente de la República deberá recibir un informe que elabore el Consejo Técnico Asesor, que para este sólo efecto deberá incorporar, como consejero, a un representante de las organizaciones de funcionarios del sector público de mayor representatividad en el país.

El informe sobre antecedentes para el reajuste de remuneraciones del sector público que elabore el Consejo será solicitado por el Ministerio de Hacienda y entregado a éste, a más tardar en el mes de octubre del año en que sea solicitado. Dicho informe deberá ser publicado en el sitio web de la Dirección de Presupuestos y contener, para el período relevante, a lo menos:

Información de la inflación pasada y futura.

Información de la variación en la productividad del sector público.

Información respecto de la variación de las remuneraciones efectivas en el sector público por razones distintas al reajuste general de remuneraciones.

Caracterización de las remuneraciones en el sector público y evolución del gasto público en personal.

Comparaciones con otras remuneraciones.

Un análisis de la capacidad financiera fiscal para asumir mayores compromisos remuneracionales.

 Cualquier otro antecedente que el Ministerio de Hacienda solicite.

4.
Modificaciones a normas remunera-torias
Finalmente, el proyecto de ley introduce algunas normas remuneracionales adecuatorias, atendidas las modificaciones que se introducen por esta iniciativa al mecanismo mediante el cual se fijará el reajuste de las remuneraciones de las altas autoridades del Estado.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente  

P R O Y E C T O  D E  L E Y:

“TÍTULO I

Mecanismo de reajuste de remuneraciones de altas autoridades del Estado

Artículo 1.- El reajuste de las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de las autoridades de gobierno señaladas en el inciso tercero, será fijado por el Presidente de la República mediante un decreto con fuerza de ley, expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, previa autorización de dicha facultad de acuerdo al artículo 64 de la Constitución Política de la República, y de conformidad al procedimiento establecido en esta ley.

Las remuneraciones adicionales a las que se refiere el inciso anterior, establecidas en porcentajes de los sueldos de las autoridades de gobierno, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados cuando corresponda en conformidad a lo establecido en el decreto con fuerza de ley respectivo.

Para efectos de esta ley, se entenderá por autoridades de gobierno a las siguientes:

El Presidente de la República.

Los Ministros de Estado.

Los Subsecretarios.

Los Intendentes.

Los Gobernadores.

El reajuste que se determine conforme a este artículo, también será aplicable a la dieta de los diputados y senadores y a los demás casos en que las dietas o remuneraciones correspondientes a un cargo, estén referidas o sean equivalentes a aquellas asignadas a las autoridades de gobierno indicadas en el inciso anterior.

El reajuste que fije el Presidente de la República surtirá efectos a partir del día 1 de abril del año de dictación del decreto con fuerza de ley respectivo.

Artículo 2.- El reajuste de las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los funcionarios de la Corte Suprema pertenecientes a los grados I y II del escalafón del personal superior del Poder Judicial y del Contralor General de la República, según corresponda, se regulará mediante una ley originada en mensaje del Presidente de la República.

Las remuneraciones adicionales a las que se refiere el inciso anterior, establecidas en porcentajes de los sueldos de las autoridades en él señaladas, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados cuando corresponda en conformidad a lo establecido en la ley respectiva.

El reajuste que fije el Presidente de la República, surtirá efectos a partir del día 1 de abril del año de dictación de la ley respectiva.

Artículo 3.- Para ejercer las facultades señaladas en los artículos 1 y 2, el Presidente de la República deberá recibir la propuesta que efectúe el Consejo Técnico Asesor regulado en el título III de la presente ley. 

La propuesta indicada en el inciso anterior deberá ser remitida al Presidente de la República dentro del plazo de treinta días corridos contado desde la publicación de la ley de reajuste general de remuneraciones de los funcionarios del sector público.

La propuesta del Consejo Técnico Asesor no podrá ser superior al reajuste general de remuneraciones que la última ley respectiva conceda a los trabajadores del sector público.

El reajuste de las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero que fije el Presidente de la República sólo podrá acoger o reducir el reajuste propuesto por el Consejo Técnico Asesor.

El ejercicio de las facultades señaladas en el inciso anterior, deberá materializarse dentro del plazo máximo de quince días corridos contados desde la recepción de la propuesta del Consejo, a través de los instrumentos que al efecto contempla el artículo 1 y 2, según corresponda. 

Transcurrido el plazo antes señalado, sin que el Presidente de la República haya ejercido alguna de las facultades señaladas, se entenderá que las remuneraciones de las autoridades referidas en el artículo 1 o 2, según corresponda, no serán reajustadas en dicho año.
Artículo 4.- La propuesta de reajuste que elabore el Consejo Técnico Asesor deberá ser publicada en el sitio web de la Dirección de Presupuestos. Dicha propuesta deberá contener, a lo menos, lo siguiente:
El reajuste propuesto para las autoridades de gobierno señaladas en el artículo 1 y el reajuste para aquellas señaladas en el artículo 2.

Los fundamentos de los reajustes propuestos.
Los nombres de los consejeros que concurrieron con su voto a dicha propuesta.
La propuesta de minoría, si procede.
Los informes o antecedentes analizados por el Consejo durante sus sesiones. 
TÍTULO II

DE LOS ANTECEDENTES PARA EL REAJUSTE GENERAL DE   REMUNERACIONES PARA LOS TRABAJADORES DEL SECTOR PÚBLICO

Artículo 5.- Para efectos de ejercer la facultad de definir un reajuste general para los trabajadores del sector público, el Presidente de la República deberá recibir, el informe que efectúe el Consejo Técnico Asesor, regulado en el Título III de la presente ley. 

Artículo 6.- El informe a que se refiere el artículo anterior será solicitado por el Ministerio de Hacienda y entregado a éste, a más tardar en el mes de octubre del año en que sea solicitado. El informe deberá contener, para el período pertinente, a lo menos:

Información de la inflación pasada y futura.

Información de la variación en la productividad del sector público.

Información respecto de la variación de las remuneraciones efectivas  en el sector público por razones distintas al reajuste general de remuneraciones.

Caracterización de las remuneraciones en el sector público y evolución del gasto público en personal.

Comparaciones con otras remuneraciones.

Un análisis de la capacidad financiera fiscal para asumir mayores compromisos remuneracionales.

Cualquier otro antecedente que el Ministerio de Hacienda solicite.

El informe que elabore el Consejo deberá ser publicado en el sitio web de la Dirección de Presupuestos.

TÍTULO III

DEL CONSEJO TÉCNICO ASESOR 

Artículo 7.- Para efecto de ejercer las funciones señaladas en los títulos precedentes, el Presidente de la República creará, mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio de Hacienda, un Consejo Técnico Asesor. 

Dicho Consejo estará integrado por tres miembros, designados por el Presidente de la República, debiendo tratarse de personas que hayan ejercido alguno de los siguientes cargos: Consejero del Banco Central, Contralor General de la República, Ministro de Hacienda, Director de Presupuestos,  Subdirectores de la Dirección de Presupuestos, Director Nacional del Servicio Civil o Consejero de la Alta Dirección Pública. 

Adicionalmente y para el solo efecto de dar  cumplimiento a lo mandatado a que se refiere el título II de la presente ley, se integrará, en calidad de consejero, un representante de las organizaciones de funcionarios del sector público, de mayor representatividad en el país. 

Artículo 8.- Los consejeros no percibirán dieta por el desempeño de sus funciones. Aquellos a que se refiere el inciso segundo del artículo anterior durarán cuatro años en sus cargos y deberán renovarse por parcialidades. El contemplado en el inciso tercero del artículo 7, durará, a lo menos, un año en el cargo.  

El Consejo contará con una Secretaría Ejecutiva que lo apoyará en el ejercicio de sus funciones y que estará radicada en la Dirección de Presupuestos.

El Consejo determinará las normas sobre citación a las sesiones, deliberaciones, elaboración de informes y todas aquellas disposiciones que se requieran para su adecuado funcionamiento.

Artículo 9. No podrán integrar el Consejo:

Los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los gobernadores.

Los diputados, senadores, alcaldes, consejeros regionales, concejales ni cualquier otro cargo de elección popular.
Los ministros, relatores, secretario y personal de las instituciones de los cargos a que se refiere el artículo 2.

Los ministros, relatores y secretario del Tribunal Constitucional.

La designación como consejero será incompatible con el desempeño de cargos públicos en la Administración del Estado, con excepción del ejercicio de funciones en instituciones de educación superior.

TÍTULO IV

NORMAS REMUNERACIONALES

Artículo 10.- La suma de las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero del personal de las instituciones a que pertenecen las autoridades mencionadas en el inciso primero del artículo 2 de la presente ley, no podrá significar en cada año calendario, una cantidad promedio superior a la que corresponda al Presidente de la Corte Suprema y del Contralor General de la República, según corresponda.

Artículo 11.-
Créase, a contar del primer día del mes si-guiente al de la publicación de esta ley, en la escala de sueldos del artículo 1 del decreto ley N° 249, de 1974, antes del grado “3”, el grado “3A”, con igual sueldo base mensual al que, a la fecha de entrada en vigencia de este artículo, corresponda al grado 3.

En el grado 3A que se crea por esta ley, que-darán ubicados automáticamente los Gobernadores, autoridades que gozarán de todas las demás remuneraciones que correspondan al grado 3 de la escala de sueldos del decreto ley N° 249, de 1974, incluidos el incremento del decreto ley N° 3.501, la asignación de dirección de responsabilidad superior del artículo 6 del decreto ley N° 1.770, de 1977, la asignación de dirección superior de la ley N° 19.863, y los montos que recibían en virtud de la asignación del artículo 18 de la ley N° 19.185, la asignación del artículo 19 de la ley N° 19.185, la bonificación del artículo 3 de la ley N° 18.566 y la bonificación de los artículos 10 y 11 de la ley N° 18.675. 

Artículo 12.-
Reemplázase, en el inciso segundo del artículo sexagésimo quinto de la ley N° 19.882, la oración “a las que correspondan al subsecretario del ramo” por la expresión “a $8.393.125”. Dicha cantidad se reajustará conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público.

Artículo 13.-
Reemplázase la cantidad de "$4.639.755" establecida en el artículo 7 transitorio de la ley N° 19.863 modificada por el artículo 31 de la ley N° 19.985, las veces que se mencione por "$8.393.125", monto que se reajustará conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público. Del mismo modo, reemplázase la referida cantidad, la que se reajustará en lo sucesivo, en los decretos con fuerza de ley dictados en conformidad a la facultad del artículo 7 transitorio de la ley N° 19.863.

Artículo 14.- Suprímese el inciso segundo del artículo 31 de la ley N° 19.985.

Artículo 15.- Reemplázase el inciso primero del artículo 2 bis de la ley N° 19.531 por el siguiente:

"Establécese, un bono de nivelación para los funcionarios de la Corte Suprema, pertenecientes a los grados I y II de la Escala del Personal Superior del Poder Judicial. El monto del bono será de $1.566.845 para el grado I y de $1.953.525 para el grado II, y se pagará mensualmente.".

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

Artículo transitorio.- En el primer nombramiento de los integrantes del Consejo y para los efectos de su renovación por parcialidades, el Presidente de la República, designará a un consejero por el período de cuatro años, uno por el período de tres años y el tercero por el período de dos años, todos contados desde la fecha de su nombramiento, el que deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley.”.

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Rodrigo Valdés Pulido, Ministro de Hacienda.- Alejandra Krauss Valle, Ministra del Trabajo y Previsión Social.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO EN MATERIA DE CONTRATO DE TRABAJO POR OBRA O FAENA

(7.691-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de los Diputados señores Osvaldo Andrade, Germán Becker, Pedro Browne, José Manuel Edwards, René Manuel García, Tucapel Jiménez, Nicolás Monckeberg, Leopoldo Pérez y Matías Walker, y del ex Diputado señor Frank Sauerbaum.


Se hace presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único, y acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.


A una o más de las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, la ex Ministra del Trabajo y Previsión Social señora Javiera Blanco Suárez acompañada de su jefa de gabinete, señora Elvira Oyanguren; la ex Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González; la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, la asesora del Subsecretario, señora Romina Pizzoleo, los asesores legislativos, señores Roberto Godoy y Ariel Rossel, el coordinador legislativo de dicho Ministerio, señor Francisco del Río Correa y la asesora señora Andrea Bórquez; el Director Nacional del Trabajo, señor Christian Melis Valencia y la Jefa de Prensa de la entidad, señora Carolina López; la abogada y la economista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señoras Paola Álvarez e Irina Aguayo, respectivamente; los asesores legislativos del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Vanesa Salgado y señores Alejandro Fuentes y Esteban Contador; la asesora, la pasante y el procurador legislativo de la Fundación Jaime Guzmán, señoras Teresita Santa Cruz y Mikaela Romero y el señor Cristóbal Alzamora; la asesora legislativa del Instituto Igualdad, señora Vanesa Salgado; los asesores parlamentarios: de la Senadora Adriana Muñoz, las periodistas señoras Andrea Valdés y Carmen Gloria Salazar y el señor Luis Díaz, de la Senadora Carolina Goic, los señores Juan Pablo Severín y Gerardo Bascuñán y del Senador Juan Pablo Letelier, el encargado de prensa, señor José Fuentes y el asesor señor Cristián Durney; el asesor del Instituto Igualdad, señor Sebastián Divin; el abogado asesor del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales. Los periodistas y los fotógrafos de prensa del Ministerio del Trabajo señores Rodrigo Carrasco y Javier Aguilar y señora Claudia Sánchez y señora Rocío Sabanegh, y señora Mafalda Rissetti y señor Pablo Yovane, respectivamente.

 
En sesiones del día 8 de octubre de 2014 y 7 de enero de 2015 concurrió el Diputado señor Pedro Browne Urrejola.

-------


Especialmente invitados participaron:


a) los profesores de Derecho del Trabajo, señores Eduardo Caamaño Rojo y Joaquín Cabrera Segura.


b) el Presidente de la Comisión Laboral de la Cámara Chilena de la Construcción señor Augusto Bruna y el abogado de la Coordinación Jurídica señor Gonzalo Bustos.


c) el Gerente General de la Federación Gremial Nacional de Productores de Fruta (FEDEFRUTA), señor Juan Carlos Sepúlveda Meyer. 

 
d) la Directora Nacional de Asalariadas, señora Ana María Fuentes y la Directora Nacional de la Comisión de Trabajo, señora Alicia Muñoz Toledo, ambas representantes de la Asociación Nacional de Mujeres Rurales e Indígenas (ANAMURI).

 
e) el Presidente del Sindicato Interempresa Nacional de Trabajadores de la Construcción, Montaje Industrial y Afines (SINTEC), señor Jorge Hernández Silva.


f) el Vicepresidente de la Cámara Chilena de la Construcción, señor José Ignacio Amenábar; el Gerente de Estudios, señor Javier Hurtado, y el Abogado y Jefe de Coordinación Legal, señor Gonzalo Bustos.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Consagrar en el Código del Trabajo el concepto de contrato por obra o faena, confiriendo el derecho a feriado anual y una indemnización equivalente a dos y medio día de remuneración por cada mes trabajado si el contrato hubiere estado vigente por un mes o más.

-------

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


El Código del Trabajo. 

II. ANTECEDENTES DE HECHO

a) La moción que origina el presente proyecto de ley, entre sus fundamentos, explica que tanto la doctrina y jurisprudencia, como también la normativa que emana de la Dirección del Trabajo, señalan que la contratación laboral puede ser convenida de manera indefinida, a plazo fijo o por obra o faena determinada. En este último caso, el contrato de trabajo permanece vigente en tanto el trabajador se encuentre realizando la labor específica que hubiere pactado con el empleador. En ese sentido, sostiene que la Dirección del Trabajo, mediante el dictamen Ordinario n°2389-/100, de 8 de junio de 2004, define al contrato por obra o faena como “aquella convención en virtud de la cual el trabajador se obliga con el respectivo empleador a ejecutar una obra material o intelectual específica y determinada, cuya vigencia se encuentra circunscrita o limitada a la duración de aquélla”.


Añade que los trabajadores contratados mediante dicho régimen, como asimismo aquellos contratados a plazo fijo, se ven privados de una serie de beneficios que actualmente se encuentran reservados sólo a aquellos trabajadores con un contrato de trabajo a plazo indefinido, como ocurre, por ejemplo, con la indemnización por años de servicio. Como consecuencia de ello, agrega la Moción, el legislador ha consagrado, en el artículo 159 N° 4 del Código del Trabajo, una presunción en cuya virtud un contrato a plazo fijo puede ser considerado como contrato a plazo indefinido ante la ocurrencia de los requisitos que dicha norma contempla, lo que constituye una mayor protección para el trabajador contratado bajo dicho sistema, en comparación al régimen aplicable a los trabajadores contratados por obra o faena.


En ese sentido, la moción explica que resulta pertinente ampliar la protección que el Código del Trabajo establece en favor del trabajador contratado a plazo fijo hacia aquél contratado por obra o faena, a objeto de otorgarle el carácter de trabajador con contrato indefinido en aquellos casos en que preste servicios continuamente, por labores específicas, cuando aquellas forman parte de una obra general o se prestan ante un mismo empleador.


b) El proyecto de ley originado en moción del Diputado señor Carmona y de la Diputada señora Cariola y de los Diputados señores Espinosa, Jackson, Núñez, Schilling, Teillier y Vallespín, y del ex Diputado señor Insunza, correspondiente al Boletín N° 9.659-13, cuyo objetivo es establecer un sistema indemnizatorio para los trabajadores contratados por obra, faena o servicio, equivalente a dos y medio días de remuneración por cada mes trabajado y fracción superior a quince días, siempre que el contrato termine por la conclusión del trabajo o servicio.

-------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto del proyecto de ley despachado por la Cámara de Diputados, mediante un artículo único agrega al numeral 5 del artículo 159 del Código del Trabajo dos párrafos que establecen la presunción legal referida a la calidad de contrato indefinido de un contrato que se inició como de obra o faena específica, al cumplir con los siguientes requisitos: prestación de servicios a un mismo empleador durante 240 días o más en un lapso de doce meses, contado desde la primera contratación.


Esta presunción no se aplicará a los trabajadores agrícolas ni a los trabajadores agrícolas de temporada.


Corresponde señalar que la modificación propuesta recae en el numeral 5 del artículo 159 del Código del Trabajo, que contiene uno de los casos por los que termina un contrato de trabajo, esto es, la conclusión del trabajo o servicio que dio origen al contrato.

 
En el artículo transitorio de la iniciativa aprobada por la Cámara de Diputados, se establece que esta enmienda será aplicable a los servicios prestados en su totalidad a contar de la entrada en vigencia de la ley.

-------

SESIÓN CELEBRADA EL 8 DE OCTUBRE DE 2014

INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO SEÑOR BROWNE

Al iniciarse el estudio de la iniciativa en sesión de 8 de octubre de 2014, el Diputado señor Browne, en su calidad de coautor de la propuesta legislativa, expuso ante la Comisión respecto de su contenido y sus alcances.

En primer lugar, explicó que el proyecto de ley apunta a resolver las problemáticas que derivan de la utilización artificiosa del contrato por obra a faena en ciertos ámbitos de la producción y los servicios –tales como el sector de la construcción y la producción agrícola-, lo que produce una afectación de los derechos laborales de los trabajadores.

En efecto, afirmó que, en algunos casos, se evita maliciosamente la continuidad de la relación laboral que supone un contrato de trabajo indefinido mediante la sucesiva renovación de un contrato por obra o faena, aun cuando los servicios que desempeña un trabajador cumplan los caracteres propios de la relación laboral indefinida. Dicha situación, agregó, supone una vulneración de los derechos laborales en materias tales como ejercicio del derecho a descanso anual e indemnización por años de servicio, y afecta la estabilidad en el empleo y la situación patrimonial de los trabajadores.

En consecuencia, aseveró que dichas problemáticas deben ser resueltas sin que ello implique la derogación del contrato por obra o faena, toda vez que éste regula la prestación de servicios específicos en un plazo determinado. De ese modo, añadió que la iniciativa propone definir los elementos necesarios para configurar dicha figura contractual y equiparar las prerrogativas que la legislación laboral reconoce para el contrato de trabajo indefinido y para el contrato por obra o faena.

MINISTRA DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, 

SEÑORA JAVIERA BLANCO

La entonces Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, expuso el parecer de dicha Secretaría de Estado en relación al proyecto de ley en estudio.

En primer lugar, aseveró que, a propósito del estudio de la iniciativa, deben abordarse una serie de materias propias del contrato por obra o faena, tales como la definición de los elementos que permiten determinar su existencia, la eventual igualación de los derechos que el Código del Trabajo establece para los trabajadores que operan en dicho régimen respecto de aquellos que prestan servicios indefinidamente –incluyendo los derechos laborales colectivos-, y el establecimiento de los criterios permiten presumir que, tras la apariencia de sucesivos contratos por obra o faena, subyace una relación laboral de carácter indefinido.

De ese modo, afirmó que, mediante la aprobación de la iniciativa, se reconocerían una serie prerrogativas para los trabajadores contratados por obra o faena, tales como el derecho a feriado anual, indemnización por años de servicio o el derecho a la negociación colectiva. Asimismo, añadió que se generaría la imposibilidad para el empleador de invocar la causal relativa a la conclusión del trabajo o servicio que dio origen al contrato como causal de término de la relación laboral ante el cumplimiento de los requisitos que la propuesta legislativa establece en su caso.

CONSULTAS

El Senador señor Letelier consultó respecto del número de trabajadores contratados en régimen de obra o faena y los sectores en que dicha figura contractual tendría una mayor incidencia.

El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, afirmó que, en la actualidad, cerca del 24% de los trabajadores presta servicios en conformidad a un contrato por obra o faena. 

Por otra parte, sostuvo que el Código del Trabajo regula el contrato de obra o faena únicamente a propósito de las causales de terminación de la relación laboral, en los términos contenidos en el numero 5) de su artículo 159, que prescribe que aquélla podrá terminar por la conclusión del trabajo o servicio que dio origen al contrato.

En consecuencia, explicó que, sin perjuicio de los criterios emanados de la jurisprudencia judicial y administrativa para determinar los elementos que configuran dicha figura contractual, su incorporación por vía legislativa impediría una serie de prácticas abusivas, tales como la confusión que, en la práctica, existe entre el concepto de obra o faena con aquellas tareas específicas que se encomiendan a un trabajador en el contexto de un contrato de trabajo indefinido.

Asimismo, añadió que, una vez establecidos los elementos que distinguen al contrato por obra o faena de otras figuras contractuales, es posible abordar las prerrogativas que la legislación laboral debe reconocer a dichos trabajadores, tales como indemnización por años de servicio y derecho a feriado anual.

DIRECCIÓN DEL TRABAJO

El Director Nacional del Trabajo, señor Christian Melis, expuso respecto de las medidas que ha adoptado dicho organismo respecto de los trabajadores que prestan servicios bajo un contrato de obra o faena.

En efecto, afirmó que, en nuestro país, existen una serie de actividades productivas en que un gran porcentaje de los trabajadores opera bajo dicha figura contractual, tales como la construcción, agricultura y las faenas mineras, las que se caracterizan por el carácter específico de las labores que deben desarrollarse en un plazo indeterminado.

En la misma línea, aseveró que la Dirección del Trabajo ha establecido ciertos parámetros que permiten determinar la existencia de un contrato de obra o faena. Asimismo, indicó que la jurisprudencia judicial y administrativa ha afinado una serie de criterios para develar aquellos contratos sucesivos por obra a faena que encubren la existencia de una relación laboral indefinida. 

En ese contexto, afirmó que la iniciativa propone desarrollar dicha tendencia, estableciendo aquellos elementos que permiten determinar la existencia de un contrato de trabajo indefinido tras la apariencia de varios contratos por obra o faena.

El Senador señor Letelier coincidió en la necesidad de regular las problemáticas que derivan de aquellas figuras que encubren la continuidad de la relación laboral de un trabajador, toda vez que, de ese modo, se impide el ejercicio de los derechos laborales individuales y colectivos. En ese contexto, abogó por evaluar la entidad de las sanciones aplicables al subterfugio, esto es, ante un fraude laboral cuyo propósito radica en vulnerar los derechos de los trabajadores.

SESIÓN CELEBRADA EL 15 DE OCTUBRE DE 2014

INTERVENCIÓN DEL PROFESOR DE DERECHO DEL TRABAJO DE LA PONTIFICIA UNIVERSIDAD CATÓLICA DE VALPARAÍSO, SEÑOR EDUARDO CAAMAÑO

El profesor de Derecho del Trabajo de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Eduardo Caamaño, al iniciar su exposición sostuvo que las disposiciones contenidas en el proyecto de ley no resuelven las problemáticas derivadas del contrato por obra o faena. En efecto, señaló que en nuestro país los contratos laborales de duración determinada se encuentran desregulados, lo que contrasta con los criterios aplicados en el derecho comparado que pretenden restringir su aplicación con la finalidad de garantizar la continuidad de la relación laboral. 

Agregó que en aquellos ordenamientos en que no existen requisitos o condiciones para la contratación por obra o faena –tal como, detalló, ocurre en el caso chileno-, se afecta la estabilidad laboral, la continuidad de la relación de trabajo y se precariza el acceso a las prestaciones de seguridad social mediante la utilización generalizada de dicha figura. Asimismo, expresó que el contrato por obra o faena exime al empleador de la obligación de pago de indemnizaciones por años de servicio y feriado anual, y excluye a los trabajadores del procedimiento de negociación colectiva.

Por otra parte, explicó que, tratándose de los trabajadores contratados a plazo, la regulación contenida en el Código del Trabajo delimita el período máximo de contratación –el que no podrá exceder de un año- y establece reglas que permiten su transformación en una relación laboral de duración indefinida.

Con todo, aseveró que, respecto de los trabajadores por obra o faena, el número 5) del artículo 159 del Código del Trabajo no contiene limitaciones para su aplicación, toda vez que no se establecen los elementos que permitan determinar la existencia de un contrato por obra o faena.

En ese contexto, agregó que la doctrina laboral ha sostenido que dichos requisitos dicen relación con la ejecución de una faena específica, la que debe desarrollarse dentro de un plazo indeterminado. Asimismo, aseveró que la jurisprudencia administrativa emanada de la Dirección del Trabajo ha agregado que debe tratarse de trabajadores que ocasionalmente se desempeñan para un mismo empleador, o que la naturaleza de los servicios desarrollados, u otras circunstancias especiales y calificadas, permitan la contratación en dichas condiciones.

En la misma línea, añadió que, de ese modo, es posible delinear conceptualmente una figura contractual cuya aplicación resulta ser problemática, habida cuenta de las diferencias entre los derechos laborales que el ordenamiento laboral reconoce en su caso y aquellos que corresponden a un contrato de trabajo indefinido. En ese sentido, advirtió que el proyecto de ley en estudio carece de la especificación de los elementos que permiten configurar un contrato por obra o faena.

Por otra parte, añadió que el numeral 1) del artículo 305 del Código del Trabajo excluye del procedimiento de negociación colectiva a los trabajadores que se contraten exclusivamente para el desempeño en una determinada obra o faena transitoria o de temporada, lo que vulnera la libertad sindical y el derecho a negociar colectivamente. Asimismo, constituye una discriminación en relación a los trabajadores contratados a plazo, quienes sí pueden negociar colectivamente.

Finalmente, reiteró que la iniciativa debe incorporar criterios que permitan delimitar conceptualmente el contrato por obra o faena, consagrar los derechos laborales que derivan de dicha figura y fortalecer el principio de continuidad laboral. Asimismo, abogó por la derogación de la prohibición que impide que los trabajadores contratados por obra o faena puedan negociar colectivamente, con la finalidad de mejorar la cobertura de dicho procedimiento y mejorar las condiciones laborales de los trabajadores.

INTERVENCIÓN DEL Profesor del Magíster en Dirección Estratégica de Recursos Humanos y Comportamiento Organizacional de la pontificia universidad católica de chile, señor joaquín cabrera

El profesor del Magíster en Dirección Estratégica de Recursos Humanos y Comportamiento Organizacional de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Joaquín Cabrera, expuso su parecer acerca de la propuesta legislativa en análisis.

En primer lugar, coincidió con las observaciones del profesor de Derecho del Trabajo de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Eduardo Caamaño, en relación al contenido del proyecto de ley en estudio. Seguidamente, añadió que la legislación contenida en el Código del Trabajo distingue entre dos tipos de contrato por obra o faena: aquél que regula con ocasión de las causales de terminación del contrato de trabajo –en los términos del numeral 5) de su artículo 159-, y otro consistente en la obra o faena transitoria o de temporada, contenida en el numeral 1) del artículo 305, que excluye a dichos trabajadores de los procedimientos de negociación colectiva.

En ese sentido, afirmó que, en uno y otro caso, se trata de la ejecución de una obra material o intelectual específica que debe desarrollarse en un plazo indeterminado. Agregó que la principal problemática que envuelve dicha figura no consiste únicamente en la inexistencia de los elementos normativos que permitan distinguirla, sino que derivan de su utilización como instrumento para encubrir una relación laboral indefinida.

Enseguida, aseveró que el proyecto de ley en estudio no resuelve adecuadamente dichas problemáticas, toda vez que no aborda la falta de claridad conceptual que caracteriza a la regulación del contrato por obra o faena. Dicha situación, añadió, adquiere mayor gravedad al constatar su creciente utilización en ciertos ámbitos de la producción -particularmente el sector de la construcción y el trabajo agrícola de temporada- limitando, de ese modo, el derecho a negociar colectivamente de un gran número de trabajadores.

CONSULTAS

El Senador señor Allamand sostuvo que, junto con los elementos propios del contrato de trabajo por obra o faena, deben distinguirse una serie de figuras similares, las que se utilizan en consideración de las particularidades de ciertos sectores de la producción y los servicios. Asimismo, afirmó que, en ciertos casos, dicha figura se encuentra justificada atendidas las especiales características de la prestación de servicios y no persigue, necesariamente, el encubrimiento de una relación laboral indefinida.

En efecto, abogó por incorporar al Código del Trabajo los elementos específicos que caracterizan al contrato por obra o faena, estableciendo el derecho de los trabajadores a negociar colectivamente, sin perjuicio de considerar que dicha figura resulta adecuada para regular la prestación de servicios específicos dentro de un plazo indeterminado.

SESIÓN CELEBRADA EL 4 DE NOVIEMBRE DE 2014


Al inicio de la sesión, se dio cuenta de dos informes elaborados por la Biblioteca del Congreso Nacional, que consignan la legislación nacional y comparada en materia de contrato por obra o faena determinada y una descripción de dicho contrato según el tipo de trabajadores y la rama de actividad económica. Ambos documentos se pueden consultar en la página web del Senado, vinculados al Boletín N° 7.691-13.


Resumidamente, corresponde destacar que la Biblioteca del Congreso Nacional informa que no existe un Convenio de la Organización Internacional del Trabajo específico para normar este tipo de contrato.


En cuanto a la legislación analizada, se consigna que el único caso donde se regula exhaustivamente este tipo de contratos es en España, existiendo la obligación a un pago de indemnizaciones proporcional a 11 días de salario por servicio. En Brasil también se considera una indemnización luego de prestar servicios por más de 12 meses.


Asimismo, se precisa que en España no todas las labores pueden ser sujetas a este tipo de contratación y en Francia se limita a ciertas actividades.


La caracterización del contrato por obra o faena en Chile entrega los siguientes datos:


-Los trabajadores por obra o faena corresponden a 1.763.203 personas, lo que representa un 25,5% del total de la fuerza de trabajo ocupada.


-Los contratos de este tipo se concentran en los trabajadores de temporada o estacionales (46%); luego se ubican los trabajadores ocasionales o eventuales (31,3%) y más abajo los contratos por plazo o tiempo determinado (22,7%).


-En cuanto a la actividad económica, se informa lo siguiente:


Obra o faena en agricultura, ganadería, caza y silvicultura: 52% versus 48% permanentes.


Obra o faena en construcción: 50,7% versus 49,3% permanentes.


Obra o faena en pesca: 37,8% versus 62,2% permanentes.


Obra o faena en organizaciones y órganos extraterritoriales: 29% versus 71% permanentes.


Obra o faena en hogares privados con servicio doméstico: 28,3% versus 71,7% permanentes.


Según la distribución porcentual del trabajo por obra o faena conforme al tipo de contrato, se observa –en algunos casos- lo siguiente:

-Agricultura, ganadería, caza y silvicultura: 85,1% de contratos por temporada o estacional; 9,3% de contratos ocasionales o eventuales y 5,5% de contratos por plazo o tiempo determinado.

-Construcción: 32,7% de contratos por temporada o estacional; 32,4% por contratos ocasionales o eventuales y 34,9% de contratos por plazo o tiempo determinado.

-Intermediación financiera: 23,6% de contratos por temporada o estacional; 11,5% de contratos ocasionales o eventuales y 64,9% de contratos por plazo o tiempo determinado.

INTERVENCIÓN DEL PROFESOR JOAQUÍN CABRERA

El profesordel Magíster en Dirección Estratégica de Recursos Humanos y Comportamiento Organizacional  de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Joaquín Cabrera, reiteró los planteamientos que efectuó en la sesión anterior y seguidamente expuso respecto de la vinculación existente entre las disposiciones generales que contiene el Código del Trabajo y el contrato por obra o faena.

En ese sentido, explicó que dicho cuerpo legal define el contrato de trabajo como aquella convención por la cual el empleador y el trabajador se obligan recíprocamente: éste, a prestar servicios personales bajo dependencia y subordinación, y aquél a pagar por estos servicios una remuneración determinada. Sin embargo, aseveró que dicho cuerpo normativo no consagra un concepto o regulación específica aplicable al contrato por obra o faena.

En efecto, sostuvo que dicha figura aparece contemplada en la legislación laboral sólo como una causal de término del contrato de trabajo, en los términos del numeral 5) del artículo 159 del Código del Trabajo. En ese contexto, aseveró que la Dirección del Trabajo ha sostenido, mediante una serie de dictámenes, que el contrato por obra o faena es aquélla convención en cuya virtud el trabajador se obliga con el empleador a ejecutar una obra material o intelectual específica y determinada, cuya vigencia se encuentra circunscrita o limitada a la duración de aquella.

En consecuencia, explicó que debe delinearse el concepto de obra material o intelectual específica y determinada, toda vez que dicho elemento contiene los parámetros para establecer la duración de la relación laboral. En esa línea, afirmó que su actual indeterminación ha generado una serie de hipótesis de precariedad laboral para los trabajadores que prestan servicios conforme a dicha figura contractual.

Asimismo, indicó que el Código del Trabajo establece que no dan origen al contrato de trabajo los servicios prestados por personas que realizan oficios o ejecutan trabajos directamente al público, o aquellos que se efectúan discontinua o esporádicamente a domicilio. En consecuencia, señaló que debe considerarse el contenido de dicha disposición para especificar el ámbito de aplicación del contrato por obra o faena.

Seguidamente, explicó que la gran mayoría de los contratos especiales que establece el Código del Trabajo operan bajo la lógica de los elementos propios del contrato por obra o faena, tal como ocurre con los trabajadores agrícolas, embarcados o gente de mar, portuarios, de artes y espectáculos y deportistas profesionales. De ello deriva, añadió, que la utilización del contrato por obra o faena se verifica en diversos sectores de la prestación de servicios.

A continuación, expuso una serie de materias específicas que derivan del contrato por obra o faena, cuya regulación podría ser abordada por la iniciativa legal en estudio.

En primer lugar, sostuvo que su causal de término sólo puede operar en aquellos casos en que la naturaleza de la obra o faena es de carácter “finable”, esto es, cuando tiene un contenido determinado y limitado en el tiempo, aun cuando no sea posible conocer con antelación el momento preciso en que dicha labor se encontrará finalizada.

En consecuencia, enfatizó que debe evitarse la ambigüedad en la especificación del momento en que la obra o faena se encuentra cumplida, con la finalidad de impedir que el empleador pueda determinar arbitrariamente el término de la relación laboral. De ese modo, la explicitación de la obra o faena específica constituye un elemento esencial de dicha figura contractual.

En lo relativo a la transformación del contrato por obra o faena en contrato indefinido, en los términos propuestos por la iniciativa en estudio, afirmó que el único antecedente existente en la legislación vigente dice relación con el numeral 4) del artículo 159 del Código del Trabajo, que establece que el trabajador que hubiere prestado servicios discontinuos en virtud de más de dos contratos a plazo, durante doce meses o más en un período de quince meses, contados desde la primera contratación, se presumirá legalmente que ha sido contratado por una duración indefinida.

Con todo, aseveró que la fórmula propuesta por el proyecto de ley en estudio -consistente en presumir legalmente que el plazo del contrato es indefinido cuando el trabajador ha prestado servicios continuos o discontinuos en diversas obras o faenas específicas para un mismo empleador, durante 240 días o más en un lapso de 12 meses, contados desde la primera contratación-, resulta ser equívoca, al no resolver los problemas derivados de su aplicación a sectores específicos de la producción.

En cuanto al carácter esencialmente temporal de los servicios, añadió que debe evitarse la concatenación de unas obras con otras con la finalidad de eludir la existencia de una relación laboral indefinida, la extensión de la obra por causas ajenas a la voluntad de las partes y la suscripción de sucesivos contratos por obra.

En efecto, añadió que la indeterminación del momento en que se produce el término de la relación laboral –lo que, reiteró, constituye uno de los elementos característicos del contrato por obra o faena- genera una expectativa razonable en el trabajador en relación a recibir el pago de remuneraciones hasta el momento en que aquélla concluya. De ese modo, sostuvo que surge la necesidad de regular la eventual compensación por el lucro cesante que, para el trabajador, produce el término de la relación laboral.

Asimismo, aseveró que la escrituración del contrato por obra o faena debe quedar sujeta a normas especiales en relación al contrato de trabajo indefinido, habida cuenta de sus especiales características, entre las cuales destaca la imposibilidad de prever el momento en que aquéllas se entenderán cumplidas. 
Finalmente, sostuvo que el numeral 1) del artículo 305 del Código del Trabajo establece que no podrán negociar colectivamente los trabajadores sujetos a contrato de aprendizaje y aquellos que se contraten exclusivamente para el desempeño en una determinada obra o faena transitoria o de temporada. Dicha regulación, aseveró, genera una situación discriminatoria respecto de dichos trabajadores, lo que debe ser resuelto por la iniciativa legal en estudio.

CONSULTAS

El Senador señor Larraín consultó respecto de los rubros en que más frecuentemente opera el contrato por obra o faena. En ese contexto, sostuvo que la regulación legal aplicable a dicha figura contractual debe evitar la rigidez excesiva de las relaciones laborales, toda vez que de ese modo se distorsionaría la naturaleza propia de dichos servicios, perjudicándose, en definitiva, a los trabajadores.

Asimismo, consultó respecto al tipo de subterfugios que, eventualmente, podría utilizar el empleador para interrumpir o evitar la existencia de una relación laboral indefinida.

El profesor del Magíster en Dirección Estratégica de Recursos Humanos y Comportamiento Organizacional de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Joaquín Cabrera, manifestó que los mayores índices de utilización del contrato por obra o faena se observan respecto de los trabajadores de la construcción y la producción y exportación agrícola.
Enseguida, sostuvo que la causal de terminación del contrato de trabajo consistente en las necesidades de la empresa, establecimiento o servicio, contenida en el artículo 161 del Código del Trabajo, constituye un mecanismo que, en ocasiones, es utilizado para interrumpir artificiosamente la vigencia de una relación laboral indefinida.

El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, dio cuenta de la voluntad del Ejecutivo para avanzar en la consagración de un concepto de contrato por obra o faena e igualar los derechos laborales que la ley reconoce en su caso respecto de aquellos que operan para los contratos de trabajo indefinidos.

En efecto, sostuvo que las diferentes faenas o etapas no pueden, por sí solas, ser objeto de dos más contratos por obra o faena de forma sucesiva, en cuyo caso en el cual éstas se transformarán en una relación laboral indefinida. Asimismo, no podrán constituir contrato por obra o faena aquellas que implican la realización de labores o servicios permanentes, las que, en consecuencia, no cesan o concluyen de acuerdo a su naturaleza.

En lo tocante a la igualación de derechos laborales para los trabajadores sujetos al régimen de obra o faena y aquellos que desempeñan labores de modo indefinido, sostuvo que, tratándose de la indemnización por años de servicio, respecto del contrato por obra o faena puede establecerse una indemnización proporcional en aquellos casos en que el contrato tenga una duración menor a un año, o una indemnización equivalente a 2,5 días por cada mes trabajado, lo que equivale a un mes por cada año de servicio.

En lo relativo al feriado anual, añadió que si la obra dura menos de un año se puede establecer el pago del feriado proporcional, o en aquellos casos en que dos o más contratos sobrepasen un año, al cabo de éste se tendrá derecho al total del feriado anual. Asimismo, respecto del pago de gratificaciones legales proporcionales, se puede establecer un mecanismo para que, en el caso en que la obra dure menos de un año, no deba esperarse la evaluación del ejercicio del año siguiente para determinar la existencia de utilidades.

Finalmente, en relación a la incorporación de los trabajadores contratados por obra o faena a los procedimientos de negociación colectiva, agregó que el Ejecutivo pretende su inclusión considerando que, atendido el tenor del artículo 305 del Código del Trabajo, cerca de una cuarta parte de los trabajadores del país se encuentran excluidos de dicho procedimiento. En consecuencia, aseveró que se promoverán las reformas legales que permitan su ampliación para todas las figuras contractuales y todos los sectores de la producción.

De ese modo, agregó, se pretende evitar que, mediante la asignación de diferentes tareas específicas al trabajador, pueda eludirse la existencia de una relación de trabajo indefinida mediante la sucesiva suscripción de contratos por obra o faena. Asimismo, añadió que, incluso en aquellos casos en que se celebre dicha figura contractual, el trabajador tendrá derecho a indemnización por años de servicio, feriado legal anual y pago de gratificaciones. En consecuencia, sostuvo que se eliminaría el incentivo consistente en utilizar subrepticiamente contratos por obra o faena para encubrir una relación laboral indefinida.

Seguidamente, el Senador señor Letelier sostuvo que las características propias de las labores agrícolas pueden enmarcarse de mejor manera en una relación de trabajo indefinida. En esa línea, aseveró que la aplicación del contrato por obra o faena no puede hacerse efectiva para todos los contratos especiales que consagra el Código del Trabajo, toda vez que de ese modo, se produce una vulneración de sus derechos laborales. En efecto, abogó por analizar el ámbito de aplicación específico de dicha figura contractual.

La Senadora señora Muñoz sostuvo que debe atenderse a la naturaleza de la actividad que se desarrolla para determinar la existencia de un contrato de trabajo por obra o faena. Al efecto, aseveró que el empleador podría definir unilateralmente la naturaleza de dichas labores, impidiendo que, de ese modo, el trabajador pueda acceder a una relación laboral de carácter indefinido.

El profesor de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Joaquín Cabrera, sostuvo que, tratándose de los trabajadores agrícolas, debe distinguirse entre aquellas labores permanentes y aquellas que, atendido el ciclo de producción, requieren un tratamiento específico. 

Por otra parte, sostuvo que la figura del contrato por obra o faena opera correctamente respecto de los trabajadores del comercio en aquellas épocas del año en que aumenta temporalmente la demanda por sus servicios, toda vez que, junto con tratarse de labores específicas, no existe plena determinación respecto del momento en que se producirá el término de la relación laboral. 

En la misma línea, reiteró que el principal elemento que constituye dicha figura contractual dice relación con la imposibilidad de predecir su duración. En ese contexto, enfatizó que cobra gran relevancia el aseguramiento, en su caso, de aquellas prerrogativas que la normativa laboral reconoce para los trabajadores con contrato indefinido, entre las que destaca el derecho a negociar colectivamente.

El Senador señor Letelier abogó por establecer un contrato de trabajo con una duración de un año, sin perjuicio de la realización de servicios temporales específicos durante dicho período. En ese sentido, sostuvo que, respecto de ciertas labores determinadas, la relación laboral de los trabajadores reviste los caracteres de un contrato de trabajo indefinido, por lo que no resultaría aplicable la figura del contrato por obra o faena.

-------

SESIÓN CELEBRADA EL 12 DE NOVIEMBRE DE 2014


La Comisión recibió a los representantes de la Cámara Chilena de la Construcción, quienes manifestaron su opinión respecto del texto aprobado por la Cámara de Diputados.

Cámara Chilena de la Construcción

El Presidente de la Comisión Laboral de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Augusto Bruna, aseveró que, desde antiguo, el contrato por obra o faena constituye la figura contractual más utilizada en el sector de la construcción y que, a raíz de la crisis económica que afectó al país en 1998, muchas actividades que se caracterizaban por el carácter indefinido de la relación laboral con los trabajadores comenzaron a utilizar el contrato por obra o faena, lo que genera la imposibilidad de negociar colectivamente en forma reglada e impide el acceso a indemnizaciones legales por años de servicio. Con todo, afirmó que, en virtud de los acuerdos alcanzados entre empleadores y trabajadores, se ha reconocido el ejercicio del derecho a feriado legal y el pago de feriado proporcional, aun cuando tales prerrogativas no se encuentran expresamente establecidas para dicha figura contractual.

En ese contexto, afirmó que los índices de conflictividad laboral en el sector de la construcción presentan bajos niveles, salvo aquellos casos en que se pretende encubrir la existencia de una relación laboral indefinida mediante la suscripción de sucesivos contratos por obra o faena con un mismo empleador.

Por otra parte, sostuvo que dicho tipo de contrato permite que las empresas del sector puedan adaptar su funcionamiento a los ciclos económicos y productivos, en tanto que favorece la movilidad laboral de los trabajadores y su acceso a un mejor nivel de remuneraciones. En esa línea, abogó por la mantención de las disposiciones legales vigentes que establecen la conclusión del trabajo o servicio que dio origen al contrato como una causal de término de la relación laboral. 

Con todo, agregó que, en el evento de proponerse la transformación del contrato por obra y faena en un contrato indefinido –aun cuando, añadió, se trataría de figuras contractuales diferentes-, debe homologarse a la situación que opera entre éste y el contrato a plazo, en los términos del numeral 4 del artículo 159 del Código del Trabajo, que establece que el trabajador que hubiere prestado servicios discontinuos en virtud de más de dos contratos a plazo, durante doce meses o más en un período de quince meses, contados desde la primera contratación, se presumirá legalmente que ha sido contratado por una duración indefinida.

El abogado de la Coordinación Jurídica de la Comisión Laboral de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Gonzalo Bustos, reiteró que dicha organización aboga por la mantención de la regulación vigente sobre el contrato por obra o faena, contenida en el numeral 5) del artículo 159 del Código del Trabajo, que establece que dicha figura opera como una causal de término del contrato de trabajo.

En ese sentido, señaló que el texto aprobado por la Cámara de Diputados homologa la regulación del contrato a plazo con el contrato por obra o faena, estableciendo un mecanismo que permite presumir que, tras ambas figuras contractuales, existe una relación laboral indefinida. Con todo, sostuvo que se trata de contratos distintos, toda vez que una de las características propias del contrato a plazo fijo, consistente en la existencia de un mismo empleador y funciones realizadas, no se configura tratándose del contrato por obra o faena. 

Por otra parte, añadió que, una vez finalizada la relación laboral, se produce la suscripción de un finiquito entre el trabajador y el empleador, con las consecuencias laborales y previsionales que ello genera, incluyendo el pago del seguro de cesantía. Agregó que dicha circunstancia debe ser considerada en el evento de establecerse que, tras sucesivos contratos por obra o faena, subyace un vínculo laboral indefinido.

Finalmente, reiteró sus observaciones en torno a la necesidad que existe en las empresas del sector de la construcción respecto de la utilización del contrato por obra o faena, sin perjuicio de los perfeccionamientos que pudieren introducirse a la regulación legal que opera en su caso.

CONSULTAS

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, consultó acerca de los efectos que el establecimiento de un concepto de contrato por obra o faena en el Código del Trabajo, y la igualación entre los derechos laborales que la legislación reconoce respecto al contrato de trabajo indefinido y al contrato por obra o faena, producirían respecto de la utilización de aquélla figura contractual en el sector de la construcción.

El abogado de la Coordinación Jurídica de la Comisión Laboral de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Gonzalo Bustos, aseveró que los índices de judicialización que se verifican en el sector de la construcción, a propósito del contrato por obra o faena, radican en la existencia de múltiples contratos que encubren una relación laboral indefinida y la indeterminación del momento en que se produce el término de la faena. En consecuencia, afirmó que, en el evento de establecerse una delimitación conceptual del contrato por obra o faena, dicha problemática podría ser resuelta.
En la misma línea, el Presidente de la Comisión Laboral de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Augusto Bruna, sostuvo que, tratándose del concepto de obra o faena, deben atenderse las diversas particularidades que afectan al sector de la construcción.

En esa línea, agregó que, respecto del derecho a gratificaciones, las empresas constructoras proceden al pago de éstas aun cuando dicha prerrogativa no se encuentra establecida expresamente en la legislación laboral, con la finalidad de mejorar las condiciones laborales y garantizar la continuidad en la prestación de servicios.

El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, aseveró que las prestaciones que otorga el seguro de cesantía operan respecto de los trabajadores por obra o faena del mismo modo en que lo hacen para la generalidad de sus beneficiarios, toda vez que, en uno y otro caso, pretende constituir un apoyo durante la búsqueda de empleo. De ese modo, enfatizó que no resulta correcto excluir a los trabajadores por obra o faena de la aplicación de dicho beneficio.

Por otra parte, sostuvo que, sin perjuicio de las hipótesis en que se verifica el pago de gratificaciones para los trabajadores por obra o faena, en otros casos dicha situación no se produce, particularmente cuando éstos prestan servicios por un plazo inferior a un año.

El Senador señor Letelier sostuvo que, sin perjuicio de considerar las particularidades del sector de la construcción, debe advertirse que en dicho ámbito operan diversos empleadores de distinto tamaño y capacidades económicas. En ese contexto, consultó respecto de las obligaciones que podrían establecerse para el empleador que pone término al contrato por obra o faena, entre las cuales podría incluirse el pago del feriado proporcional y gratificaciones.

Por otra parte, consultó respecto de los efectos que podría producir en el sector de la construcción el establecimiento de un sistema tarifado de indemnizaciones.

El Presidente de la Comisión Laboral de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Augusto Bruna, coincidió en la diversidad de empresas y empleadores que operan en el sector de la construcción. Sin embargo, agregó que, en cualquier caso, al término de la relación laboral el empleador procede al pago de una serie de prestaciones. En consecuencia, sostuvo que incorporar dicha obligación de modo explícito no generaría dificultades para las empresas del sector.

Respecto del sistema de indemnizaciones tarifadas, sostuvo, a título personal, que dicho régimen resultaba adecuado para resolver las particularidades del sector.

SESIÓN CELEBRADA EL 19 DE NOVIEMBRE DE 2014


En esta sesión, la Comisión continuó recogiendo opiniones acerca del texto aprobado por la Cámara de Diputados.

Federación Gremial Nacional de Productores de Fruta (FEDEFRUTA)

El Gerente General de la Federación Gremial Nacional de Productores de Fruta (FEDEFRUTA), señor Juan Carlos Sepúlveda, expuso las observaciones de la entidad respecto del proyecto de ley en análisis.

En primer término, indicó que cerca de 450.000 personas se desempeñan en el sector de la producción de frutas, de los que cerca de 300.000 son trabajadores eventuales. Agregó que dicho sector realiza exportaciones por un monto anual cercano a los 5 mil millones de dólares.

Afirmó que, con el objetivo de mejorar las condiciones laborales, se han constituido mesas de diálogo con los trabajadores, habiéndose concluido la necesidad de establecer la transformación del contrato de obra o faena en un contrato indefinido cuando el trabajador se desempeñe durante 10 meses o más en un lapso de 12 meses contados desde la primera contratación, con la finalidad de favorecer la estabilidad laboral y la continuidad en la prestación de servicios.

En ese sentido, agregó que el sector agrícola presenta una serie de particularidades que lo diferencian de la construcción o manufactura, tales como la relevancia del factor climático o estacional en su ritmo de producción, lo que justifica un tratamiento legislativo especial aplicable en su caso. 

CONSULTAS

El Senador señor Letelier sostuvo que la utilización del contrato por obra o faena genera una precarización de los derechos laborales y previsionales de los trabajadores. Al efecto, consultó acerca de la opinión de la Federación Gremial Nacional de Productores de Fruta (FEDEFRUTA) respecto a las medidas que pudieren adoptarse para evitar la ocurrencia de dicha precarización, entre los que podría implementarse un sistema de contrato anual con prestación de servicios temporales.

El Gerente General de la Federación Gremial Nacional de Productores de Fruta (FEDEFRUTA), señor Juan Carlos Sepúlveda, indicó que deben distinguirse entre una serie de funciones distintas que se realizan en el sector agrícola. En ese sentido, añadió que, mediante la implementación de un estatuto específico, deben abordarse las particularidades de las faenas de la agroindustria, incluyendo las prerrogativas que se establecen para los trabajadores y las figuras contractuales que operan en su caso.

Asociación Nacional de Mujeres Rurales e Indígenas

(ANAMURI)

La Directora Nacional de la Comisión de Trabajo de la Asociación Nacional de Mujeres Rurales e Indígenas (ANAMURI), señora Alicia Muñoz, dio cuenta del parecer de dicha entidad respecto del proyecto de ley en estudio.

En primer lugar, sostuvo que existe un retraso en la legislación laboral vigente respecto del reconocimiento de los derechos laborales de los trabajadores agrícolas, habida cuenta de la precarización de sus condiciones de trabajo. En ese sentido, aseveró que las problemáticas que les afectan deben ser analizadas desde la perspectiva de los derechos fundamentales.

En efecto, precisó que las deficientes condiciones laborales producen una serie de consecuencias para los trabajadores de la agroindustria, a raíz de la extensión de la jornada y los factores climáticos y ambientales que deben sobrellevar, lo que genera diversas problemáticas en el ámbito laboral, previsional y sanitario, las que no han sido resueltas.

En consecuencia, enfatizó que debe promoverse una reforma integral al estatuto laboral de los trabajadores agrícolas, promoviendo la organización sindical, la negociación colectiva y el diálogo con los empleadores.

En la misma línea, se pronunció por favorecer la estabilidad laboral de los trabajadores del sector, debiendo evitarse la utilización maliciosa de figuras contractuales que encubren una relación de trabajo permanente.

Sindicato Interempresa Nacional de Trabajadores de la Construcción, Montaje Industrial y Afines

(SINTEC)

El Presidente del Sindicato Interempresa Nacional de Trabajadores de la Construcción, Montaje Industrial y Afines (SINTEC), señor Jorge Hernández, expuso la opinión de dicha organización sindical en lo relativo a la iniciativa legal en análisis.

Al iniciar su exposición, manifestó que la discusión del proyecto de ley constituye una oportunidad para avanzar en el reconocimiento de derechos laborales que se encuentran vulnerados para los trabajadores del sector de la construcción, quienes operan en un ámbito muy relevante para el desarrollo del país.

Al respecto, afirmó que la aplicación del contrato por obra o faena ha generado una serie de perjuicios para los trabajadores, entre los que se incluye la imposibilidad de que, en la práctica, éstos puedan ejercer el derecho a feriado anual, acceder a indemnizaciones por años de servicio o participar en procedimientos de negociación colectiva.

En la misma línea, aseveró que, mientras algunas pequeñas y medianas empresas del sector contratan a sus trabajadores indefinidamente, las empresas de mayor tamaño y mayores utilidades utilizan, de modo generalizado, el contrato por obra o faena, con la consecuente afectación de los derechos laborales.

Respecto del contenido del proyecto de ley en estudio, expresó que, sin perjuicio de la relevancia de establecer aquellos casos en que sucesivos contratos por obra o faena se transforman en una relación indefinida, debe considerarse que, en algunos casos, los empleadores utilizan diversos mecanismos para eludir el cumplimiento de la normativa laboral, tales como la suscripción de múltiples anexos al contrato de trabajo.

En consecuencia, subrayó que existen una serie de materias que deben ser resueltas mediante el diálogo tripartito entre el Estado, las organizaciones sindicales y los empleadores, quienes deben considerar las particularidades del sector de la construcción, con la finalidad de implementar las medidas destinadas a mejorar las condiciones laborales.

CONSULTAS

El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, consultó respecto del efecto que produciría la consagración de un concepto de contrato por obra o faena y el establecimiento de derechos laborales para evitar la suscripción de figuras contractuales que son utilizadas para encubrir una relación laboral indefinida.

El Presidente del Sindicato Interempresa Nacional de Trabajadores de la Construcción, Montaje Industrial y Afines (SINTEC), señor Jorge Hernández, sostuvo que dichas reformas constituirían un avance en el reconocimiento de los derechos laborales de los trabajadores por obra o faena. Sin embargo, manifestó que deben adoptarse los resguardos necesarios para evitar que los empleadores puedan burlar dicha normativa –por ejemplo por la vía de los anexos al contrato- y vulnerar los derechos laborales, sin perjuicio de la necesidad de mejorar los estándares de fiscalización de dichas disposiciones.

SESIÓN CELEBRADA EL 7 DE ENERO DE 2015





En esta sesión, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, expuso una propuesta del Ejecutivo destinada a resolver las problemáticas derivadas del contrato por obra o faena, atendido el tenor de las exposiciones que trabajadores, empleadores y académicos han formulado ante la Comisión. Al efecto, sostuvo que la indicación apunta a definir dicha figura contractual, desincentivar el ocultamiento de una relación laboral indefinida mediante sucesivos contratos por obra o faena y favorecer el acceso a la negociación colectiva.

 



En ese sentido, afirmó que la adopción de un concepto de contrato por obra o faena, a nivel legislativo, debe recoger la jurisprudencia administrativa de la Dirección del Trabajo –en los términos formulados por la propuesta que presentó a la Comisión-, la que ha afinado una serie de lineamientos que permiten establecer los elementos que configuran dicha figura contractual.

 



Tratándose, a su turno, de las medidas dirigidas a desincentivar la suscripción de contratos por obra o faena con la finalidad de encubrir una relación laboral indefinida, afirmó que corresponde reconocer, en su caso, una serie de derechos laborales que operan respecto del contrato de trabajo indefinido, tal como ocurre con el feriado anual y la indemnización por años de servicio.

 



Respecto de la negociación colectiva para los trabajadores por obra o faena, agregó que se trata de una materia comprendida dentro del proyecto de ley, de iniciativa del Ejecutivo, que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones al Código del Trabajo, correspondiente al Boletín N° 9.835-13, el que se encuentra en actual tramitación en la Cámara de Diputados.

 



El Senador señor Letelier abogó por implementar los mecanismos que permitan evitar que el trabajador que hubiere sido contratado por obra o faena vea afectado su acceso a prestaciones de seguridad social a raíz de la interrupción en la prestación de servicios.

 



Asimismo, sostuvo que, considerando la excesiva utilización de dicha figura contractual en diversos sectores de la producción y los servicios, se requiere analizar su procedencia en ámbitos específicos, tal como ocurre en el sector agrícola, en que se trata de funciones que dependen del carácter estacional de las labores que desarrollan.

 



El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que la definición del contrato por obra o faena propuesta a la Comisión aborda las problemáticas derivadas de concebir a cada obra o faena sucesiva como un contrato específico y separado entre sí, considerando los lineamientos emanados por la Dirección del Trabajo. Al efecto, añadió que se ha incluido el carácter finable de la labor que se desarrolla, evitándose que la ejecución de trabajos sucesivos, aun cuando dependan de elementos tales como la estacionalidad de la producción, genere la suscripción artificiosa de contratos por obra o faena.

 



Por otra parte, afirmó que el análisis de los efectos de la iniciativa en materia de seguridad social corresponde a una materia que debe ser abordada conjuntamente con el Fondo Nacional de Salud, toda vez que excede el ámbito del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

 



El Diputado señor Browne, en su calidad de coautor de la iniciativa, sostuvo que la propuesta del Ejecutivo -que sustituye el texto aprobado en primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados- resuelve adecuadamente las problemáticas derivadas de la suscripción artificiosa de contratos por obra o faena. En efecto, aseveró que, mediante el establecimiento de una serie de prerrogativas, tales como el derecho a feriado anual o a indemnizaciones por años de servicio, es posible avanzar en la protección de los trabajadores contratados bajo dicha figura.

-------

APROBACIÓN EN GENERAL





-Puesta en votación la idea de legislar sobre esta materia fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

-------

 



Seguidamente, la Comisión analizó el contenido de una propuesta de redacción presentada por el Ejecutivo.

 



En primer lugar, se abocó al estudio del numeral 1) de la proposición del Ejecutivo, cuyo propósito apunta a modificar el numeral 6 del artículo 10 del Código del Trabajo, para establecer que, dentro de las estipulaciones que debe contener el contrato de trabajo, debe señalarse el carácter fijo o indefinido del plazo de su vigencia.

 



El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que, mediante dicha disposición, se pretende diferenciar el contrato a plazo fijo o a plazo indefinido respecto del contrato por obra o faena.

 



En ese sentido, afirmó que, atendido el tenor del artículo 10 del Código del Trabajo, el contrato de trabajo debe contener, a lo menos, una serie de estipulaciones entre las que se encuentra el plazo del contrato, sin especificar si se trata de un plazo fijo o indefinido. De ese modo, agregó, tratándose de contratos a plazo fijo, el empleador detalla el tipo de obra o faena que se encarga al trabajador. 

 



Sin embargo, añadió que la propuesta del Ejecutivo apunta a establecer un concepto específico de obra o faena, en los términos contenidos en el numeral 2 de la indicación en análisis. De ese modo, agregó, el empleador deberá consignar el carácter fijo o indefinido del contrato de trabajo, en tanto que, si se trata de un contrato por obra o faena, deberá atender al concepto que, a su respecto, propone la indicación en estudio.

 



El Senador señor Larraín afirmó que, atendidas las normas generales sobre el cómputo de plazos, contenidas en el Código Civil, resulta evidente que éstos pueden clasificarse entre plazos fijos o indefinidos. De ese modo, añadió, no resulta pertinente realizar dicha clasificación de modo explícito en el Código del Trabajo.

 



Agregó que la terminación del contrato por obra o faena depende de una condición consistente en la conclusión de ésta. En consecuencia, aseveró que no es posible que, a propósito de la regulación de dicha figura contractual, se introduzca una disposición que, en rigor, apunta a regular los contratos a plazo.

 



El Senador señor Letelier sostuvo que la explicitación de la clasificación entre plazos fijos o indefinidos cumple un rol relevante al permitir la diferenciación entre figuras contractuales distintas. Sin embargo, al establecerse el carácter disyuntivo de ambos tipos de plazo, podría descartarse, en la práctica, la suscripción de un contrato por obra o faena, toda vez que se trata de una estipulación que debe ser incluida en el contrato de trabajo.

 



Puesto en votación el numeral 1) de la propuesta de redacción del Ejecutivo, fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

-------

 



A continuación, la Comisión analizó el numeral 2 de la proposición del Ejecutivo, que sugiere incorporar al Código del Trabajo un artículo 10 bis, nuevo, que introduce un concepto de contrato de trabajo por obra o faena, estableciendo que se trata de una convención en virtud de la cual un trabajador se obliga con un empleador a ejecutar una obra material o intelectual específica y determinada, cuya vigencia se encuentra circunscrita o limitada a la duración de aquella. 

 



Asimismo, establece que las diferentes etapas o faenas de una obra no pueden, por sí solas, ser objeto de dos o más de este tipo de contratos en forma sucesiva, caso en el cual se entenderá que es contrato a plazo indefinido. Finalmente, propone que no revestirán dicho carácter aquellos que implican la realización de labores o servicios de carácter permanente que, como tales, no cesan o concluyen conforme a su naturaleza, lo que deberá determinar, en cada caso, la Inspección del Trabajo respectiva.

 



El Senador señor Larraín señaló que, atendido el tenor del numeral en estudio, es posible sostener que la terminación del contrato por obra o faena determinada no se encuentra sujeta a un plazo, sino más bien a una condición consistente en la realización de una obra cuya duración es imposible de especificar.

 



Por otra parte, consultó respecto de los elementos que configuran el contrato por obra o faena, y su inclusión en el texto propuesto a la Comisión.

 



Del mismo modo, sostuvo que, considerando que no revestirán el carácter de contratos por obra o faena aquellas que implican la realización de labores o servicios permanentes, es necesario señalar que, en dicha hipótesis, se trata de un contrato de trabajo indefinido.

 



El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que el propósito de dicha disposición apunta a establecer una consecuencia jurídica ante la suscripción de dos o más de este tipo de contratos en forma sucesiva, consistente en establecer su carácter indefinido.

 



Asimismo, afirmó que el texto sometido a la consideración de la Comisión, en lo tocante al concepto de contrato por obra o faena, considera una serie de dictámenes administrativos emanados de la Dirección del Trabajo, que permiten delinear adecuadamente los elementos que lo configuran.

 



De ese modo, agregó que se provee una herramienta que permite mejorar los estándares de fiscalización de la Inspección del Trabajo toda vez que la calificación de contrato por obra o faena se realiza, en la práctica, careciendo de estándares normativos que permitan reconocer dicha figura. 

 



El Senador señor Letelier consultó respecto de los efectos de la normativa en el ámbito de los trabajadores agrícolas de temporada, particularmente respecto al incentivo que pudiere generar para la suscripción de contratos a plazo fijo.

 



El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, opinó que, en el ámbito de los trabajadores agrícolas de temporada, existen bajos indicadores de utilización de contratos a plazo fijo, atendida la naturaleza de las funciones que desarrollan. En consecuencia, aseveró que la frecuente suscripción en dicho sector de múltiples contratos por obra o faena podría ser resuelta adecuadamente mediante la propuesta legislativa en estudio.

 



Por otra parte, añadió que, con la finalidad de enfatizar el carácter indeterminado del plazo dentro del cual debe desarrollarse la obra o faena, debe explicitarse dicha característica, con la finalidad de diferenciarlo del plazo fijo o indeterminado que caracteriza, respectivamente, al contrato a plazo fijo y al contrato indefinido.

 



-Puesto en votación el numeral 2) de la propuesta del Ejecutivo, fue aprobada, con modificaciones, con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier. 

-------





Enseguida, la Comisión analizó el numeral 3) de la presentación del Ejecutivo, que propone que el derecho al feriado anual asistirá al trabajador que hubiere celebrado un contrato por obra o faena que se extendiera por un lapso superior a un año, o prestare servicios al mismo empleador en diferentes obras o faenas que, en conjunto, sobrepasen dicho plazo.

 



El Senador señor Larraín manifestó que, en la disposición en análisis, es posible distinguir dos hipótesis. 

 



La primera de ellas dice relación con aquellos casos en que el contrato por obra o faena se extiende por más de un año, en cuyo caso se genera el derecho al feriado anual. Con todo, afirmó que la segunda hipótesis, consistente en establecer que dicha prerrogativa opera cuando el trabajador presta servicios al mismo empleador en diferentes obras o faenas que en conjunto sobrepasen dicho plazo, resulta ser equívoca, toda vez que puede tratarse de distintas tareas desarrolladas durante un plazo muy superior a un año. De ese modo, agregó, surge la necesidad de especificar el carácter continuo o sucesivo de las obras que deben desarrollarse.

 



De ese modo, aseveró que el inciso primero del artículo 67 del Código del Trabajo -que establece que los trabajadores con más de un año de servicio tendrán derecho a un feriado anual de quince días hábiles, con remuneración íntegra- constituye la regla general que irradia a la regulación específica aplicable al contrato por obra o faena.

 



El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río, explicó que la estructura del feriado anual, en la que se enmarca la disposición que propone la indicación en análisis, descansa sobre la idea de la continuidad de los servicios o, en este caso, de las obras o faenas. En consecuencia, afirmó que no es posible concebir que el derecho a feriado anual se generaría ante la realización de servicios discontinuos, habida cuenta del carácter sucesivo de aquéllas. 

-------

 



Seguidamente, la Comisión abordó el numeral 4) de la sugerencia del Ejecutivo, cuyo propósito apunta a establecer que, tratándose del contrato por obra o faena, el empleador deberá pagar al trabajador una indemnización equivalente a dos y medio día de remuneración por cada mes trabajado y fracción superior a quince días, cuando el contrato hubiere estado vigente por un año o más, y hubiere invocado la causal relativa a las necesidades de la empresa, establecimiento o servicio.

 



El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que dicha disposición opera incluso respecto de aquellos contratos por obra o faena con una duración inferior a un año, atendido que, en la práctica, dicha relación contractual, por regla general, se extinguen con anterioridad a dicho período. Asimismo, añadió que, mediante la fórmula propuesta, se evita que, tras la suscripción de sucesivos contratos por obra o faena, pueda impedirse el pago de la indemnización por años de servicio.

 



El Senador señor Letelier consultó respecto de las razones que explican el establecimiento de una indemnización respecto del contrato por obra o faena en comparación al término del contrato a plazo fijo, en cuyo caso dicha indemnización no opera.

 



El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, afirmó que la indemnización por años de servicio constituye el pago que hace el empleador por el término anticipado del contrato de trabajo, por una causal que le es imputable, lo que no procede tratándose del contrato a plazo fijo, toda vez que, en este caso, se trata del cumplimiento de un hecho futuro que no es imputable al empleador.

 



El Senador señor Larraín sostuvo que el carácter finable del contrato por obra o faena lo asimila al contrato a plazo fijo, a diferencia de lo que ocurre tratándose del contrato indefinido. En consecuencia, afirmó que, en ambos casos, el fundamento de la indemnización que operaría en ambos casos es el mismo.

 



El Diputado señor Browne abogó por analizar la pertinencia de establecer un sistema de indemnización a todo evento, tal como ocurre con aquella que opera tratándose de los trabajadores de casa particular.

 



El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, enfatizó que el propósito de la propuesta del Ejecutivo apunta a evitar la suscripción de sucesivos contratos por obra o faena destinados a encubrir la existencia de una relación laboral indefinida.

 



En la misma línea, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco, aseveró que las disposiciones propuestas pretenden otorgar una serie de prerrogativas para los trabajadores contratados para una obra o faena determinada, homologando su situación a aquella que opera para un contrato indefinido. De ese modo, agregó que no corresponde regular, durante el estudio de la iniciativa, la regulación específica aplicable a los contratos a plazo fijo.

-------

SESIÓN CELEBRADA EL 13 DE JULIO DE 2016

 



En la sesión celebrada el 13 de julio de 2016, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, retomó el análisis de la proposición del Ejecutivo que, considerando las observaciones de los miembros de la Comisión, así como de las audiencias celebradas ante ésta y el texto aprobado en general, apunta a regular el contrato por obra o faena, estableciendo un concepto para dicha convención, los elementos que la configuran y las etapas que no dan lugar a ella. Por otro lado, establece el derecho del trabajador al feriado legal que corresponda, junto a un régimen indemnizatorio por el término del vínculo contractual.

 



En la misma línea, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que la propuesta considera, asimismo, la iniciativa correspondiente al Boletín N° 9.659-13, en materia de indemnizaciones para trabajadores sujetos a contrato por obra, faena o servicio.




En concordancia con lo expresado, la Comisión efectuó una revisión de los acuerdos ya adoptados y prosiguió el análisis de la propuesta del Ejecutivo, como se indica a continuación:

ARTÍCULO ÚNICO

Número 1

 



El número 1) del artículo único, contenido en la indicación del Ejecutivo, propone reemplazar el numeral 6 del artículo 10 del Código del Trabajo, para establecer, dentro de las estipulaciones que debe contener el contrato de trabajo, que el plazo del contrato podrá ser fijo o indefinido.

 



-En sesión anterior esta primera propuesta fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Numeral 2)





La unanimidad de los integrantes de la Comisión acordó reabrir el debate sobre el numeral 2 de la proposición del Ejecutivo.

 



El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que se propone incorporar un artículo 10 bis, nuevo, al Código del Trabajo, para establecer que, sin perjuicio de lo dispuesto en el número 6 del artículo 10 de dicho cuerpo legal, las partes podrán celebrar un contrato por una obra o faena determinada. 

 



Añadió que se define al contrato por obra o faena como aquella convención por la que el trabajador se obliga con el respectivo empleador a ejecutar una obra material o intelectual específica y determinada, cuya vigencia se encuentra circunscrita o limitada a la duración de aquella. Asimismo, considera que las diferentes tareas o etapas de una obra o faena no pueden por sí solas ser objeto de dos o más de este tipo de contratos en forma sucesiva, caso en el cual se entenderá que el contrato es de plazo indefinido.

 



Finalmente, indicó que se propone que no revestirán el carácter de contratos por obra o faena aquellos que implican la realización de labores o servicios de carácter permanente y que, como tales, no cesan o concluyen conforme a su naturaleza, lo cual se determinará en cada caso específico por la Inspección del Trabajo respectiva. 

-------

 



El Senador señor Allamand sostuvo que, con la finalidad de esclarecer las hipótesis que configuran la ejecución de una obra material o intelectual, deben especificarse los elementos que permiten distinguir ambas figuras.

 



Al efecto, aseveró que, para efectos de calificar la existencia de un contrato por obra o faena determinada, debe atenderse a dichos elementos por sobre el plazo en que se ejecutan las obras respectivas.

 



El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, puntualizó que, en la práctica, no es posible establecer una distinción tajante entre el aspecto intelectual y material de una obra determinada, toda vez que cualquiera de éstas requiere, en mayor o menor medida, la concurrencia de ambos factores.

 



Seguidamente, añadió que la propuesta recoge uno de los criterios básicos que la jurisprudencia administrativa de la Dirección del Trabajo ha formulado a propósito de este contrato, consistente en el carácter finable de la obra o faena –esto es, debe existir una secuencia lógica entre su inicio y su término, la que se configura por elementos prácticos-, sin importar la existencia de un plazo.

 



Asimismo, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que el elemento que caracteriza a esta figura contractual dice relación con la ejecución de una obra, cuyo término pone fin al vínculo laboral, sin que se hubiere especificado un plazo para ello.

 



En lo que atañe a la definición de la naturaleza de las obras que se realizan, explicó que la propuesta considera que la obra puede comprender labores de mayor o menor complejidad, de modo tal de evitar que, a raíz de la ejecución de diversas obras divisibles, aun cuando exista un marco de continuidad de la relación laboral, pueda desconocerse la existencia de un contrato de trabajo indefinido.

 



El Senador señor Larraín consultó acerca de la relación existente entre la suscripción sucesiva de contratos por obra o faena y el contrato de trabajo indefinido, y de la diferencia conceptual existente entre las nociones de faena, etapa y tarea.

 



El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, expuso que si se hubieren suscrito varios contratos por obra o faena -con la finalidad de encubrir la existencia de un contrato de trabajo indefinido, al consistir en la ejecución de diversas etapas de una misma obra-, la Dirección del Trabajo y la jurisprudencia judicial han delineado los elementos que permiten advertir la existencia de un contrato indefinido, los que han sido recogidos en la iniciativa en estudio.

 



Por otra parte, afirmó que la noción de tarea consiste en la desagregación o especificación de las acciones que se verifican en el marco de una etapa. Añadió que éstas, a su vez, configuran una labor o función en el marco de la prestación de servicios laborales.

 



El Senador señor Letelier sostuvo que la problemática que describe la iniciativa se verifica frecuentemente en determinados sectores, tales como la agricultura o la construcción, lo que genera la necesidad de resolver las consecuencias que derivan de ello, a raíz de la precarización de la relación laboral que ello supone. 

 



El Senador señor Allamand reiteró que evidentemente en aquellos casos en que un trabajador realiza diversas labores unidas por un vínculo de continuidad se está ante un contrato indefinido. Sin embargo, añadió que dicha hipótesis debe distinguirse de aquellos casos en que se trata de actividades separadas por un determinado lapso, en que no se verifica dicho elemento de continuidad.

 



El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, comentó que dicha problemática queda resuelta por la propuesta, al establecer que las diferentes tareas o etapas de una obra o faena no pueden por sí solas ser objeto de dos o más de este tipo de contratos en forma sucesiva, caso en el cual se entenderá que el contrato es de plazo indefinido.

 



La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, recordó que el propósito de la iniciativa apunta a evitar la suscripción artificiosa de múltiples contratos por obra o faena que, en rigor, ocultan la existencia de un vínculo laboral indefinido. En consecuencia, aseveró que dicho propósito queda cubierto por la propuesta en estudio.

 



En la misma línea, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, señaló que la propuesta de definición contempla los mecanismos para evitar que múltiples contratos por obra o faena puedan encubrir la existencia de un contrato de trabajo indefinido. 

 



Asimismo, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que el carácter sucesivo de las obras, en los términos contenidos en la propuesta, evitaría la ocurrencia de casos en que se está ante actividades separadas por un determinado lapso que pudieren configurar, eventualmente, un vínculo de trabajo indefinido. Finalmente, propuso establecer, a propósito de la ejecución de una obra material o intelectual específica y determinada, que ello dice relación con el momento de su inicio y término.

 



-Puesto en votación el numeral 2) del artículo único de la propuesta del Ejecutivo, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

Numeral 3)

 



El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, expuso que la propuesta, que agrega un inciso segundo, nuevo al artículo 67 del Código del Trabajo, apunta a desincentivar la utilización del contrato por obra o faena de modo artificioso, mediante la vía de reconocer las prerrogativas que operan respecto de los trabajadores contratados por un vínculo indefinido, particularmente en lo que respecta al ejercicio del derecho a feriado.

 



El Senador señor Letelier abogó por incorporar, además del derecho al feriado legal o proporcional, el acceso a las gratificaciones legales que procedan.

 



La Senadora señora Goic abogó por garantizar el derecho de los trabajadores por obra o faena a hacer uso del descanso legal anual, sin perjuicio del pago que se verifique en su caso.

 



El Senador señor Larraín postuló la necesidad de especificar el carácter sucesivo de las obras o faenas que se desempeñaren más allá del año de servicios. 

 



El Senador señor Allamand coincidió con dicha observación.

 



El Senador señor Letelier, en cuanto al carácter sucesivo de la prestación de servicios, aseveró que dicho elemento resulta de menor relevancia que el plazo en que un trabajador puede prestar servicios, tal como puede ocurrir si los realiza durante doce o más meses en un período de quince meses.

 



Por otra parte, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, añadió que la propuesta apunta a incorporar al trabajador contratado por obra o faena para ejercer al feriado proporcional, en aquellos casos en que su vínculo se hubiere extendido por un plazo menor a un año.

 



-Puesto en votación el numeral 3) del artículo único, contenido en la propuesta del Ejecutivo, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier.

Número 4)

Letra a)

 



El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, explicó que la propuesta del Ejecutivo, en materia de indemnización ante el término del contrato por obra o faena considera el tenor de la moción de la diputada señora Cariola y otros diputados correspondiente al Boletín N°9.659-13, que modifica el Código del Trabajo, en materia de indemnizaciones para trabajadores sujetos a contrato por obra, faena o servicio.
 



Al efecto, dicha propuesta considera agregar un inciso tercero al artículo 163 del Código del Trabajo, para establecer que si el contrato hubiere sido celebrado para una obra o faena determinada, el empleador deberá pagar, al trabajador al momento de su terminación, una indemnización equivalente a dos y medio día de remuneración por cada mes trabajado y fracción superior a quince días.

 



De ese modo, afirmó que es posible resolver las problemáticas derivadas del incentivo a celebrar artificiosamente contratos por obra o faena en lugar de contratos indefinidos, consistente en el aspecto indemnizatorio que puede generar el término de la relación laboral.

El Senador señor Allamand consultó respecto de la compatibilidad entre la norma propuesta y el régimen indemnizatorio general de los trabajadores con contrato indefinido, que opera ante la concurrencia de determinadas causales. Al efecto, arguyó que en la práctica se estaría estableciendo una indemnización a todo evento, al comprar dicha figura con el régimen indemnizatorio de los contratos a plazo fijo, en cuyo caso se produce el término de la relación laboral sin que exista el deber de indemnizar al trabajador.

En efecto, a propósito del análisis de la propuesta, aseveró que surge la necesidad de evaluar el conjunto de régimen de indemnizaciones que consagra el Código del Trabajo para los trabajadores con contrato indefinido, a plazo fijo o por obra o faena, con la finalidad de evitar que, a raíz de la regulación que se promueve respecto de uno de ellos, se genere un desequilibrio en comparación a los otros regímenes contractuales.

La Senadora señora Goic coincidió con dicha aseveración, con la finalidad de abordar las consecuencias que la propuesta relativa al contrato por obra o faena puede generar en materia de incentivos para celebrar otras figuras contractuales.

En la misma línea, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, explicó que la norma propuesta no configura una indemnización a todo evento, toda vez que, tratándose de los trabajadores por obra o faena, resultaría aplicable, del mismo modo que para los trabajadores con contrato indefinido, la disposición contenida en el artículo 160 del Código del Trabajo, que establece que el contrato de trabajo termina sin derecho a indemnización alguna cuando el empleador le ponga término invocando determinadas causales.

Sin embargo, agregó que la indemnización propuesta no resulta compatible con aquella que deriva por la falta de aviso previo –la que opera en los contratos indefinidos-, toda vez que, por su propia naturaleza, en el contrato por obra o faena su terminación no depende de la sola voluntad del empleador.

 



El Senador señor Letelier destacó que, en cualquier caso, debe atenderse a la finalidad de la indemnización por término del contrato de trabajo, consistente en el encarecimiento, como mecanismo de desincentivo, del despido.

SESIÓN CELEBRADA EL 1 DE MARZO DE 2017


La Comisión de Trabajo y Previsión Social recibió en audiencia a representantes de la Cámara Chilena de la Construcción, con la finalidad de escuchar nuevamente su opinión sobre los alcances de la iniciativa en estudio.

CÁMARA CHILENA DE LA CONSTRUCCIÓN

 
El Vicepresidente de la Cámara Chilena de la Construcción, señor José Ignacio Amenábar, y el abogado y jefe de Coordinación Legal de dicha organización, señor Gonzalo Bustos, expusieron las observaciones de la entidad respecto del proyecto de ley en estudio.

 
En primer lugar, el Vicepresidente de la Cámara Chilena de la Construcción, señor José Ignacio Amenábar, afirmó que la iniciativa contiene una serie de disposiciones de suma relevancia para el sector de la construcción, toda vez que éste presenta una serie de particularidades que lo distinguen de otros rubros y a que, en la práctica, el contrato por obra o faena es de frecuente utilización en las empresas que operan en él.

 
Enseguida, el abogado y jefe de Coordinación Legal de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Gonzalo Bustos, expuso que la Cámara Chilena de la Construcción estima que la discusión de la iniciativa de ley, y de aquella correspondiente al Boletín N° 9.659-13 -que modifica el Código del Trabajo en materia de indemnizaciones para trabajadores sujetos a contrato por obra, faena o servicio-, constituye una instancia para legislar acerca de las particularidades de dicha figura contractual.

 
Al efecto, aseveró que el sector de la construcción se caracteriza por la transitoriedad de las obras, lo que explica que buena parte de sus trabajadores prestan sus servicios conforme a un contrato por obra o faena. En específico, expuso el siguiente gráfico, que da cuenta del plazo de duración de las obras de construcción.

DURACIÓN PROMEDIO DE LAS OBRAS 
	(MESES) Obras Públicas y Concesiones 
	Obras Mandantes Privados 
	Vivienda 
Pública 
	Vivienda Privada 

	Mediana1 
	12 
	11,5 
	14 
	16 

	Moda2 
	12 
	12 
	18 
	12 

	Mínimo 
	1 
	0,5 
	5 
	1 

	Máximo 
	120(*) 
	48 
	30 
	48 


 
Habida cuenta de ello, sostuvo que, considerando que el plazo de duración promedio de las obras es de doce meses, y que la construcción es una actividad eminentemente transitoria, el contrato por obra o faena no responde a un proceso de precarización del trabajo, sino más bien a la realidad particular del sector de la construcción.

 
A continuación, expuso el siguiente gráfico relativo a la duración de los contratos por obra o faena, los que, en promedio, fluctúan entre seis y doce meses:

DURACIÓN PROMEDIO DE LAS OBRAS 
	(MESES) Obras Públicas y Concesiones 
	Obras Mandantes Privados 
	Vivienda 
Pública 
	Vivienda Privada 

	Mediana1 
	12 
	11,5 
	14 
	16 

	Moda2 
	12 
	12 
	18 
	12 

	Mínimo 
	1 
	0,5 
	5 
	1 

	Máximo 
	120(*) 
	48 
	30 
	48 



Tratándose de la definición del contrato por obra o faena, explicó que, aun cuando ésta no se encuentra consagrada en la ley, la Dirección del Trabajo ha establecido que el contrato por obra o faena es aquel en que el término de la obra o faena para la cual fue contratado el trabajador debe implicar el término de la relación laboral. De ese modo, afirmó que, en virtud de dicha definición, el trabajador contratado por obra o faena tiene la calidad de trabajador dependiente, generando los derechos y obligaciones que derivan de ello, tales como el pago del feriado proporcional, de las gratificaciones y del seguro de cesantía.

 
En cuando a las indemnizaciones por años de servicio, explicó que, en la práctica, dicha figura no opera para los trabajadores por obra o faena a raíz de la corta duración del contrato por obra o faena que, en promedio, no alcanza a doce meses.

 
Sin embargo, agregó que la jurisprudencia judicial y administrativa ha establecido que la contratación continua por obra o faena por períodos prolongados, por parte de una misma empresa, hace mutar el contrato a uno de plazo indefinido, debiendo pagarse la indemnización por años de servicio cuando corresponda.

 
Sobre el particular, explicó que las disposiciones contenidas en el texto aprobado en general por el Senado agregan una presunción legal para establecer que contrato se transforma en indefinido cuando el trabajador ha prestado servicios continuos o discontinuos en diversas obras o faenas específicas para un mismo empleador, durante 240 días o más en un lapso de 12 meses, contados desde la primera contratación.

 
Dicha norma, añadió, no se hace cargo de la realidad del sector, toda vez que las obras de construcción son transitorias por su propia naturaleza. Asimismo, sostuvo que la modificación introducida al artículo 159 N°4 del Código del Trabajo, respecto de los contratos de plazo fijo -que establece que si el trabajador hubiere prestado servicios discontinuos en virtud de más de dos contratos a plazo, durante doce meses o más en un período de quince meses contados desde la primera contratación, se presumirá legalmente que ha sido contratado por una duración indefinida- se efectuó considerando una manifiesta simulación en la celebración de varios contratos de plazo fijo interrumpidos por un finiquito. Añadió que dicha situación difiere del contrato en estudio, toda vez que se trata de varias obras o faenas distintas que pueden generar contratos distintos.

 
Del mismo modo, aseveró que si existe una renovación continua con el objeto de perjudicar los derechos de los trabajadores, la Dirección del Trabajo deberá fiscalizar y poner los antecedentes a disposición de los Tribunales de Justicia, cuya jurisprudencia es categórica en condenar dicha práctica

 
En cuanto al pago de indemnizaciones al término del contrato de trabajo, afirmó que, aun cuando la entidad comparte el establecimiento del pago de una suma por dicho concepto, se deben considerar los requisitos de acceso y los límites que operan en relación al contrato indefinido, que equivale a treinta días de la última remuneración mensual devengada por cada año de servicio y fracción superior a seis meses, con un límite máximo de trescientos treinta días de remuneración

 
En lo que atañe a la incompatibilidad con la indemnización sustitutiva del aviso previo, afirmó que en general dicha propuesta parece correcta. Sin embargo, manifestó que puede ocurrir que el contrato deba terminar anticipadamente por razones fundadas, en cuyo caso, debidamente justificado, debe permitirse poner término al contrato por la causal de necesidades de la empresa, haciendo compatible para este solo efecto la indemnización sustitutiva con la de término de contrato.

 
En cualquier caso, añadió, si se determina que el término anticipado por necesidades de la empresa fuese injustificado, corresponderá a los Tribunales de Justicia aplicar las sanciones que procedan.

 
Al finalizar su exposición, detalló que, entre las propuestas de la entidad, se contempla la necesidad de generar una legislación acerca del contrato por obra o faena que defina este tipo de contrato, establezca sus características básicas, sus beneficios asociados, -tales como el uso del feriado en contratación sucesiva, régimen de indemnizaciones, entre otras-, junto al régimen aplicable al término del contrato.

CONSULTAS

 
El Senador señor Larraín consultó respecto de la forma en que, en la práctica, en el sector de la construcción se verifica la prestación de servicios en razón de una faena específica.

 
Asimismo, consultó acerca de los elementos que ha considerado la jurisprudencia para determinar el plazo en que, tras un contrato por obra o faena, subyace un contrato de trabajo indefinido.

 
El jefe de la Dirección de Estudios de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Javier Hurtado, explicó, a modo de ejemplo, que en el sector de la construcción la labor de “enfierradura” de un edificio constituye, por sí misma, una faena específica que se diferencia de otras tales como la colocación de concreto o la instalación de un sistema eléctrico. Agregó que tales actividades se desarrollan por trabajadores especialistas en su labor, de modo tal que, por regla general, no se produce un intercambio de faenas durante la construcción de un edificio, salvo en el caso de aquellas obras de menor tamaño.

 
Seguidamente, el Vicepresidente de la Cámara Chilena de la Construcción, señor José Ignacio Amenábar, explicó que, en la práctica, ocurre que algunas empresas suscriben varios contratos de construcción de diversas obras, de modo tal que los trabajadores que se desempeñan en una faena específica prestan servicios sucesivamente en cada una de ellas.

 
Con todo, afirmó que las empresas que operan en el sector realizan una estimación de los costos que requiere la construcción de un edificio considerando que ésta, frecuentemente, se inicia con posterioridad al momento en que se suscribe el contrato con el mandante. En consecuencia, afirmó que dicha circunstancia debe ser considerada para el cálculo del sistema de indemnizaciones que propone el proyecto.

 
En cuanto al plazo para determinar que tras un contrato por obra o faena existe un contrato indefinido, el abogado y jefe de Coordinación Legal de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Gonzalo Bustos, explicó que la jurisprudencia judicial ha sostenido que éste opera, en general, respecto de contratos sucesivos que exceden el plazo de dos años.

 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, consultó el parecer de la Cámara Chilena de la Construcción respecto de la propuesta que busca establecer que el contrato por obra o faena es aquella convención por la que el trabajador se obliga con el respectivo empleador a ejecutar una obra material o intelectual específica y determinada, en su inicio y en su término, cuya vigencia se encuentra circunscrita o limitada a la duración de aquella.

 
Asimismo, inquirió acerca de los requisitos para acceder a las indemnizaciones por el término del contrato por obra o faena, particularmente en lo que atañe a aquellos contratos con una duración inferior a un año. Sobre el particular, aseveró que el sistema propuesto apunta a establecer una indemnización con cierta equivalencia entre los trabajadores contratados a plazo indefinido y aquellos sujetos al régimen por obra o faena, toda vez que, en el primer caso, puede operar la indemnización por la falta de aviso previo, mientras que, en el segundo, operaría la norma que contiene el proyecto.

 
El jefe de la Dirección de Estudios de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Javier Hurtado, sostuvo que la definición propuesta resulta adecuada, toda vez que contempla una definición que comprende la prestación de servicios materiales o intelectuales.

 
Por otra parte, afirmó que, para el análisis de los requisitos para acceder a las indemnizaciones por el término del contrato por obra o faena, se debe considerar el régimen aplicable a los trabajadores contratados indefinidamente, de modo tal de evitar la introducción de un sistema que implique una situación de desigualdad entre ambas figuras contractuales.

 
En la misma línea, el abogado y jefe de Coordinación Legal de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Gonzalo Bustos, reiteró sus observaciones respecto de la pertinencia de establecer un régimen indemnizatorio para los trabajadores por obra o faena. Con todo, sostuvo que ello requiere evaluar los requisitos para que accedan a dicha prestación aquellos trabajadores que hubieren prestado servicios por un plazo inferior a un año.

SESIÓN CELEBRADA EL 8 DE MARZO DE 2017


En la sesión celebrada el 8 de marzo de 2017, el Ejecutivo con los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier concordaron en un complemento de la redacción de las enmiendas al artículo 67 y al artículo 163 del Código del Trabajo. Asimismo, acordaron el texto de un artículo transitorio que reemplaza a la disposición transitoria despachada por la Cámara de Diputados.

Feriado anual


Durante el intercambio de opiniones respecto de las propuestas antes mencionadas, el Subsecretario del Trabajo señor Francisco Javier Díaz Verdugo explicó que la idea es regular –en lo que atañe al feriado anual- la situación del trabajador que debiéndosele otorgar el feriado anual, se le paga y continúa trabajando, de modo que cuando efectivamente va a hacer uso del feriado ya recibió su indemnización. Por ello, añadió se sugiere establecer que el trabajador pueda optar por diferir el pago al momento en que realmente haga uso del feriado o al momento del correspondiente finiquito del primer contrato.


El Senador señor Letelier recordó que un trabajador que labore menos de un año tiene derecho a que se le pague el feriado proporcional, pero no ocurre lo mismo tratándose de la proporcionalidad de la gratificación por año.


El asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Ariel Rossel, señaló que al existir distintas formas de pagar las gratificaciones, la que se paga mes por mes está garantizada y las que no lo están quedan sujetas a la eventualidad de las posibles utilidades, que corresponde al cálculo anual de las mismas.

 
El Senador señor Letelier dejó planteada esta situación, poniendo como ejemplo el caso de las personas contratadas en el sector servicio como supermercados por 11 meses, el mes siguiente no son contratados y al subsiguiente se establece un nuevo contrato, de modo que tales trabajadores nunca tienen derecho a gratificación.


La Senadora señora Muñoz requirió una mayor precisión de la figura jurídica para establecer el pago diferido del feriado, teniendo en consideración la situación de que el trabajador no fuera contratado de nuevo. Entendió que sería necesario explicitar dicha situación.


El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río coincidió con la inquietud de la Presidenta de la Comisión y propuso agregar su regulación en el texto modificatorio.


Seguidamente, ante la consulta de la Senadora señora Muñoz respecto del por qué se habla de dos o más contratos celebrados por obra o faena para tener derecho al feriado anual, aludió al caso de un solo contrato por obra o faena que sobrepase el año que ya tiene asegurado el feriado, porque el artículo 67 del Código del Trabajo no distingue entre los tipos de contrato para tener derecho al feriado anual de quince días hábiles.

Indemnización de dos y medio día de remuneración


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, reiteró que la idea es contemplar dos y medio día de indemnización por mes trabajado o fracción superior a 15 días para los trabajadores con contrato de obra o faena. Se consigna una prevención referida a que la terminación del contrato no ocurra por alguna de las causales contempladas en el artículo 160 del Código del Trabajo y se contempla la imputabilidad del seguro de cesantía a la indemnización.


El Senador señor Letelier manifestó su disconformidad con la imputabilidad del seguro de cesantía, porque los aportes que efectúa el empleador terminan siéndole devueltos con esa figura.


El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río explicó que la propuesta mantiene una simetría indemnizatoria con los contratos indefinidos. 


Recordó que durante la discusión del proyecto de ley sobre el seguro de cesantía, el tema de la imputabilidad levantó un gran debate entre los parlamentarios arribándose a una conclusión que constataba que las indemnizaciones por año de servicios en Chile no se pagaban y era un porcentaje mínimo de trabajadores el que accedía a tales indemnizaciones. En consecuencia, el mecanismo de la imputación al seguro de cesantía pasa a ser el sistema que provisiona en parte la indemnización y, además, es a todo evento de propiedad del trabajador.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, subrayó que respecto de esta iniciativa la idea es que la indemnización por obra o faena sea lo más simétrica con la indemnización del mes por año.


El asesor del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales, autorizado por la Comisión para hacer uso de la palabra, manifestó dudas sobre la redacción para el caso de la renuncia voluntaria del trabajador, proponiendo que se clarificara que la indemnización procede cuando el empleador pone término al contrato.


El Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Javier Díaz Verdugo, dejó constancia que la indemnización no corresponde si el trabajador renuncia o se produce la muerte del mismo.


El asesor de la Senadora señora Muñoz, señor Luis Díaz, autorizado por la Comisión para hacer uso de la palabra, comentó que en los incisos del artículo 163 del Código del Trabajo que anteceden al inciso que se propone agregar se establece la posibilidad que el convenio colectivo pueda elevar el monto de la indemnización del mes por año, materia que se vincula a la posibilidad de que los trabajadores de obra o faena negocien colectivamente cuando la obra o faena dure más de un año. En consecuencia, advirtió, la distinción entre los incisos no debiera entenderse como que estos trabajadores van a tener siempre una indemnización de 2 días y medio, porque está la posibilidad de que puedan pactar una indemnización superior.


Los integrantes presentes de la Comisión acordaron mejorar la redacción del inciso que se propone agregar al artículo 163 del Código del Trabajo, en atención a las observaciones formuladas. Además, concordaron en realizar las adecuaciones formales en otros artículos del Código del Trabajo vinculados con la materia contenida en el proyecto de ley.


-Puestas en votación las enmiendas a los artículos 67 y 163 del Código del Trabajo y la sustitución del artículo transitorio, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

MODIFICACIONES

 



En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone a la Sala introducir las siguientes modificaciones al texto despachado por la Cámara de Diputados:

ARTÍCULO ÚNICO


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo único.- Modifícase el Código del Trabajo de la siguiente manera:




1.- Incorpórase, a continuación del artículo 10, el siguiente artículo 10 bis, nuevo:

 
“Artículo 10 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el número 6 del artículo 10, las partes podrán celebrar un contrato por una obra o faena determinada.

 
El contrato por obra o faena es aquella convención por la que el trabajador se obliga con el respectivo empleador a ejecutar una obra material o intelectual específica y determinada, en su inicio y en su término, cuya vigencia se encuentra circunscrita o limitada a la duración de aquella. Las diferentes tareas o etapas de una obra o faena no pueden por sí solas ser objeto de dos o más contratos de este tipo en forma sucesiva, caso en el cual se entenderá que el contrato es de plazo indefinido.

(Unanimidad 5X0. Senadoras Goic y Muñoz y Senadores Allamand, Larraín y Letelier).

 
No revestirán el carácter de contratos por obra o faena aquellos que implican la realización de labores o servicios de carácter permanente y que, como tales, no cesan o concluyen conforme a su naturaleza, lo cual se determinará en cada caso específico por la Inspección del Trabajo respectiva.”.

(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Larraín y Letelier).

 
2.- Agrégase, en el artículo 67, el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser tercero y cuarto, respectivamente:


 “Igual derecho asistirá al trabajador que prestare servicios continuos al mismo empleador en virtud de dos o más contratos celebrados por obra o faena determinada y que sobrepasen el año. Con todo, y sólo para estos efectos, el trabajador podrá optar para que el pago de su feriado proporcional se difiera al momento de hacerlo efectivo en las condiciones señaladas en este inciso, debiendo dejar constancia expresa de ello en el respectivo finiquito. En caso que los contratos no sobrepasen el año y el trabajador hubiere diferido el pago de los feriados conforme lo señala este inciso, el empleador deberá pagar en el último finiquito la totalidad de los feriados adeudados.”.

(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Larraín y Letelier).


3.- Incorpóranse en el inciso segundo del artículo 163, las siguientes oraciones finales: “Si el contrato celebrado para una obra o faena determinada, hubiere estado vigente por un mes o más, el empleador deberá pagar al trabajador al momento de su terminación, una indemnización equivalente a dos y medio día de remuneración por cada mes trabajado y fracción superior a quince días, calculada en conformidad a lo dispuesto en el artículo 172, siendo aplicable a ésta lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 13 de la ley N° 19.728. No corresponderá el pago de la prestación antes señalada, si se pusiere término al contrato por alguno de los casos contemplados en el artículo 159, en los números 2 y 3 o el empleador le pusiere término por alguna de las causales señaladas en el artículo 160.”.

(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Larraín y Letelier).

ARTÍCULO TRANSITORIO


Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo transitorio.- Las normas de esta ley comenzarán a regir el primer día del mes siguiente al de su publicación, salvo la contenida en el numeral 3 que modifica el artículo 163 del Código del Trabajo, la cual será aplicable a los contratos por obra o faena determinada que se celebren a partir de los 90 días contados desde la publicación de la presente ley.”.

(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Larraín y Letelier).

-------

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad a los acuerdos adoptados, el texto del proyecto de ley es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

 
“Artículo único.- Modifícase el Código del Trabajo de la siguiente manera:




1.- Incorpórase, a continuación del artículo 10, el siguiente artículo 10 bis, nuevo:

 
“Artículo 10 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el número 6 del artículo 10, las partes podrán celebrar un contrato por una obra o faena determinada.

 
El contrato por obra o faena es aquella convención por la que el trabajador se obliga con el respectivo empleador a ejecutar una obra material o intelectual específica y determinada, en su inicio y en su término, cuya vigencia se encuentra circunscrita o limitada a la duración de aquella. Las diferentes tareas o etapas de una obra o faena no pueden por sí solas ser objeto de dos o más contratos de este tipo en forma sucesiva, caso en el cual se entenderá que el contrato es de plazo indefinido.

 
No revestirán el carácter de contratos por obra o faena aquellos que implican la realización de labores o servicios de carácter permanente y que, como tales, no cesan o concluyen conforme a su naturaleza, lo cual se determinará en cada caso específico por la Inspección del Trabajo respectiva.”.


2.- Agrégase, en el artículo 67, el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser tercero y cuarto, respectivamente:


 “Igual derecho asistirá al trabajador que prestare servicios continuos al mismo empleador en virtud de dos o más contratos celebrados por obra o faena determinada y que sobrepasen el año. Con todo, y sólo para estos efectos, el trabajador podrá optar para que el pago de su feriado proporcional se difiera al momento de hacerlo efectivo en las condiciones señaladas en este inciso, debiendo dejar constancia expresa de ello en el respectivo finiquito. En caso que los contratos no sobrepasen el año y el trabajador hubiere diferido el pago de los feriados conforme lo señala este inciso, el empleador deberá pagar en el último finiquito la totalidad de los feriados adeudados.”.


3.- Incorpóranse en el inciso segundo del artículo 163, las siguientes oraciones finales: “Si el contrato celebrado para una obra o faena determinada, hubiere estado vigente por un mes o más, el empleador deberá pagar al trabajador al momento de su terminación, una indemnización equivalente a dos y medio día de remuneración por cada mes trabajado y fracción superior a quince días, calculada en conformidad a lo dispuesto en el artículo 172, siendo aplicable a ésta lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 13 de la ley N° 19.728. No corresponderá el pago de la prestación antes señalada, si se pusiere término al contrato por alguno de los casos contemplados en el artículo 159, en los números 2 y 3 o el empleador le pusiere término por alguna de las causales señaladas en el artículo 160.”.

 
Artículo transitorio.- Las normas de esta ley comenzarán a regir el primer día del mes siguiente al de su publicación, salvo la contenida en el numeral 3 que modifica el artículo 163 del Código del Trabajo, la cual será aplicable a los contratos por obra o faena determinada que se celebren a partir de los 90 días contados desde la publicación de la presente ley.”.

-------


Acordado en sesiones celebradas los días 8 y 15 de octubre de 2014, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala, Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel; en sesión celebrada el 5 de noviembre de 2014, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y de los Senadores señores Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel; en sesión celebrada el 12 de noviembre de 2014, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y de los Senadores señores Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel; en sesión celebrada el 19 de noviembre de 2014, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel; en sesión celebrada el 7 de enero de 2015, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), del Senador señor Hernán Larraín Fernández y del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel; en sesión celebrada el 13 de julio de 2016, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala, Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel; en sesión celebrada el 1 de marzo de 2017, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Hernán Larraín Fernández y el 8 de marzo de 2017, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta) y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala, Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel.


Sala de la Comisión, a 15 de marzo de 2017.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY DE TRÁNSITO PARA INCORPORAR DISPOSICIONES SOBRE CONVIVENCIA DE LOS DISTINTOS MEDIOS DE TRANSPORTE

(10.217-15)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple” el 14 de marzo de 2017.

- - - - - - - 


Se deja constancia de que vuestra Comisión, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, acordó proponer a la Sala discutir sólo en general este proyecto de ley, no obstante ser de artículo único.
- - - - - - - - - 


Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones señor Andrés Gómez-Lobo, la Asesora Legislativa del Ministro, señora Paola Tapia; del Subsecretario de Transportes, señor Carlos Melo; del ex Subsecretario de Transportes, señor Cristián Bowen; del Asesor del Ministerio, señor Vicente Pinto; del Asesor del Subsecretario de Transportes, señor Javier Boncompte y del Periodista del Ministerio, señor Gonzalo Castro.


Asimismo, concurrieron especialmente invitadas a exponer sus puntos de vista, las siguientes entidades y académicos:

- De Asesorías y Proyectos Bicicultura, asistió el señor Henry Herrera; de la Fundación Conciencia Vial, la señora Karina Muñoz; de la Red de Organizaciones de Seguridad Vial, el señor Enrique Olivares; de la Asociación Nacional de Importadores de Motocicletas (ANIM), la señora Constanza Mujica; de la Sociedad Chilena de Ingeniería de Transporte (SOCHITRAN), el señor Jaime Valenzuela y del Automóvil Club de Chile, el señor Alberto Escobar.


- Del Centro Bicicultura, concurrió la Directora, señora Amarilis Horta.


- Del Departamento de Ingeniería Civil de la Universidad de Chile, asistió el Coordinador Docente de la División de Ingeniería de Transporte, señor Alejandro Tirachini.


- De la Universidad de Los Andes, asistió el Profesor titular, señor Rodrigo Fernández.


- De la Sociedad Chilena de Ingeniería de Transporte (SOCHITRAN), asistió el señor Jaime Valenzuela.


Además, asistió el Consultor Experto en Temas de Seguridad Vial, señor Aníbal Uribe.

Excusó su asistencia, el Profesor Asociado de la Pontifica Universidad Católica, señor Luis Rizzi.


Asimismo, asistieron los Asesores del Honorable Senador señor García Huidobro, señores Cristián Rivas y Jorge Barrera; del Honorable Senador señor Girardi, señoras Josefina Correa y Victoria Fullerton y señor Nicolás Fernández; del Honorable Senador señor Letelier, señores Sebastián Divin y José Fuentes; del Honorable Senador señor Matta, señor Hugo Ilabaca; del Honorable Senador señor Ossandón, señoras María Angélica Villadangos e Israela Rosenblum y señor José Huerta; de la Fundación Jaime Guzmán, señor Sebastián Sotelo; de la Segegob, señora Javiera Fuentes y Nicolás Facuse y de la Segpres, señoras María Fernanda Cuevas y Vanessa Astete y señor Luis Batallé.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Mejorar la convivencia vial entre los distintos modos de transporte, resultando para ello necesario, entre otras medidas, definir y reconocer las diferentes especificidades de éstos, abordando aspectos relacionados con medidas para mejorar la seguridad vial, educación vial, estándares de operación y seguridad de ciclovías, junto con diferenciar a los ciclos del resto de los vehículos, señalando expresamente que los primeros son vehículos de aquellos clasificados como “no motorizados”.
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 29 de octubre de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito.


Artículos 1º, 2º, 7º, 8º, 30, 31, 79, 104, 116, 117, 118, 120, 121, 125, 134, 135, 138, 144, 145, 146, 147, 153, 154, 162, 167, 189, 199, 200, 201.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


S.E. la Presidenta de la República indica en su Mensaje que en los últimos 10 años, y como consecuencia del crecimiento económico del país, el parque vehicular ha experimentado un importante aumento, generando, a pesar de los beneficios individuales, una serie de externalidades negativas a la sociedad, tales como una mayor congestión en las zonas urbanas y un aumento en la contaminación ambiental y acústica. 


En efecto, agrega que conforme a cifras del Instituto Nacional de Estadísticas (INE), mientras que en 2003 poco más de 2.250.000 vehículos circulaban por nuestras calles y caminos, en 2013 lo hacían más de 4.200.000. Es decir, en una década el parque automotriz experimentó casi un 100% de crecimiento, haciendo inviable un aumento proporcional de la infraestructura y generando una creciente congestión vial en el país. 


Por su parte, añade, en materia ambiental, aún no ha sido posible lograr los niveles establecidos en las normas de calidad del aire, especialmente los índices de óxido de nitroso, NOx -donde una de las principales fuentes emisoras son las móviles- y de MP 2,5, contaminantes que tienen efectos considerables en la salud de las personas. En el mismo orden de cosas, comunas del Gran Santiago como Estación Central, Santiago y Lo Espejo concentran el mayor porcentaje de población expuesta a niveles peligrosos de ruido, que resultan perjudiciales para la salud y que, conjuntamente con las emisiones de contaminantes, generan grandes pérdidas de beneficio social. 


Prosigue señalando que el contexto antes descrito ha hecho que muchas personas escojan modos alternativos de transporte, tales como caminatas o ciclos, que coadyuvan en la disminución de la congestión y contaminación. Esta realidad ha generado, asimismo, nuevas complejidades en  la convivencia entre los diferentes modos de transporte, así como la necesidad de adoptar nuevas medidas de seguridad entre éstos. 


De esta manera, añade que si bien se han hecho importantes avances en materia de infraestructura y las organizaciones de la sociedad civil han sido capaces de levantar temáticas que van moldeando nuestra cultura vial, este nuevo escenario en la movilidad no se ha visto acompañado de modificaciones normativas que se hagan cargo de los cambios de los últimos años.


En virtud de lo expresado, indica que a partir del año 2000 el uso de la bicicleta ha experimentado un crecimiento sostenido y cada vez más notorio. Según la Encuesta Origen Destino del año 2012, publicada en marzo del presente año, en el Gran Santiago se efectuaban aproximadamente 750 mil viajes diarios en bicicleta. Por su parte, la Subsecretaría de Transportes estima que el número de viajes en bicicleta ha crecido a una tasa promedio de aproximadamente 7% anual. Esto significa que los viajes en este modo de transporte casi se han duplicado en los últimos 10 años. Asimismo, en varias regiones del país la cantidad de viajes también es significativa y creciente. 


En tal sentido, señala que las bicicletas no emiten contaminantes nocivos para la salud y el medio ambiente como el referido óxido de nitrógeno (NOx) y el dióxido de carbono (Co2). Este último elemento es el principal responsable del calentamiento global de acuerdo a los resultados expuestos en el último Informe Sobre Cambio Climático dado a conocer en septiembre de 2013 por la Organización de las Naciones Unidas. 


Asimismo, destaca que la utilización de la bicicleta tiene efectos significativos en la disminución de la congestión vehicular, debido al mejor aprovechamiento del espacio público del que son capaces comparadas con automóviles particulares. Como el espacio en ciudades congestionadas es un recurso escaso, su correcto aprovechamiento se vuelve un elemento esencial al momento de planificar el transporte. Una mirada a algunos números es decidora en este sentido: por ejemplo,  dos pistas de ciclovía de 2 metros de ancho dan abasto para 10.000 bicicletas por hora, mientras que dos pistas de autos de 3 metros de ancho cada una pueden soportar hasta 2.000 autos por hora. Y en el espacio que ocupa un auto estacionado, caben de 10 a 12 bicicletas (Jan Gehl, 2010).


De ese modo, resalta que la constatación de esta realidad amerita el reconocimiento explícito de este tipo de vehículo en la legislación de tránsito vigente, estableciendo derechos pero también obligaciones para sus conductores. De la misma forma, se hace necesario definir condiciones de circulación equitativas y medidas de gestión y seguridad de tránsito para las ciclovías que permitan una operación correcta y coordinada con su entorno.


En efecto, subraya que la actual Ley de Tránsito fue pensada para regular fundamentalmente el flujo de vehículos motorizados, y no considera adecuadamente a otros modos de transporte que han tenido un crecimiento importante en los últimos años. Tampoco promueve de manera efectiva una cultura de convivencia vial y el uso compartido de las vías. En este sentido, no se reconocen ciertas especificidades de algunos modos de transporte. Por ejemplo, la necesidad de ciclistas y motociclistas de detenerse delante de los automóviles con el fin de hacerse visibles al resto de los conductores.  


Por otra parte, agrega que en la actual regulación no se definen estándares de operación y seguridad para el uso de ciclovías. Esto trae como consecuencia que cada comuna en nuestro país tenga diferentes estándares para la construcción de ciclovías, lo que representa un peligro para sus usuarios en términos de seguridad.


En virtud de lo anterior, destaca que las velocidades máximas urbanas deben ser nuevamente evaluadas para garantizar a las personas un desplazamiento seguro, sin importar el modo en que se movilizan. Las actuales velocidades máximas contribuyen a que Chile sea uno de los países miembros de la OCDE con mayor mortalidad en accidentes de tránsito (OECD Indicators, 2011).


De esa forma, resalta, es necesario dar medidas que armonicen los distintos modos de transporte, preceptuando su convivencia, así como una normativa específica para la bicicleta, que regule su circulación y se haga cargo de sus particularidades en relación a otros modos de transporte.


Atendidos los fundamentos anteriores, indica que la presente propuesta busca, en primer término, mejorar la convivencia vial entre los distintos modos de transporte, resultando para ello necesario, entre otras medidas, definir y reconocer las diferentes especificidades de éstos, abordando aspectos relacionados con medidas para mejorar la seguridad vial, educación vial, estándares de operación y seguridad de ciclovías, junto con diferenciar a los ciclos del resto de los vehículos, señalando expresamente que los primeros son vehículos de aquellos clasificados como “no motorizados”.

III. OTROS ANTECEDENTES


Durante la discusión en general de esta iniciativa, la Biblioteca del Congreso Nacional presentó dos informes a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, relativos a regulación comparada sobre el particular, los que se transcriben literalmente a continuación:


Primer Informe. Marco regulatorio de las bicicletas. Derecho Comparado


El presente informe analiza el marco regulatorio para bicicletas a nivel de Naciones Unidas, así como en Estados Unidos de América (EE.UU), Países Bajos, Alemania y España. 


Del análisis, se puede concluir que la regulación del ciclismo se hace sobre todo a nivel de políticas y programas. Las normas legales son pocas y dispersas. En particular, las leyes de tránsito, que también deben ser respetadas por los ciclistas, contienen normas especiales para estos. Por una parte, se trata de normas de comportamiento (por ejemplo: prohibición de circular en autopistas, obligación de dar la prioridad a los peatones en la vereda), por otra de exigencias técnicas (por ejemplo: obligación de disponer de un foco blanco en posición delantera, y uno rojo en posición trasera).


En Alemania y Países Bajos, no es obligatorio el uso de casco. En el Estado de Washington (EE.UU), es obligatorio en algunos condados. En España, es obligatorio en las vías interurbanas. 


En Países Bajos, se han establecido reglas de responsabilidad civil especiales para el caso de accidentes que involucren a bicicletas. Como regla general, dicha responsabilidad recae sobre el conductor del vehículo motorizado. Sin embargo, si el ciclista es mayor de 14 años, el conductor tiene la posibilidad de demostrar su falta de culpa en el accidente.


En el Estado de Washington, la ley permite explícitamente sujetar el uso de la bicicleta a una licencia (pagada). 


Dentro de las políticas, programas y planes de bicicleta, se encuentran una variedad de objetivos y metas. Como denominador común, se pueden identificar los siguientes dos objetivos más importantes:


- Fomentar el uso de la bicicleta, en particular como medio de transporte diario;


- Mejorar la infraestructura relacionada con el ciclismo (red de rutas y ciclovías, estacionamientos para bicicletas).


I. Convención de las Naciones Unidas sobre la circulación vial de 1968


La Convención de las Naciones Unidas sobre la circulación vial de 1968 establece principios de base sobre el ciclismo en los países contratantes. Las más importantes de ellas son:


- Las partes contratantes están obligadas a admitir en su territorio la circulación internacional a los ciclos1 que reúnan las condiciones técnicas definidas en la Convención, y cuyo conductor tenga su residencia normal en el territorio de otra de las Partes Contratantes.


- En la legislación nacional se puede autorizar a los ciclistas a adelantar a los vehículos motorizados detenidos o que circulen a velocidad reducida, por el lado correspondiente a la dirección del tráfico, siempre que haya espacio suficiente.


- Se establecen reglas de cambio de dirección que se aplican de manera subsidiaria, en caso de que las partes contratantes no hayan establecido otra cosa.


- Está prohibida la circulación de ciclos en las autopistas.


- Los ciclos tienen que reunir las siguientes condiciones técnicas para su admisión internacional: tener un freno eficaz, un timbre, estar provistos de un dispositivo reflectante rojo en la parte trasera y de dispositivos que permitan proyectar una luz blanca o de color amarillo selectivo en la parte delantera, y una luz roja en la parte trasera.


En Mayo de 2014, la Convención ha sido firmada por 36 países, entre ellos Chile, y ha tenido 72 participantes.


II. Experiencias Comparadas

1.- Estados Unidos de América


En los EE.UU, las normas que promueven el uso de la bicicleta, como medio de transporte o como herramienta de ejercicio, se encuentran a nivel de Estados. Por su parte, los condados dictan políticas (planes) de promoción. 


a) Estado de Washington: Marco legal estatal


En el sitio de la alianza de bicicletas del Estado de Washington, se encuentra información acerca del marco legal para bicicletas2. Las reglas sobre la seguridad y las reglas de tránsito para las bicicletas se encuentran en el Revised Code of Washington State (RCW)3. En él se establece que las bicicletas son consideradas vehículos cuando circulan en la calle, y peatones cuando circulan en la vereda, y que gozan de los mismos derechos y obligaciones respectivos. 


Además, se encuentran normas del siguiente tipo:


- Reglas de transito que tienen que respetar las bicicletas (por ejemplo: la señalización de transito);


- Obligaciones y prohibiciones (por ejemplo: no circular en autopistas, dar la prioridad a los peatones en la vereda);


- Obligaciones técnicas (por ejemplo: bicicletas tienen que tener frenos y luces).

En el sitio del Ministerio de Transporte del Estado, se encuentran resumidas las reglas de comportamiento más importantes para los ciclistas del Estado de Washington4:


- Cascos para ciclistas: A nivel de Estado, no existe el deber de usar casco. Sin embargo, ciertas ciudades y condados sí lo exigen.


- En la calle, los ciclistas tienen los mismos derechos y obligaciones que los conductores de otros vehículos. En caso de violar una regla de tránsito, pueden ser sancionados de la misma manera.


- Por razones de seguridad, se prohíbe el uso de ciertos tipos de vías (como autopistas, ciertas veredas en el centro de la ciudad).


- Está permitido que dos bicicletas (pero no más) circulen en paralelo.


- Para la circulación de noche, es obligatorio contar con una luz blanca en la parte anterior de la bicicleta, y un reflector rojo en la parte posterior.

- Los ciclistas pueden elegir entre usar la calle, la vereda, o las ciclovías, según sus necesidades de seguridad.

En el mismo Code5, se encuentran normas de carácter administrativo, sobre el ciclismo. Estas se pueden resumir de la siguiente manera:


- Cada ciudad puede regular, por vía de decreto, la circulación de bicicletas (y vehículos similares) en la vía pública, establecer prerrequisitos de licencia, así como construcción, mantención y uso de ciclovías. Además, puede establecer sanciones para el caso de no obediencia.


- Se prohíbe el uso de ciclovías por vehículos que no sean bicicletas.


- Está permitido sujetar el uso de bicicletas a una licencia.


- Al menos 75% de los fondos recaudados (con las licencias, etc.) deben ser destinados a un “bicycle road fund” y solo pueden ser usados para fines de construcción y manutención de ciclovías. Además, se pueden usar libremente otros fondos públicos, siempre y cuando sean destinados a mejorar y hacer más seguras las vías existentes para el uso de los ciclistas (para fines de transporte, no solo recreacionales). 


Además, el Code6 dispone que la Dirección de tránsito debe integrar un capítulo sobre la seguridad de los ciclistas y sobre como “compartir la calle” con ciclistas en sus publicaciones de instrucción. Asimismo, debe integrar preguntas sobre el tema en el cuestionario para el examen de conductores. 


b) Condado de Berkeley, California: Plan de la bicicleta


De acuerdo al condado de Berkeley, cerca del 5% de los empleados residentes en la ciudad utilizan bicicletas en sus desplazamientos7, lo que permite dimensionar el uso de éste sistema.


El Plan de la bicicleta de la ciudad de Berkeley, señala en su Capítulo sexto, sobre la promoción del uso de la bicicleta8, que se pretende fomentar la mejora de infraestructura y de elementos de educación relativos al uso de la bicicleta dentro de un sistema de transporte conmutado9. La razón primordial se encuentra en el creciente problema de congestión vehicular y la falta de lugares de estacionamiento.


El Plan pretende potenciar la utilización de la bicicleta como medio de acercamiento a otros medios de transporte, especialmente aquellos que conducen a los lugares de trabajo. Por ende, se busca conectar este programa con otros relacionados con los empleadores. En este sentido, el Plan de promoción parte del principio que el gobierno de la ciudad de Berkeley debe ser ejemplo, para otros gestores, fomentando el uso de la bicicleta entre sus funcionarios, como parte del plan de transporte conmutado. 


De acuerdo al Plan, un programa (público o privado) de promoción efectivo debe incluir los siguientes elementos:


a. Identificar los beneficios de la bicicleta como medio de transporte en un sistema conmutado (estrategia de marketing): La bicicleta permite reducir los costos de acercamiento a otro medio de transporte; permite hacer ejercicio, y reduce, por lo mismo, riesgos de salud asociados al sedentarismo que impactan en la gestión de los empleadores; es un medio no contaminante; reduce la demanda en calles congestionadas y el espacio de estacionamientos. Los elementos de una campaña de promoción relativos a la identificación de beneficios podrían ser:


- Utilizar los medios de comunicación para informar: Disponer, entre otros, de espacios permanentes en TV, radio y periódicos.


- Implementar un número telefónico especial para informar extravío de bicicletas, noticias, congestionamiento, etc.


- Publicar volantes de información sobre: bicicletas, equipamiento necesario, seguridad, lugares de estacionamientos seguros, puntos de venta de bicicletas y opciones sobre rutas de tránsito.


-Material de información: Mapas de rutas, eventos relacionados al uso de bicicletas, etc.


- Club de ciclistas: Dar inicio a un club de ciclistas que utilicen las bicicletas como medios de transportes en un sistema conmutado; entregar información sobre rutas a puntos de conexión; promover los eventos del club, y efectuar “escoltas” de promoción de los primeros viajes de los miembros del club.


- Demostraciones de uso seguro de la bicicleta: Mostrar uso seguro de la bicicleta, o técnicas de reparación. La campaña debería ser en horarios de colación y en los lugares de trabajo o de estudio. Buscar patrocinadores entre quienes tengan negocios relacionados a bicicletas.


- Implementar una semana del “uso seguro de la bicicleta”: Programa complementario a las demostraciones antes indicados.


- Organizar “bicicletadas” periódicas (una al mes, por ejemplo), para mantener el interés generado en la semana del “uso seguro de la bicicleta” y en las demostraciones.


- Competencias de usuarios de bicicletas como medio de transporte conmutado: Se puede realizar entre clubes o servicios tratando, por ejemplo, de demostrar cuál es el grupo que usa más el medio como transporte de acercamiento.


b. Proveer un incentivo al uso de la bicicleta como medio de transporte en un sistema conmutado: Dentro de las políticas de incentivos monetarios destinados a mejorar las condiciones del transporte local, se pueden incorporar algunas referidas al uso de la bicicleta. El plan propone como incentivo lo siguiente:
Otorgar espacios seguros (cobertizos, lockers, espacios abiertos con personal seguridad) para estacionamiento de bicicletas. Estos espacios deben encontrarse cerca de los lugares de trabajo.

Implementar una red de rutas para bicicletas con sistemas de señales para ellas.

Incentivos monetarios: El plan de la ciudad destaca diversos incentivos y propone buscar patrocinadores en el mundo privado para ayudar a financiarlos. Entre las propuestas se destacan:

Subsidio de tránsito: Pago por cada día de uso de la bicicleta.

Financiamiento para compra de bicicletas.

Reembolsos monetarios en proporción a los kilómetros recorridos.

Cupones de descuento o beneficios crediticios en negocios de bicicletas, restaurantes u otros negocios del sector retail.

Programa de ayuda para el costo de los estacionamientos. 

Otros incentivos:

Facilitar, como ciudad, el arriendo de bicicletas para trayectos cortos dentro del microcentro.

Entregar o facilitar equipos de reparación de bicicletas.

Implementar guía de reparación de bicicletas por medio telefónico.

Flexibilizar horarios de trabajo.

Implementar uso más relajado de las vestimentas de trabajo.

Implementar duchas y lockers en lugares de trabajo.


c. Apoyar e incentivar el uso de la bicicleta: En el caso del condado, será rol de los altos funcionarios y autoridades electas, apoyar públicamente las iniciativas tanto públicas como privadas relacionadas al uso de la bicicleta. El plan de Berkeley propone en este punto como medidas concretas las siguientes:

Campaña “Pedalee con la autoridad”: Auspiciar un viaje por la ciudad con alguna autoridad de la ciudad o Jefe de Departamento, para demostrar el apoyo a este tipo de uso de la bicicleta (uso como transporte conmutado).

Organizar eventos relacionados al uso de la bicicleta como medio de transporte de sistema conmutado, como el “Día de la Bicicleta” o la semana del Tránsito.

Comunicar mediante cartas a los empleadores de la ciudad, la existencia de la campaña, y lo beneficioso que ella sería para su empresa y trabajadores.

Solicitar que en los medios informativos de las empresas (memos, boletines, pizarras) se promocione la campaña, sus eventos, las empresas que ofrecen equipamiento, etc.

Resaltar por medios de comunicación aquellas empresas que se suman a las campañas y a quienes auspician, para incentivar la competencia y apoyo de las empresas, especialmente, las que no se han sumado al programa.

Uso de productos de merchandising para promocionar el programa como camisetas, botellas de agua (verano), etc.  


2. Países Bajos


En los Países Bajos, como regla general, los ciclistas tienen que respetar las reglas de transito vigentes para todos los usuarios de la vía pública. Sin embargo, existen excepciones. El sitio “Holland-cycling” resume la situación legal para ciclistas de la siguiente manera10:


- Uso del timbre de bicicleta, audible desde una distancia de 25 metros, es obligatorio.


- Todas las bicicletas tienen que disponer de un foco adelante y atrás, así como de varios reflectores.

- Los cambios de dirección se tienen que señalar con la mano.

- Hasta dos bicicletas pueden circular en paralelo.

- Está permitido llevar pasajeros en la bicicleta. Si se trata de niños menores de 8 años, tienen que estar sentados en un asiento de niños homologado.

- Se permite escuchar música y usar el celular durante el uso de la bicicleta.

- No es obligatorio llevar un casco.

- No se permite el uso de la bicicleta bajo la influencia de alcohol o de droga.

- Está prohibido circular en las veredas.

- Existen dos tipos de ciclovías: obligatorias y las cuyo uso solo es recomendado.


Una particularidad de la regulación es la responsabilidad civil en caso de accidente entre un vehículo motorizado y una persona que no está motorizada (bicicleta o peatón). Según el artículo 185 de la Ley de tránsito, se aplican las siguientes reglas de responsabilidad (deber de indemnización de daños y prejuicios)11:


- En caso de que la persona no motorizada sea menor de 14 años, la responsabilidad es objetiva, es decir, siempre recae sobre el conductor del vehículo motorizado.


- En los otros casos, el conductor del vehículo motorizado se hace responsable, salvo si puede demostrar que el accidente ocurrió por razones fuera de su control. Aun si puede demostrar que el accidente fue culpa de la persona no motorizada, debe hacerse cargo del 50% del daño, salvo si esta última ha actuado con dolo o con negligencia grave. 


Al igual que en los otros países, la promoción del ciclismo se encuentra fundamentalmente en las políticas y planes de los gobiernos locales. Se analizará el caso de la ciudad de Ámsterdam, atendido que el 37% de los viajes de transportes diarios son hechos por medio de bicicletas12.


Desde mediados de los años setenta el gobierno local de Ámsterdam ha promovido, expresamente, el uso de la bicicleta como medio de transporte. En 1978, el Concejo de la ciudad decidió potenciar la política de promoción, mediante la opción preferencial por la actividad ciclística. A partir de mediados de los ochenta, y de manera sistemática se han desarrollado la mayoría de los beneficios para este tipo de actividad13.


En paralelo, el gobierno holandés dictó el 2000 un Plan Maestro para el uso de la Bicicleta. Este se concentra en establecer objetivos, diseñar guías, financiar investigaciones, proyectar modelos, coordinar y financiar. Desde 1990 a 2006 el gobierno ha invertido más de 900 millones de euros en proyectos de uso y promoción de la bicicleta. Es importante considerar que en estacionamientos se ha gastado, en promedio, más de 25 millones de euros14.


De acuerdo a Pex Langenberg15, las razones para promover el uso de la bicicleta han sido la forma compacta y semicircular de la ciudad y sin grandes pendientes, lo que facilita el uso del mencionado medio de transporte. Cabe destacar que cerca del 35% de la población se mueve en este medio y el 40% en automóviles. Asimismo, según Langenberg, ha ayudado a la cultura del uso de la bicicleta, el interés de los habitantes de la ciudad por preservar el casco histórico evitando la congestión de vehículos motorizados en el sector; la convicción del uso combinado de medios de transporte (transporte conmutado); un bajo nivel de lobby de parte de los automovilistas y uno bastante importante de parte de los grupos de pedaleros, y, finalmente, una fuerte campaña para demostrar que el uso de la bicicleta como medio de transporte tiene considerables ventajas por cuanto es ambientalmente amistoso, ayuda a mantenerse saludable, no ocupa mucho espacio y ayuda a aumentar la accesibilidad urbana.


El plan actual de la bicicleta a largo plazo (2010 – 2016) de Ámsterdam16 prevé las siguientes medidas más importantes:


- Aumentar el número de estacionamientos para bicicletas en las estaciones de tren y en el centro de la ciudad. Administrar los estacionamientos existentes de manera más eficiente.


- Establecimiento, hasta 2020, del “plusnet fiets”: una red exhaustiva de rutas espaciosas, seguras y rápidas para ciclistas en el centro de la ciudad. En estas rutas, los ciclistas tendrán la prioridad de paso. 


3. Alemania


La Ley de tránsito alemana17, que debe ser respetada también por los ciclistas, contiene algunas reglas especiales para estos. Se trata en particular de las siguientes:


- No se permite la circulación de bicicletas en paralelo, salvo si no causa obstrucción del tránsito.


- El uso de las ciclovías es obligatorio.

- Está permitido usar la berma, si no hay ciclovías.

- Se permite a los niños menores de 9 años en bicicleta usar caminos de peatones.

- Se permite el transporte de niños menores de 8 años, por personas mayores de 16 años, en la bicicleta, con asientos especiales.

- Los ciclistas no pueden hacerse arrastrar por un vehículo motorizado.

- No existe obligación de usar casco18.


En el año 2002 se aprobó, a nivel federal, el “Plan Nacional para Promocionar la Utilización de la Bicicleta”19. Este Plan fue diseñado por el Ministerio Federal de Transporte, Vivienda y Construcción y fue aprobado por el Gobierno, fijándose como plazo de expiración de su vigencia el año 2012.


Los objetivos del Plan eran:


- Aumento del porcentaje de la circulación de bicicletas en Alemania antes del año 2012. El incremento del uso de la bicicleta tendrá impacto medio ambiental y de sanidad pública, dos objetivos perseguidos por la autoridad nacional.


- Fomento de la circulación de bicicletas como componente de una política de transporte sostenible e integrado.


- Fomento de una movilidad urbana útil para la sociedad y respetuosa con el medio ambiente, según el principio de “la Ciudad de los trayectos cortos”.


-Mejora de la seguridad vial.


- Las medidas concretas planteadas en el Plan para cumplir con sus objetivos eran:


- Aumentar al doble en los presupuestos, la cantidad destinada a la construcción y mantenimiento de las vías para bicicletas junto a las carreteras de todo el país. Estas vías, y las otras, deben conformar una red integrada. Se complementan las rutas de los pedaleros, con estacionamientos, señalizaciones, y, en general, una oferta de servicios para las necesidades de los usuarios de las bicicletas, por ejemplo: estacionamientos en puntos de transporte conmutado; posibilidad de embarcar las bicicletas en trenes o metros; servicios de reparaciones más rápido y competente; préstamo de bicicletas de repuesto; bicicletas de servicio/empresa; servicio de mensajería o de lavado, etc.


- Optimización del marco legal, especialmente en materia de planificación urbana. Se buscó generar nuevas estructuras urbanas más compactas, donde el aprovechamiento de la bicicleta pueda ser mayor. El gobierno federal, para permitir que los landers pudieran adaptar sus legislaciones urbanísticas, modificó la Ley de ordenación del territorio de 1998.


Asimismo, se pretendió incluir a la bicicleta en las normas sobre circulación, tránsito y establecer estándares de seguridad a su respecto.


- Campaña para lograr una mayor seguridad y para mejorar el clima en el tránsito rodado, de modo que se oriente a todos los participantes en el mismo (Programa para la seguridad en el tráfico). Se pretendía igualar la condición de medio de transporte de la bicicleta con otros medios. Por ejemplo, aumentar las exigencias para las bicicletas afin de que ellas circulen en forma óptima, tal como se les exige a los vehículos motorizados.


- Coordinación de las estrategias para la apuesta en práctica del plan nacional para circular en bicicleta a través del grupo de trabajo Gobierno federal-Lander “circulación de bicicletas”, que incorpora los actores sociales del sector, con el fin de fomentar el intercambio de información; ser fuente constante de impulso para el fomento de la circulación en bicicleta y coordinar las medidas de fomento.


- Impulso a la llamada Red D: red de vías para bicicletas que conecta a los landers y que está compuesta por doce recorridos supra-regionales de larga distancia, con una longitud total de 10.200 kilómetros. Ella ayudaría a reforzar en la mente de los turistas el concepto que Alemania es un país de destino turístico amigable con el medioambiente.


- Control de la puesta en práctica del plan nacional para la circulación de las bicicletas y realización de un informe acerca de los avances obtenidos en el fomento del uso de la bicicleta. Se debe verificar el nivel de colaboración entre los actores involucrados, quienes deben transferir información, y explicitar y hacer eficiente el patrocinio financiero del uso de la bicicleta.


- Realización de proyectos de investigación (de más de un millón de Euros) y de proyectos experimentales.


- Sistematización de las investigaciones sobre la utilización de la bicicleta en la ciudad tanto en Alemania como en el extranjero.


- Respaldo del concurso federal Best for bike.


- Apoyo institucional a la Asociación alemana de usuarios de la bicicleta (ADFC, por sus siglas en alemán) y a las asociaciones para la seguridad del tráfico.


- Creación de una plataforma abierta para todos los ciudadanos denominada “Diálogo sobre el plan nacional para circular en bicicleta”. El Plan comprendía que el fomento de uso no es sólo un asunto gubernamental, sino que además comprende a los grupos de interés organizados.


En 2012, se elaboró un segundo plan, vigente hasta 2020. Sus principales medidas son:

- Aumentar el porcentaje de transito de bicicleta:

- A 15% en todo el país.


- De 8 a 13% en el campo.


- De 11 a 16% en las ciudades.


- Elaborar nuevos conceptos de acción en el campo de la planificación del tráfico de bicicletas.

- Mejorar la infraestructura (ciclovías, señalización, etc.).

- Seguridad del ciclista.

- Fomento del turismo ciclístico.

- Fomento de las bicicletas eléctricas (llamadas Pedelecs).

- Combinación del transporte por bicicleta con otros medios de transporte.

- Educación en el campo del transporte y de la movilidad.

- Planificación de las necesidades financieras para el ciclismo.


4. España


En España, la legislación vial está en revisión completa. El nuevo Reglamento de Circulación aún no ha entrado en vigencia, por lo que se analiza la legislación vigente. La normativa se puede resumir de la manera siguiente20: 

- Si las hay, se deben usar las ciclovías. Sino, los ciclistas deben circular en la berma, siempre y cuando sea lo suficientemente transitable. Si no lo es, se debe usar la parte imprescindible de la carretera.

- Está prohibido circular en la vereda.

- Está prohibido el uso de las autopistas.

- Se permite la circulación de dos bicicletas en paralelo, siempre y cuando la visibilidad sea buena y que no cause obstrucción.


- Los giros y los desplazamientos laterales a otro carril se deben indicar con suficiente antelación, con la mano.

- Se permite llevar un niño menor de 8 años en una silla homologada, si el conductor es mayor de edad. 

- Se pueden llevar objetos que no sobresalgan por delante de la bicicleta, ni más de 25 centímetros por detrás; y medio metro a cada lado.

- Está prohibido circular bajo la influencia de alcohol o drogas.

- Es obligatorio disponer de un foco blanco en posición delantera, y uno rojo en posición trasera. En las vías interurbanas, es obligatoria una prenda reflectante. 

- El uso de un casco es obligatorio en las vías interurbanas.


Por su parte, los conductores de otros vehículos tienen la obligación de circular a velocidad moderada cuando se acercan a ciclistas en la vía. 


El último borrador disponible del nuevo Reglamento de Circulación prevé, entre otros cambios, el uso obligatorio de un casco para los menores de 16 años21. 


Esta legislación es completada por normas a nivel inferior, en particular de los ayuntamientos de grandes ciudades22. Asimismo, existen “planes de bicicleta” a distintos niveles administrativos. Estos se apoyan en la declaración de Ámsterdam (2000) sobre el derecho de usar la bicicleta23. 


Como ejemplo, se puede citar el Plan de la Bicicleta Andaluz, 2014-202024. La Consejería de Fomento y Vivienda es encargada de la implementación. El plan “tiene por objeto que la bicicleta se use en nuestras ciudades y áreas metropolitanas como un modo de transporte más, fundamentalmente para ir al trabajo, a los centros de estudios, visitas, etc. Al mismo tiempo la extensión, complejidad y oportunidades de un territorio como Andalucía, explica que en este plan la bicicleta se plantee también para la práctica del deporte, el ocio y el turismo”25. 


Las medidas de fomento del uso de la bicicleta se definen para tres ámbitos territoriales: el del conjunto de Andalucía, el de las áreas metropolitanas y el de las ciudades. “A escala autonómica es donde predominan los usos relacionados con el turismo, el ocio y el deporte, más que con el transporte en sí mismo. En la escala metropolitana y, sobre todo, urbana, es donde el uso de la bicicleta tiene una función muy importante como medio de transporte para viajes cotidianos, en su uso simple (todo el viaje en bicicleta) o combinado (intermodalidad bicicleta con transporte público)”26.


Uno de los objetivos más importantes del plan es crear una Red Andaluza de Vías Ciclistas, para hacer de la bicicleta una alternativa real a los autos. Según “El Diario”27, “el Plan Andaluz de la Bicicleta pretende conseguir desde 2014 a 2020 que la cuota de desplazamientos habituales en bicicleta en las ocho capitales de provincia más Jerez y Algeciras llegue al 10%, un 15% en el caso de Sevilla, ciudad con el porcentaje más alto de traslados habituales en este vehículo de dos ruedas”. El Plan toma como referencia en el caso de Sevilla, ya que se consideraría la cuarta mejor ciudad del mundo para la bicicleta. 


En esta última ciudad se ha establecido, en 2009, la “Declaración de Sevilla”28 sobre el uso de la bicicleta como medio de transporte saludable, ecológico y sostenible. Las declaraciones más importantes son:

- Todos tienen el derecho a circular en bicicleta y recibir formación vial al respecto.

- Se deben establecer ciclovías y estacionamientos para bicicletas.

- La ciudad necesita de medidas para la “pacificación del tráfico motorizado”.

- Se insta a los Ayuntamientos “a que aprueben Ordenanzas de circulación que establezcan un marco jurídico que propicie el uso de la bicicleta como medio de transporte urbano, garantizando la convivencia con los peatones y la prevalencia sobre los vehículos a motor”. 

- La red de vías ciclistas debe incorporarse en el Planeamiento Urbanístico y estratégico Municipal. 

- Los Ayuntamientos deben destinar recursos propios y contar con el apoyo de sectores económicos locales para financiar el fomento del uso de la bicicleta.

- Los Ayuntamientos deben “considerar la creación de un parque de Bicicleta Pública como una nueva forma complementaria de estimular el uso de la bicicleta en las ciudades y como elemento cohesionador de la intermodalidad”.

- Se deben desarrollar campañas de comunicación y difusión y poner en marcha iniciativas ejemplares de buenas prácticas.

- - - - - - -


Segundo Informe. Uso de la bicicleta en Holanda


La revisión de la historia vinculada al uso de la bicicleta en Holanda da cuenta que, las políticas que han tenido éxito para incrementar su uso corresponden a aquellas en que se ha considerado su uso como parte de un sistema urbano.


Inicialmente para incentivar su uso, por una parte, se desarrolló una industria local que permitiera construir bicicletas a un precio accesible y, por otro, se dotó de una red de vías adecuadas para su circulación.


Luego de su decaimiento, y cuando fue necesario la implementación de nuevas medidas para promover su uso, en un medio fuertemente motorizado, se abordaron temas de seguridad de tránsito, segregación/complementación del uso de las vías, usos en áreas urbanas, construcción de ciclovías, desincentivo del uso del automóvil, estacionamientos, estacionamientos relacionados con otros medios de transporte, como parte de las medidas.


Una de las principales conclusiones de las que da cuenta la experiencia holandesa es que ni la implementación de una red de vías para bicicletas, ni de medidas de seguridad, son suficientes para incentivar su uso, si éstas no se complementan con políticas públicas que doten de otras infraestructuras necesarias como los estacionamientos y paralelamente de políticas para desincentivar el uso del automóvil. 


I. Introducción


En Holanda el uso de la bicicleta se remonta a más de 120 años de historia. Una historia que da cuenta de un periodo de uso intensivo de este medio de transporte previo a la segunda guerra, con políticas públicas relacionadas con su uso. Luego, un período de decaimiento y luego un nuevo auge, esta vez relacionado con la necesidad de mejorar las condiciones de seguridad de tránsito y buscar alternativas de movilidad, ante el boicot del petróleo impuesto a Holanda.


Para la elaboración de este documento se utilizó como base el documento “Dutch Bicycle Master Plan” elaborado por el Ministerio de Transporte, Obras públicas y Gestión de recursos hídricos en el año 1999.


II. Antecedentes históricos


El uso de la bicicleta en Holanda, así como el desarrollo de una industria ligada a su fabricación, se remonta a la primera mitad del siglo XIX. Destaca la experiencia de Henricus Burgers reconocido en Holanda como pionero en la fabricación y promoción del uso de la bicicleta. Hasta 1890, la bicicleta fue un artículo de lujo asociada a pequeños grupos de los sectores con mayores recursos y que generaba algún grado de hostilidad en algunos sectores de la población.


Para abordar esto se crearon organizaciones o clubes de ciclistas que promovieron su utilización y respeto. La primera fue la Immer Weiter en Deventer, luego se difundieron en otras localidades. En 1883 se creó la Unión Nacional de Ciclistas de Holanda (Nederkndsche Vélocipède Bond NVB, que posteriormente se denominó Algemene Nederlandsche Wielrijders Bond ANWB), lo que ocurrió también en otros países europeos como Inglaterra, Francia y Alemania. Estas organizaciones promocionaron los intereses de los ciclistas, especialmente la difusión de su uso, las medidas de protección y la implementación de ciclovías29.


El uso de la bicicleta creció rápidamente, desde su uso con fines recreativos a un uso como forma regular de transporte. Según datos de la ANWB, entre 1888 y 1897, se pasó de 1.983 a 15.493 unidades30. En la misma fuente se señalan datos fiscales sobre tasas de bicicletas por habitantes: en 1899 era de 1 bicicleta por cada 53 habitantes y para el año 1906 dicha tasa ya era de 1 bicicleta por cada 17 habitantes. 


Estas cifras continuaron aumentando, entre otros aspectos gracias al crecimiento de la industria holandesa de producción de bicicletas que permitió la disminución de los costos de estos productos y con ella su venta a precios más accesibles para la población. Por otra parte, el aumento de usuarios, y con ellos los integrantes de las organizaciones de ciclistas, permitió que ellas incentivaran el desarrollo de ciclovías: entre 1899 y 1902 se construyó la primera ciclovía en Breda-Tilburg de 1.400 metros de largo con una calzada doble de 6 metros de ancho. La construcción de ellas aumentó desde el año 1900.


La figura a continuación da cuenta de la situación de las ciudades holandesas y la situación del uso de la bicicleta desde 1920.


Figura N° 1: Número de bicicletas en el total de los desplazamientos en algunas ciudades europeas entre 1920 y 1995.

[image: image2.png]



Fuente: La Bicicleta en los Países Bajos31

La participación del gobierno en el uso de la bicicleta en Holanda tuvo en su inicio los siguientes aspectos32:

- Desde el punto de vista tributario, en 1899 el gobierno central estableció un impuesto a las bicicletas como artículos de lujo. La ANWB realiza una campaña para conseguir la eliminación de esta carga, lo que finalmente se logró en 1919.

- En los años en que se introdujo el impuesto a las bicicletas se destinaron recursos para el financiamiento de infraestructura vial, lo que implicó tanto la construcción de ciclovías como el mejoramiento de las vías ya existentes. En 1901 se asignó un presupuesto de 3.000 florines, siendo la primera vez en que se asignó un ítem del presupuesto nacional para la construcción de ciclovías.

- En 1906 se dictó la Ley de vehículos motorizados y bicicletas, que abordada por una parte las situaciones de peligro, ruido y polvo asociadas al uso de automóviles, como también las reglas de conducta que deben cumplir los distintos medios de transporte. A solicitud de la ANWB, se incluyó a las bicicletas y las regulaciones que ellas deben cumplir para el uso de las vías, como por ejemplo un mecanismo de dirección, una campana o timbre, al menos un freno que funcionase correctamente y una linterna para el uso nocturno. 


Luego de 1920 el uso de las bicicletas aumentó considerablemente, convirtiéndose en el principal modo de transporte en Holanda. Incluso así, paralelamente, el gobierno desarrolló una Política de Tráfico cuyo principal objetivo fue generar las facilidades para la futura masificación del automóvil.


En 1928 se estableció un “Impuesto de Circulación” cuyo principal objetivo fue la ampliación y mantención de la red vial y aplicaba a todos los medios de transporte, con y sin motor. Para esto se generó un “Fondo Vial”. Por otra parte, la Dirección General de Obras Públicas y Gestión de Agua, establecieron un “Plan de Carreteras”, una planificación de obras viales a largo plazo con financiamiento estatal. Estos planes tuvieron una doble condición, por una parte aumentar la red vial y por otra generar empleo para paliar las situaciones de crisis que se vivieron con anterioridad a la Segunda Guerra Mundial.


Este impuesto también recayó sobre las bicicletas y eran parte principal del aporte debido a su gran número. La ANWB, abogó por que este cobro fuese diferenciado según el valor de la bicicleta y el destino en que se utilizase, consiguiendo que los trabajadores que requerían la bicicleta como medio de trabajo quedaran exentos de este pago.


Una de las discusiones suscitadas durante este periodo dice relación con que el principal objetivo del plan de carreteras fue el aumento de vías para los automóviles. En este marco si bien se realizaron ciclovías, estas no fueron entendidas como una forma de beneficiar a los ciclistas sino como una forma de evitar su presencia en las carreteras.

Tabla N° 1: Vehículos de pasajero y bicicletas entre 1924 y 1940 en Holanda.

	Año
	Bicicletas
	Vehículos de pasajeros

	1924
	1.800.000
	

	1930
	2.700.000
	68.000

	1937
	3.500.000
	91.000

	1939
	
	100.000

	1940
	4.000.000
	


Fuente: La Bicicleta en los Países Bajos33

Uno de los elementos que se discutieron al aumentar la cantidad de ciclistas y de vehículos fue la ocurrencia de accidentes de tránsito. Según los datos disponibles, por ejemplo, en 1934 hubo 744 personas fallecidas en accidentes de tránsito, un tercio de las cuales correspondían a ciclistas.


Entre 1940 y 1945, Holanda fue ocupada por Alemania. Durante ese periodo disminuyó el número de usuarios de bicicletas, producto del racionamiento del caucho, lo que disminuyó el acceso a los neumáticos, y de la requisición de las bicicletas por el ejército alemán.


III. Las bicicletas en el ámbito urbano


El crecimiento del uso de la bicicleta, así como los procesos de crecimiento de las áreas urbanas redundaron en que las bicicletas fueran una variable a considerar en los usos urbanos. La bicicleta alcanzo un nivel de masificación que se impuso en la discusión pública. Cuestiones como el aumento de accidentes; los problemas de tráfico ocasionados por los ciclistas (como participantes del tráfico “impredecibles, indisciplinados y poco profesionales”) que obstaculizaban y ralentizaban a otros vehículos como automóviles, autobuses y tranvías; o las ocupaciones del espacio para estacionamiento, fueron los principales aspectos.


En este escenario algunas ciudades como Ámsterdam, crearon un Comité de Tráfico (1922), para mejorar las condiciones del tráfico y de seguridad vial. Para abordar este tema y las características morfológicas de la ciudad dado su carácter histórico y cultural, se desarrolló un “Plan de tráfico motorizado moderno”, que tuvo una alta incidencia en sobre la planificación urbana de la ciudad, considerado como un intento por transformar esta ciudad en una “ciudad de las bicicletas”. Entre otros aspectos se proponía la localización de los sectores residenciales y de trabajo, de manera que se pudiera acceder a ellos en distancias recorribles en menos de 30 minutos en bicicleta a 15 km por hora. Si bien no se ejecutaron todas las propuestas, condicionaron el desarrollo de la ciudad y su extensión.


En otras ciudades también se adoptaron medidas en relación al uso intensivo de la bicicleta, como normar su velocidad máxima (Timburg) primero en 20km/hrs., en 1922, lo que evolucionó a 45 km/hrs. en 1939.


IV. Declinación del uso de la bicicleta


Entre 1950 y 1970 el uso de la bicicleta disminuyó, produciéndose un aumento explosivo en los viajes motorizados. La explicación de este fenómeno es de múltiples causas, una dice relación con el aumento de la población, de la extensión de las ciudades y con ello la necesidad de trasladarse mayores distancias, lo que desincentivó el uso de la bicicleta; otros aspectos son la especialización del trabajo y con ello la necesidad de trasladarse a lugares más alejados de las zonas de residencia. También el crecimiento económico y la masificación del uso de los automóviles fueron incidentes en este fenómeno.


Por otra parte, el aumento del uso de vehículos motorizados acrecentó el número de accidentes. Por ejemplo, en 1950 el número de accidentes fatales fue de 1.021, siendo un 33% de ellos ciclistas, además hubo 19.500 personas heridas (42% de ciclistas). Este incremento ha sido atribuido al aumento del uso del automóvil, entendiendo que su uso sin el comportamiento, los reglamentos e infraestructuras adecuadas representa una amenaza para el resto de los usuarios viales. 


Después de la II Guerra Mundial comenzó un proceso de reconstrucción, que entre muchas otras obras requeridas consideraba a las vías. Si bien se utilizaron los mismos criterios imperantes con anterioridad a la guerra, los recursos no fueron suficientes para abordar la tarea. En 1965 se creó un Fondo de Carreteras del Estado con cargo al presupuesto nacional, posteriormente se generó una Planificación de la Red de Carreteras, planificación a largo plazo cuyo énfasis estuvo en el desarrollo del tráfico motorizado, excluyendo el uso de la bicicleta de este proceso.


Esta disminución también se expresó en las áreas urbanas, en donde la disminución del uso de la bicicleta motivó que esta no fuese objeto de políticas de promoción ni difusión. Cabe considerar que en otras ciudades europeas hubo políticas específicas que desincentivaron su uso, como en Amberes en donde la infraestructura existente a 1950 en muchos casos fue demolida y en Hannover no se dispusieron de fondos para su reconstrucción, incluso en algunos lugares se prohibió su uso en zonas céntricas de las ciudades.


En el caso específico de Ámsterdam si bien se produjo el fenómeno de la disminución del uso, las características propias de la ciudad mantuvieron ciertas condiciones para su utilización.


Por una parte, se produjo un fuerte aumento de la población, y además un proceso de suburbanización, lo que aumentó las distancias de los desplazamientos (En 1940 era de 7 Km y en 1970 de 15 Km) lo que incrementó el uso del automóvil.


Pero, en 1960, se discutió si la ciudad debía adaptarse al tráfico motorizado. Se definió un proceso de incentivo del uso del transporte público, sobre todo en sectores históricos que no permitían la masificación del automóvil, limitando el uso del automóvil solo a viajes específicos y promoviendo el uso responsable de los automóviles.


Por otra parte, el Comité de Tráfico propuso que los ciclistas fueran parte del tráfico normal de la ciudad considerando que no había espacio para la segmentación y adoptando el criterio que todos los vehículos tienen los mismos derechos sobre las vías; además, estableció calles de uso exclusivo y permitió que las bicicletas utilizaran de manera bidireccional calles de un solo sentido de tráfico.


V. Redescubrimiento de la bicicleta


El redescubrimiento de las potencialidades del uso de la bicicleta tuvo dos elementos detonantes: por una parte, el tema de la seguridad de tránsito debido al alto número de víctimas en las carreteras, ocurrido en 1972, y, por otra, el boicot del petróleo impuesto a Holanda por los países árabes, por su posición de apoyo a Israel durante la guerra contra Siria y Egipto34. 


Estas circunstancias posicionaron la idea de evitar condicionar el desarrollo urbano y social, a las exigencias de los automóviles, lo que se tradujo en regulaciones al tráfico de automóviles y la promoción del transporte público. Se impusieron tarifas de estacionamiento en los centros urbanos y se crearon áreas “woonerfs”, pequeñas áreas residenciales en donde los peatones tienen prioridad y la velocidad de los automóviles está restringida.  


Además, en 1975 se creó la Unión de Ciclistas Holandeses, para promover exclusivamente el uso de la bicicleta y los intereses de los ciclistas.35 Esto motivó un nuevo incremento en el uso de la bicicleta entre 1976 y 1983, y un aumento en las distancias recorridas por los holandeses en aproximadamente un 35% durante dicho periodo.


En Ámsterdam, durante el periodo, se discutieron distintas fórmulas para mezclar o separar los distintos tipos de vehículos. En 1972 se impuso la idea de segregar los usos, sin embargo, en el Plan de Circulación de Tráfico de 1978 se definió priorizar los proyectos que fortalecieran la red de bicicleta, construyendo y ampliando las instalaciones para este tipo de transporte. Dadas las características de la ciudad, la separación prevista no se concretó porque implicaba la reducción del espacio vial. En la práctica existen algunas zonas separadas, pero en la mayoría de los lugares conviven ambos medios. 


Otro aspecto dice relación con las instalaciones de almacenamiento de bicicletas. Hasta 1960 en la mayoría de los barrios existían instalaciones para guardar las bicicletas, porque la mayoría de las casas no disponían de espacio para ello. Pero entre 1970 y 1985 muchas de estas instalaciones habían desaparecido, por lo que muchas bicicletas quedaban en la calle posibilitando situaciones de robo y vandalismo. Esto motivó la creación de una red de espacios de almacenamiento de bicicletas en los barrios como también en estaciones de trenes y de metros.


En 1976, se desarrolló un plan de expansión de las ciclovías, y a pesar de su ejecución una evaluación realizada en 1988 dio cuenta de la necesidad de implementar medidas más drásticas para incentivar el uso selectivo del automóvil como limitar su acceso a determinados sectores u horarios o limitar los estacionamientos.


VI. Cambio en la política pública


Los cambios en las distintas localidades también se expresaron en las políticas nacionales. Por una parte, el gobierno central no podía seguir financiando la continua expansión de las carreteras, ya que el Fondo Vial era insuficiente para el efecto, y por otra parte, W. Drees. Jr, Ministro de Transporte, Obras Públicas y gestión de Recursos Hídricos, promovió fuertemente la necesidad de una política diferente que estableciera el uso selectivo del automóvil y la promoción del transporte público como medidas para disminuir la congestión y mejorar el clima social.


En este mismo sentido, el Instituto de Economía Holandés, desarrolló en 1972 un estudio sobre “Tráfico Integral y Políticas de Transporte” que serviría de base a las políticas futuras. Los cálculos dieron cuenta que, de mantener el sistema existente y continuar ampliando la red de carreteras, la inversión necesaria para el año 2000 sería de entre 15 a 22 billones de florines.


El efecto político de este informe motivó a que casi todos los partidos políticos coincidieran que dicho escenario era inaceptable, y que dicha tendencia debía ser revertida.


El Ministerio rápidamente asumió la necesidad de estos cambios y señaló que el cumplimiento de este objetivo requería reducir los flujos de tráfico, lo que implicaba concentrar los flujos de tráfico y reconsiderar la red de carreteras previstas en el Plan Estructural de la Red Vial de 1966.


Paralelamente se desarrolló un Plan de Transporte de Pasajeros (1976-1980), que volvió a incorporar la bicicleta dentro de sus lineamientos, estableciendo una política dirigida a preservar las funciones urbanas, mejorar la calidad de vida y la seguridad del tránsito. Sus principales objetivos eran:

- Limitar el crecimiento del uso del automóvil, diferenciando por lugar y horario.

- Mejorar el flujo del transporte público.

- Establecer un estricto sistema de estacionamiento.

- Construcción de ciclovías seguras y atractivas.


Por otra parte, en 1983, a solicitud del Parlamento Holandés, se desarrolló el primer Memorándum del Tráfico de Bicicletas (Verkeer en Waterstaat, 1983) cuyo principal aporte fue la recopilación de las políticas locales aplicadas y sus logros. En base a él, en 1985 el Estado dio término a los subsidios estatales para la construcción de rutas y entregó financiamiento a través de los presupuestos generales de los gobiernos locales.


Con estos elementos, la red de ciclovías aumentó de 9.300 km a 16.100 km. un incremento de un 73% entre 1978 y 1988. Durante el mismo periodo la red de carreteras aumentó en un 11%, y la de autopistas en un 19%.


Con estas medidas se logró volver a incrementar el número de ciclistas. Una evaluación de 1981 concluyó que para tener una red adecuada se necesitaba una completa red de bicicletas en distintas escalas: una red de la ciudad con ciclovías cada 500 metros, una red del distrito con rutas cada 200 o 300 metros y una red de entorno cada 100 metros. Entre 1982 y 1987 se asignaron 29 millones de florines para implementar estas vías, estableciéndose un proyecto piloto en la ciudad de Delft (90.000 habitantes). Los resultados arrojaron que el uso de bicicletas aumentó ligeramente con la dotación de esta red y que mejoró considerablemente la seguridad de los ciclistas, que aunque no se redujo el número de accidentes, si lo hizo el número de fallecidos y heridos graves36. 

Figura N° 2: Accidentes de ciclistas y consecuencias entre 1980 y 1995.
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Fuente: La Bicicleta en los Países Bajos37

La conclusión final de estos estudios, señala que la construcción de una red de vías para bicicletas no es suficiente para incentivar su uso si simultáneamente no se desarrollan políticas para dotar de infraestructura e información sobre el uso de ellas y paralelamente de políticas para desincentivar el uso del automóvil. Desde el punto de vista del financiamiento, señalan la importancia de un impulso inicial de recursos del estado central, los que luego deben mantener y capitalizar los gobiernos locales.


VII. La situación actual


En 1988 se desarrolló un segundo Plan Estructural de Transporte, esta vez con un énfasis en la gestión de la demanda, vinculado a estudios similares en los ámbitos ordenación del territorio, tráfico y medio ambiente. Estos instrumentos vincularon sus objetivos y medidas en esos tres ámbitos políticos, lo que fue considerado un aporte para su efectividad.


Se estableció como objetivo principal la necesidad de revertir el crecimiento en el uso del automóvil en un 50% en relación a su incremento proyectado, por razones vinculadas a la accesibilidad, habitabilidad urbana y la preservación del medio ambiente, el paisaje y la naturaleza. Se consideró que el ordenamiento territorial era un instrumento para limitar el uso del automóvil a través de la concentración de las áreas residenciales y laborales en las áreas urbanas (ciudad compacta) así como de una adecuada red de transporte público.


La estrategia propuesta contempla los siguientes aspectos principales:

- Punto 1: Hacer frente a la fuente: Esto significa uso de vehículos limpios y eficientes, limitar el uso del suelo para la infraestructura y limitar el acceso de vehículos a las ciudades y las zonas de interés natural.


- Punto 2: La reducción y la gestión de la movilidad. Esto requiere distancias más cortos entre los lugares donde la gente vive, trabaja, compra y  pasa su tiempo libre. Requiere aumentar el precio de la movilidad.


- Punto 3: Mejorar las alternativas a los automóviles, mejorando otros medios de transporte de pasajeros, como la bicicleta, el transporte público y uso compartido del automóvil.


- Punto 4: Proporcionar accesibilidad selectiva por carretera. Todos los lugares no siempre deben ser totalmente accesibles para todos los modos de transporte.


- Punto 5: Fortalecimiento de las base. Esto implica información y cooperación con del gobierno con todos los niveles: financiamiento, seguimiento de las iniciativas e investigación.


Este plan se distinguió por su orientación a la ejecución de políticas, estableciendo un plan con objetivos específicos e indicadores de cumplimiento con una temporalidad al 2010. Además presentaba propuestas de proyectos a ejecutar y actividades con responsabilidad específicas para el gobierno central.


Si bien este instrumento no abordó políticas específicas en el ámbito de las bicicletas, las críticas que provocaron esta ausencia propiciaron que el Ministerio de Transporte desarrollara en 1990, un Plan Maestro de Bicicletas.


Este primer plan correspondía a un pequeño documento que abordaba temas como la imagen de la bicicleta, prevención del robo, la ciclovías, las instalaciones de almacenamiento en paradas de transporte público y el uso recreativo.


Posteriormente un grupo de trabajo creado para el efecto en el Ministerio de Transporte propuso en el año 1991, un Plan Maestro de Bicicletas (Verkeer en Waterstaat) que fue aprobado por la Comisión de Políticas de Transporte del Parlamento en 1992, proyectado inicialmente hasta 1994, finalmente se mantuvo vigente hasta 1998.


El Plan Maestro de Bicicletas fue concebido como uno de los elementos en el marco de una política de tráfico y de transporte, y la bicicleta como uno más de los medios de transporte disponibles. La bicicleta constituyó un medio para contribuir a solucionar el problema de tráfico y para restringir el uso del automóvil. La pregunta clave en base a la cual se elaboró la política dice relación con ¿qué medio de transporte es más eficiente para cada tipo de viaje? y en los casos en que la respuesta era la bicicleta, ¿qué condiciones se deben disponer para facilitar su uso?

El objetivo general fue “Promover el uso de la bicicleta al mismo tiempo aumentar la seguridad de la bicicleta y el atractivo”38

La estrategia propuesta fue:

	Líneas estratégicas
	Objetivo principal



	Cambiar la motivación desde el auto a la bicicleta.
	Un aumento en el número de pasajeros-kilómetro en bicicleta de 3.5 billones del año 2010 en relación a 1986, lo que resulta en una contribución de 8,75 por ciento a 

la reducción deseada en el crecimiento del uso del automóvil

	Cambiar la motivación desde el auto a la bicicleta y al transporte público.
	Un aumento en el transporte de trenes de 1,5 millones de pasajeros-kilómetro transportados (15 por ciento) para el año 2010 en relación a 1990, por medio de la interconexión entre el transporte público y la bicicleta.

	Seguridad de los ciclistas.
	Quince por ciento menos muertes de ciclistas en 1995 que en 1986 y 50 por ciento menos en 2010. Diez por ciento menos ciclistas lesionados en 1995 que en 1986 y 40 por ciento menos en 2010

	Estacionamiento de bicicletas y prevención de los robos.
	Un número sustancialmente menor de robos de bicicletas en 2000 en relación a 1990

	Información 
	En 1995 la Política de la Bicicleta es una parte integral sistema vial y de planes de transporte que realizan el Estado, las provincias, municipios y regiones de transporte. 

La transferencia de conocimiento se completara con los resultados de los proyectos piloto y de modelo en estudio.


Fuente: Uso masivo de la Bicicleta para el Buen Vivir.39

La evaluación de esta política se realizó respecto de tres instancias:


1. Los resultados de los proyectos llevados a cabo en el marco de la política.


2. Incorporación del resultado de los proyectos en las políticas y planes de los grupos objetivos.


3. Efectos alcanzados medidos por los indicadores establecidos.


En relación a los objetivos de los proyectos


Se desarrollaron pequeños proyectos en envergadura y se estableció que incluso los resultados no favorables, podían servir por la experiencia que aportaban. En  los casos de los 31 proyectos de investigación desarrollados, los resultados obtenidos fueron claros y concretos a las preguntas investigadas. En el caso de las experiencias pilotos, de los 41 casos desarrollados en la mitad de ello hubo existe, lo que se explica porque se testearon experiencias innovadoras de un alto riesgo.


De los 18 proyectos para el desarrollo de instrumentos, los resultados son variados, presentándose en muchos casos problemas institucionales, sin embargo hay aportes valiosos como por ejemplo el Manual de Diseño para instalaciones e infraestructura para bicicletas. Por último en el ámbito de las comunicaciones se desarrollaron 22 proyectos,  evaluados como exitosos.


En relación a los distintos actores de la política:

Los resultados son los siguientes, a nivel de los Ministerios, destacan como logros:

- La incorporación de la bicicleta en la ejecución de programas para el desarrollo de infraestructura segura y sostenible;

- La inclusión de las bicicletas en las políticas de transporte y en la gestión de las empresas de estacionamientos;

- El mejoramiento de las instalaciones de estacionamientos para bicicletas en las estaciones de trenes y autobuses.


A nivel de los municipios se destaca:

- De los 19 municipios en estudio, en 16 de ellos se desarrolló una Política de Bicicletas, y en 13 de ellos esta fue bien evaluada, posicionándose dos temas como claves: los problemas de tráfico local y la voluntad política para el desarrollo de la bicicleta.

- Existe un creciente reconocimiento respecto de la necesidad de medidas para restringir el uso del automóvil de manera complementaria a aquellas que incentivan el uso de la bicicleta.

- Resolver los problemas de tráfico, de manera integral y no solo como problemas de los ciclistas.


En relación a los privados


Se estableció que en la mayoría de los planes de transporte de las empresas se ha considerado la bicicleta, aunque hay aun pocas empresas que tengan este tipo de planes. Desde el punto de vista del número de viajes, en el modo del hogar al trabajo, el número fue inferior al esperado.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El proyecto aprobado por la Cámara de Diputados se ordena sobre la base de un artículo único, conformado por treinta y un numerales, más dos artículos transitorios, configurados en el siguiente sentido:


A través de lo contemplado en los numerales 1) a 4), 7) a 17) y 21) a 29) de la propuesta, se persigue “visibilizar” a la bicicleta dentro de la Ley de Tránsito, incorporando para ello definiciones sobre ciclos, bicicletas y triciclos. Lo anterior, a fin de que mediante tales explicitaciones se permita luego generar políticas y normas que permitan una adecuada coordinación con otros modos de transporte y con ello una mejora en la movilidad de las personas. De la misma forma, se posibilita la implementación de medidas de gestión (como reducción de velocidades, zonas de tránsito calmado y señalizaciones adecuadas) asociadas a un adecuado diseño urbano que incorpore redes de facilidades ciclistas, como calles mixtas, ciclovías o líneas de detención adelantada.


Asimismo, se establecen las circunstancias excepcionales bajo las cuales se puede circular por la acera. Por su parte, se establecen los deberes de los conductores de ciclos y reglas especiales sobre el estacionamiento de este tipo de vehículos.


De igual forma, se pasan a considerar a dichos ciclos como vehículos no motorizados.


Por otra parte, en los numerales 5) y 6) de la iniciativa se propone incorporar, dentro de los conocimientos que imparten las Escuelas de Conductores, materias referentes a la convivencia vial entre los distintos medios de transportes. Asimismo, se dispone que en los programas de enseñanza básica y media del país, entre sus actividades oficiales y permanentes, se contemple la enseñanza de las disposiciones que regulan tanto a los medios de transporte motorizados como no motorizados.


En relación a las medidas para mejorar la seguridad vial, en los numerales 18) y 19) de la propuesta, se propone disminuir la velocidad máxima en zonas urbanas, hoy de 60 kilómetros por hora para vehículos y motocicletas de menos de 3.860 kilogramos, a 50 kilómetros por hora, de manera de favorecer la seguridad del tránsito y su adecuada interacción con estos nuevos modos.


En la misma línea, en el numeral 20) del proyecto de ley se propone, como otra medida de seguridad vial, facultar a las Municipalidades para establecer en las zonas urbanas, por razones fundadas, zonas de tránsito calmado en áreas residenciales o de alta concentración de comercio y servicios, entre otras. 


Por otra parte, en el numeral 30) del proyecto de ley en estudio, se incorpora a la Ley de Tránsito un Título XX, nuevo, denominado “Las bicicletas y otros ciclos”, en donde se regulan de manera coordinada y organizada los principales aspectos sobre las ciclovías, del ciclista, las bicicletas y de circulación de los mismos. Sobre este último aspecto, se establecen las reglas de circulación en zonas urbanas, distinguiendo aquellos lugares donde existan ciclovías de aquellos en que éstas no están disponibles.


Asimismo, respecto de los estándares de operación y seguridad de ciclovías, se propone que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones sea el organismo encargado de definir las condiciones técnicas, de gestión, operación y seguridad de las vías para ciclistas. Siendo el objetivo de lo anterior procurar un desplazamiento seguro tanto de estos últimos como de otros modos de transporte que interactúan en el espacio vial.


A su vez, el numeral 31) de la iniciativa se hace cargo de las adecuaciones formales de numeración del articulado en el epígrafe de Título Final de la Ley de Tránsito.


Por último, el artículo primero transitorio dispone que el presente proyecto de ley, en caso de ser finalmente aprobado, comenzará a regir transcurridos seis meses desde su publicación. Asimismo, se establece que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones contará de un plazo de dieciocho meses, a contar de la referida publicación, para dictar los reglamentos indicados en la iniciativa.


Finalmente, el artículo segundo transitorio dispone que las ciclovías existentes al momento de la publicación de esta ley deberán adecuarse a las condiciones de gestión y seguridad de tránsito que defina el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en el plazo de tres años, contado desde la dictación del reglamento que definirá las condiciones de gestión y seguridad que deberán cumplir las ciclovías para su correcta operación, como asimismo las especificaciones técnicas de los elementos de seguridad para los ocupantes de ciclos (contenido en el nuevo artículo 221 de la Ley de Tránsito propuesto por el proyecto de ley en examen).
DISCUSIÓN EN GENERAL
Exposición del Subsecretario de Transportes


El Subsecretario de Transportes, señor Cristián Bowen, inició su presentación señalando que la iniciativa en referencia constituye, quizás, la modificación de mayor importancia que se propone efectuar a la Ley de Tránsito, a fin de dar cuenta de los nuevos desafíos que presentan las urbes en nuestro país, en donde reside, resaltó, el 87% de la población.
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En seguida, expresó que su exposición abordaría los siguientes puntos: contexto actual de la movilidad, diagnóstico de la seguridad vial, proceso participativo para modificar la Ley de Tránsito, objetivo de la modificación, principales enmiendas y las conclusiones recogidas en este ámbito.

I. Contexto actual de la movilidad

A este respecto, indicó que desde el año 2001 al 2014 se ha incrementado en un 110% el parque automotriz, lo que sumado al aumento del uso de la bicicleta (105,5% entre 2001 a 2012) y a la mantención de la caminata como principal medio de movilidad (34, 5% del total de la repartición modal), ha generado complejidades al momento de la utilización espacial y vial de tales medios, lo que origina la necesidad de una normativa que regule adecuadamente la convivencia de los mismos.
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En esa línea, expresó que si bien la problemática antes reseñada se agudiza, en términos comparativos, en la Región Metropolitana, se trata de un fenómeno social y urbano presente en la gran mayoría de las urbes de nuestro país.

De ese modo, agregó, si sumamos a dicho escenario un empoderamiento ciudadano, a través del cual, mediante distintas organizaciones de la sociedad civil, se hacen presentes diversas demandas en este ámbito, se evidencia con mayor claridad la necesidad de una regulación que disponga de una convivencia adecuada entre los distintos medios de transporte utilizados por la población.

II. Diagnóstico de la seguridad vial

En este punto, indicó que Chile es uno de los dos países de la OCDE (el otro es la Federación Rusa), en donde se experimentó un aumento en el número de fallecidos en accidentes de tránsito entre los años 1995 a 2007 (incremento de un 6,5%), mientras que los demás Estados miembros disminuyeron, en promedio un 42% tales siniestros.

Asimismo, señaló que de acuerdo a información proveída por la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (CONASET), a partir del año 2010, aproximadamente el 76% de los accidentes de tránsito ocurre en la ciudad, mientras que sólo el 24% restante acaece en zonas rurales. Así, y a fin de abordar esta problemática, la iniciativa en referencia dispone de medidas de seguridad para áreas urbanas, en tanto en ellas residir gran parte de las complejidades en este ámbito.

Lo anterior, subrayó, no quiere decir que los problemas de seguridad vial en áreas rurales no sean relevantes, sino que los mismos serán tratados por otras iniciativas que aborden el punto.

En seguida, en la misma línea de lo señalado, y a partir de antecedentes entregados, asimismo, por la CONASET, se advierte que un 58% de los fallecidos por accidentes de tránsito corresponden a peatones o ciclistas, lo que da cuenta de la necesaria intervención regulatoria en este contexto.

III. Proceso participativo para modificar la Ley de Tránsito

En este acápite, expresó que este proceso se inició en el anterior mandato presidencial, siendo continuado luego por el actual Gobierno, a fin de reunir diversas opiniones de los distintos actores de la sociedad civil, analizarlas en su mérito, y a partir de lo que se recogió en las mismas, estructurar el proyecto de ley en estudio. De esa forma, describió dicho proceso a través del siguiente esquema.
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Posteriormente, a través de los recuadros que a continuación se presentan, precisó los distintos actores que estuvieron involucrados en el aludido proceso, junto con resaltar la participación de un universo aproximado de mil quinientos usuarios de distintos medios de transportes.
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IV. Diagnóstico normativo

En lo que respecta a esta materia, señaló que la legislación actual establece una velocidad máxima urbana superior a lo recomendado por la OCDE, siendo sólo Chile y México los países que habilitan a una conducción superior a los 50 km/hr en el radio urbano de las ciudades.[image: image1.png]




En tal sentido, expresó que dicha situación es percibida por la población como un riesgo. En efecto, resaltó que en la Encuesta MORI de julio del año 2015, un 78% de las personas consultadas por el particular se manifestaron a favor de la reducción de la velocidad de 60 a 50 km/hr. De ahí, es que se puede afirmar que existe conciencia en la ciudadanía respecto del riesgo en este contexto.


Por otra parte, manifestó que la actual normativa pasa por alto las especificidades con las que cuenta cada medio de transporte, por lo que no se contemplan regulaciones que asuman la diversidad en la movilización al interior de la ciudad. Muestra de ello, agregó, es que la bicicleta es considerada como un vehículo más, desatendiendo las particularidades propias de la misma. 

De igual modo, siguiendo con el caso de la bicicleta, señaló que no existen reglas claras sobre la disposición de las ciclovías, por lo que se carece de estándares de calidad certeros en este ámbito, advirtiéndose, asimismo, la ausencia de certificaciones operativas que permitan acreditar si una ciclovía funciona adecuadamente o no en términos de movilidad y seguridad vial.

En esa línea, aseveró que la ausencia de criterios transversales genera inseguridad, mala gestión y falta de equidad entre los distintos medios, generando, además, incertidumbre frente a la calidad de los complementos, tales como los carros de arrastre y sillas para niños.

Por otra parte, expresó que tampoco existe promoción de una cultura de convivencia entre medios de transporte, en tanto la normativa actual se limita a regular sólo el movimiento de vehículos, por lo que una de las medidas que el proyecto de ley en análisis contempla es la incorporación de cursos de convivencia vial en las escuelas de conductores.

V. Proyecto de ley


En este último punto, señaló que el objetivo del proyecto de ley se orienta a mejorar la convivencia vial entre los distintos modos de transporte, abordando aspectos relacionados con la circulación de ciclistas, límites de velocidad urbana, educación vial y estándares de infraestructura, entre otros.

Posteriormente, pasó a describir las principales medidas contempladas en la iniciativa en examen.

a. Nuevas definiciones

- Se distingue entre vehículos motorizados y vehículos no motorizados.

- Se introduce la definición de “ciclos”, incluyendo vehículos con asistencia eléctrica con potencia máxima de 0,25 kw.

- Se crean las zonas de detención adelantada para ciclos y motocicletas.

b. Reducción de velocidad

- Se disminuye la velocidad máxima urbana de 60 a 50 Km/hr.

- Se definen y estandarizan las zonas de velocidad reducida (Zonas 30)

c. Estándares de ciclovía

El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones establecerá, para las ciclovías, las condiciones técnicas de: gestión, operación y mantención.

d. Normas de circulación

- Peatones no podrán caminar ni detenerse en ciclovías.

- Ciclos no podrán circular por las aceras, excepto niños, adultos mayores y personas con discapacidad, los que podrán movilizarse en velocidad reducida.

- Vehículos deberán dejar 1.5 mts para adelantar a un ciclo.

- Ciclos y motocicletas podrán adelantar por la derecha y entre dos pistas.

- Se restringen los lugares para estacionar la bicicleta

e. Otras regulaciones


- Escuelas de conductores deberán tratar temas de convivencia vial.

- Se definen estándares para los accesorios de seguridad y carros de arrastre para ciclos.

Luego de la exposición antes descrita, los Honorables señores Senadores efectuaron las siguientes observaciones y preguntas.

El Honorable Senador señor García Huidobro, expresó que le parece razonable que la iniciativa en examen aborde la problemática que asiste a las bicicletas, en tanto, además del progresivo uso que se hace de ellas en las grandes urbes, las mismas constituyen uno de los principales medios de transporte en las zonas rurales.

En seguida, señaló que las regulaciones propuestas por el proyecto de ley en estudio necesariamente deben ser aparejadas con medidas de infraestructura que hagan realidad la normativa sugerida, de lo contrario la iniciativa carecerá, considerablemente, de eficacia.

Posteriormente, indicó que el problema de convivencia entre medios de transporte debe ser asumido, principalmente, desde una perspectiva cultural, a fin de que se desarrollen prácticas sociales de respeto mutuo en la utilización de las vías públicas al momento de desplazarse. Así, subrayó que en Estados Unidos son las propias escuelas las que imparten cursos de tránsito para interiorizar, desde temprana edad, a los niños con conceptos básicos de movilidad.

Por otra parte, en lo que respecta a la reducción de la velocidad máxima urbana, señaló que ello constituirá un avance más teórico que práctico, en tanto contribuirá con la congestión vehicular, al implicar un desplazamiento más lento de los vehículos, sin perjuicio de incentivar a que las Municipalidades pongan el foco de su atención en pesquisar infracciones en este ámbito a fin de obtener recursos por esta vía, lo que aparta a dichos órganos de sus tareas fundamentales.

En esa línea, indicó que más allá de las recomendaciones de la OCDE, resaltó que existen Estados miembros de dicha organización que ni siquiera cuentan con un límite de velocidad en carreteras, por lo que insistió en que el punto es fundamentalmente cultural, antes que todo.

Por otro lado, señaló que el cumplimiento de la exigencia de mantener 1,5 metros de distancia entre el vehículo y la bicicleta quedará supeditado al ancho efectivo de la calle, la que muchas veces no presenta las condiciones necesarias para que exista la separación adecuada entre los distintos medios de transporte que transitan por la misma, por lo que reiteró que la eficacia de las disposiciones propuesta pasa en gran parte con una inversión de infraestructura.

En el mismo sentido, expresó que muchas veces los ciclistas, ante situaciones materiales de riesgo (por no cumplir las calles con el ancho adecuado u otras razones de similar naturaleza), eligen transitar por las veredas. A su vez, añadió, los peatones se ven en la necesidad de desplazarse por las ciclovías, en tanto no existir otro espacio físico entre sus casas y la calle. Por consiguiente, sugirió revisar las sanciones que se propongan establecer a este respecto.

Por último, si bien valoró las intenciones detrás del proyecto de ley en referencia, subrayó la necesidad de que, junto con las nuevas modificaciones a la Ley de Tránsito, se dispongan los recursos necesarios para realizar las inversiones infraestructurales pertinentes que hagan eficaces las medidas sobre convivencia entre medios de transporte que la iniciativa en comento propone.

El Honorable Senador señor Girardi, señaló que, en su opinión, el tratamiento del particular radica en definiciones sobre prioridades de uso de vías públicas e infraestructura vial requerida para ello.

En efecto, expresó que para el despliegue de un territorio urbano inteligente, se debe tener en consideración que dichas zonas son, siempre y en primer lugar, para los peatones, en tanto ser los habitantes de las urbes, por lo que se debe fomentar la armonía con la que ellos deben desplazarse por la ciudad. 

En esa línea, indicó que el fomento de la caminata genera una serie de consecuencias beneficiosas, tanto a nivel personal como colectivo, que reafirman la necesidad de la prioridad peatonal en las ciudades. En efecto, con ciudadanos que realizan periódicamente caminatas los beneficios en salud aumentan considerablemente, muestra de ello, agregó, es que los habitantes de las principales ciudades europeas cuentan con alrededor de un 100% menos de posibilidades de sufrir un infarto que un ciudadano estadounidense.

En seguida, señaló que el segundo medio que debe priorizarse es la bicicleta, para lo cual se debe analizar y disponer de la infraestructura real que viabilice el desplazamiento seguro de dicho transporte, lo que actualmente no sucede en nuestro país, en tanto no contar las vías públicas y calles con las medidas necesarias que garanticen un tránsito sin riesgo de una bicicleta junto con un automóvil.

Posteriormente, manifestó que la tercera prioridad en la utilización de vías debe ser el transporte público, por lo que se deben establecer reglas que fomenten fuertemente que la oferta de vías sea preferentemente para este modo. En efecto, señaló que si los buses se desplazaran a una velocidad mayor en nuestra capital, ello conllevaría a una mejor circulación de los mismos, lo que ayudaría a descongestionar el metro y a evitar mayores colapsos de tráfico en las calles.

De ese modo, y a fin de llevar a cabo las priorizaciones antes descritas, indicó que es fundamental desincentivar el uso del automóvil particular, por lo que medidas tales como la construcción de estacionamientos en los centros de las ciudades deben ser fuertemente restringidas.

En virtud de lo expuesto, expresó que se hace necesario contar con una visión integral de la movilidad urbana, en la cual se definan las prioridades de los medios de transporte, antes de disponer medidas de convivencia vial. De lo contrario, añadió, sólo serán mejoras puntuales y de limitado alcance, que no resolverán las problemáticas de fondo en este ámbito.

Por otra parte, señaló que si bien el elemento de la velocidad juega un rol importante en los accidentes de tránsito, estos últimos siniestros responden a varios otros elementos, como lo es la ingesta de alcohol y el de la existencia de un déficit de una infraestructura vial adecuada.

De esa forma, agregó, la reunión de esos tres elementos conduce a la existencia de flujos de transporte turbulentos, en donde se advierte que existe un exceso de modos en un sistema vial saturado, que no logra procesar toda la demanda por espacio vial.

Por último, reiteró la idea de que sin una política integral de priorización de medios de transporte y de diseño de ciudad, las iniciativas que aborden el particular sólo obtendrán una eficacia real limitada.

El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que, en su opinión, el elemento fundamental que explica la mayor parte de los accidentes de tránsito es el consumo de alcohol, por lo que el déficit institucional en este contexto, más que permitir una velocidad urbana de circulación mayor a las recomendaciones de la OCDE, es la falta de fiscalización a los conductores que hayan consumido bebidas alcohólicas.

Por otra parte, señaló que las Municipalidades ya no generan un mayor porcentaje de ingresos por las multas de tránsito, en tanto actualmente prohibirse las subvenciones de parte de estas últimas a Carabineros de Chile.

Posteriormente, manifestó que las buenas intenciones del proyecto en examen sólo quedarían en el plano teórico si no se contemplan medidas infraestructurales concretas, de acuerdo a las necesidades de los respectivos medios de transporte.

En efecto, indicó que las prohibiciones incorporadas por la iniciativa en estudio, en caso de no acompañarse de las mencionadas medidas infraestructurales, generarán un desincentivo en el aumento de la utilización de medios distintos del automóvil particular. Ejemplo de ello, añadió, es que si se prohíbe el uso de la bicicleta en la vereda, ante la falta de ciclovías adecuadas, lo más probable es que ese ciclista adopte otro medio a fin de evitar sanciones en sus desplazamientos, lo que constituiría un efecto no deseado provocado por la normativa propuesta.

Por último, expresó que el elemento de infraestructura debe ir necesariamente aparejado con deberes claros respecto de la mantención de la misma, a fin de evitar que al poco tiempo tales instalaciones dejen de ser utilizadas por encontrarse en mal estado, generándose nuevamente problemas en dicho ámbito.

El Honorable Senador señor Letelier, expresó que al no considerar el proyecto de ley en estudio las problemáticas que en este contexto padece el mundo rural, se muestra un déficit en el examen integral de la situación.

En efecto, añadió, dicho sesgo se manifiesta en que comunas que, en términos porcentuales, presentan mayor proporción de empleo de la bicicleta, probablemente no serán beneficiadas con proyectos de infraestructura, por lo que sugirió abordar el particular desde una visión amplia. 

Por otra parte, afirmó que la propuesta de estandarizar las condiciones a las que se deberán sujetar las ciclovías puede generar complejidades, en tanto muchas veces medidas de esa naturaleza rigidizan la disposición de tales vías, inobservando las realidades propias del lugar en donde la misma se construirá.

A su vez, sugirió que la iniciativa en comento no contemple una reducción de las velocidades urbanas máximas, en tanto se desviará la atención en lo central e importante de este proyecto, esto es, el fomento de la convivencia vial de los distintos medios de transporte.

Por otro lado, señaló que, a su parecer, los estándares de la OCDE en este ámbito no son del todo recomendables para analizar la situación nacional, en tanto gran parte de los países miembros de la misma, especialmente los más influyentes, luego de la Segunda Guerra Mundial, durante los años 50`, se vieron en la necesidad de reconfigurar sus ciudades de un modo mucho más armónico, por lo que el cambio cultural que experimentaron los ciudadanos en esas latitudes fue mucho tiempo antes que el que se comenzó a desarrollar en nuestro país, por lo que no considera razonable que se asuman sin más los criterios de la OCDE en este ámbito, precisamente por tratarse de realidades y trayectorias distintas.

Posteriormente, indicó que para desincentivar el uso del automóvil particular, además de privilegiar al transporte público, a la caminata y a la bicicleta, se deben establecer medidas que dificulten su compra, en tanto actualmente existir, precisamente, todos los incentivos para su adquisición.

En seguida, sugirió que sería recomendable definir y distinguir adecuadamente a las bicicletas de las motocicletas, a fin de que luego se dispongan las reglas de infraestructura idóneas para cada caso, asegurando el desplazamiento seguro de ambos modos.

Por último, expresó que lo importante en el estudio de la iniciativa es establecer reglas institucionales que fomenten una cultura pro convivencia vial, entendiendo que el presente proyecto tiene un rango limitado de acción.

El Honorable Senador señor Girardi, por su parte, expresó que, en su opinión, el elemento fundamental en lo que concierne a los accidentes de tránsito es la falta de infraestructura vial adecuada, a los que se suman, por supuesto, otros aspectos tales como la velocidad del vehículo o la ingesta de alcohol por parte del conductor.

Prueba de ello, resaltó, es que existen ciertas áreas calificadas como “puntos negros”, en los que sistemáticamente se generan accidentes todos los años, lo que evidencia que el déficit de infraestructura es lo determinante al momento de analizar el factor fundamental de los accidentes de tránsito. De lo contrario, agregó, no existirían “puntos negros”, sino que los accidentes se distribuirían aleatoriamente, precisamente lo opuesto a lo que ocurre.

En virtud de lo anterior, sugirió que en dichas zonas de riesgo se disponga de la respectiva señalética, advirtiéndole del mejor modo posible al conductor, ciclista o peatón, que tome todas las medidas del caso para desplazarse de forma segura por tal área.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Matta, señaló que, a su parecer, el contenido del proyecto es más bien teórico que práctico.

Lo anterior, agregó, en tanto el tránsito de la regulación hacia la realidad es muy complejo a la luz de la normativa que se propone, siendo cuestionable la factibilidad y viabilidad material de la iniciativa.

De ese modo, señaló que más allá de respaldar las intenciones del proyecto de ley en examen, considera que sin incorporar el elemento infraestructural y sin contar con una política integral en este ámbito, las finalidades de la iniciativa quedarán severamente limitadas en el contexto de aplicación práctica de las mismas.

El Honorable Senador señor Letelier, manifestó que a fin de que se logren los objetivos de convivencia vial de los distintos modos de transporte, se exploren en el proyecto fórmulas novedosas de regulación, estableciendo que en aquellas vías en donde existe acera peatonal en ambos lados de la calzada, se disponga que en una de ellas, en una determinada orientación, exista una ciclovía. Lo anterior, con la finalidad de avanzar en tal objetivo sin condicionarlo a la existencia de toda la infraestructura que se requiere, optimizando la ya existente.

El Subsecretario de Transportes, señor Cristián Bowen, señaló que en la discusión de la presente iniciativa se deben tener presente sólo los objetivos puntuales que la misma persigue, evitando pensar que ella es la propuesta de solución integral a los diversos problemas de movilidad en nuestro país.

Por otra parte, recogiendo lo planteado por el Honorable Senador señor Girardi en lo referente a los denominados “puntos negros”, indicó que una idea podría consistir en establecer la respectiva señalética que advierta del riesgo que dicha área representa, fijando, a su vez, cámaras de seguridad que registren las infracciones que se cometan en tal zona, sancionando de forma efectiva a los sujetos que quebranten tales reglas.

El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que los cambios culturales en este contexto son los que se hacen necesarios de introducir para superar las problemáticas en comento. Muestra de ello, añadió, es que en las vías exclusivas se han producido innumerables accidentes por no respetarse la dinámica con las que tales vías operan, lo que deja en evidencia un desconocimiento y una inobservancia en la relación con el funcionamiento de los demás medios con los que se comparte la vía pública.
Exposición del Centro Bicicultura


La Directora del Centro Bicicultura, señora Amarilis Horta, comenzó su intervención destacando que la organización que dirige es una de las tantas entidades pertenecientes a la red de agrupaciones referentes al transporte, que contempla a diversas asociaciones de ciclistas, automovilistas, de peatones, de víctimas y siniestros viales, de motociclistas, de especialistas sobre la materia y de seguridad vial.

A su vez, resaltó que la iniciativa en examen es fruto de un trabajo de impulso ciudadano, de parte de las referidas organizaciones, que se extendió desde el año 2008 a la fecha, cuyo primer objetivo fue visibilizar los vacíos, inequidades y arbitrariedades de la legislación de tránsito actual.

En ese sentido, señaló que tales deficiencias no saltan a la vista de manera evidente, por lo que se requiere de un análisis reflexivo sobre el particular para advertir la hostilidad con la que actualmente dicha legislación trata a las bicicletas (y también a las motocicletas), cuestión que, en su opinión, se encuentra al borde de la inconstitucionalidad.

En efecto, agregó, la normativa actual trata a la bicicleta como un vehículo más, debiendo el ciclista utilizar la vía pública sin dejar que otro se posicione de forma paralela o simultánea en el mismo espacio vial, lo que conduce a que, en la práctica, aquéllos siempre pierdan los juicios indemnizatorios por choques o accidentes en este ámbito. De hecho, resaltó, en el único caso en que fue acogida la demanda de una ciclista, el juez consideró a esta última como “peatona con ruedas”, siendo el único modo en que su alegación pudo prosperar. 

Posteriormente, describió los distintos actores con los que han trabajado en la materia, a través de la lámina que a continuación se presenta:
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En seguida, exhibió el cronograma de las actividades que condujeron al ingreso del proyecto de ley en estudio, mediante el presente esquema:
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A su vez, en lo referente a la configuración de la iniciativa en examen, analizó las principales modificaciones que esta última introduce a la legislación actual.

I. Especificación de tipo de vehículo

En este punto, señaló que el proyecto en análisis efectúa una revisión íntegra de la Ley de Tránsito, explicitando, en cada oportunidad, la referencia específica a vehículos motorizados, incorporando, en consecuencia, este último adjetivo en cada caso.


La finalidad de tal modificación, resaltó, obedece a establecer distinciones claras entre las exigencias que asisten a la bicicleta, diferenciándolas de aquellas obligaciones que sólo aplican a los vehículos motorizados (por ejemplo, la revisión técnica).

II. Nuevas definiciones


En este acápite, subrayó que, en primer lugar, se categorizan de forma precisa los distintos vehículos comprendidos bajo el concepto de ciclos, el cual es comprensivo de bicicletas, triciclos, bicicletas eléctricas de potencia asistida, patines, patinetas y bicitaxis.

A su vez, agregó, también se incorpora la definición de ciclovías, a través del establecimiento de una definición genérica, cuyas delimitaciones de detalle (en lo concerniente al tipo de segregación vial y sus velocidades permitidas) serán fijadas por la vía reglamentaria.

En esa línea, indicó que se añade que las ciclovías cuenten con la respectiva certificación por parte del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, no siendo obligatorio para el ciclista el uso de tales vías en caso de que aquéllas no cuenten con tal certificación.

En seguida, señaló que se incorpora el concepto de línea de detención adelantada para bicicletas y motos, por lo que se dispone el retroceso de la línea de detención de los automóviles, a fin de que las primeras comiencen antes que estos últimos su desplazamiento, con el objetivo que su visibilidad sea advertida fácilmente por los automovilistas.

Por último, subrayó la introducción de la idea de zonas de tráfico calmado, con la que se alude a áreas en donde los municipios podrán disponer la reducción de velocidad máxima de circulación (por ejemplo, en lugares cercanos a colegios o centros comerciales), las cuales han comenzado a implementarse en comunas como Vitacura, Santiago y Providencia.

III. Reducción de velocidad máxima urbana

A este respecto, señaló que sólo en Chile, y en ciertos Estados de México (en referencia a los países de la OCDE) la velocidad máxima de circulación urbana alcanza los 60 km/h, lo cual genera considerables complejidades en términos de seguridad vial, lo que explicó a través de las siguientes láminas.
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IV. Facilidades a municipios para disponer la creación de zonas de tráfico calmado

En este punto, explicó que el proyecto pormenoriza las atribuciones de las Municipalidades para fijar, en ciertas áreas de la comuna, velocidades de circulación menores al del resto de la ciudad, a fin de proteger a los transeúntes que circulan por tales zonas, evitando crear riesgos en estos contextos.

V. Definición explícita de espacios de circulación de ciclos

Ante la ausencia de una expresa regulación, en la actual Ley de Tránsito, acerca de los espacios por donde deben circular las bicicletas y similares, se dispone de reglas explícitas que definen claramente por donde los ciclos deben transitar.
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VI. Casos de excepción de uso de aceras por ciclos

A este respecto, indicó que la iniciativa en análisis dispone que sólo los ciclistas menores de catorce años de edad, adultos mayores y adultos acompañados de niños podrán emplear las aceras para su circulación, debiendo el resto sujetarse a las reglas descritas en el punto anterior.

VII. Adelantamiento a ciclos reservando 1,5 metros de distancia

Por último, destacó que el proyecto en estudio establece que el adelantamiento a ciclos debe efectuarse guardando una distancia de 1,5 metros respecto de estos últimos, lo que sugiere poner en relevancia el espacio necesario que el automovilista debe respetar al momento de realizar tal maniobra, tratando de, nuevamente, diferenciar a la bicicleta del resto de los vehículos, evitando tratarla como uno más de ellos.

Finalizó su exposición resaltando que el proyecto concita el acuerdo de todos los sectores, respaldando su aprobación tal como está, sin perjuicio de las perfecciones que pudiesen incorporarse a través de las respectivas indicaciones.

El Representante de Automóvil Club de Chile, señor Alberto Escobar, señaló que si bien, a priori, podría pensarse que la organización que lidera sería contraria a la presente iniciativa, por el contrario, dicha entidad respalda profundamente este proyecto.

En efecto, indicó que el Automóvil Club de Chile ha contribuido con las demás organizaciones antes reseñadas a impulsar esta iniciativa, a fin de generar mejores condiciones de seguridad vial.

En esa línea, manifestó que de acuerdo a investigaciones desarrolladas en este ámbito, se ha verificado que el 60% de los automovilistas exceden siempre el límite de velocidad urbano y el 50% de los conductores, a su vez, superan el límite de velocidad en carreteras, por lo que el particular requiere de una regulación estricta en este punto.

Asimismo, indicó que la entidad que representa actualmente fomenta una política de desincentivo del uso del automóvil particular, debido a las diversas externalidades negativas que ello genera, especialmente en tanto representa un sistema egoísta de transporte, por lo que la disminución del riesgo que presenta el exceso de velocidad en su utilización debe ser un punto a regular de manera urgente.

El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, señaló que las ciudades progresivamente se están convirtiendo en realidades cada vez más complejas, en virtud del creciente uso de diversos medios de transporte y los conflictos que a partir de ello se deriva.

En tal sentido, subrayó que la iniciativa en examen pretende abordar dicho fenómeno, destacando que la misma ha sido fruto del trabajo de diversas organizaciones y de la participación de más de mil quinientos usuarios interesados.

Por otra parte, en lo relativo a la disminución de la velocidad propuesta por el proyecto, señaló que en el año 2002 se aumentó de 50 a 60 km/hr el límite máximo de velocidad urbano, advirtiéndose en el año 2003 un aumento de la accidentabilidad en zonas urbanas en un 29%, incrementándose, a su vez, los índices de fatalidades en un 25%, alzas que los estudios al respecto asocian, precisamente, con el aumento de velocidad antes referido. De ahí, resaltó, es que se proponga nuevamente fijar el límite de velocidad en 50 km/hr.

El Subsecretario de Transportes, señor Carlos Melo, expresó que, en lo concerniente a la certificación del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de las ciclovías, se debe tener en consideración que actualmente sólo existe un manual del Ministerio de Vivienda y Urbanismo de diseño de este tipo de infraestructura (normativa de construcción), en donde no existen elementos de operatividad de las mismas, de su gestión, mantención y seguridad vial, precisamente los criterios que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones pasará a certificar.

El Representante de Asesorías y Proyectos Bicicultura, señor Henry Herrera, destacó que el trabajo desarrollado por las agrupaciones recoge la realidad de diversas ciudades de nuestro territorio, con sus distintas particularidades, en tanto participar organizaciones de Arica a Valdivia. De ahí, resaltó, que la iniciativa no se centre en un modelo de ciudad como el de Santiago, sino que permita aplicar las medidas en ella contempladas en distintas realidades urbanas.

Posterior a la exposición e intervenciones antes descritas, los Honorables señores Senadores efectuaron las siguientes observaciones y preguntas.

El Honorable Senador señor Letelier, valoró que la presente iniciativa sea producto de un trabajo colectivo amplio, en tanto ello demostrar la seriedad y responsabilidad con la que se ha tratado el particular.

Posteriormente, reparó en las dificultades que puede conllevar el hecho de que las ciclovías se sujeten a la certificación del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en tanto existir en este ámbito una regulación expresa de parte del Ministerio de Obras Públicas que dispone qué tipo de infraestructura, en concreto, será categorizada como ciclovía, por lo que de existir discrepancias en tales regulaciones, pueden generarse situaciones de pérdida de derechos que afecten, precisamente, a los usuarios de tales vías.

Por otra parte, expresó que el proyecto de ley en análisis gira en torno a la realidad de ciertas zonas urbanas, en donde el sujeto en cuestión se ve enfrentado a la opción de elegir entre distintos medios de transporte, por lo que se pretende fomentar que dicha elección se efectúe de la forma más autónoma posible, evitando que la misma se vea influenciada por los eventuales riesgos de inclinarse por un medio con el que se correrá más riesgos viales (por ejemplo, se elige el automóvil por sobre la bicicleta por la seguridad que brinda el primero, no obstante preferirse a la segunda).

Sin perjuicio de eso, señaló que en zonas rurales esa opción no existe, viéndose las personas en la necesidad de utilizar los ciclos, no siendo suficiente la infraestructura existente para tal efecto, por lo que sugirió atender de igual forma este punto.

A su vez, indicó que se hace necesario efectuar una clasificación de los distintos vehículos más allá de si son o no motorizados, a fin de realizar las respectivas diferenciaciones en su utilización, con el objetivo de dotar a todos ellos garantías de una verdadera seguridad vial.

Posteriormente, señaló que, en su opinión, las alzas estadísticas expresadas por el Ejecutivo durante el año 2003 se deben, además del aumento de la velocidad permitida, a otras causas, por lo que entiende que dicho fenómeno es multidimensional, de ahí que solicitó al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones el envío de los respectivos antecedentes al respecto.

Por último, consultó a la señora Horta el tema que, a su parecer, sería el prioritario en esta iniciativa.

La Directora del Centro Bicicultura, señora Amarilis Horta, respondiendo a la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Letelier, señaló que, en opinión de las organizaciones, el tema prioritario es la reducción del límite máximo de velocidad urbana.

El Honorable Senador señor Letelier, expresó que, a su parecer, el tema fundamental del presente proyecto viene dado, más que por la reducción de velocidad antes referida, por la regulación adecuada de la circulación vial de los distintos medios de transporte.

El Honorable Senador señor García Huidobro, señaló que los antecedentes respecto del alza de la accidentabilidad y fatalidad experimentada el año 2003, debe ser contrastada con los avances tecnológicos actualmente presentes en los vehículos, especialmente con la capacidad de frenado de los mismos.

Por otra parte, propuso incorporar en el análisis del presente proyecto, como prioridades del mismo, la utilización de tecnologías limpias, tales como bicicletas y motos eléctricas, en tanto contribuir en materias ambientales, de congestión y de convivencia vial.

Por último, sugirió adoptar una visión respecto de cómo la iniciativa en examen abordará la realidad rural, en tanto requerir de un tratamiento diferenciado en este ámbito.

El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que si bien se dotan a las Municipalidades de atribuciones para regular distintos aspectos de las materias que la presente iniciativa aborda, ello no será materializado en la práctica sino que hasta que haya una política de Estado en lo concerniente a la infraestructura efectivamente requerida.

Lo anterior, resaltó, en tanto la gran mayoría de las entidades edilicias no cuentan con los recursos suficientes como para hacerse cargo de las obras que este proyecto exige para llevar a cabo una adecuada convivencia vial, por lo que es el Estado, a través de una política integral, el que debe colaborar activamente en este ámbito, a fin de materializar las medidas que la iniciativa contempla.

A su vez, en lo relativo a la disminución de velocidad propuesta, señaló que los siniestros asociados a la misma se deben a causas de distinta naturaleza, no siendo dicha reducción la solución, sino que disponer de la infraestructura necesaria para la utilización de los distintos medios, lo que insoslayablemente pasa por una política de Estado integral.

Por otra parte, en lo que respecta al desincentivo del automóvil particular, señaló que ello sólo es viable en caso en que el transporte público mejore, por lo que no ve dicho objetivo como realizable sino hasta que se cumpla esta última condición.

Por último, afirmó que la iniciativa en examen debe disponer de una regulación diferenciada y simplificada para las zonas rurales, a fin de que en estas últimas se puedan adoptar las medidas contempladas en el presente proyecto de forma adecuada.

El Honorable Senador señor Girardi, comenzó su intervención subrayando que en unos pocos años más Santiago alcanzará los diez millones de habitantes, los tres millones de vehículos y contará con una población, en mayor medida, compuesta por adultos mayores, por lo que tanto para el caso de la capital como para el resto de las ciudades del país lo primordial viene dado por resolver cómo se pretende construir territorio.

En tal sentido, indicó que lo primordial es generar una ciudad, en primer lugar, para el peatón, a fin de que este último pueda caminar en ella de forma segura, beneficiándose de todas las externalidades positivas que ello conlleva en materia de salud.

En segundo lugar, prosiguió, la urbe debe estar diseñada para los ciclistas, por lo que se debe disponer de la infraestructura vial necesaria y adecuada para estos últimos.

En contraste con tales necesidades, agregó, las vías públicas de hoy privilegian el empleo del automóvil privado, lo que es una enorme complejidad para desarrollar y alcanzar los objetivos de una ciudad armónica para sus habitantes.

Posteriormente, expresó que los problemas en este ámbito son variados, sistémicos y no jerárquicos, por lo que más que limitar la discusión de esta iniciativa, se debe engrosar a la misma, a fin de reflexionar sobre los diversos aspectos vinculados a ella.

Por último, se manifestó a favor de la certificación de las ciclovías por parte del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en tanto con ello dotar de estándares de calidad a tales obras, legitimando con ello su uso.

El Honorable Senador señor Letelier, precisó que su reparo con las aludidas certificaciones reside en el hecho de que, de no ser coincidentes ellas con los parámetros del Ministerio de Obras Públicas, se arriesga la posibilidad de que no pueda existir inversión pública sobre las mismas, precisamente por no ajustarse a las reglamentaciones de esta última Secretaría de Estado.

El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, resaltó que la presente iniciativa es un instrumento más para el desarrollo de mejores estándares de seguridad vial, por lo que el proyecto en examen no debe ser visto como el único mecanismo que se hará cargo del particular.


En esa línea, señaló que el mismo pretende modernizar la Ley de Tránsito, a fin de esta normativa pueda adecuarse al aumento del parque de motos, al incremento del uso de la bicicleta y al reconocimiento del peatón, en tanto ser la caminata, incluso hoy, el principal medio de las personas para trasladarse a sus trabajos.


Por otra parte, en lo referente a la certificación de las ciclovías, señaló que tales actuaciones se efectuarían por parte del Ministerio que encabeza respecto de ciclovías ya existentes, por lo que no incidirían en lo que concierne a la normativa técnica de construcción que dichas obras deben seguir. 


En efecto, explicó que el objetivo de dicha certificación es acreditar la calidad de tales vías, por lo que de verificarse el adecuado estado para transitar por las mismas, el ciclista se encontrará obligado a circular por ellas, en caso contrario, podrá válidamente emplear la calzada.


Por otro lado, en lo relativo a la disminución del límite máximo de velocidad urbana, señaló que el incremento, antes referido, experimentado el año 2003, en términos de accidentabilidad y fatalidades, se reconduce al aumento de dicho límite, en tanto las demás variables pertinentes no haber sufrido mayores cambios.


Por último, en lo concerniente a la mejora de la calidad del transporte público, señaló que ello es posible sólo en la medida que se desincentive el uso del automóvil particular, en tanto ello obstaculiza la frecuencia y velocidad del primero, precisamente los factores que más requieren los usuarios.


La Directora del Centro Bicicultura, señora Amarilis Horta, expresó que las organizaciones que representa son conscientes de que es necesario fijar una política integral del Estado sobre el particular, a fin de abordar esta problemática desde una perspectiva sistémica.


Sin perjuicio de ello, agregó, la presente iniciativa sólo pretende visibilizar algunos de los aspectos negativos de la actual Ley de Tránsito, a fin de que puedan ser corregidos.


En esa línea, expresó que el proyecto de ley en estudio dispone de medidas para aumentar la seguridad vial de bicicletas, entre las cuales se encuentran, a modo de ejemplo, las modificaciones pertinentes para que la judicatura pueda fallar a favor de un ciclista dañado por el impacto de un automóvil.


Por otra parte, respecto de las atribuciones de las Municipalidades sobre la materia, expresó que si bien las entidades edilicias actualmente cuentan con las competencias para disminuir, en ciertas zonas, la velocidad máxima permitida, ello implica seguir el mismo procedimiento complejo que para aumentar dichos límites, por lo que el proyecto propone una simplificación de tal proceso.


Por último, expresó que la iniciativa en examen refleja un consenso mínimo sobre el punto, compartido por todos los actores del sector.


El Honorable Senador señor Letelier, resaltó que el eje central de la discusión no debe residir en la reducción de los límites máximos de velocidad urbana, sino que en la regulación apropiada para la circulación de los distintos medios.


En ese pie, señaló como conveniente escuchar la opinión de diversos expertos sobre la materia, a fin de que la Comisión se forme una convicción cabal del particular.

Exposición del señor Alejandro Tirachini

El Académico de la Universidad de Chile, señor Alejandro Tirachini, inició su presentación señalando que el énfasis de la misma sería la relación existente entre la velocidad de circulación de los vehículos y los accidentes de tráfico.


En tal sentido, afirmó que existe abundante evidencia empírica de que con el aumento de los límites de velocidad se incrementan, a su vez, dos variables estrechamente relacionadas con los siniestros del tránsito, como lo son la frecuencia y la severidad de los accidentes.


En esa línea, exhibió los gráficos que a continuación se presentan:
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A la luz de los citados gráficos, resaltó que con la modificación legislativa efectuada el año 2002, que aumentó la velocidad máxima en ciudades de 50 a 60 km/h y en carreteras de 100 a 120 km/h, se observó un aumento de doscientos cincuenta fallecidos en accidentes de tránsito. Sin perjuicio de lo anterior, agregó, las cifras entregadas por CONASET en los referidos esquemas no dan completamente cuenta del impacto de los accidentes viales, en tanto basarse en los datos entregados por Carabineros de Chile, los cuales catalogan como fallecido en accidente de tránsito a una persona siempre que el siniestro que le ocasionó la muerte haya sucedido dentro de las veinticuatro horas anteriores al deceso. 


De ahí, añadió, que el Ministerio de Salud ha considerado como fatalidad de tránsito a todas aquellas muertes producidas por un accidente vial, con independencia del tiempo transcurrido entre el siniestro y el fallecimiento de la persona.


Lo anteriormente descrito, lo explicó a través de las cifras contenidas en los esquemas que a continuación se presentan.

Chile: Reporte de Fatalidades de Transito según Institución

	Año
	Carabineros de Chile

(1)
	Ministerio de Salud

(2)
	Diferencia relativa

(2)/((1)

	2000
	1.698
	2.073
	1,22

	2001
	1.562
	1.904
	1,22

	2002
	1.549
	1.885
	1,22

	2003
	1.703
	2.144
	1,26

	2004
	1.757
	2.152
	1,22

	2005
	1.626
	2.170
	1,33

	2006
	1.652
	2.179
	1,32

	2007
	1.645
	2.157
	1,31

	2008
	1.782
	2.334
	1,31

	2009
	1.508
	2.105
	1,40


Fuente: las respectivas instituciones

Fuente: Profesor Luis Rizzi, PUC

Chile: Reporte de Fatalidades de Transito según Institución

	
	Año
	Carabineros de Chile

(1)
	Ministerio de Salud

(2)
	Diferencia relativa
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	tendencia Ley 
	2001
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Fuente: las respectivas instituciones

Fuente: Profesor Luis Rizzi, PUC


Por otra parte, en lo referente al real impacto de medidas que proponen reducir los límites de velocidad, señaló que si bien a priori podría pensarse que los conductores simplemente inobservarán las nuevas reglas y seguirán conduciendo a la velocidad anteriormente permitida, la evidencia permite sostener que sí existe un efectivo cambio de conducta. Lo anterior, explicado a través del siguiente gráfico.
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Posteriormente, indicó que la reducción de los límites de velocidad de circulación no generan, por regla general, un aumento en los tiempos de viaje, en tanto estos últimos ser determinados por una multiplicidad de factores (entre ellos la congestión vehicular), por lo que dicha situación sólo ocurre excepcionalmente y en términos marginales.


Por otro lado, en relación a los vínculos entre accidentes, velocidad y flujo vehicular, afirmó que, independientemente del tipo de vía de que se trate, se observa que un aumento en los límites de velocidad permitidos siempre genera mayor número de accidentes, por lo que tales variables se encuentran directamente vinculadas (son directamente proporcionales).

Frecuencia de accidentes aumenta con velocidad y flujo
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Luego, en lo concerniente a la relación entre velocidad vehicular y daños a los peatones, explicó que, al igual que en la gráfica anterior, se observa una relación directa entre mayores velocidades permitidas y muertes o lesiones hacia las personas. Lo anterior, explicado a través de los esquemas que a continuación se presentan.

Probabilidad de muerte de peatones
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Figure 2: Relationship between impact speed and probability of fatal injury to
pedestrians. Adapted from Ashton 1980, Walz et al 1983, Otte and Suren 1984,
Interdisciplinary Group 1986.




Elvik, R., Christensen, P., Amundsen, A. (2004). Speed and road accidents. An evaluation of the Power Model. Institute of Transport Economics TOI, Oslo, Noruega.

Probabilidad de muerte y de heridas serias en peatones
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Por otra parte, en lo relativo a la relación entre el ancho de las vías y la velocidad de circulación por ellas, indicó que tal vinculación es directamente proporcional, siendo mayor la velocidad cuando más ancha es la vía por la cual se circula. Lo anterior, lo describió mediante el siguiente gráfico.
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Pau, M. y Angius, S. (2001) Do speed bumps really decrease traffic speed? An Italian experience. Accident Analysis & Prevention 33 (5), 585-597. http://www.sciencedirect.com/science/article/pii/S0001457500000701

Posteriormente, citando experiencias comparadas sobre el particular, destacó el caso de Australia, en donde la adopción de 50 km/h como límite urbano por defecto, cambiando el límite en vías donde era 60 km/h, trajo consigo:


- 8-21% de reducción estimada en accidentes con heridos o muertos.


- 25-51% de reducción estimada en atropellos de peatones.


Por último, finalizó su exposición con las siguientes conclusiones:


- Disminución del límite de velocidad urbano se pronostica beneficioso para la sociedad.


- El impacto positivo es mayor si hay ajustes en diseño vial y fiscalización.


- En zonas residenciales, comerciales, de escuelas y otras similares, el límite de velocidad debiese ser 20, 30 o 40 km/h, en tanto los 50km/h resultar todavía un límite muy riesgoso.


En esa línea, el caso de Estocolmo resulta una valiosa experiencia, en donde se ha fijado el límite de 30 km/h en zonas residenciales.


Luego de la exposición, los Honorables señores Senadores efectuaron las siguientes preguntas y observaciones.


El Honorable Senador señor García Huidobro, expresó que en las causas de las muertes ocurridas en accidentes de tránsito se encuentran envueltos diversos factores, además de los relacionados con el aumento de los límites de velocidad, los cuales debiesen ser desagregados a fin de dar cuenta de mejor forma de la globalidad de la problemática, dentro de los cuales se encuentra, por ejemplo, el aumento del parque automotriz.


Asimismo, señaló que en las cifras aportadas por el señor Tirachini se aprecia que en el año 2013 existieron menos fallecidos que en el año 2007, por lo que preguntó si ello se debe a mejores tecnologías de seguridad en los automóviles, en tanto el número de accidentes continúa año a año al alza.


El Académico de la Universidad de Chile, señor Alejandro Tirachini, señaló que, efectivamente, en términos proporcionales, el número de accidentes ha ido disminuyendo si se considera el aumento del parque automotriz. Sin perjuicio de lo anterior, resaltó, ello no quiere decir que por tal razón no sea apropiada la reducción de los límites de velocidad, por las razones empíricas antes mencionadas.


Asimismo, explicó que la reducción del número de fallecidos por accidentes de tránsito, por cierto, se explica por mejoras en la tecnología de los automóviles, entre otras razones asociadas.


El Subsecretario de Transportes, señor Carlos Melo, indicó que el número de personas muertas por siniestros viales debe medirse bajo la cifra de fallecidos por accidentes de tránsito por velocidades de circulación inadecuadas.


Bajo tal parámetro, agregó, del análisis del período 2002-2003 se observa un considerablemente aumento, en un casi 25%, de siniestros de tránsito fatales, resultando en aproximadamente 20 personas más fallecidas.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que si bien respalda la presente iniciativa, no considera razonable que el eje de discusión de la misma se centre en la reducción del límite de velocidad, debiendo enfatizarse en las demás medidas que el proyecto de ley en estudio contempla.


Así, en su opinión, lo central del debate viene dado por la forma de configurar institucionalmente un adecuado modo en que las vías públicas deben ser compartidas por los distintos medios de transporte.


El Honorable Senador señor Girardi, manifestó que existe la suficiente evidencia empírica para sostener con certeza la existencia de una relación directamente proporcional entre la accidentabilidad o fatalidad en los siniestros del tránsito y la velocidad máxima permitida para desplazarse en las vías.


De ese modo, señaló que la iniciativa debe ser examinada teniendo en vista el modelo de ciudad que se pretenda, siendo lo razonable, a su parecer, una urbe armónica que favorezca y proteja, primordialmente, el desplazamiento de peatones y ciclistas.


Así, agregó, la velocidad de circulación que se permita será, finalmente, el eje estructural por el cual se apreciará la visión de ciudad que se proyecte, en tanto a mayor velocidad permitida, mayor será la preferencia de desplazamiento hacia el automóvil particular, en desmedro de la seguridad del peatón y de los ciclistas, sin perjuicio de con ello afectar, con la congestión producida, al rendimiento y calidad del transporte público de la ciudad.


El Honorable Senador señor García Huidobro, consultó si la reducción de los límites de velocidad conllevará a un aumento en los tiempos de viaje en las ciudades.


El Subsecretario de Transportes, señor Carlos Melo, explicó que, de acuerdo a la ecuación fundamental del tráfico, la que considera que el flujo vial se determina en consideración a dos elementos, concentración y velocidad vehicular, dicha problemática no se produciría o sólo se generaría de forma excepcional, en tanto en los escenarios de congestión vehicular, que son cada vez más comunes, el límite máximo de velocidad no se alcanza, por lo que el incremento de los tiempos de los desplazamientos no se produce. De ahí, añadió, que sólo existiría, eventualmente, un aumento en estos últimos, de manera marginal, en escenarios sin congestión vehicular.


El Académico de la Universidad de Chile, señor Alejandro Tirachini, a la luz de las observaciones efectuadas por los Honorables señores Senadores, reiteró que existe considerable evidencia empírica que sustenta el hecho de que el aumento de los límites de velocidad contribuye a generar un mayor número de accidentes de tránsito y de fallecidos por tales siniestros.


Sin perjuicio de lo anterior, además de la reducción de tales límites, es aconsejable efectuar cambios en los diseños viales que protejan de mejor modo el desplazamiento peatonal y de los distintos medios de transporte entre sí, siendo fundamental para ello la labor que realicen las municipalidades.

Exposición del señor Rodrigo Fernández


El Académico de la Universidad de Los Andes, señor Rodrigo Fernández, inició su presentación definiendo el concepto de accidente, expresando que el mismo se condice con la idea de evento discreto, aleatorio, no uniformemente distribuido, con resultado de daños en víctimas y producto de múltiples factores. Estos últimos, agregó, dicen relación con el usuario, con el vehículo que se emplea, con la vía que se utiliza o con el entorno por donde se circula (jerarquía y diseño vial).


Luego, señaló que en las intersecciones y vías urbanas ocurre el mayor número de accidentes, sin perjuicio de que en las zonas rurales, por su parte, se generan los siniestros de mayor gravedad en virtud de la mayor velocidad con la que circulan los vehículos por dichas áreas, en tanto no haber mayor congestión ni flujo.


Lo anterior, lo describió a través del siguiente esquema.
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Por otro lado, explicó que la velocidad es el elemento determinante en la capacidad de frenado y detención de un vehículo, siendo, a su vez, definitorio en el tiempo de reacción del conductor. En efecto, agregó, aproximadamente el 30% de las personas demoran un intervalo de dos segundos para reaccionar ante un evento que ocurra en la pista y efectivamente proceder a frenar.
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Por otra parte, en lo referente a la energía cinética emanada en un accidente, explicó que es directamente proporcional la velocidad del impacto con la cantidad de toneladas que se disipan.
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Posteriormente, se refirió a la denominada ecuación fundamental de accidentes, la que considera dos elementos, el riesgo, relacionado con la probabilidad de sufrir un accidente y la exposición, esto es, cuánto se circula en un vehículo para ser proclive a sufrir un accidente. Explicó tales factores del siguiente modo.

A (accidente) = R (riesgo) x E (exposición)

A = tasa [evento, efecto/período]

accidentes/año, víctimas/año
R = riesgo [evento, efecto/u.transporte]

acc/km, acc/pax, acc/pax-km, acc/veh, acc/veh-km

E = exposición [u.transporte/período]

km/año, pax/año, pax-km/año, veh-km/año, veh/hab-año

Conclusión: E aumenta, reducir R para controlar A


En lo concerniente a la accidentabilidad en nuestro país, indicó que si bien con la implementación de diversas políticas de seguridad vial el número de siniestros y víctimas fatales se ha mantenido relativamente controlada, todavía un número aproximado de 1.600 personas fallece anualmente en accidentes de tránsito.
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A su vez, resaltó el caso del Reino Unido en este ámbito, explicando que desde la implementación de la política de seguridad vial en el año 1967, se ha observado una tendencia constante a la baja, producto de la integración de una red de medidas de mitigación.
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En efecto, agregó, tales medidas tienen como objetivo disminuir el riesgo de accidentes y pueden clasificarse en dos tipos. 


- Primarias: disminuir número accidentes:


• Legislación: fiscalización.


• Investigación: ingeniería.


• Educación: capacitación.


- Secundarias: reducir efectos accidentes:


• Elementos seguridad vehículos: cinturón seguridad, airbags, ABS, deformación programada, entre otros.


• Elementos seguridad vías: barreras de contención, bermas sin obstáculos, taludes, entre otros.


Sin perjuicio de lo anterior, resaltó la importancia de la fiscalización en la implementación efectiva de las distintas medidas de tránsito o vialidad que se dispongan. Lo anterior, explicado a través del siguiente diagrama.
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Elliot & Wright (1982) The collapse of parking enforcement in large towns. TEC, 23(6)


Dicho esquema, agregó, sigue una curva de tipo catástrofe, que permite advertir que la presión en el despliegue de fiscalización debe ser constante para que el porcentaje de infractores permanezca bajo. En efecto, señaló que tal curva muestra que, como en muchos casos, un robustecimiento inicial de la fiscalización, una vez que la medida comienza su implementación, para luego relajar el control a posteriori, no genera mayor impacto en el comportamiento de los sujetos, siendo necesario mantener un cierto estándar en la fiscalización. Así, añadió, se requiere mantener controles periódicos con sanciones de mediana severidad o fuertes multas aplicadas en intervalos de tiempo mayores. 

Exposición señor Jaime Valenzuela


El Representante de la Sociedad Chilena de Ingeniería de Transporte (SOCHITRAN), señor Jaime Valenzuela, inició su exposición señalando que, sin perjuicio de respaldar las visiones globales que se tengan sobre el particular, se debe tener presente que la Ley de Tránsito regula sólo un aspecto acotado de la regulación de las ciudades, por lo que sugirió considerar dicho elemento en el debate de la presente iniciativa.

En efecto, agregó, las materias referentes a los peatones son reguladas, primordialmente, en la Ordenanza de Urbanismo y Construcción y las temáticas relacionadas con el diseño vial son normadas por diversos instrumentos técnicos del Ministerio de Obras Públicas (por ejemplo, el Manual de Carreteras) y diversos Decretos emanados del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


De ese modo, asentado lo anterior, manifestó su apoyo a las medidas que el proyecto de ley en estudio incorpora que posibilitan que los ciclistas puedan ubicarse en el espacio vial de forma ecuánime con los demás medios de transporte.


Por otra parte, afirmó que en el diseño vial de muchas obras, la CONASET requiere como exigencia una infraestructura que permita un tiempo de reacción de un segundo al conductor, en el proceso que involucra la consciencia de aquél de enfrentarse a un evento en la ruta, la operación de los frenos y la fricción entre los neumáticos y el pavimento. Dicho parámetro, en su opinión, si bien cuestionable (por ser el tiempo de reacción en muchas ocasiones superior a un segundo), se ve agravado por los límites de velocidad que existen, lo que no es aminorado por la introducción de nuevas tecnologías, en tanto estas últimas asumir un coeficiente de roce que supone un pavimento en buen estado y seco, condiciones que no siempre están presentes. De ahí, subrayó, la importancia de la reducción de velocidad.


A su vez, en lo referente a los momentos con mayor riesgo de accidentes, expresó que aquéllos no se presentan en las horas peak, sino que, por el contrario, en los horarios de menor congestión, en donde los conductores transitan con mayor velocidad.


Por último, señaló que, independientemente de las medidas de fiscalización que se disponga, existen estudios que arrojan que, efectivamente, existe un porcentaje no menor de la población que ajusta su comportamiento a las nuevas reglas, por lo que medidas de reducción de velocidad, como las que propone el proyecto, deben ser analizadas considerando tal elemento.

Exposición del señor Aníbal Uribe

El Consultor Experto en Temas de Seguridad Vial, señor Aníbal Uribe, inició su presentación resaltando el rol de las Municipalidades en la efectividad de las medidas que se dispongan, en tanto estas últimas contar con atribuciones, por ejemplo, para fijar límites de velocidad inferiores en ciertas zonas de la ciudad (vgr. áreas residenciales).


En esa línea, expresó para dicha determinación se necesita examinar distintas variables, tales como la condición de las vías, la distancia de visibilidad del conductor, la jerarquización vial, el número de accidentes registrados en el área, entre otras. No obstante ello, resaltó que en el año 2012, un estudio concluyó que las entidades edilicias carecen de los recursos y elementos técnicos para llevar adelante tales metodologías, lo que, en su opinión, debe ser un aspecto a considerar en el presente debate.


A su vez, adscribió a lo señalado por los anteriores especialistas en sus exposiciones.


Por último, resaltó el caso de Holanda, en el cual, como principio orientador de las medidas institucionales sobre tránsito, se encuentra la erradicación de la violencia en las vías a las futuras generaciones.


Posterior a las exposiciones antes descritas, los Honorables señores Senadores efectuaron las siguientes observaciones.


El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que, en su opinión, la iniciativa en examen no presenta la integralidad requerida para abordar la problemática en análisis.


En efecto, agregó, de no considerar algún tipo de apoyo a las Municipalidades, sólo las entidades edilicias que cuenten con los recursos suficientes podrán implementar las medidas que el proyecto contempla, no siendo viables para las demás llevarlas a cabo, precisamente, por la falta de medios económicos para ello.


A su vez, señaló que necesariamente la iniciativa debe contemplar un plan de fiscalización robusto y permanente, que considere criterios razonables de control y de aplicación de multas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Matta, resaltó que, independientemente de los temas que el proyecto no haya abordado, el mismo representa un avance en la materia, a través de las distintas medidas de convivencia vial que el mismo contempla.


El Honorable Senador señor García Huidobro, expresó que, a su parecer, si bien el proyecto se orienta en la dirección correcta, la implementación efectiva de las medidas que el mismo considera, especialmente en lo referente a la fiscalización de ellas, es considerablemente complejo, por lo que sugirió abordar tal punto en la discusión en particular de la iniciativa.


El Académico de la Universidad de Chile, señor Alejandro Tirachini, por otra parte, explicó que el efecto que genera la congestión en la accidentabilidad vial es que se disminuyen los siniestros de mayor gravedad, pero se aumenta el número de accidentes que ocurren (mayormente por alcance).


A su turno, en lo referente a la fiscalización de las medidas, señaló que si bien ello debe realizarse con los adecuados elementos tecnológicos, existe considerable evidencia empírica que establece que un número importante de personas, incluso sin que se disponga de mayores controles, cambian sus patrones de comportamiento por la entrada en vigencia de nuevas reglas, por lo que la adopción de las medidas que el proyecto considera deben ser examinadas desde ese prisma.


Por último, manifestó que en los horarios no punta son los momentos en que ocurre el mayor número de siniestros de gravedad y fatales.


El Representante de la Sociedad Chilena de Ingeniería de Transporte (SOCHITRAN), señor Jaime Valenzuela, expresó que, sin perjuicio de las demás iniciativas que se promuevan para abordar el particular, el proyecto de ley en examen contiene medidas que avanzan correctamente en este contexto, no obstante que sea necesario mejorarlas posteriormente en la discusión en particular.


El Subsecretario de Transportes, señor Carlos Melo, resaltó el amplio consenso que la iniciativa en estudio presenta entre los especialistas, subrayando, además, el respaldo de la sociedad civil.


Posteriormente, expresó que la reducción de velocidad contemplada en el proyecto es sólo una medida más de las que se contemplan en este último a fin de mejorar la convivencia en las vías públicas, de parte de los distintos medios de transporte, especialmente aquéllos que en la actualidad se encuentran en una situación de mayor desprotección.

Por último, hizo entrega a la Comisión de la minuta que a continuación se transcribe.
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VELOCIDAD EN VÍAS URBANAS

ANTECEDENTES


Los peatones son los usuarios más vulnerables en los accidentes de tránsito. Se ha estimado que más de 20.000 peatones mueren anualmente en los países miembros de la OECD. 


Los peatones que mueren anualmente en los países de la OECD, en general no superan el 25% del total de fallecidos en accidentes de tránsito. El caso de Chile escapa a esta tendencia, teniendo en los últimos cuatro años un 39% de muertes de peatones en relación a las muertes totales en accidentes de tránsito.

Figura 1: Porcentaje de fallecimiento de peatones respecto a todos los fallecimientos en accidentes de tránsito, 2009
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Figura 2: Porcentaje de fallecimiento de peatones respecto a todos los fallecimientos en accidentes de tránsito en Chile
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Fuente: CONASET


Disminuir la velocidad de circulación de vehículos reduce la frecuencia y magnitud de los accidentes, espacialmente los que involucran peatones. De acuerdo a estudios de la OECD, la velocidad excesiva e inadecuada es el principal problema de seguridad vial para muchos países. Contribuye a un tercio de los accidentes fatales y es un elemento agravante en todos los accidentes40.


En el caso nacional, el año 2002 se modificó la Ley de Tránsito, subiendo el límite de velocidad máxima urbana de 50 a 60 km/h. De acuerdo a las estadísticas, el año siguiente (2003) los accidentes de tránsito en zonas urbanas, cuya causa puede ser atribuible a velocidad inadecuada41 aumentaron en un 29%; del mismo modo, los fallecidos aumentaron en un 25%.
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Fuente: CONASET
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Fuente: CONASET


Los factores que contribuyen a los accidentes causados por velocidad excesiva son:


A mayor velocidad se reduce el tiempo para procesar información, tomar decisiones y reaccionar. Esto se traduce en una mayor distancia recorrida antes de reaccionar.


La probabilidad de evitar una colisión disminuye a mayor velocidad (ver figura 3). Por ejemplo, viajando a 80 km/h, toma cerca de 22 metros reaccionar a un evento (la distancia recorrida en una reacción de 1 segundo), y un total de 57 metros para detenerse completamente. Si un niño apareciera a 36 metros, lo más probable es que el conductor lo mate viajando a 70 km/h o más, viajando a 60 km/h lo dejaría herido, y viajando a 50 km/h evitaría el atropello.

Figura 3: Distancias de frenado a diferentes velocidades (incluyendo tiempo de reacción de 1 segundo)
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Fuente: Adaptado de ATSB (Oficina Australiana de Seguridad en el Transporte).


La distancia de frenado depende del tipo de pavimento y la condición de la vía. Por ejemplo, un vehículo viajando a 60 km/h necesita cerca de 46 metros para detenerse en una calzada mojada, 10 metros más que una calzada seca. Es decir, para 60 km/h, un vehículo en una calzada mojada requiere un 25% más de distancia para detenerse con respecto a la calzada seca. Viéndolo de otra forma, la distancia de frenado viajando a 60 km/h en una calzada mojada equivale a la distancia de frenado en una calzada seca a 70 km/h.

A mayor velocidad se aumentan los riesgos de lesiones graves y muerte en caso de accidente. Un choque frontal a 30 km/h produce un impacto sobre los pasajeros del vehículo, equivalente a la caída desde un 2° piso; un accidente similar a 70km/h es tan violento como caer desde un 7° piso.

Figura 4: Equivalencia de choque frontal de un vehículo con la caída desde un edificio
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En términos generales, una reducción de 1 km/h en las velocidades promedio lleva a una reducción de 2-3% en accidentes con lesionados42. Además, se ha demostrado que en las vías urbanas las reducciones de accidentes por disminución de velocidad han sido mayores que en carreteras y autopistas.


Incluso cuando la velocidad no sea la causa principal de un accidente, ésta sí aumenta la gravedad de las lesiones. Nilsson realizó un estudio el cual relaciona los accidentes con heridos graves, accidentes fatales y velocidad, y lo expresó en el denominado “Power Model”. La probabilidad de causar un traumatismo a raíz de un accidente es proporcional al valor de la velocidad al cuadrado; la probabilidad de causar un traumatismo grave es proporcional a la velocidad al cubo; y la probabilidad causar la muerte es proporcional a la velocidad a la cuarta potencia43.

De acuerdo al modelo, una disminución de 5% en la velocidad media, disminuye aproximadamente en un 10% los accidentes con lesionados y en un 20% los accidentes fatales.

Figura 5: Relación entre cambios de la velocidad media y los accidentes
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Fuente: Nilsson (2004)


Diversos estudios han demostrado que la probabilidad de que un peatón muera en un accidente de tránsito aumenta con la velocidad del vehículo (ver Figura 6). Se comprobó que un 90% de los peatones involucrados en un accidente de tránsito sobreviven al ser atropellados por un vehículo viajando a 30 km/h; solo un 20% sobrevive cuando el vehículo viaja a 50 km/h. En el caso chileno, las vías urbanas permiten viajar a 60 km/h, lo que deja una probabilidad de sobrevivencia para el peatón menor al 10%. 

Figura 6: Probabilidad de muerte para un peatón al chocar con un vehículo
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Fuente: Interdisciplinary Working Group for Accident Mechanics (1986); Walz et al. (1983) and Swedish Ministry of Transport (2002).


Estudios demuestran que estableciendo límites de velocidad más bajos, se logra reducir el número de accidentes, lesionados y fallecidos. En la última década, varios países han disminuido los límites de velocidad en zonas urbanas, con importantes resultados, como es el caso de Hungría que en 1993 redujo el límite de velocidad en zonas urbanas de 60 km/h a 50 km/h. Esta medida reflejó una reducción de un 18.2% en accidentes fatales el año siguiente.


Un listado extenso de los países miembros de OECD y sus velocidades límites para el ámbito urbano se puede encontrar en el Anexo 1. De acuerdo a este listado, la mayoría de los países cuenta con límites de 50 km/h para vías urbanas.

IMPACTO DE LA VELOCIDAD EN LOS TIEMPOS DE VIAJE


Los tiempos de viaje están directamente relacionados con la velocidad de desplazamiento de los vehículos. En teoría, mayores velocidades llevan a menores tiempos de viaje. Este efecto sin duda se aprecia en viajes interurbanos, donde se pueden alcanzar velocidades constantes; no así en el caso urbano donde las velocidades altas no producen grandes ahorros de tiempo (viajes más cortos y más detenciones).


Un estudio desarrollado por Sehier (OECD, 2006), establece que para las zonas urbanas, una reducción en la velocidad media de 50 a 30 km/h no representa una reducción significativa en la capacidad de circulación de las vías, representada por el flujo vehicular.

Figura 7: Circulación como función de la velocidad en una vía urbana
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Fuente: Sehier


Elvik, Christensen and Amundsen44, establecen que una reducción de 10 km/h en el límite de velocidad, lleva a una disminución de sólo 3 a 4% en las velocidades medias. Un análisis más amplio de límites de velocidad fue llevado a cabo por Jurewicz45, el cual mostró que al reducir los límites de velocidad, se tiene un impacto mayor de reducción en velocidades medias en carreteras, más que en vías urbanas. La figura 8 muestra cómo varían las velocidades medias al disminuir los límites de velocidad.

Figura 8: Cambios en la velocidad media dada una reducción en el límite de velocidad
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Fuente: Jurewicz (2010)


Otro estudio realizado por Haworth, Ungers, Vulcan y Corben46 en Australia mostró que si se reduce la velocidad de 60 km/h a 50 km/h en vías urbanas, el resultado fue una reducción de 5 km/hr de la velocidad crucero, mientras que los tiempos de viaje se incrementan en menos de 10 segundos (en promedio para la población Australiana). Este pequeño aumento en el tiempo de viaje prevendría 3.000 accidentes con víctimas humanas y 12.000 accidentes con daños materiales.

Anexo 1. Límites de velocidad actuales en arterias urbanas, vías locales y vías de distribución

	País
	Urbana: vías locales y vías de distribución
	Comentarios

	Alemania
	50 km/h
	

	Australia (Victoria)
	50 km/h
	

	Austria
	50 km/h

30 y 40 km/h en calles y zonas residenciales
	

	Canadá
	30, 40, 50 km/h

40 y 50 km/h los más frecuentes
	Estos límites de velocidad corresponden a Toronto. Lo habitual en Canadá es: 50 para arterias menores; 40 para casi todas las vías locales y vías de distribución; 30 con pacificación del tráfico (p. ej. Resaltos reductores).

El límite de velocidad de 40 km/h es habitual en zonas escolares, en las horas de entrada y salida.

	Dinamarca
	50 km/h
	Límite de velocidad general. Se puede subir o bajar localmente. 

	Estados Unidos
	Varía por Estados 

Calles locales 25-35 mph (40-56 km/h)
	

	Finlandia
	30 – 40 – 50 km/h
	En algunas arterias 60 km/h (disposiciones especiales para peatones).

En vías locales y de distribución, más del 50% de las calles <50 km/h

	Francia
	50 o 30 km/h
	En casos excepcionales, el límite es de 70 km/h en arterias.

En calles locales, se adopta el límite de 30 km/h para zonas concretas con diseño específico.

	Grecia
	30 (Calles locales)

40 – 50 (Vías de distribución) 
	

	Holanda
	50km/h
	Para las arterias: 70 km/h, especialmente en vías anulares urbanas de 4 carriles.

30 en áreas residenciales

	Irlanda
	50 km/h
	Irlanda adoptó el sistema métrico en 2005.

	Islandia
	30 km/h (local)

50 km/h (Vías de distribución)
	Para calles locales: zonas de 30 km/h

	México
	20-60 km/h
	Para las calles locales, el límite depende de sus actividades.

	Noruega
	30-50 km/h
	A veces 60 o 70 km/h donde no hay accesos.

En calles locales: 50 km/h como límite general. Suelen utilizarse límites de 30 o 40 km/h en vías de acceso a zonas residenciales y cada vez en centro urbanos.

	Polonia
	50 km/h
	60 km/h entre 23 pm y 6 am

	Portugal
	50 km/h
	Algunas arterias urbanas divididas tienen un límite de 80 o 90 km/h, según su administración local.

	Reino Unido
	20-30 mph (32-48 km/h)
	Para arterias: la mayoría de las vías urbanas tienen un límite de 30 mph, pero algunas rutas transversales (incluyendo vías divididas) tienen límites de 40 mph.

Las vías urbanas locales suelen tener un límite de 30 mph. Algunas vías residenciales menores tienen límites de 20 mph, incluyendo zonas de 20 mph que, por definición, tienen medidas de pacificación del tránsito.

	República Checa
	50 km/h
	70 km/h muy ocasionalmente en arterias principales

	Suecia
	30-50 km/h
	50 km/h es el límite general en zonas urbanas. Los municipios pueden variar el límite local. Este límite de velocidad puede ser más alto o más bajo.

	Suiza
	50 km/h
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VOTACIÓN EN GENERAL


Una vez terminadas las exposiciones anteriores, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, puso en votación la idea de legislar.

En votación este proyecto de ley, fue aprobado en general, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal.
- - - - - - - - - 


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones os propone aprobar en general: 

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº1, de 2007, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y del Ministerio de Justicia:


1) Intercálase en el inciso primero del artículo 1, entre la palabra “calles” y la frase “y demás vías públicas”, la expresión “, ciclovías”.


2) En el artículo 2:


a) Intercálase, entre los actuales números 5) y 6), el siguiente número 6), nuevo, adecuando la numeración correlativa: 


“6) Bicicleta: Ciclo de dos ruedas cuyos pedales transmiten el movimiento a la rueda trasera, generalmente por medio de un plato, un piñón y una cadena;”.


b) Intercálase entre los números 7) y 8), que pasan a ser 8) y 9), el siguiente número 9), nuevo, adecuando la numeración sucesiva:


“9) Ciclo: Vehículo no motorizado de una o más ruedas, propulsado exclusivamente por una o más personas situadas en él, tales como bicicletas y triciclos. También se considerarán ciclos aquellos vehículos de una o más ruedas que cuenten con un motor auxiliar eléctrico, de una potencia nominal continua máxima de 0,25 kilowatts, en los que la alimentación es reducida o interrumpida cuando el vehículo alcanza una velocidad máxima de 25 kilómetros por hora o antes si el ciclista termina de pedalear o propulsarlo, los que se considerarán para los efectos de esta ley como vehículos no motorizados;”.


c) Modifícase el número 8), que pasa a ser 10), del siguiente modo:


i) Elimínase la expresión “o ciclopista”. 


ii) Reemplázase la palabra “triciclos” por la frase “otros ciclos, que puede estar segregada física o visualmente, según las características y clasificaciones que se definan mediante reglamento”. 


d) Intercálase en el número 25), que pasa a ser 27), entre la palabra “vehículo” y el punto y coma, la frase “motorizado o a tracción animal”.


e) Intercálase entre los números 26) y 27), que pasan a ser 28) y 29), el siguiente número 29), nuevo, adecuando la numeración de los restantes números:


“29) Línea de detención adelantada: Línea transversal a la calzada demarcada conforme al reglamento, antes de un cruce regulado con semáforo, que determina el inicio de la zona de espera especial para conductores de ciclos o motocicletas;”.


f) Reemplázase el número 42), que pasa a ser 45), por el siguiente:


“45) Vehículo: Medio motorizado o no motorizado con el cual, sobre el cual o por el cual toda persona u objeto puede transportarse o ser transportado por una vía. Quedan excluidas de esta definición aquellas ayudas técnicas que permitan a personas con movilidad reducida o infantes, transportarse o ser transportados, tales como sillas de ruedas, coches para bebé y otros similares;”.


g) Intercálase entre los números 48) y 49), que pasan a ser 51) y 52), el siguiente número 52), nuevo, adecuando la numeración de los restantes números:


52) Zona de espera especial: Área señalizada conforme al reglamento, que permite a los conductores de ciclos o motocicletas detenerse y reiniciar su marcha delante de otros vehículos motorizados, en un cruce regulado con semáforo;”.


h) Intercálase entre el número 52), nuevo, y el número 49, que pasa a ser 54), el siguiente número 53), nuevo: 


“53) Zona de tránsito calmado: Conjunto de vías emplazadas en zonas urbanas, definidas dentro de una determinada área geográfica, en las que a través de condiciones físicas de las vías se establecen velocidades de circulación inferiores a las establecidas en esta ley, pudiendo éstas ser de 40 kilómetros por hora, 30 kilómetros por hora o 20 kilómetros por hora;”.


3) En el artículo 7: 


a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “vehículo” y “facilitarlo”, la expresión “motorizado o a tracción animal”.


b) Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra “vehículo” y la frase “a quien no porte”, la expresión “motorizado o a tracción animal”.


4) Intercálase en el inciso primero del artículo 8, entre la palabra “vehículos” y la expresión “no podrán”, la frase “motorizados y a tracción animal”.


5) Intercálase en el artículo 30, entre la palabra “transportes” y el punto final, la expresión “motorizados y no motorizados”.


6) Agrégase en el inciso segundo del artículo 31, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Su enseñanza deberá promover el respeto y cuidado hacia los peatones, ciclistas y conductores de otros ciclos.”.


7) En el artículo 79: 


a) Reemplázase la frase “Las motocicletas, motonetas, bicimotos, triciclos y bicicletas no podrán” por la siguiente: “Ningún vehículo podrá”. 


b) Sustitúyese la frase “fueron diseñados y equipados” por la siguiente: “fue diseñado o equipado”.


c) Reemplázase la expresión “El acompañante” por la siguiente: “Tratándose de motocicletas, motonetas y bicimotos, el acompañante”. 


8) En el artículo 104:


a) Intercálase en el literal c) del número 1, entre las expresiones “de detención” y “y no deberán”, la frase “o la línea de detención adelantada, en su caso,”.


b) Reemplázase en el literal b) del número 2 la frase “línea de detención o, si no la hubiera”, por la siguiente: “línea de detención, la línea de detención adelantada, en su caso, o, si no las hubiera”.


9) Intercálase en el número 1 del artículo 116, entre la palabra “vehículo” y los vocablos “que va”, la palabra “motorizado”.


10) Intercálase en el artículo 117, entre las expresiones “Ningún vehículo” y “podrá circular”, el término “motorizado”.


11) Intercálase en el artículo 118, entre la palabra “peatones” y el punto final, la frase “o conductores de ciclos”.  


12) En el artículo 120:


a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero: 


“En caso que un vehículo motorizado adelante o sobrepase a bicicletas u otros ciclos, deberá mantener una distancia prudente respecto al ciclo de aproximadamente 1,50 metros, durante toda la maniobra.”. 


b) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo: 


“En caso que el vehículo adelantado sea un vehículo no motorizado, el conductor de éste deberá permitir la maniobra, acercándose al costado derecho o izquierdo de la pista, según corresponda.”.


13) En el artículo 121:


a) Reemplázase al final del número 1 la expresión “, y” por un punto y coma.


b) Reemplázase al final del número 2 el punto y aparte por la siguiente expresión “, y”.


c) Agrégase el siguiente número 3, nuevo: 


“3.- Cuando se sobrepase a ciclos que circulen por la pista izquierda.”.


d) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 


“Adicionalmente, los conductores de ciclos, motocicletas o motonetas podrán sobrepasar por la misma pista a otros vehículos, por cualquiera de los costados de éstos, para alcanzar la línea de detención o la línea de detención adelantada, según corresponda. Esta maniobra deberá efectuarse a una velocidad moderada, tomando las precauciones necesarias para realizarla con seguridad y siempre que los vehículos a los que se sobrepase se encuentren detenidos.”.


14) Intercálase al final del número 1 del artículo 125, entre la expresión “a otros” y el punto y coma, la siguiente frase: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 y en el artículo 130”. 


15) Intercálase en el inciso primero del artículo 134, entre las frases “los otros vehículos que circulen” y “y los peatones”, la frase “, los ciclos que circulen en ciclovía”.


16) Intercálase en el número 1 del artículo 135, entre la expresión “borde de la calzada” y el punto seguido, la frase “, a menos que exista una ciclovía, en cuyo caso dicho viraje deberá hacerse lo más cerca del elemento segregador”.


17) Intercálase en el inciso tercero del artículo 138, entre el término “horizontalmente” y el punto final, la frase “, pudiendo además utilizar un señalizador eléctrico adosado a su cuerpo”.


18) Agrégase en el artículo 144 el siguiente inciso tercero: 


“Con todo, el conductor del vehículo deberá siempre respetar los límites máximos de velocidad prescritos en el artículo siguiente.”. 


19) En el artículo 145:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “Cuando no existan los riesgos o circunstancias señaladas en los artículos anteriores, serán”, por el vocablo “Serán”. 


b) Reemplázase en el punto 1.1 del número 1, el guarismo “60” por “50”. 


20) En el artículo 146: 


a) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero, y así sucesivamente: 


“Asimismo, las Municipalidades en las zonas urbanas, por razones fundadas, podrán establecer zonas de tránsito calmado en áreas residenciales o de alta concentración de comercio y servicios, entre otras.”. 


b) Reemplázase el actual inciso segundo, que pasa a ser tercero, por el siguiente: 


“Estas modificaciones deberán contar con informe previo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a través de la Secretaría Regional Ministerial competente, y deberán darse a conocer por medio de señales oficiales.”.


21) En el artículo 147: 


a) Intercálase en el inciso primero, entre la palabra “vehículo” y la expresión “a una velocidad”, el vocablo “motorizado”.


b) Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra “vehículo” y la coma que le sucede, la palabra “motorizado”.


22) Intercálase en el inciso segundo del artículo 153, entre las palabras “conductor” y “abrir”, la locución “y pasajeros”.


23) En el artículo 154:


a) Sustitúyese en el número 7, la conjunción “y” por un punto y coma.


b) Reemplázase en el número 8 el punto final por la expresión “, y”.


c) Agrégase, a continuación del número 8, el siguiente número 9:


“9.- De vehículos motorizados en las ciclovías.”.


24) Reemplázase en el número 3 del artículo 162 la expresión “calles o caminos” por “calles, caminos o ciclovías”.


25) Intercálase en el número 14 del artículo 167, entre las frases “de un túnel” y “o sobre un puente”, lo siguiente: “, en ciclovías”.  


26) Intercálase en el artículo 189, entre la palabra “retenidas” y el punto final, la frase “, precisando el tipo de vehículo involucrado”.


27) Intercálase en el número 2 del artículo 199, entre la palabra “Conducir” y la expresión “sin haber obtenido”, la frase “un vehículo motorizado o a tracción animal”.


28) Intercálase en el número 5 del artículo 200, entre la palabra “patente” y el punto y coma, la frase “cuando ésta sea exigible conforme con lo dispuesto en el artículo 51”. 


29) En el artículo 201: 


a) Intercálase en el número 7, entre la palabra “vehículo” y la expresión “sin silenciador”, el término “motorizado”.


b) Elimínase del número 14 la expresión “bicicletas,”.


30) Intercálase entre el artículo 220 y el Título Final, el siguiente Título XX:

“TITULO XX

DE LAS BICICLETAS Y OTROS CICLOS

(ARTS. 221-224)


Artículo 221.- El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictará un reglamento que regule las condiciones de gestión y seguridad de tránsito que deberán cumplir las ciclovías para su correcta operación. Se entenderá por condiciones de gestión y seguridad de tránsito, los requisitos de diseño y características técnicas con las que deberán planificarse, implementarse y mantenerse las ciclovías. Asimismo, dicho reglamento definirá las especificaciones técnicas de los elementos de seguridad para los ocupantes de ciclos, tales como casco, elementos reflectantes, frenos, luces y otros accesorios de seguridad de los ciclos.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a través de sus secretarías regionales ministeriales, autorizará, mediante resolución, la operación de las ciclovías que cumplan los requisitos indicados en el reglamento señalado en el inciso anterior. Dicha resolución deberá indicar el nombre de la o las vías en que se ubicará la ciclovía, los tramos que ocupará, su emplazamiento, accesos y el sentido del tránsito que tendrá, entre otros aspectos que el reglamento señale. 


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá, además, establecer prohibiciones de circulación sobre las ciclovías para tipos específicos de ciclos, considerando sus dimensiones, estructura u otras similares que puedan afectar la correcta operación de las ciclovías, en los términos que señale el referido reglamento. 


Artículo 222.- Para la circulación en zonas urbanas los conductores de ciclos deberán respetar las siguientes reglas:


a) Los ciclos deberán transitar por las ciclovías. A falta de éstas lo harán por la pista derecha de la calzada. Constituyen una excepción a la obligación de transitar por la pista derecha de la calzada, los siguientes casos:


i.- Los establecidos en los números 1 y 2 del artículo 116.


ii.- En vías unidireccionales, cuando exista una pista de uso exclusivo de buses ubicada al costado derecho de la calzada. En esta situación, los ciclos deberán circular por el costado izquierdo de la pista izquierda. Tratándose de vías bidireccionales, esta disposición se aplicará sólo en caso de existir bandejón central o mediana.


iii.- Cuando el ciclo deba virar a la izquierda, lo que deberá hacer de conformidad con las normas del Título X.


b) Los ciclos podrán circular excepcionalmente por aceras adecuando su velocidad a la de los peatones, y respetando en todo momento la preferencia de éstos, sólo en los siguientes casos: 


i. Tratándose de conductores menores de 14 años o adultos mayores.


ii. Tratándose de personas que circulen con niños menores de 7 años. 


En caso que la circulación por la ciclovía o la calzada se vea imposibilitada, el conductor del ciclo podrá utilizar la acera comportándose como peatón, para lo cual deberá descender del mismo.


c) En el caso de tener que utilizar un cruce peatonal, el conductor del ciclo deberá descender del mismo y realizar el cruce en calidad de peatón.


d) Los peatones deberán cruzar las ciclovías por los lugares debidamente señalizados y no podrán permanecer ni caminar por ellas.


Artículo 223.- Son deberes de los conductores de ciclos los siguientes:


a) Conducir un ciclo atento a las condiciones del tránsito, sin utilizar elementos que dificulten sus sentidos de visión y audición.


b) Conducir un ciclo equipado con al menos un sistema de freno que sea eficaz.


c) En caso de transportar menores de 7 años, el conductor deberá ser mayor de edad.


d) En caso de utilizar un sistema de remolque para el transporte de personas, animales o mercancías, el conductor deberá ser mayor de edad. En todo caso, dicho sistema deberá cumplir los estándares definidos por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


Artículo 224.- Las bicicletas deberán estacionarse preferentemente en los lugares habilitados para ello, dejando en todos los casos un espacio para la libre circulación de peatones.


Queda prohibido aferrar por cualquier medio las bicicletas a árboles, en zonas reservadas para carga y descarga en la calzada en el horario dedicado a dicha actividad, en zonas de estacionamiento para personas con discapacidad, en zonas de estacionamiento prohibido conforme señalización, en paradas de transporte público, en pasos de peatones y en espacios habilitados para el estacionamiento de bicicletas de uso público.


Los estacionamientos de bicicletas quedan única y exclusivamente reservados a este tipo de vehículo.”.


31) Reemplázase en el epígrafe del Título Final la expresión “(ARTS. 220-221)” por la siguiente: “(ARTS. 225-226)”; pasando los artículos 221 y 222, que este título contiene, a ser artículos 225 y 226, respectivamente.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Esta ley comenzará a regir transcurridos seis meses desde su publicación.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dispondrá de un plazo de dieciocho meses, a contar de la fecha de la publicación de esta ley, para dictar los reglamentos a los que ésta hace referencia.


Artículo segundo.- Las ciclovías existentes al momento de la publicación de esta ley deberán adecuarse a las condiciones de gestión y seguridad de tránsito que defina el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en el plazo de tres años, contado desde la dictación del reglamento a que se refiere el artículo 221.”.

- - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 31 de mayo de 2016; 3 y 17 de enero de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel Antonio Matta Aragay (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Manuel José Ossandón Irarrázabal y 14 de marzo de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal.


Sala de la Comisión, a 17 de marzo de 2017.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión

___________________
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA LILY PÉREZ, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 62 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA, EN LO RELATIVO A DIETAS PARLAMENTARIAS

(11.151-07)
Introducción:

La dieta parlamentaria es la remuneración que percibe un parlamentario por el ejercicio de las funciones que tanto la Constitución como las leyes le encomiendan. Su justificación descansa, principalmente, en la necesidad de remunerar una función pública facilitando la participación de los individuos en igualdad de condiciones, profesionalizando la labor parlamentaria. Las críticas actuales se plantean respecto del monto de dicha remuneración y la forma de reajuste. La legitimidad del ejercicio de la función parlamentaria debe tener como sustento, entre otros, que dicha remuneración debe ser proporcional a las funciones a realizadas, proporcionales a su vez a la realidad socioeconómica nacional y con sentido de austeridad en el uso de recursos públicos. Por ello, este proyecto de reforma constitucional pretende establecer que el monto y forma de reajuste de la dieta sea regulado por ley de manera independiente a la dieta que reciben los ministros de Estado.

Concepto de dieta parlamentaria:

Los parlamentarios reciben recursos por dos conceptos: dieta parlamentaria y asignaciones. La primera corresponde a la remuneración que un parlamentario percibe por el ejercicio de sus funciones; y las segundas corresponden a los recursos que de los cuales disponen los parlamentarios para financiar el ejercicio de su función parlamentaria, esto es, para legislar, fiscalizar y representar a sus electores en las respectivas circunscripciones y distritos. En particular, la dieta parlamentaria es una suma de dinero que percibe un senador o diputado por el ejercicio de sus funciones parlamentarias. De acuerdo a lo que preceptúa nuestra Constitución, esta remuneración será equivalente a la de un Ministro de Estado, incluidas todas las asignaciones que a éstos correspondan.

Diversos fundamentos se han dado para remunerar la actividad parlamentaria. En primer lugar, se ha señalado que remunerar a los parlamentarios permite establecer una igualdad de acceso entre los distintos grupos que participan en la actividad política nacional, con independencia de los recursos económicos propios que cada cual disponga. En segundo lugar, se ha señalado que remunerar adecuadamente a los parlamentarios profesionaliza la labor, pudiendo éstos dedicarse exclusivamente a desarrollar la función parlamentaria, lo cual también se entiende estrechamente vinculado con el estatuto de inhabilidades e incompatibilidades que nuestra propia Constitución contempla para dichos cargos. Por último, la remuneración tendría como fundamento que cualquier pueda ejercer el cargo con independencia de cualquier otra función, ya sea en el ámbito público como privado, lo que asegura la debida autonomía y dignidad de la función legislativa.

Antecedentes de la dieta parlamentaria en Chile1;

En nuestro país no siempre la actividad parlamentaria ha sido remunerada. En una primera etapa, caracterizada por la vigencia de la Constitución de 1833, estableció que dicha actividad era gratuita. En particular, establecía en su artículo 21 N° 5 inc 2° que "el cargo de Diputado es gratuito", mientras tanto, si bien no se establecía una regla similar expresamente para el caso de los senadores si se exigía que para optar a dicho cargo se requería que el candidato tuviese una renta de dos mil pesos al menos (artículo 32 N° 4), por lo cual, como se entenderá, sólo podían postular al cargo quienes dispusiesen de los recursos económicos suficientes. Una reforma constitucional de 1892 expresamente estableció la gratuidad de la labor de senadores y diputados.

La Constitución de 1925 estableció por primera vez la dieta parlamentaria. En su artículo 44 N° 6 dispuso que sería materia de ley "fijar las remuneraciones de que gozarán los diputados y senadores", además de disponer que "Durante el periodo legislativo no podrá modificarse la remuneración sino para que produzca efectos en el período siguiente". Si bien no se dictó una ley inmediatamente que regulara el monto, se estableció en el artículo 8° transitorio que la dieta correspondería a $2000 pesos mensuales de aquella época. 

La Constitución de 1980 reguló la dieta parlamentaria considerando entre sus antecedentes a dos proyectos de reforma que habían sido presentados bajo los gobiernos de Jorge Alessandri y Eduardo Frei Montalva, los cuales establecieron como principio que los parlamentarios percibirán una dieta equivalente a la que recibía un Ministro de la Corte Suprema, además de los gastos de representación y una asignación única complementaria para los gastos propios de la labor parlamentaria, la cual correspondía a una suma equivalente al ciento cincuenta por ciento de la dieta. Este criterio fue finalmente modificado remuneración será equivalente a la de un Ministro de Estado.

Regulación actual de la dieta parlamentaria:

Nuestro texto constitucional vigente regula la dieta parlamentaria en su artículo 62, estableciendo que "Los diputados y senadores percibirán como única renta una dieta equivalente a la remuneración de un Ministro de Estado incluidas todas las asignaciones que a éstos correspondan". La deficiente redacción del precepto ha llevado a sostener diversas interpretaciones2, debiendo incluso modificarse la Ley Orgánica Constitucional el Congreso Nacional a fin de agregar un nuevo Título respecto Del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias y del Comité de Auditoría Parlamentaria.

La remisión al estatuto aplicable respecto de las dietas de los ministros de Estado, exige revisar a nivel legal su regulación y considerar, siempre, que cualquier modificación legal del mismo estatuto produce sus efectos en la dieta de diputados y senadores. Por tanto, es necesario revisar la forma mediante la cual se determina la remuneración de los Ministros de Estado, la cual puede sintetizarse en el siguiente cuadro3:
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El componente más significativo de la remuneración actual de los Ministros es la Asignación de Dirección Superior. Dicha asignación fue introducida por la Ley N° 19.863 sobre remuneraciones de autoridades de gobierno y cargos críticos de la Administración Pública y da normas sobre gastos reservados, estableciendo un listado de cargos públicos con sus respectivos porcentajes en base a los cuales se calculan el monto total de la dieta. Dentro del listado de cargos no se mencionan expresamente a los diputados y senadores, pero igualmente les es aplicable, precisamente por aplicación del artículo 62 de la Constitución. Por ello, a los diputados y senadores les es aplicable el 135% que se dispone respecto de los Ministros de Estado. Sin esta asignación el monto de la remuneración de Ministros y Parlamentarios sólo sería de $3.881.621 pesos aproximadamente.

En relación con el reajuste, los Ministros de Estado al ser funcionarios públicos, y al ser la dieta de éstos el parámetro a seguir para determinar la dieta de los parlamentarios, este tendrá aplicación de acuerdo a la Ley de Reajuste Salarial al Sector Publico de cada año. Al producirse ese ajuste de acuerdo a un porcentaje, el aumento siempre será mayor al que tienen otros cargos de funcionarios públicos dado que el monto en base al cual se calcula el ajuste es mayor. De ahí surge la necesidad de congelar los montos para los altos cargos públicos a fin de que no siga aumentando la brecha salarial entre los distintos cargos.

Concretamente, la regulación de la dieta parlamentaria en Chile se compone de los siguientes elementos:

A) Quien determina la dieta de los parlamentarios, siendo en este caso la propia Constitución la que determina que ésta será la equivalente a la que reciben los Ministros de Estado.

B) Qué elementos interna la dieta parlamentaria, componiéndose del sueldo base y diversas asignaciones, incrementos y bonos que corresponden a los Ministros de Estado. Estos elementos se encuentran establecidos en la Escala Única de Sueldos regulado por el DL N° 249 de 1973.

C) Respecto a la forma de reajuste, esta se actualiza o incrementa de acuerdo al reajuste del sector público, vale decir, en dicha discusión del reajuste los parlamentarios son directos beneficiados como cualquier otro funcionario público, más allá de las ocasiones en las cuales se han exceptuado a las dietas parlamentarias de la aplicación del reajuste anual, pero lo ha sido dentro del marco de los altos cargos públicos con más altas remuneraciones en general.

Críticas al sistema actual

Desde el punto de vista técnico, tanto el monto, la forma de regularlo y la forma de reajuste son aspectos sujetos a severas críticas.

Así, respecto del monto, y como se ha planteado, este sería desproporcionado en relación a la situación socioeconómica del resto de la población nacional, y no tendría el sentido de austeridad que el ejercicio de funciones públicas exige en parámetros de una democracia representativa moderna. Hoy en día, los montos que perciben los diputados y senadores no representan una justa remuneración por el ejercicio de un cargo, sino más bien, a fin de cuenta, constituye un privilegio más.

En este mismo sentido, tal como lo señala un estudio del Centro de Investigación Periodística (Ciper Chile), al considerarse el Producto Interno Bruto (PIB) y el Ingreso Mínimo Remuneraciones (IMR) de todos los países que forman parte de la OCDE la dieta de los parlamentarios chilenos (particularmente, como lo señala el mismo estudio, de los diputados), es la segunda más alta del conjunto (sólo superado por México), y aún más desproporcionada en relación a la realidad socioeconómica del país4. Esto representa una manifiesta falta de preocupación por la austeridad de los recursos públicos destinados para la labor legislativa, y a su vez, por actualizar dichos aspectos al estándar internacional más avanzado en la materia, en concordancia con nuevas exigencias de los sistemas democráticos contemporáneos. En términos comparativos, mientras que en España la dieta parlamentaria equivale a 1,25 veces el salario medio; en Italia equivale a 5 veces la media, actualmente en nuestro país la dieta equivale a 17 veces el salario promedio anual.

Respecto a la forma de regularlo, es del todo criticable que su regulación se encuentre en un solo precepto constitucional, careciendo de un desarrollo a nivel legal en que particularmente se regule a las dietas parlamentarias. Por el contrario, la remisión al monto de dieta que perciben los ministros de Estado no hace más que obstaculizar cualquier tipo de adecuación que este Parlamento quiera hacer respecto del monto de la dieta parlamentaria y su reajuste. Vale decir, la aplicación de la Ley N° 19.863.
Respecto a la forma de reajuste, esta ha quedado entregada al criterio del Poder Ejecutivo y del Congreso durante la tramitación de la ley de reajuste anual al sector público. Es decir, es posible que dada una determinada contingencia no exista voluntad política de congelar dicho porcentaje de reajuste para las más altas remuneraciones del sector público. Así, por ejemplo, durante la tramitación de la Ley de Reajuste salarial para el sector público, se estableció que las rentas de $4.800.000 pesos serán la línea de corte para el congelamiento del ajuste, siendo que la propuesta original del Poder Ejecutivo fue de $6.000.000 pesos. 

Desde el punto de vista de la opinión pública, y dentro del contexto político actual, el monto de la dieta parlamentaria y su método de reajuste requiere urgentemente ser revisado en vista del aumento de parlamentarios que implica la implementación del nuevo sistema electoral. Ante la necesidad de recursos públicos para financiar, no sólo las dietas de los nuevos parlamentarios, sino las asignaciones que financian la función legislativa, el funcionamiento del nuevo sistema electoral no debe implicar necesariamente un aumento sustancial de estos recursos destinados, sino más bien requiere de una decisión política en pos de reasignar eficientemente los ya existentes.

Explicación de Proyecto de Reforma Constitucional

El presente proyecto de Reforma Constitucional plantea que:

1. Elimina la remisión a los Ministros de Estado haciendo equivalentes las dietas de diputados y senadores a los primeros. Esta modificación se traduce en no hacer aplicables a las dietas parlamentarias los porcentajes que la Ley N° 19.863 establece, y por tanto, hacer independiente de toda variación en la dieta de los ministros a las de los parlamentarios.

2. Encomienda la ley la regulación de las dietas parlamentarias, respecto de su monto, su forma de reajuste, descuentos, etc. En este punto será opción del legislador determinar en qué ley se regulará este aspecto ya sea en la misma Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, o bien en un ley particular que trate este punto y otros derivados, tales como el régimen de descuentos, inasistencias, etc.

3. Limita las posibilidades de aumento en el monto de la dieta, estableciendo que toda modificación legal que signifique un aumento en el misma sólo producirá sus efectos en el período parlamentario posterior al que se haya promulgado dicha modificación. Norma similar existía ya en la Constitución de 1925, pero no fue posteriormente incluida en la Constitución de 1980. De esta forma se intenta evitar que parlamentarios establezcan aumentos en sus propias remuneraciones, pero no que ellos las reduzcan cuando una contingencia económica nacional lo amerite. 

Proyecto de Reforma Constitucional

Artículo Único.-

1.- Reemplázase el artículo 62 de la Constitución Política del República por el siguiente:

Artículo 62.- Los diputados y senadores percibirán como única renta una dieta, cuyo monto será determinada por la ley. Cualquier modificación legal que signifique un aumento del monto exceptuando el reajuste salarial anual al sector público, sólo regirá a partir del periodo parlamentario siguiente al de promulgación.

2.- Agrégase la siguiente disposición transitoria:

VIGÉSIMO NOVENA.- Mientras no entre en vigencia la ley a la cual hace referencia el artículo 62, la dieta para diputados y senadores será equivalente a veinte sueldos mínimos mensuales.
(Fdo.): Lily Pérez San Martín, Senadora.

________________________
1 Para mayor detalle ver Gacitúa, Alejandro, Dieta Parlamentaria en Chile - Estado de la situación y propuesta de modificación en Serie Estudios, 1 (8 de marzo de 2016)

2 Tal como lo sintetiza Gacitúa, el artículo 62 de la Constitución ha sido recientemente analizado por el Tribunal Constitucional, en particular si dicho precepto regula solo la dieta o también las asignaciones, y, de aceptarse esta última hipótesis, a qué tipo de asignaciones se refiere y cuál es el prado de libertad del parlamentario para disponer de ellas.

3 Gacitúa, p. 8.

4 Véase al respecto http://ciperchile.cl/2014/06/11/democratica-desigualdad-diputados-chilenos-son-los-mejor-pagados-en-los-paises-de-la-ocde/

El detalle se encuentra en el documento denominado Base de Datos Dietas Parlamentarias

http://ciperchile.cl/wp-content/uploads/djetas Base de Datos.pdf (Consulta 8 de enero de 2017).

5
MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL, PARA ESTABLECER LA IMPRESCRIPTIBILIDAD DE LOS DELITOS DE COHECHO

(11.152-07)
I.-  LEY DE PESCA Y CORRUPCIÓN

Como es sabido, la ley de pesca ha sido altamente cuestionada, pues se descubrió que un número importante de parlamentarios recibió pagos ilegales durante su tramitación1. 

Se han denunciado tanto aportes legales bajo la ley de Gasto Electoral, como aportes ilegales mediante mecanismos espurios, como boletas ideológicamente falsas emitidas a familiares y asesores de los parlamentarios, dos de ellos formalizados ya por el delito de cohecho, y sus correspondientes fraudes tributarios 2. 

Se han descubierto artículos completos de la ley que fueron redactados desde las empresas implicadas (Corpesca, por ejemplo), algunas de las cuáles se vieron beneficiadas por beneficios tributarios debido a las reformas que ellos mismos instalaron3. 

La actividad política y empresarial se ha visto sumamente desprestigiada. Es una verdadera crisis que ha impactado en la opinión pública y que ha sido abordada desde comités políticos, así como por reformas legales que han intentado solucionar de alguna manera la afectada imagen de la institucionalidad. 

Lo que venimos en proponer es una reforma legal que garantice que los delitos de cohecho son imprescriptibles, es decir, que no existirá plazo límite para llevar a una persona a juicio, una vez descubierto el delito. 

II.-
DELITO DE COHECHO Y REFORMAS OCDE

Con fecha 18 de abril de 2001 Chile ratificó la Convención para Combatir el Cohecho a Funcionarios Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE)4, la que comenzó a tener vigencia internacional para Chile desde el 18 de junio del mismo año.

El Artículo 12 del mismo tratado dispone: 

“Monitoreo y Seguimiento  

Las Partes deberán cooperar para llevar a cabo un programa de seguimiento sistemático para monitorear y promover la plena aplicación de la presente Convención. Salvo decisión en contrario tomada por consenso de las Partes, esto deberá realizarse en el marco del Grupo de Trabajo de la OCDE sobre Cohecho en las Transacciones Comerciales Internacionales y de acuerdo con su mandato; o dentro del marco y de las atribuciones de cualquier órgano que lo suceda en esas funciones; y las Partes deberán costear los gastos del programa de acuerdo con las normas aplicables a ese órgano”.

En virtud de este monitoreo, y de los informes donde OCDE realiza recomendaciones precisas a Chile para reformar su legislación, se han aprobado los siguientes cuerpos legales5: 

Leyes Nºs. 19.829, 20.341, ambas, modificatorias de nuestro Código Penal en materias concernientes a la tipificación del delito de cohecho a funcionarios públicos -nacionales y extranjeros- y a las sanciones aplicables a dicho delito; 

Ley Nº 20.371, que introdujo una modificación al Código Orgánico de Tribunales a fin de que los tribunales nacionales puedan pronunciarse sobre cohecho de funcionarios públicos extranjeros cometido fuera de nuestro país por chilenos o por extranjeros con residencia habitual en Chile; 

Ley Nº 20.393, que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y cohecho de un funcionario público nacional o extranjero, y de la Ley Nº 20.406, que modificó al Código Tributario en orden a establecer determinadas excepciones al secreto bancario en materias señaladas por la Convención.

En virtud de cumplirse con estas reformas, OCDE entendió que Chile cumplía también con las condiciones para incorporarse a OCDE, lo que ocurrió el 7 de mayo de 2010.

Al día de hoy, nuestro Código Penal establece respecto al delito de cohecho: 

Cohecho.

ART. 248.

El empleado público que solicitare o aceptare recibir mayores derechos de los que le están señalados por razón de su cargo, o un beneficio económico para sí o un tercero para ejecutar o por haber ejecutado un acto propio de su cargo en razón del cual no le están señalados derechos, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo, suspensión en cualquiera de sus grados y multa de la mitad al tanto de los derechos o del beneficio solicitados o aceptados.

ART. 248 bis. 

El empleado público que solicitare o aceptare recibir un beneficio económico para sí o un tercero para omitir o por haber omitido un acto debido propio de su cargo, o para ejecutar o por haber ejecutado un acto con infracción a los deberes de su cargo, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado medio, y además, con la pena de inhabilitación absoluta para cargos u oficios públicos temporal en cualquiera de sus grados y multa del tanto al duplo del provecho solicitado o aceptado.

Si la infracción al deber del cargo consistiere en ejercer influencia en otro empleado público con el fin de obtener de éste una decisión que pueda generar un provecho para un tercero interesado, se impondrá la pena de inhabilitación absoluta para cargo u oficio público, perpetua, además de las penas de reclusión y multa establecidas en el inciso precedente.

ART. 249.

El empleado público que solicitare o aceptare recibir un beneficio económico para sí o para un tercero para cometer alguno de los crímenes o simples delitos expresados en este Título, o en el párrafo 4 del Título III, será sancionado con la pena de inhabilitación absoluta, temporal o perpetua, para cargos u oficios públicos, y multa del tanto al triplo del provecho solicitado o aceptado.

Lo establecido en el inciso anterior se entiende sin perjuicio de la pena aplicable al delito cometido por el empleado público, la que no será inferior, en todo caso, a la de reclusión menor en su grado medio.

ART. 250.

El que ofreciere o consintiere en dar a un empleado público un beneficio económico, en provecho de éste o de un tercero, para que realice las acciones o incurra en las omisiones señaladas en los artículos 248, 248 bis y 249, o por haberla realizado o haber incurrido en ellas, será castigado con las mismas penas de multa e inhabilitación establecidas en dichas disposiciones.

 Tratándose del beneficio ofrecido en relación con las acciones u omisiones del artículo 248, el sobornante será sancionado, además, con la pena de reclusión menor en su grado mínimo.

Tratándose del beneficio consentido u ofrecido en relación con las acciones u omisiones señaladas en el artículo 248 bis, el sobornante será sancionado, además, con pena de reclusión menor en su grado medio, en el caso del beneficio ofrecido, o de reclusión menor en su grado mínimo a medio, en el caso del beneficio consentido.

Tratándose del beneficio consentido u ofrecido en relación con los crímenes o simples delitos señalados en el artículo 249, el sobornante será sancionado, además, con pena de reclusión menor en su grado medio, en el caso del beneficio ofrecido, o de reclusión menor en sus grados mínimo a medio, en el caso del beneficio consentido. En estos casos, si al sobornante le correspondiere una pena superior por el crimen o simple delito de que se trate, se estará a esta última.

ART. 250 bis. 

En los casos en que el delito previsto en el artículo anterior tuviere por objeto la realización u omisión de una actuación de las señaladas en los artículos 248 ó 248 bis que mediare en causa criminal a favor del procesado, y fuere cometido por su cónyuge, por alguno de sus ascendientes o descendientes consanguíneos o afines, por un colateral consanguíneo o afín hasta el segundo grado inclusive, o por persona ligada a él por adopción, sólo se impondrá al responsable la multa que corresponda conforme las disposiciones antes mencionadas.

ART. 251.

Los bienes recibidos por el empleado público caerán siempre en comiso.

En el caso del artículo 249 y del artículo 250, inciso segundo, para la aplicación de las penas de suspensión o inhabilitación que correspondieren en calidad de accesorias a penas privativas de libertad se estará a las siguientes reglas:

1º Si las penas accesorias fueren más graves que las establecidas en el artículo 249, serán impuestas las primeras, en su grado máximo, y

2º Si las penas establecidas en el artículo 249 fueren más graves que las penas accesorias, serán impuestas aquéllas en toda la extensión que no sea inferior al grado máximo de las accesorias.

§ 9 bis. Cohecho a Funcionarios Públicos Extranjeros

Artículo 251 bis.- El que ofreciere, prometiere o diere a un funcionario público extranjero, un beneficio económico o de otra naturaleza, en provecho de éste o de un tercero, para que realice una acción o incurra en una omisión con miras a la obtención o mantención, para sí u otro, de cualquier negocio o ventaja indebidos en el ámbito de cualesquiera transacciones internacionales, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado medio a máximo y, además, con las de multa e inhabilitación establecidas en el inciso primero del artículo 248 bis. Si el beneficio fuere de naturaleza distinta a la económica, la multa será de cien a mil unidades tributarias mensuales. De igual forma será castigado el que ofreciere, prometiere o diere el aludido beneficio a un funcionario público extranjero por haber realizado o haber incurrido en las acciones u omisiones señaladas.

El que, en iguales situaciones a las descritas en el inciso anterior, consintiere en dar el referido beneficio, será sancionado con pena de reclusión menor en su grado mínimo a medio, además de las mismas penas de multa e inhabilitación señaladas.

Artículo 251 ter.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, se considera funcionario público extranjero toda persona que tenga un cargo legislativo, administrativo o judicial en un país extranjero, haya sido nombrada o elegida, así como cualquier persona que ejerza una función pública para un país extranjero, sea dentro de un organismo público o de una empresa pública. También se entenderá que inviste la referida calidad cualquier funcionario o agente de una organización pública internacional.

III.-
TRATADOS INTERNACIONALES ANTI CORRUPCIÓN

Lamentablemente, han existido ordenamientos jurídicos que no han sido fuertes en la persecución del delito del soborno, sea por bajas penas, deficiencias institucionales en el órgano investigador, o por bajos plazos de prescripción del delito. Es por ello que los delitos contra la corrupción, han sido objeto de tratados internacionales para establecer condiciones mínimas de punibilidad y lucha contra la impunidad.  

Por ejemplo, el art. 29 de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, dispone: 

“Cada Estado Parte establecerá, cuando proceda, con arreglo a su derecho interno, un plazo de prescripción amplio para iniciar procesos por cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención”.

No obstante lo anterior, dispone que: 

“(…) y establecerá un plazo mayor o interrumpirá la prescripción cuando el presunto delincuente haya eludido la administración de justicia”.

Paralelamente, ña Organización de Comercio y Desarrollo (OCDE), que agrupa a los países más ricos del mundo, también ha sentado su preocupación sobre este punto. Así, naciones como Estados Unidos, Brasil, Alemania, Argentina, Austria, Australia, Chile, Bélgica y Finlandia, entre otros, han firmado dos Convenios en esta materia.

El Convenio para Combatir el Cohecho de Funcionarios Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales (1999) y el Convenio de Lucha contra la Corrupción de Agentes Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales (2000) plantean la necesidad de que los plazos de prescripción establecidos por los países miembro permitan la eficaz investigación de los actos delictivos.

Así el art. 6 establece, en ambos convenios, que “En las normas sobre prescripción” tanto de los “delitos de corrupción” como de “delito de cohecho” cometidos por agentes públicos extranjeros “se establecerá un plazo suficiente para permitir la investigación y persecución de este delito.”.

En este sentido, podemos opinar que los tratados fijan un mínimo razonable en materia de prescripción, siendo los países absolutamente libres de garantizar mayores estándares de punición de los delitos ligados a la corrupción. Es decir, los países pueden sobreregular, pero no subregular lo establecido por los tratados. 

IV.-
PRESCRIPTIBILIDAD DE DELITOS DE CORRUPCIÓN

Las normas nacionales sobre la prescripción del delito de cohecho están establecidas en el Código penal

Así, su artículo 93 dispone: “La responsabilidad penal se extingue: (…)

6.° Por la prescripción de la acción penal”.

Por su parte el artículo  94 establece que: 

“La acción penal prescribe:

Respecto de los crímenes a que la ley impone pena de presidio, reclusión o relegación perpetuos, en quince años.

Respecto de los demás crímenes, en diez años.

Respecto de los simples delitos, en cinco años.

Respecto de las faltas, en seis meses.

Cuando la pena señalada al delito sea compuesta, se estará a la privativa de libertad, para la aplicación de las reglas comprendidas en los tres primeros acápites de este artículo; si no se impusieren penas privativas de libertad, se estará a la mayor.

Las reglas precedentes se entienden sin perjuicio de las prescripciones de corto tiempo que establece este Código para delitos determinados”.

El artículo 95 dispone que  

“El término de la prescripción empieza a correr desde el día en que se hubiere cometido el delito”.

Finalmente, el artículo  96 establece que:     

“Esta prescripción se interrumpe, perdiéndose el tiempo trascurrido, siempre que el delincuente comete nuevamente crimen o simple delito, y se suspende desde que el procedimiento se dirige contra él; pero si se paraliza su prosecución por tres años o se termina sin condenarle, continúa la prescripción como si no se hubiere interrumpido”.

Así, en Chile, la norma general es que los delitos de cohecho en sus distintas modalidades, prescriben en el plazo de 5 años. 

Es decir, pese a la crisis de confianza que amenaza con la deslegitimidad del Estado en su conjunto, la prescripción del delito de cohecho está sometida al régimen general, y por ende, a un estatuto de normalidad social, donde se supone que el cohecho es la excepción y no ha penetrado a las altas esferas del poder ni es algo común. 

V.-
IMPRESCRIPTIBILIDAD EN MATERIA PENAL

La palabra imprescriptibilidad no existe en nuestro Código Penal. En el derecho internacional es una institución reservada a los delitos más graves, como los crímenes de lesa humanidad, es decir, graves violaciones a los derechos humanos. 

La justificación de la imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad es, de acuerdo a la profesora de Derecho Procesal Penal de la U. de Chile María Inés Horvitz, es el siguiente: 

“el fundamento del instituto de la prescripción, ya se trate de la acción o de la pena, es la inutilidad de la pena en el caso concreto, tanto desde la perspectiva de la sociedad (prevención general) como del culpable (prevención especial). En su base operan, pues, consideraciones de racionalidad conforme a fines, es decir, de falta de necesidad prospectiva de la pena. La excepción a esta regla está configurada por aquellos hechos que, por su entidad y significación para la comunidad humana, no dejan de ser vivenciados como gravísimos por el transcurso del tiempo ni por sus protagonistas ni por los afectados ni, en fin, por la sociedad toda. Más aún, cuando tales delitos son perpetrados en el seno de un aparato organizado de poder (paradigmáticamente, la estructura estatal), sus autores actúan contando con la impunidad de tales ilícitos, la que se expresa, en el caso de la prescripción, como omisión de la persecución penal por parte del mismo aparato de poder cuyos miembros cometieron los delitos. Este es el fundamento de justicia política de las disposiciones convencionales en el ámbito internacional que establecen la imprescriptibilidad de ciertos crímenes gravísimos, normas que, sin embargo, no se encuentran vigentes en el ordenamiento jurídico chileno"6, 

En el caso de los delitos sexuales, los delitos cometidos contra menores tiene una prescripción de 5 o 10 años según el caso, y tal plazo se cuenta desde que el menor adquiere la mayoría de edad7. Se ha planteado su imprescriptibilidad fundamentado en la gravedad del delito, la alta cifra negra (casos no denunciados), y las escasas condenas obtenidas, proyecto que aún se encuentra en trámite8. 

Tal y como señala Patsilí Toledo, profesora de la Universidad Pompeu Fabra y Doctora del Derecho: “La prescripción en delitos graves, como los delitos sexuales o el homicidio, si bien es frecuente en los sistemas jurídicos basados en el derecho romano, como el nuestro, no es universal ni mucho menos. Los sistemas jurídicos de raíz anglosajona sólo reconocen la prescripción de los delitos menores y de las acciones civiles, pero no así de los delitos más graves. En países como el Reino Unido, Canadá, Irlanda, Nueva Zelanda y Australia no hay prescripción para los delitos sexuales. En Estados Unidos existe un panorama heterogéneo al respecto, de modo que algunos estados reconocen la imprescriptibilidad, y otros establecen límites de tiempo para el ejercicio de la acción penal.”9
Asimismo concuerda Gerardo Bernales Rojas, Profesor de Derecho Procesal y Derecho Constitucional de la U. de Talca, miembro de la Asociación Chilena de Derecho Constitucional y del Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional: “En los Estados Unidos de Norteamérica, la legislación penal es estadual, aun cuando existen muchos delitos federales, sin embargo el homicidio en primer grado, por su gravedad no se admite la prescripción de la acción penal en ninguno de los Estados. También en algunos estados existe la imprescriptibilidad de ciertos delitos sexuales contra menores, pero lo importante es el fundamento de dicha imprescriptibilidad; la gravedad del crimen, gravedad que siempre existe en las violaciones a los derechos humanos, le es implícita por la naturaleza del crimen”10.

Es decir, no hay limitación en el ordenamiento jurídico internacional para que la legislación doméstica pueda establecer la imprescriptibilidad de cualquier delito. 

De esta forma, el hecho de que los tratados internacionales no contemplen expresamente la imprescriptibilidad para los delitos ligados a la corrupción, no constituye limitación alguna para los Estados Parte, quienes conservan su soberanía al respecto. De hecho, las mismas normas internacionales, como vimos, ponen un límite hacia abajo, prohíben plazos cortos, plazos insuficientes para investigar, descubrir, perseguir y sancionar tales delitos. Es decir, las normas sólo prohíben plazos ineficaces para perseguir el delito, por lo que los Estados conservan la facultad de poner plazos más largos, e incluso establecer la imprescriptiblidad, con tal que se garantice una eficaz sanción del delito. Cada país decide de acuerdo a su realidad a este respecto.

De hecho, Argentina lo tiene así dispuesto por norma constitucional. El artículo 36 de la Constitución Nacional, dispone que "sin necesidad de ley ninguna, los delitos de corrupción castigados en el Título XI del Código Penal son imprescriptibles". Es así que en el conocido Caso Miralles (quien a cargo del Juzgado Federal 4 de La Plata, fue blanco de diferentes acusaciones de corrupción, por la habilitación de casinos fuera de su jurisdicción), la Sala II de la Cámara Federal de Apelaciones de La Plata declaró la imprescriptibilidad de los delitos de corrupción. Señala la prensa que “en el transcurso de la causa, que ya lleva 10 años, falleció Miralles y el resto de los imputados pidieron la prescripción al ser llamados a prestar declaración indagatoria”, lo cual fue negado por los tribunales de justicia, aplicando directamente el mandato constitucional11. 

Perú se encuentra tramitando actualmente su propia reforma. El 01 de marzo del presente año “el Congreso de la República aprobó (…) por unanimidad la ley de reforma constitucional que habilita la imprescriptibilidad de los delitos de corrupción. La norma aprobada por el Parlamento plantea que el plazo de prescripción de los delitos cometidos contra la administración pública o el patrimonio del Estado se duplique. Además propone la imprescriptibilidad “en los supuestos más graves o recurrentes”.”12. Los casos han sido tan recurrentes, que se señala que “el Congreso de la República ha presentado durante la actual legislatura (2011 - 2016), al menos 7 proyectos del ley orientados a la reforma del artículo 41º de la Constitución y la normativa del Código Penal respecto a la prescripción, en aras de establecer la imprescriptibilidad de los delitos de corrupción.”13
 VI.-
RAZONES DE POLÍTICA CRIMINAL

La definición de Política Criminal del célebre jurista vienés, y diputado progresista del Reichstag en el siglo pasado, Franz Von Liszt, señala que es la “Disciplina que se ocupa de las formas o medios a poner en práctica por el Estado para una eficaz lucha contra el delito, y a cuyo efecto se auxilia de los aportes de la Criminología y de la Penología”.

Para el liberal Von Liszt, la barrera de la política criminal era el derecho penal. Nosotros creemos que la realidad ha superado la norma, y que por el contrario, la misma ley y el escenario donde se construye, se encuentra hoy al servicio de los poderosos, es decir, del poder del dinero y de las autoridades políticas, contra el interés ciudadano, mediante procedimientos espurios y del todo cuestionables.

Desde esta perspectiva, el Estado arriesga una absoluta deslegitimidad como forma de organización social y política. Para qué hablar de la actividad política y de la misma actividad empresarial. 

Tal como se señala por José Luis Rímac Narro, Miembro del Grupo de Investigación en Derecho Penal y Corrupción, adscrito al Vicerrectorado de Investigación de la Pontificia Universidad Católica del Perú: “Teniendo en consideración el panorama general de todo lo antes mencionado, podemos concluir que el impacto que genera la corrupción hacia una sociedad determinada no es meramente patrimonial y desconocer ello sería ignorar el verdadero problema que acarrea la corrupción quebrantando los derechos fundamentales de una población en general y sobre todo, los de los más necesitados, que dificultan, como ya hemos aludido, su acceso a educación, salud, servicios básicos e incluso a los recurso naturales debido al deterioro medio ambiental por el uso indiscriminado de estos recursos públicos. No siendo este un fenómeno unidireccional como erradamente se cree, ya que analizado desde una visión criminológica,  se colige acertadamente que “es de naturaleza pluriofensiva, la cual involucra  otros hechos sociales nocivos y relevantes” por lo que su aproximación con los delitos de lesa humanidad parecen estar cada vez más cerca.”14
Todo aconseja asegurar que la probidad pública y privada deben ser aseguradas por los mecanismos más poderosos  que entrega el ordenamiento jurídico, so pena de la más total ilegitimidad del Estado, el cual es un patrimonio que debemos resguardar: un Estado fuerte, que garantice gobernabilidad con respeto a los derechos e intereses ciudadanos. Lo demás, es dejar la democracia a merced de corruptos y facilitar con ello la llegada del verdadero populismo, que es el populismo conservador, y de las dictaduras.

Por tanto, 

Venimos en presentar el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Agrégase al Código Penal el siguiente nuevo artículo 251 quáter: “Los delitos contemplados en éste párrafo y en el anterior, entre los artículos 259 a 251 ter, relativos al cohecho activo como pasivo, así como al cohecho a funcionarios públicos extranjeros, serán imprescriptibles”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
_________________________
1 Fiscal Arias: "En la génesis de la Ley de Pesca hubo corrupción". https://www.cooperativa.cl/noticias/pais/politica/transparencia/fiscal-arias-en-la-genesis-de-la-ley-de-pesca-hubo-corrupcion/2016-08-15/104856.html 

2 http://www.cambio21.cl/cambio21/site/artic/20161014/pags/20161014204050.html 

3 SENADORES JAIME ORPIS Y FULVIO ROSSI PROMOVIERON BENEFICIO TRANSITORIO:

El artículo de la Ley de Pesca que le ahorró $4.670 millones a Corpesca. http://ciperchile.cl/2016/08/17/el-articulo-de-la-ley-de-pesca-que-le-ahorro-4-670-millones-a-corpesca/ 

4 http://www.oecd.org/daf/anti-bribery/ConvCombatBribery_Spanish.pdf 

5 http://www.minrel.gov.cl/minrel/site/artic/20091230/pags/20091230075800.html  
6 Amnistía y Prescripción en Causas sobre Violación de Derechos Humanos en Chile. 

María Inés Horvitz Lennon. Anuario de Derechos Humanos. Universidad de Chile, 2006. http://www.anuariocdh.uchile.cl/index.php/ADH/article/download/13396/13667 

7  “Cuando un niño es víctima de un atentado sexual, la decisión de someter a la justicia al culpable, generalmente va a ser de los adultos que se encuentran a su cargo, en su calidad de representantes legales. Estos adultos muchas veces deciden no deducir denuncia para evitar la estigmatización del niño y el trauma psicológico que eventualmente puede significar enfrentar un proceso judicial. Más grave aún resulta la situación en que los propios padres son los agresores porque evidentemente se tratará de esconder los hechos quedando el menor en total indefensión.

Una forma de paliar la situación anterior ha sido establecer la obligación legal del Ministerio Público de actuar de oficio en los delitos contra menores de edad, al establecerse en el artículo 53 del Código Procesal Penal, ya que siempre se concede acción penal pública para la persecución de los delitos cometidos contra menores de edad. Por su parte el artículo 175 del mismo cuerpo legal obliga a  denunciar los hechos delictivos de que tomen conocimiento a los jefes de establecimientos hospitalarios y a los profesionales de la salud, así como también a los directores, inspectores y profesores de establecimientos educacionales de los delitos que afectaren a los alumnos. Si bien estas normas buscan garantizar una eficaz representación de los intereses de los menores, al igual que la posibilidad de actuación de entidades como el Servicio Nacional de Menores, la protección de los derechos de los niños dependerá en definitiva que los hechos sean conocidos, situación que en un alto porcentaje no ocurre.

Otra medida que colabora en este sentido es que la ley vigente establece que en este tipo de delitos de connotación sexual contra menores, el plazo de prescripción de la acción penal empezará a correr cuando el menor cumpla 18 años.

Estos plazos son, para los crímenes que tienen pena de presidio perpetuo, de 15 años; si se trata de otros crímenes, el plazo de prescripción es de 10 años; si se trata de simples delitos, de 5 años, y en el caso de las faltas (en materia penal), el plazo es de 6 meses.

Los delitos antes señalados bajo la denominación de “sexuales”, algunos tienen pena de crimen y otros

de simple delito, por lo que se trata de la prescripción de plazos de 10 años en unos casos y de 5 en otros”. http://lyd.org/lyd/biblioteca/pdf/b000053-2.pdf IMPRESCRIPTIBILIDAD DE LOS DELITOS

SEXUALES CONTRA MENORES DE EDAD. Boletín 8134-07 

8 https://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=8533&prmBL=8134-07 

https://www.camara.cl/prensa/noticias_detalle.aspx?prmid=48284

9 http://www.theclinic.cl/2016/07/17/columna-6/ 

10 La Imprescriptibilidad de la Acción Penal en Procesos por Violaciones a los Derechos Humanos. Gerardo Bernales Rojas. Profesor de Derecho Procesal y Derecho Constitucional de la U. de Talca, miembro de la Asociación Chilena de Derecho Constitucional y del Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional. Nota 3. Revista Ius et Praxis, 13 (1): 245 - 265, 2007. http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0718-00122007000100009#nota3 

11 http://www.eldiario24.com/nota/argentina/385107/justicia-declaro-imprescriptibilidad-delitos-corrupcion.html 

http://www.minutouno.com/notas/1514094-en-un-fallo-historico-declaran-imprescriptibles-los-delitos-corrupcion 

12 Comentarios sobre la imprescriptibilidad de los delitos de corrupción de funcionarios: ¿Es la prescripción una institución inmodificable?. http://elcomercio.pe/politica/congreso/analisis-imprescriptibilidad-delitos-corrupcion-noticia-1972825 

13 http://idehpucp.pucp.edu.pe/wp-content/uploads/2015/12/Comentario2.pdf 

14 OP cit http://idehpucp.pucp.edu.pe/wp-content/uploads/2015/12/Comentario2.pdf
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI Y PROKURICA, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA EL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 1, DE 2009, DEL MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, LEY DE TRÁNSITO, EN MATERIA DE MULTAS NO PAGADAS

(11.153-15)

La ley 18.290, ley del tránsito define en la su artículo 2 "Placa patente" como el "distintivo que permite individualizar al vehículo".

En la misma ley se encuentran  regulados los principales aspectos de la placa patente específicamente en el Capítulo III de la ley.

Los principales aspectos de dicha regulación sobre la patente se encuentran en el artículo 46 de la ley que  señala que: "Las patentes serán únicas y definitivas para cada vehículo, salvo las excepciones que indica esta ley".

Asimismo "el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones fijará las letras o números o las combinaciones de ambos y demás menciones que tendrá la placa patente única".

Hoy en día uno de los  principales  problemas que existen en relación a esta regulación que establece que las patentes son "únicas y para cada vehículo" dice relación con la obtención del permiso de circulación.

El permiso de circulación es el "impuesto que deben pagar anualmente todos los dueños de  vehículos  motorizados y que va en beneficio de las municipalidades y que permite que los automóviles, camionetas, motos y otros puedan circular por las calles del país en forma legal".

La problemática dice relación  con  que si una persona propietaria de un vehículo no paga una multa del tránsito, este queda inmediatamente inscrito en el "registro de multas de tránsito no pagadas" que está a cargo del Registro Civil, con la problemática de que si  un vehículo aparece en dicho Registro no puede obtener el permiso de circulación respectivo.

En la práctica esta  regulación  trae  como  consecuencia que muchas personas que no han cometido  ninguna  infracción  al tránsito ni han sido multadas, no pueden obtener el permiso de circulación para su vehículo, ya que según la patente del vehículo este figura en el Registro de multas del tránsito no pagadas.

Las razones de dicha situación pueden ser muchas, pero una de las principales es el desconocimiento de esta regulación  por parte de la ciudadanía, por lo cual muchas veces al  adquirir un vehículo muchas personas desconocen  que  deben  cerciorarse de que este se encuentra al día en el pago de multas por infracción del tránsito, tomando conocimiento de esta situación solo al momento de solicitar su permiso de circulación, debiendo pagar en definitiva multas por infracción a las normas del tránsito,  muchas veces de un considerable valor, por infracciones a la ley del  tránsito cometidas por otras personas.

Ante esta injusta situación, es que mediante este proyecto de ley se pretende proponer una modificación legislativa que evite situaciones como la precedentemente descrita, estableciendo la obligación de exhibir un certificado del registro de multas del tránsito no pagadas al momento de efectuarse la inscripción en el registro de vehículos motorizados de la variación del dominio de los vehículos inscritos.

Creemos que esta simple medida otorgará una mucho mayor certeza jurídica a los adquirentes de los vehículos y reforzará aún más la obligación de pago de las multas por parte de los infractores de la ley del tránsito, ya que ahora no solamente tendrán como impedimento el no poder obtener el permiso de circulación, sino que además no podrán transferir su vehículo en caso de que no se encuentre al día en el pago de multas por infracción a la ley del tránsito.

Por las razones anteriores es que venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de ley

Artículo Único: Sustitúyase el artículo 35 de la ley del  tránsito  número 18.290  por el siguiente artículo 35 nuevo.

Artículo 35.- En el Registro de Vehículos Motorizados se inscribirán, además, las variaciones de dominio de los vehículos inscritos.

Al momento de la inscripción deberá exigirse un certificado emitido por el Servicio de Registro Civil del registro de multa de tránsito no pagadas del respectivo vehículo.

No serán oponibles a terceros ni se podrán hacer valer en juicio los gravámenes, prohibiciones, embargos, medidas precautorias, arrendamientos con opción de compra u otros títulos que otorguen  la tenencia material del vehículo, mientras no se efectúe la correspondiente anotación en el Registro.

Si el acto que sirvió de título a la transferencia de un vehículo fuere consensual, se acreditará mediante declaración escrita conjunta que suscribirán ante el Oficial de Registro Civil e Identificación el adquiriente y la persona a cuyo nombre figure inscrito el vehículo, o mediante instrumento público o instrumento privado autorizado ante Notario. 

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE COMIENZA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 19.496, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, PARA REGULAR EL COBRO DE SERVICIOS DE ESTACIONAMIENTO

(11.154-03)

I.- Antecedentes:

1.- De acuerdo con el sitio electrónico de 1Consumers Internacional, "El 15 de marzo de 1962, el presidente de EE.UU. John F. Kennedy se dirigió al congreso de su país ofreciendo su visión acerca de los derechos de los consumidores, convirtiéndose en la primera vez que un político haya establecido esos principios de manera formal." Algunos años más tarde, el movimiento de consumidores comenzó a celebrar cada 15 de marzo el Día Mundial de los Derechos del Consumidor para aumentar la conciencia mundial sobre estos derechos.

"Por definición, el término Consumidores, nos incluye a todos", dijo Kennedy en su discurso ante el Congreso. "Ellos son el grupo económico más amplio que afecta y es afectado por casi cada decisión económica pública o privada. No obstante, es el único grupo importante... cuyas opiniones a menudo no son escuchadas".

2.- Después de 55 años del discurso de Kennedy da la impresión que en materia de derechos de los consumidores tanto a nivel internacional como nacional, no se ha avanzado mucho. Esto, porque los consumidores siguen siendo aquel grupo económico que resulta afectado por casi cada decisión económica pública o privada y cuyas opiniones a menudo no son escuchadas. Fiel expresión de esto último lo constatamos con la tramitación del Boletín N° 9729-03, moción parlamentaria que buscaba modificar la ley N° 19.496 que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, con el objeto de regular el cobro del servicio de parquímetros y estacionamientos en los lugares que indica, cuyo espíritu inicial pretendía beneficiar a los consumidores - estableciendo la gratuidad en el uso de los estacionamientos durante cierto lapso de tiempo - haciendo realidad una expresión de los mismos y terminó de una manera muy distinta dejando de lado la opinión y sentir de los consumidores. La Ley N° 20.967 que resultó de aquella tramitación legislativa traiciona las ideas matrices del proyecto original y por sobre todo los derechos de los consumidores.

3.- Luego de la entrada en vigencia de la Ley N° 20.967 en febrero pasado, la misma ha generado críticas por parte de usuarios de estacionamientos y de parte de distintas autoridades y gremios.  En este sentido, el Ministro de Hacienda, Rodrigo Valdés, criticó a los empresarios por la implementación de la Ley de Estacionamientos y señaló que 2"el aumento de precios no tuvo nada que ver con la ley, fue una subida por el chorro que agrede la confianza de la ciudadanía". Por su parte, el presidente de la Sofofa, Hermann Von Mühlenbrock, comentó que 3"Si realmente la gente se porta mal y se aprovecha de algunas circunstancias entonces la ciudadanía tiene que castigar las cosas que se apartan de las cosas justas. Si realmente estos empresarios actuaron mal, evidentemente, deben por lo menos tener el repudio de toda la ciudadanía".

4.- El jueves 09 de marzo de 2017, 4e1 director del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC), Ernesto Muñoz, anunció acciones legales colectivas en contra de 10 centros comerciales por los incumplimientos a la nueva Ley de Estacionamientos. En este orden de ideas, 5"(…) el Sernac detectó una práctica -motivo de las demandas- donde los proveedores, luego de informar la media hora gratuita, exigen el pago a partir del minuto 31, esto es antes de que el siguiente tramo se encuentre vencido. Dicha práctica se repite en los subsiguientes tramos de 10 minutos, en los que se cobra pese a que no se haya verificado el vencimiento de cada tramo." Muñoz explicó que "tomamos la decisión de demandar, debido a la gravedad de la conducta constatada, al comportamiento histórico industria y para evitar incumplimientos en este mercado en el futuro". 

6"La lista de los demandados por Sernac incluye a:

• Sodimac S.A

• Parque Arauco S.A

• Plaza S.A (por Mall Plaza Norte y Mall Plaza Egaña)

• Plaza Oeste S.A

• Paseo San Bernardo S.A

• Plaza Alameda S.A

• Vivo Centro S.A

• Paseo Quilín S.A

• Plaza Vespucio S.A

Sernac demandó tanto a los propietarios de los establecimientos comerciales que proveen este servicio, como a las empresas administradoras, es decir: Republic Parking System Chile S.A, Central Parking System S.A, Plaza Oeste y J.J.S. Parking SPA."

Finalmente, el 14 de marzo de 2017, el ministro de Economía, Luis Felipe Céspedes,  junto al director nacional del Sernac anunciaron que enviarían los antecedentes a la Fiscalía Nacional Económica (FNE) para que esta evalúe los mismos y estudie si al respecto existe un abuso de posición dominante por parte de algunos operadores, afectando con ello la libre competencia. El director del Sernac señaló que 7"Acá han ocurrido varias cosas. Una de ellas es un alza de precios que no tienen justificación", (...) agregando que se trata de una "actitud recalcitrante" de la industria.

5.- Los hechos demuestran que se debe modificar la Ley del Consumidor restableciendo el sentido y alcance que se perseguía con la moción parlamentaria referida en el número 2) de esta iniciativa, reponiéndose como idea central la exención del cobro por el uso de los estacionamientos por cierto lapso de tiempo sin condición y otro lapso en casos que se presente un comprobante de adquisición de un bien o prestación de un servicio por parte del consumidor, teniendo presente que de acuerdo con la Ley General de Urbanismo y Construcciones se impone a los locales comerciales la obligación de contar con estacionamientos en un número suficiente para ejercer su actividad, de forma de reducir el impacto vial en las vías aledañas por su utilización como lugar de aparcamiento, y la nutrida y coherente jurisprudencia de tribunales superiores que plantean a los estacionamientos como parte del servicio  principal de las empresas y su consecuencia en tanto proveedores, a la luz de la regulación del consumo.

6.- Por último, el numeral 5 del artículo 15 A introducido por la Ley N°20.967 a la Ley del Consumidor establece como regla en materia de responsabilidad civil del proveedor por daños, robos o hurtos, sólo como consecuencia de la falta de medidas de seguridad adecuadas en la prestación del servicio, situación que impone al consumidor la carga de tener que probar en caso de que se produzca alguna de dichas situaciones que el proveedor no disponía de las medidas de seguridad adecuadas, bastándole al proveedor contar con dichas medidas para no responder. En circunstancias, que las medidas de seguridad deben ser siempre y en todo momento adecuadas, a fin de evitar algún daño, robo o hurto a los vehículos o sus accesorios. En este sentido, los tribunales de justicia han sostenido que las empresas son responsables de todo perjuicio o daño que se cause al vehículo o al usuario, ya sea que se trate de un estacionamiento gratuito o pagado. Por lo tanto, es imperativo que se dé aplicación a las exigencias que la Ley del Consumidor establece respecto de todo proveedor de servicios o productos, como son el cumplimiento del deber de profesionalidad y de seguridad en el consumo, lo cual es exigible a las empresas que otorgan el servicio de estacionamientos. Las empresas deben ser profesionales, esto significa que deben responder por todos los daños y perjuicios causados al consumidor en caso de no actuar profesionalmente. De manera, que debe eliminarse de la norma al inicio referida la frase "y como consecuencia de la falta de medidas de seguridad adecuadas en la prestación de éste".

Es por estas razones aquí expuestas que se viene en sugerir el siguiente:

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 19.496, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, EN RELACIÓN A LA REGULACION DEL COBRO DE SERVICIOS DE ESTACIONAMIENTO.

ARTÍCULO ÚNICO: Modifícase la Ley N° 19.496, que Establece Normas sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, en la forma que se indica:

1.- Modifícase el artículo 15 A en el siguiente sentido:

a.- Agrégase en la regla número 2 el siguiente inciso final:

"En los servicios de estacionamientos en bienes nacionales de uso público, el cobro sólo podrá efectuarse por minuto efectivo, sin perjuicio de los límites máximos que la autoridad podrá establecer en los contratos respectivos."

b.- Reemplázase la regla número 3 por la siguiente:

"Las primeras dos horas de uso en dichos estacionamientos será gratuita, y no podrá condicionarse de forma alguna el ejercicio de este derecho establecido en la presente ley. La tercera hora de permanencia en estas dependencias, el usuario quedará liberado del pago, presentando una boleta, factura o comprobante debidamente emitido por alguno de los proveedores de bienes o servicios presentes en la edificación principal o anexa al centro comercial que sirven a los estacionamientos."

c.- Elimínase en la regla número 5 la siguiente frase:

"y como consecuencia de la falta de medidas de seguridad adecuadas en la prestación de éste"

d.- Agrégase en la regla número 5 entre el vocablo "vehículos" y la coma (,) que le sigue, la siguiente frase:

"o sus accesorios"

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
____________________________
1 Fuente: http://es.consumersinternational.org/who-we-are/consumer-rights/ (Consultado: 15 de marzo de 2017).

2 Fuente: https://www.cooperativa.cl/noticias/pais/consumidores/ministro-de-hacienda-por-ley-deestacionamicntos-empresarios-se/2017-03-08/104002.html (Consultado: 15 de marzo de 2017).

3 Fuente: http://www.emol.com/noticias/Economia/2017/03/08/848407/Valdes-y-alza-deestacionamientos-Fue-una-subida-por-el-chorro-que-agrede-la-confianza-de-la-ciudadania.html (Consultado: 15 de marzo de 2017).

4 Fuente: http://www.t13.cl/noticia/negocios/Sernac-demanda-a-10-centros-comerciales-por-incumplimiento-a-la-ley-de-estacionamientos (Consultado: 15 de marzo de 2017).

5 Ibídem 4.

6 Ibídem 5.

7 Fuente: http://m.elmostrador.cl/noticias/pais/2017/03/14/envian-al-fne-antecedentes-sobre-alzas-de-precios-de-estacionamientos-tras-implementarse-la-ley/ (Consultado: 15 de marzo de 2017).
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR QUINTANA, SEÑORA MUÑOZ Y SEÑOR GIRARDI, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 19.496, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, EN LO RELATIVO A EXENCIONES Y LÍMITES AL PAGO EN LOS SERVICIOS DE ESTACIONAMIENTO

(11.155-03)

1. Antecedentes. Chile ha evidenciado un acelerado crecimiento en su parque automotor, llegando actualmente a más de 4,5 millones de vehículos particulares y de ellos, aproximadamente el 40% se encuentra en la Región Metropolitana. Lejos se encuentran aquellos días en que poseer un vehículo era privativo de cierto estrato social y muy por el contrario, se ha democratizado el acceso a esta clase de bienes, hecho que ha significado en muchos casos, mejoras considerables en la calidad de vida, accesibilidad y movilidad al interior de las ciudades. Sin embargo, el crecimiento del parque automotriz sin un eficiente sistema de locomoción colectiva significa una externalidad que se traduce en congestión vehicular, falta de estacionamientos y contaminación. De ahí que no resulte extraño que se la ordenanza general de urbanismo y construcciones exija un número mínimo de estacionamientos así como estudios de impactos en el tránsito.

Como regla general en muchas materias, en el caso de los estacionamientos se ha buscado la regulación espontánea del mercado a través de la mano invisible, limitando el acceso a los estacionamientos por el encareciendo de los costos. Es por eso que mediante moción parlamentaria se propuso un giro significativo en la materia, pues, se proponía un tramo exento al momento del cobro de estacionamiento. La principal razón era que -en la mayoría de los casos- el estacionamiento forma parte del servicio principal de la empresa, y respondía a las necesidades de los consumidores. En efecto, así lo señaló el boletín que originó la actual ley N°20.967 de parquímetros: "En mayo del año 2012, el Servicio Nacional del Consumidor, en uso de sus atribuciones, ordenó que no se realizarán cobros por el uso de estacionamientos y baños en los centros comerciales. Esto, en el caso de los estacionamientos"1 y que dio lugar a un largo trabajo legislativo que tuvo fin la promulgación de una polémica ley de estacionamientos -que entró en vigencia el pasado 15 de febrero- y ha sido objeto de críticas generalizadas debido principalmente a que mediante la iniciativa señalada se buscó establecer un tramo exento de pago, favoreciendo a los consumidores y que no obstante al espíritu de esta iniciativa parlamentaria, tras su tramitación en la última etapa del proceso legislativo sólo se logró que esto quedara como una medida facultativa, señalando explícitamente en el numeral 3 del artículo 15 A que: "Los proveedores de servicio de estacionamiento podrán fijar un período de uso del servicio sin cobro, de acuerdo a sus políticas comerciales o a las condiciones de uso de dicho servicio".

En este caso, se demostró la falta de comprensión de los derechos más elementales de los consumidores. En efecto, sólo como ejemplo, algunos proveedores del servicio de estacionamiento han efectuado caso de cobro por minuto cursado de hasta $35 el minuto, lo que equivale a $2.100 la hora, en circunstancias que el tramo anterior se cobraba $1.500, es decir un aumento de  casi un 40%. En este sentido, debemos buscar unificar criterios, en el sentido de fijar un límite máximo en el cobro, pero asegurando un tramo exento en los casos que el usuario ha consumido bienes o servicios como expresión de derechos de los consumidores.

En este sentido, para subsanar esto se hace imprescindible modificar distintos aspectos de la ley, restituyendo el interés en los ciudadanos y consumidores, estableciendo como idea matriz la obligatoriedad de contar con un tramo exento en casos que se adquieran bienes o servicios en los recintos o locales comerciales cualquiera sea su denominación. Lo anterior tiene sustento, pues, resulta dificultoso disociar el acto de consumo con el estacionamiento, maxime en la seguridad en el consumo y que por otro lado la masificación del uso del vehículo es un hecho incontrovertible.

Con todo, la ley ofrece dos modalidades de cobro y en ambas hipótesis se han evidenciado abusos. No es extraño que en doctrina y el derecho comparado las cláusulas no negociadas se consideren abusivas2. Es por eso, que una respuesta al desastre ocasionado por la falta de escrúpulos de quienes controlaron el mercado, es establecer criterios para la regulación del mismo, así, John Maynard Keynes sentenció "Las características del especial supuesto por la teoría clásica no son las de la sociedad en que vivimos, de donde resulta que sus enseñanzas engañan y son desastrosas si intentamos aplicarlas a los hechos de la experiencia3". En razón a lo anterior, y atendiendo a la necesidad es que se debe considerar la existencia de aranceles regulados. En este caso Aimone establece requisitos para una regulación estatal de la industria, "una primera se refiere a garantizar, por el derecho, y de la manera que luego se verá, que ciertos servicios o bienes que llegan a una población "en red", ofrezcan grados de seguridad y continuidad suficientes. Otra dice relación con otras actividades económicas que, sujetas a las elementales fuerzas del mercado, amenazan con el agotamiento o por la extracción del respectivo recurso, desmintiendo el postulado clásico de que "máximo" es tanto como "optimo"4.

El punto relevante es que en este caso tratándose de la utilización de servicios de estacionamientos en bienes nacionales de uso público, parece razonable que tales prestaciones se efectúen bajo la modalidad de cobro por minutos de servicio efectivo, y que sean las propias autoridades competentes las idóneas para fijar un límite máximo de cobro en los contratos de concesión respectivos. En esta línea se manifestó durante la tramitación del proyecto la Conadecus.

La ley establece como "nueva" regla que "si con ocasión del servicio y como consecuencia de la falta de medidas de seguridad adecuadas en la prestación de éste, se producen hurtos o robos de vehículos, o daño en éstos, el proveedor del servicio será civilmente responsable de los perjuicios causados al consumidor, sin perjuicio de la responsabilidad infraccional que corresponda de acuerdo a las reglas generales de esta ley". El punto es problemático, la frase "y como consecuencia de la falta de medidas de seguridad adecuada en la prestación de éste", puede significar que a la empresa proveedora le baste contar con dichas medidas de seguridad (guardias, cámaras, etc.) para no responder, lo cuales es contrario a la jurisprudencia que ha establecido la responsabilidad de tales empresas. Incluso, a nivel de jurisprudencia se advierte una tendencia a elevar el grado de diligencia exigible a estas empresas.

"En este sentido, los tribunales han afirmado que el deber de custodia y guarda del estacionamiento "por su naturaleza y especiales características no puede sino comprender el resguardo de tales vehículos frente a posibles acciones dañosas de terceros". Este deber, propio de un depósito, se debe exigir por el acreedor durante todo el contrato, es decir, por todo el lapso que el vehículo está estacionado. El alcance de estos daños es amplísima: daños corporales propios de la persona del depositante del vehículo, daño emergente, lucro cesante y daños extrapatrimoniales o morales. El caso fortuito y la fuerza mayor serían supuestos de exclusión de responsabilidad del deudor frente al incumplimiento. Los fallos de los tribunales señalan escuetamente que las normas infringidas serían los artículos 12 y 23 de la Ley N° 19.946. Todos destacan que el proveedor de bienes y servicios debe respetar las condiciones que ha ofrecido al consumidor para la prestación de los servicios. El artículo 23, citado también por los fallos, dice relación con los casos de negligencia culpable en la prestación del servicio y consiguiente menoscabo al consumidor."5.

Respecto a la responsabilidad por daño, robo o hurto se ha señalado que "esta misma regla ha de darse para aquellos estacionamientos que ofrecen fracciones de tiempo gratis y que luego de cierto lapso comienzan a cobrar. En estos casos el servicio de estacionamiento se presta como contraprestación a las compras realizadas o que se realizarán eventualmente, mal podemos afirmar que quien no realiza la compra no sea un consumidor que ya ha iniciado una relación de consumo. Tiene sentido lo anterior porque: "la ausencia de precio no responde a un ánimo de liberalidad, pues la existencia del estacionamiento reporta un beneficio indirecto a la instalación o establecimiento a cuyo servicio se encuentra aquel, actuando como reclamo y produciendo por tanto un incremento en su volumen de negocio"6.

2. Ideas Matrices. La presente moción tiene por finalidad efectuar una serie de modificaciones en la ley sobre derechos del consumidor, a partir de la reforma de la ley núm. 20.967, estableciendo como derecho del consumidor la exención en el cobro de un servicio inseparable del acto de consumo, es decir, el consumidor en cuanto adquirente de bienes y servicios tiene derecho a que se le exima de tal cobro al menos por un lapso razonable de dos horas. En coherencia de lo anterior se propone ampliar la regla de los recintos de salud públicos o privados respecto de toda clase de paciente que sea sometido a atención. En cuanto a los sistemas opcionales de cobro, tratándose de bienes nacionales de uso público se establece la necesidad de precisar solo la modalidad de minuto utilizado orientando que la autoridad competente deberá fijar límites en los contratos respectivos. Finalmente, se propone derogar, la expresión ambigua en materia de responsabilidad de los proveedores de servicios de estacionamientos, atendido que no resulta aceptable una regla que pueda admitir flexibilizar la responsabilidad civil de los propietarios de estacionamientos, ya que podríamos llegar al absurdo de que los proveedores del servicio de estacionamiento, tengan medidas idóneas o aparentes para evitar robos y hurtos, bastando la referida comprobación mediante la existencia de avisos y/o vigilancia a fin de que se les exima de toda responsabilidad.

Por las razones expuestas es que los Senadores abajo firmantes concurrimos a presentar el siguiente:

Proyecto de ley

Artículo único. Introdúcese las siguientes modificaciones a la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores:

1) Para agregar el siguiente inciso final en el art. 3.°:

"Es derecho del consumidor la exención del cobro -parcial o total- por el uso de estacionamientos en aquellos recintos o edificaciones en que adquiera bienes o servicios en la forma que determine la presente ley".

2) Para Modificar el art. 15 A en el siguiente sentido:

a) agregar en el numeral 2° del artículo 15 A a continuación del punto final la siguiente frase:

"Tratándose del servicio de parquímetros en bienes nacionales de uso público, el cobro sólo podrá efectuarse por minuto efectivo del uso del servicio, sin perjuicio de los limites máximos que la autoridad podrá establecer en los contratos respectivos".

b) Para reemplazar el numeral n°3 por el siguiente:

3. Estarán exento de cobro por los servicios de estacionamiento los consumidores que los utilizaren por un periodo igual o inferior a 60 minutos. Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, a los consumidores que acrediten mediante la boleta o factura respectiva, la adquisición de bienes o servicios a los proveedores que funcionen en el recinto, comercio, edificación, centro comercial, locales comerciales, cualquiera sea su denominación, o en sus edificaciones anexas en las que se provean los servicios de estacionamientos, dicha exención se extenderá en 60 minutos adicionales.

c) Para suprimir en el ordinal 5 del artículo 15 A, luego de la expresión "servicio", la frase: "y como consecuencia de la falta de medidas de seguridad adecuadas en la prestación de éste"

3) Para modificar el art. 15 B en el siguiente sentido: 

a) para intercalar a continuación de la expresión "estás", la frase "cuando sean utilizados por pacientes mientras dure su atención";

b) Para sustituir la conjunción "o" por una "y"

(Fdo.): Jaime Quintana Leal, Senador.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Guido Girardi Lavín, Senador.
___________________
1 Boletín N°9.729-03

2 Barrientos, Marcelo. "Jurisprudencia por daños en estacionamiento de vehículos regido por la Ley del consumidor". En Revista de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso n°34 Valparaíso 2010: pp. 39-73.

3 Dillard, Dudley. La teoría económica de John Maynard Keynes Aguilar, S.A. Ediciones. Madrid 1960. Pág. 15

4 Aimone Gibson, Enrique. Actividades económicas reguladas. Legalpublishing. Santiago. 2014. Pág.12

5 Ídem.

6 Barrientos, ob. cit.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES MONTES Y TUMA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE INTEGRACIÓN URBANA E INCENTIVOS URBANÍSTICOS
(11.156-14)

Considerando:

1. Que la segregación territorial es una realidad que afecta a los asentamientos urbanos en Chile. Este proceso se ve reforzado por la asignación del suelo, la aplicación de instrumentos de planificación territorial permisivos y las políticas de subsidio a la demanda para la provisión de la vivienda económica condiciones que "han llevado al desarrollo de amplios sectores de la ciudad que concentran hogares de altos ingresos y, por contrapartida, al surgimiento de barrios de pobreza homogénea situados en la periferia de la ciudad y escaza integración urbana" (Rasse, 2015:126).

Nuestro país presenta altos niveles de concentración la población en zonas urbanas. En 2010, aproximadamente 15,2 millones de personas vivían en áreas urbanas, representando alrededor del 89% de la población. El área urbana creció a una tasa anual del 1,38% entre 2000 y 2010, por encima de la tasa de crecimiento de la población nacional del 1,04% en el mismo período. Es decir, la población urbana sigue creciendo más rápidamente que la población total y se prevé que constituirá más del 90% de la población en 2025 (OCDE, 2013: 32).

El estudio Urban Policy Reviews analiza 26 ciudades urbanas más importantes del país (que representan el 84% del PIB) concluyendo que su crecimiento no ha afrontado la desigualdad. De hecho, la desigualdad de las ciudades de Concepción, Valparaíso, Temuco y Rancagua ha aumentado desde el año 2003. (OCDE, 2013: 57)1. Por esto, la OCDE ha efectuado recomendaciones a la política de vivienda en Chile centrándose en; (i) proporcionar viviendas sociales en zonas céntricas para que permita una mejor conectividad y menor riesgo de segregación socioespacial; (ii) recuperar y mejorar áreas deterioradas de los centros urbanos; (iii) fomentar el desarrollo de las tierras subutilizadas; (iv) contrarrestar la gentrificación en los centros de las ciudades; (v) limitar de exenciones de impuestos a viviendas de grupos vulnerables o emergentes; entre otras.

Lo anterior no causa extrañeza a la vista de estudios de integración social, segregación y de barrios cerrados en nuestro país. Se ha sostenido que los instrumentos de planificación territorial permisivos y la política de subsidio a la demanda de viviendas sociales más el proceso de capitales inmobiliarios en barrios cerrados exclusivos ha promovido en las últimas décadas el proceso de segregación territorial (Sabatini, 20032; Borsdof & Hidalgo, 20043; Rasse, 20154).

Los efectos de la segregación se evidencian en el efecto barrio, estigma y geografía de oportunidades de sus habitantes y en el tiempo de viaje que realizar las personas a sus trabajos (Sabatini et al 20015), otras dimensiones son la segregación residencial económica y tasas globales de delitos (Arriagada y Morales, 20066) y la segregación residencial con resultados educacionales (Flores, 20077).

A modo de ejemplo, Flores (2007) evidencia la segregación socioeconómica al observar datos descriptivos que los niños del estrato socioeconómico alto no utilizan el voucher en una escuela pública y el 2,8% de ellos utiliza el voucher en el sistema educacional particular subvencionado mientras que el desempeño en 4° básico de las escuelas públicas se sitúa 8 puntos debajo del promedio nacional y los particulares no subvencionados se sitúa 16 puntos sobre el promedio nacional. De este modo, de manera inferencial arroja un modelo que explica el rendimiento en resultados SIMCE de 4° básico sosteniendo que el 60% de la variabilidad es explicada por las características individuales, el 40% restante se explica por "características contextuales del barrio en que se encuentra la escuela.". (Flores, 2007: 23).

De este modo, se ha sostenido que en nuestro país "la desigualdad territorial es producto de estructuras sociales y de reglas formales e informales que interactúan, perpetuando las diferencias. Esto implica que tanto en Chile como a nivel global, el destino de las personas no depende de sus capacidades y esfuerzo, sino que muchas veces está determinado por el lugar donde se nace.8 ".

Por esto, la desigualdad territorial y la segregación espacial demanda la implementación de políticas públicas de cohesión social.

2. La presente moción tiene por objetivo profundizar aspectos que abordó el año pasado la reciente Ley N° 20.958 que establece un sistema de aportes al espacio público. En específico se busca dotar de permanencia a la integración urbana en el marco de los incentivos urbanísticos allí previstos (y en otras normas) y ratificar la vigencia de las normas de incentivos previstas en planes reguladores intercomunales o comunales antes de la vigencia de dicha ley.

Un primer objetivo del proyecto es dotar de permanencia a la integración urbana. Por ejemplo, los incentivos previstos en los nuevos artículos 184 y 185 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones (LGUC) permiten exigir a cambio de estos la inclusión de viviendas sociales. Lo mismo permitió la Ley N° 20.714, que facultó al Ministerio de Vivienda y Urbanismo para establecer beneficios de normas urbanísticas en lugares determinados, previa consulta a la municipalidad respectiva, en los casos en que se desarrollen "proyectos de viviendas integradas", o sea, que induzcan o colaboren a mejorar los niveles de integración social urbana.

Pues bien, en ambos casos se trata de entregar beneficios normativos que hacen que un proyecto inmobiliario gane rentabilidad y a cambio de eso, se le pide entregar beneficios que reviertan a favor de la comunidad. El punto es que si la contrapartida es construir viviendas sociales, esas viviendas tendrán un valor de mercado que hará que sus dueños se vean empujados a venderlas pues obtendrán una ganancia casi irresistible. Dado que el propósito de los incentivos urbanísticos no es enriquecer a una persona, sino mejorar los niveles de integración social urbana, debe evitarse que las viviendas que han costado tanto producir pierdan, en el hecho, su carácter social al enajenarse a personas de mayores ingresos. Con este propósito se propone que:

Las unidades de vivienda social que resulten de aplicar estos incentivos deban ser identificadas en los respectivos permisos de edificación y en las recepciones municipales; y

Sólo puedan ser adquiridas u ocupadas en el futuro por personas que cumplan los, requisitos correspondientes a los programas habitacionales específicos a que correspondan esas viviendas o la de los programas que los remplacen.

Con ello pasarán a ser una especie de stock de vivienda social permanente, impidiendo situaciones como la progresiva demolición de la Villa San Luis, de la comuna de Las Condes. Si la integración urbana no permanece en el tiempo; no es tal.

3. El segundo tema que aborda este proyecto es clarificar una duda interpretativa que se ha producido a propósito de los mismos incentivos urbanísticos previstos en planes reguladores anteriores a la Ley N° 20.958. En diversos planes reguladores se contemplaron beneficios normativos. Algunos son bien conocidos, como la ordenanza del Plan de Providencia que entregaba mayor altura a cambio de mayores cesiones de espacio público por cuenta del inmobiliario, lo que promovía manzanas porosas donde hoy existe una rica vida urbana. Hasta 2009 la Contraloría General de La República aceptaba este tipo de incentivos, pero luego empezó a rechazarlos, afirmando que carecían de sustento normativo.

En este contexto resulta importante ratificar, con una norma interpretativa, la validez de este tipo de incentivos si se enmarcan en el texto de ley aprobado. No parece razonable desconocerlos cuando los beneficios de muchas de estas normas están a la vista.

Cabe señalar que el texto vigente impide que de aprobarse beneficios en el plan puedan aplicarse los beneficios de Fusión de Terrenos y Conjunto Armónico, contenidos en los artículos 63, 107, 108 y 109 de la LGUC. Como esa norma rige con claridad para el futuro, y no existía cuando se aprobaron incentivos con anterioridad, no pudo ser tenida a la vista por las autoridades que las elaboraron y sancionaron, por lo que se interpreta que no se aplican a los planes ya aprobados.

En consideración a lo anterior los Senadores firmantes venimos en presentar el siguiente proyecto de ley:

Artículo primero: Las viviendas sociales que resulten de la aplicación de los incentivos permitidos en los artículos 184 y 185 del decreto con fuerza de ley N°458 del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, o en otras normas, se identificarán en los respectivos permisos de edificación y recepciones municipales, y podrán ser adquiridas u ocupadas por personas que cumplan los requisitos correspondientes a los programas habitacionales específicos a que correspondan esas viviendas o los de los programas que los remplacen.

Dichas viviendas quedarán sujetas a la prohibición de ser transferidas a personas que no paguen total o parcialmente el precio con el subsidio correspondiente al programa habitacional especifico original, o al que lo remplace.

Artículo segundo: Declárese, interpretando los artículos 184 y 185 del decreto con fuerza de ley N°458 del Ministerio de Vivienda y Urbanismo de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, que son válidos los incentivos o condiciones que hubieran establecido los planes reguladores intercomunales o comunales con anterioridad a la vigencia de la Ley N°20.958, que establece un sistema de aportes al espacio público.

Con todo, no se aplicará en estos casos, la limitación establecida en el inciso tercero del artículo 184 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

(Fdo.): Carlos Montes Cisternas, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.

__________________________
1 La OCDE midió los niveles de desigualdad mediante el indicador de Convergencia Sigma. Mayor información revisar estudio OCDE, 2013. The Chilean Urban System and its Challienges, Disponible en: http://www.oecd-ilibrary.org/urban-rural-and-regional.development/oecd-urban-policy-reviews-chile-2013_9789264191808-en

2 Sabatini, F. (2003) La segregación social del espacio en las ciudades de América Latina. Documentos del Instituto de Estudios Urbanos y Territoriales, julio de 2003.

3 Borsdorf, A. & Hidalgo, R. (2004). Formas tempranas de exclusión residencial y el modelo de la ciudad cerrada en América Latina. El caso de Santiago. Revista de Geografía Norte Grande, 32, 21-37. En http://www.redalyc.org/articulo.oa?id=30003202

4 Rasse, Alejandra (2015). Juntos pero no revueltos. Procesos de integración social en fronteras residenciales entre hogares de distinto nivel socioeconómico. Revista EURE. Vol. 41, núm. 122.

5 Sabatini, Francisco; Cáceres, Gonzalo y Cerda, Jorge (2001). Segregación residencial en las principales ciudades chilenas: Tendencias en las últimas décadas y posibles cursos de acción. Revista EURE. dic. Vol. 27 N° 82. Santiago, Chile, Pp 21-42.

6 Arriagada, Camilo y Morales, Nelson (2006). Ciudad y seguridad ciudadana en Chile: revisión del rol de la segregación sobre la exposición al delito en grandes urbes. Revista EURE Santiago de Chile, dic. vol. 32, no.97, Pp. 37-48.

7 Flores, Carolina (2007). Consecuencias de la segregación residencial: Teorías y métodos.

http://www.academia.edu. Fecha de consulta. 10 de marzo 2017.

8 Danae Mlynarz, 2013. Desigualdad territorial en Chile: Lo dijo la OCDE. Disponible en:

http://www.elquintopoder.cl/desarrollo-regional/desigualdad-territorial-en-chile-lo-dijo-la-ocde/
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OFICIO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS CON EL QUE COMUNICA QUE HA APROBADO LA PROPOSICIÓN FORMULADA POR LA COMISIÓN MIXTA CONSTITUIDA PARA RESOLVER LAS DIVERGENCIAS SUSCITADAS DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL PROYECTO DE LEY QUE INCENTIVA LA INCLUSIÓN DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD AL MUNDO LABORAL

(7.025-31 Y 7.855-13, REFUNDIDOS)
Oficio Nº 13.211

VALPARAÍSO, 21 de marzo de 2017

Tengo a honra comunicar a V.E. que la Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que incentiva la inclusión de personas con discapacidad  al mundo laboral, correspondiente a los boletines Nos 7.025-31 y 7.855-13. 

Hago presente a V.E. que la proposición de la Comisión Mixta en lo que respecta a la letra b) del artículo 1 del proyecto de ley que contiene la propuesta referida al artículo 45 de la ley N° 20.422 fue aprobada por 106 votos favorables, respecto de un total de 118 diputados en ejercicio, dándose cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

Acompaño la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Osvaldo Andrade Lara, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE INCENTIVA LA INCLUSIÓN DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD AL MUNDO LABORAL Y MODIFICA LA LEY N° 20.422, PARA ESTABLECER LA RESERVA LEGAL DE EMPLEOS PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD

(7.025-31 Y 7.855-13, REFUNDIDOS)

HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS:

HONORABLE SENADO:





La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, propone la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre la Cámara de Diputados y el Senado durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, que cuenta con urgencia calificada de “suma”.

 



La Cámara de Diputados, en sesión de 30 de noviembre de 2016, designó como integrantes de la Comisión Mixta a las Diputadas señoras Loreto Carvajal Ambiado y Denise Pascal Allende y a los Diputados señores Claudio Arriagada Macaya, Joaquín Lavín León y Nicolás Monckeberg Díaz.





El Senado, por su parte, en sesión de igual fecha, designó a las Senadoras y Senadores que integran la Comisión de Trabajo y Previsión Social, Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D’Albora y señores Andrés Allamand Zavala, Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel.





Previa citación del Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 14 de diciembre de 2016, con la asistencia de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y de los Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier, y de los Diputados señores Alvarado (que reemplazó a la Diputada señora Carvajal), Arriagada, Lavín, Melo (que reemplazó a la Diputada señora Pascal) y Monckeberg, don Nicolás, eligiendo como Presidente a la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora e inmediatamente se abocó al cumplimiento de su cometido.

NORMA DE QUÓRUM

 



Se hace presente que la proposición referida al artículo 45 de la ley N° 20.422, que se reemplaza por la letra b) del artículo 1 del proyecto de ley, tiene el carácter de norma orgánica constitucional al consagrar cupos de trabajo preferentes para las personas con discapacidad y establecer un modo diferente de ingreso a los órganos de la Administración del Estado, al Congreso Nacional, al Poder Judicial, al Ministerio Público, al Tribunal Constitucional, al Servicio Electoral y a la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley, en vinculación con los artículos 38, 55, 77, 84, 92, 94 bis y 95 de la Carta Fundamental. Requiere para su aprobación del voto conforme de los 4/7 de los Diputados y Senadores en ejercicio, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política.

-------





A una o más de las sesiones en que se consideró este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión Mixta, la Ministra del Trabajo y Previsión Social señora Alejandra Krauss Valle, acompañada por el coordinador legislativo del mismo Ministerio señor Francisco del Río Correa, la Fiscal, señora Andrea Soto, la Jefa de Estudios, señora Lorena Flores, la Analista de la Unidad de Estudios, señora María Fernanda Terminel, los asesores, señora Andrea Bórquez y señor Ariel Rossel, la asesora de prensa, señora Rocío Sabanegh y el fotógrafo, señor Pablo Yovane. El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, acompañado por la Subsecretaria de Evaluación Social, señora Heidi Berner Herrera, el Fiscal, señor Jaime Gajardo, el abogado del Ministerio, señor Pablo Zenteno, la asesora del Gabinete, señora Claudia Neira, la asesora señora Nicole Reyes, el asesor comunicacional, señor Ramón Vargas y la periodista señora Pilar Zamora. Del Ministerio de Hacienda, el asesor legislativo, señor Roberto Godoy. Del Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS): el Director, señor Daniel Concha, el Jefe de Gabinete, señor Carlos Pinto y el Jefe del Subdepartamento de Derechos Humanos, señor Christian Finsterbusch. De la Biblioteca del Congreso Nacional, la abogada y la economista señora Paola Álvarez e Irina Aguayo, respectivamente. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los asesores señores Giovanni Semería, Rodrigo Vega, Carlos Arrué, Alejandro Fuentes y Nicolás Facuse. Del Servicio de Impuestos Internos, la Jefa del Departamento de Subdivisión Normativa, señora Cecilia Fierro. Del Instituto Libertad y Desarrollo: el asesor legislativo, señor Sergio Morales. Del Instituto Igualdad, las asesoras legislativas, señora Paulina Silva y Vanesa Salgado. De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Felipe Rossler. De la Bancada del Partido Socialista, la asesora legislativa, señora Paulina Silva. De la Bancada de la Democracia Cristiana, la periodista, señora Melanie Moraga. De la Oficina de la Senadora Muñoz, el asesor, señor Luis Díaz y la periodista, señora Carmen Gloria Salazar. De la Oficina de la Senadora Goic, el asesor, señor Juan Pablo Severín. De la Oficina del Senador Letelier, el asesor de prensa, señor José Fuentes. De la Oficina del Diputado Jiménez, el asesor, señor Salvador Orozco. De la Oficina de la Diputada Sepúlveda, el abogado, señor Xavier Palominos. De la Oficina de la Diputada Pascal, señora María Marchant. De la Oficina de la Diputada Hernando, el asesor de prensa, señor José Valdivia. De la Oficina del Diputado Melo, el abogado, señor Juan Molina y la asesora señora Pamela Poo. De la Oficina del Diputado Alvarado, la abogada, señora María Fernanda Valencia y la asesora señora María Ortega. De la Oficina del Diputado Paulsen, la asesora señora Constanza Castillo. Los asesores parlamentarios de la Cámara de Diputados, señores Bastián Weber, Matías Valdés, Francisca Navarro y Carlos Bascuñán.





En la sesión celebrada el 14 de diciembre de 2016, también estuvieron presentes las Diputadas señoras Hernando y Sepúlveda y el Diputado señor Sabag.





En la sesión celebrada el 21 de diciembre de 2016, concurrieron las Diputadas señoras Hernando y Sepúlveda.

-------

CONSTANCIA PREVIA AL DETALLE DE LAS SESIONES DESTINADAS AL TRATAMIENTO DE LAS DIVERGENCIAS

 



En sesión celebrada el 15 de marzo de 2017, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, presentó una propuesta que, en consideración a las observaciones y aportes de los integrantes de la Comisión Mixta, apunta a favorecer la inclusión laboral de las personas con discapacidad. Expresamente agradeció el interés y colaboración de los parlamentarios que conformaron la Comisión Mixta para concordar en la redacción que fue sometida a la decisión de esta instancia.

 



Seguidamente, especificó que dicha propuesta mantiene la reserva legal en un 1% del total de los trabajadores de la empresa o del organismo público respectivo y aumenta su ámbito de aplicación, al operar en instituciones o empresas que tengan una dotación anual de 100 o más funcionarios o trabajadores, de modo tal de compatibilizar el objetivo principal del proyecto sin afectar el normal desarrollo de las empresas y organismos públicos, considerando sus reales posibilidades de cumplir con dicho porcentaje.

 



En ese sentido, afirmó que la inclusión laboral de personas con discapacidad constituye un desafío pendiente en nuestro país. Para alcanzar dicho objetivo, aseveró que mediante los avances que introduce la iniciativa es posible dar un paso más hacia una mayor integración en el mundo del trabajo, valorando el aporte de las personas que poseen distintas capacidades.

 



El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, señaló que el proyecto de ley se hace cargo de la necesidad de generar, progresivamente, un sistema de inclusión laboral coherente con el sistema de protección social, en el entendido que las políticas públicas no deben orientarse exclusivamente a cuestiones de tipo material o económico, sino, más bien, a favorecer la autonomía y el desarrollo de las personas.

 



En la misma línea, arguyó que la propuesta requiere cambios culturales importantes para garantizar su implementación, toda vez que supone una adaptación gradual de las empresas a una dinámica de inclusión social que puede llegar a ser resistida, y que las personas con discapacidad deben contar con las habilidades y capacidades que permitan su inserción laboral.

 



En consecuencia, aseveró que la propuesta recoge estas consideraciones, de modo tal de favorecer una conciencia inclusiva, establecer las medidas de cumplimiento alternativo que puede adoptar el empleador y disponer la revisión periódica del cumplimiento de la cuota laboral que contiene el proyecto.

 



Finalmente, coincidió en que la iniciativa puede introducir una significativa mejora en la inclusión laboral de personas con discapacidad.

-------

DETALLE DE LAS SESIONES CELEBRADAS POR LA COMISIÓN MIXTA

MATERIAS DE LAS DIVERGENCIAS

Las controversias se han originado en el rechazo, por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de algunas de las modificaciones introducidas por el Senado al texto despachado en el primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados.

DISCUSIÓN DE LAS DIVERGENCIAS Y ACUERDOS ADOPTADOS A SU RESPECTO

ARTÍCULO 45 DE LA LEY N° 20.422 QUE SE SUSTITUYE, REFERIDO A LA SELECCIÓN PREFERENTE DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL SECTOR PÚBLICO Y A LO MENOS UN 1% DE LA DOTACIÓN ANUAL, EN INSTITUCIONES QUE TENGAN 100 O MÁS FUNCIONARIOS, DEBERÁN SER PERSONAS CON DISCAPACIDAD





La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, incorporó un artículo 44 bis a la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, con la finalidad de que toda unidad laboral, ya sea del sector público o privado, reserve al menos el 2% de sus puestos de trabajo para trabajadores que, siendo idóneos para la función, posean alguna discapacidad.





El Senado, en el segundo trámite constitucional, reemplazó el artículo 45 de la ley N° 20.422 (contenido en la letra b) del artículo 1), que dispone –en los procesos de selección de personal en el ámbito público- la selección preferente de personas con discapacidad, disposición que agregó al Tribunal Constitucional, al Servicio Electoral, la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley a las entidades que ya contemplaba la ley en vigencia, esto es, los órganos de la Administración del Estado señalados en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el Congreso Nacional, el Poder Judicial y el Ministerio Público.

-------





En sesión de 14 de diciembre de 2016, el Diputado señor Alvarado explicó que el rechazo de la Cámara de Diputados, respecto de las modificaciones introducidas en el texto aprobado por el Senado a la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, dice relación con la generalidad de las causales que permiten excusar al órgano, servicio o institución correspondiente respecto de la cuota laboral que contempla la iniciativa. Al efecto, aseveró que la laxitud de dicha causal podría desincentivar la inclusión laboral de las personas con discapacidad.

-------

En sesión de 15 de marzo de 2017, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, presentó una propuesta para sustituir el artículo 45 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.

En efecto, dicha proposición consigna que en los procesos de selección de personal los órganos de la Administración del Estado, señalados en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado1, el Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Ministerio Público, el Tribunal Constitucional, el Servicio Electoral, la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley, deberán seleccionar preferentemente, en igualdad de condiciones de mérito, a personas con discapacidad.

Asimismo, contempla que en las instituciones señaladas precedentemente, que tengan una dotación anual de 100 o más funcionarios o trabajadores, a lo menos un 1% de la dotación anual deberán ser personas con discapacidad o asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, quienes deberán contar con la calificación y certificación que establece la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.

En el caso de las Fuerzas Armadas, de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería de Chile, establece que dicha obligación considerará sólo a su personal civil.

Por su parte, añade que el jefe superior o jefatura máxima del órgano, servicio o institución correspondiente, deberá adoptar las medidas necesarias para el cumplimiento de dicha obligación. En caso que no sea posible su cumplimiento total o parcial, las entidades antes señaladas deberán remitir un informe fundado a la Dirección Nacional del Servicio Civil y al Servicio Nacional de la Discapacidad, explicando las razones para ello, y sólo se considerarán razones fundadas aquellas relativas a la naturaleza de las funciones que desarrolla el órgano, servicio o institución, no contar con cupos disponibles en la dotación de personal y la falta de postulantes que cumplan con los requisitos respectivos.

A continuación, propone que un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y suscrito por los Ministros de Hacienda y de Desarrollo Social, establecerá, para los órganos de la Administración del Estado, los parámetros, procedimientos y demás elementos necesarios para dar cumplimiento a las obligaciones consignadas en este artículo o para justificar su excusa.

Tratándose del Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Ministerio Público, la Contraloría General de la República, el Banco Central, el Tribunal Constitucional, las Fuerzas Armadas, las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, el Servicio Electoral, la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley, establece que serán sus propios órganos quienes deberán dictar las normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de dicho artículo. Añade que en estas instituciones, cuando la dotación máxima de personal se consulte en la Ley de Presupuestos del Sector Público o en alguna otra norma en particular, se estará a la dotación máxima fijada en ella.

-------

Al iniciarse el estudio de dicha proposición, la Senadora señora Muñoz comentó que, durante la tramitación de la iniciativa, se han advertido distintos puntos de vista acerca del guarismo que contempla el proyecto, con la finalidad de favorecer la inclusión laboral de personas con discapacidad. Sobre el particular, afirmó que el porcentaje equivalente al 1% propuesto por el Ejecutivo considera la información que ha podido recabar respecto del porcentaje efectivo de personas con discapacidad que puedan desempeñarse en el ámbito laboral.

En consideración a ello, explicó que la propuesta recoge adecuadamente las observaciones de los parlamentarios que, durante la tramitación de la iniciativa, manifestaron la necesidad de reducir el número de trabajadores necesarios para aplicar la cuota laboral en el sector público o privado –de 200 a 100 funcionarios o trabajadores, según el caso-, junto a una evaluación periódica de la ley respecto de la aplicación del porcentaje que ésta contiene.

El Senador señor Rossi, luego de reconocer que la inserción laboral de las personas con discapacidad requiere un cambio cultural, afirmó que la iniciativa apunta en esa dirección.

En relación al porcentaje de cuota laboral, consultó las razones que explican el establecimiento del 1 % del personal de la administración del Estado, en circunstancias que un porcentaje mayor ya se desempeña en el sector público. 

La Senadora señora Goic valoró la propuesta, relativa a disminuir el número de trabajadores y funcionarios requeridos para aplicar la cuota que establece el proyecto, considerando que la iniciativa permite elevar los índices de inclusión laboral y de productividad al interior de las empresas y servicios públicos.

El Diputado señor Arriagada manifestó que la cuota laboral que propone el proyecto considera la necesidad de mejorar los planes de capacitación laboral de personas con discapacidad que ha promovido el Ejecutivo, junto a las medidas que deben adoptar los empleadores y los servicios públicos para mejorar sus condiciones de infraestructura, de modo tal de permitir la implementación de la iniciativa.

En consecuencia, aseveró que la propuesta resuelve adecuadamente la necesidad de promover una mayor inclusión laboral de personas con discapacidad, de modo tal que manifestó su conformidad con la propuesta en estudio.

El Senador señor Larraín estimó que la iniciativa constituye una señal potente respecto de la necesidad de enfrentar las problemáticas derivadas de la inclusión laboral de personas con discapacidad.

Sin embargo, arguyó que existen casos en que las legislaciones que proponen una hipótesis de discriminación positiva con porcentajes excesivos son cumplidas mediante subterfugios, lo que exige establecer una cierta gradualidad que permita resguardar el espíritu de la iniciativa. Agregó que ello debe ser tomado en cuenta, considerando la necesidad de incorporar al mundo del trabajo a un sector masivo e históricamente postergado, lo que constituye, aseveró, una hipótesis de vulneración de derechos fundamentales.

El Diputado señor Monckeberg, don Nicolás, valoró el contenido de la iniciativa, particularmente en lo que atañe a la cuota laboral que contempla. Con todo, manifestó que se deberían incorporar una serie de aspectos accesorios que, en definitiva, podrían afectar el cumplimiento de los objetivos que persigue el proyecto.

En específico, se refirió a aquellos casos en que las personas que estuvieren recibiendo la pensión por invalidez, al cumplir la edad de jubilación, pasan a recibir la pensión por vejez, lo que generaría un impedimento para acceder a las disposiciones que establece la iniciativa.

Por otra parte, manifestó que la cuota laboral debe permitir cierta flexibilidad o adaptabilidad horaria, considerando que, en muchas ocasiones, las personas con discapacidad deben afrontar tratamientos médicos periódicamente. En ese sentido, sostuvo que se debe homologar los requisitos, condiciones y mecanismos de cumplimiento alternativo entre las entidades del sector público y privado, junto a incentivar las mejoras en infraestructura que deberán realizar las empresas.

Asimismo, abogó por evitar que el otorgamiento de una pensión por invalidez o vejez pueda causar el cese de la función pública, en los términos que consagra el literal a) del artículo 150 de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Finalmente, añadió que resulta necesario evitar que, a raíz del ingreso al sistema de seguridad social de una persona que constaba como carga de un tercero, se produzca un detrimento en sus ingresos habida cuenta de las preexistencias que pudieren existir tratándose de personas con discapacidad. Dicha problemática, agregó, requiere permitir que puedan mantener su condición de carga, aun cuando ejerzan la cuota laboral que establece el proyecto.

El Diputado señor Alvarado valoró las normas que disponen la evaluación permanente en el cumplimiento de la cuota laboral que contempla el proyecto, lo que permite favorecer el cambio cultural que ésta requiere.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, afirmó que en el caso que una persona cambie su calidad de carga a cotizante, en una misma ISAPRE, no se le solicita una declaración de salud y, por ende, no aplican preexistencias. Agregó que sólo en el caso que se cambie de ISAPRE, ésta deberá realizar la declaración de salud, pudiendo rechazar su incorporación o establecer restricciones en su cobertura.

En relación a las estadísticas relativas a las personas con discapacidad, el Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza, arguyó que la iniciativa considera la información con que cuenta el organismo. Dicho indicador, agregó, ha sido considerado, además, para establecer las medidas alternativas que contempla.

El asesor legislativo del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, aseguró que existe compatibilidad entre la pensión de invalidez y la contratación en el sector público o privado, considerando que, para acceder a dicha pensión, se requiere un certificado de invalidez que debe ser considerado para efectos del ingreso al ámbito laboral.

El Diputado señor Monckeberg, don Nicolás, dejó constancia que, según su parecer, la iniciativa excluye de su aplicación, en la práctica, a las mujeres mayores de 60 años y a los hombres mayores de 65 años, toda vez que en ambos casos recibirán pensiones de vejez que resultan incompatibles con la cuota laboral que contiene el proyecto.

-La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Rossi, y Diputados señores Alvarado, Arriagada, Lavín, Melo y Monckeberg, don Nicolás, aprobó la propuesta del Ejecutivo que sustituye el artículo 45 de la ley N° 20.422.
ARTÍCULOS 157 BIS Y 157 TER QUE SE AGREGAN AL CÓDIGO DEL TRABAJO

EMPRESAS DE 100 O MÁS TRABAJADORES DEBERÁN CONTRATAR O MANTENER UN 1% DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD O QUE SEAN ASIGNATARIAS DE UNA PENSIÓN DE INVALIDEZ, POSIBILITÁNDOSE UN CUMPLIMIENTO ALTERNATIVO 





El Senado, en el segundo trámite constitucional, incorporó al Código del Trabajo los artículos 157 bis y 157 ter (contenidos en la letra c) del artículo 3). En el primero de ellos se dispone que las grandes empresas, definidas en el artículo 505 bis del Código del Trabajo, deberán contratar o mantener, al menos, un 1% de personas con discapacidad o que sean asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, en relación al total de sus trabajadores. En el artículo 157 ter se establece que el empleador podrá alternativamente, y sólo durante los dos primeros años desde que le sea exigible la obligación establecida en el inciso primero del artículo anterior, darle cumplimiento ejecutando una o ambas de las siguientes medidas: a) Celebrar contratos de adquisición de bienes o servicios con empresas que tengan contratadas personas con discapacidad o asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional y b) Celebrar convenios de transferencia con fundaciones o corporaciones sin fines de lucro que no tengan ningún tipo de relación o interés directo o indirecto con el empleador, cuyo objeto social sea la capacitación e inserción laboral de personas con discapacidad o asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional.

-------





En sesión de 14 de diciembre de 2016, el Diputado señor Alvarado subrayó que las disposiciones contenidas en el texto aprobado por el Senado, particularmente en lo que respecta a la excusa que puede presentar el empleador para no aplicar la cuota laboral que establece el proyecto, fundamentan el rechazo formulado por la Cámara de Diputados. En específico, aseveró que dicha facultad, junto con las medidas alternativas de cumplimiento, pueden generar que, en la práctica, el propósito de la iniciativa no sea alcanzado.

 



En cuanto al porcentaje de la cuota laboral, el Diputado señor Arriagada abogó por establecer los planes de capacitación necesarios para garantizar su implementación, particularmente mediante las medidas que puede adoptar el programa Más Capaz. En ese sentido, aseveró que los planes de capacitación que permitan el desempeño laboral de personas con discapacidad debe tener, por lo menos, una duración superior a 600 horas

 



La Diputada señora Sepúlveda puntualizó que la cuota laboral que contempla la iniciativa, equivalente al 1%, resulta particularmente exigua, toda vez que impide una adecuada inclusión de los trabajadores con discapacidad al mundo laboral. Asimismo, sostuvo que se contempla un régimen de excepción que faculta al respectivo jefe de servicio para excusarse respecto de la aplicación de dicha obligación.

 



Por otra parte, afirmó que las normas reglamentarias que debe dictar el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscritas por los Ministros de Hacienda y de Desarrollo Social, respecto de los órganos de la Administración del Estado -para determinar los parámetros, procedimientos y demás elementos necesarios para dar cumplimiento a las obligaciones que contiene el proyecto, o para justificar su excusa-, deben contemplar las condiciones que debe cumplir el trabajo de que se trate.

 



El Diputado señor Monckeberg, don Nicolás, comentó que una de las grandes problemáticas relativas a la contratación de personas con discapacidad dice relación con que dejan de ser beneficiarios de asignación familiar, lo que afecta su acceso a las prestaciones de salud, sobre todo en aquellos casos en que pretenda volver a incorporarse al sistema nacional de salud.

 



En otro ámbito de la iniciativa, afirmó que la causal relativa a la inexistencia de cupos en un servicio público puede presentar dificultades para la inclusión laboral de personas con discapacidad, habida cuenta de que puede ser aplicada con la sola voluntad del empleador.

 



Finalmente, manifestó que, respecto de la excusa que pudiere presentar el empleador, dentro de los doce meses posteriores a la entrada en vigencia de la iniciativa, resulta contradictorio con el plazo para aplicar las medidas alternativas que contiene el artículo 157 ter. Asimismo, aseveró que resulta necesario unificar la regulación aplicable al sector público y privado, en lo que respecta a la excusa en la aplicación de la cuota laboral.

 



A continuación, el Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, dio cuenta de la voluntad del Ejecutivo, consistente en aprobar el texto despachado, en segundo trámite constitucional, por el Senado.

 



Al efecto, propuso que, respecto del artículo 157 ter, el empleador podrá alternativamente, y sólo durante los dos primeros años desde que le sea exigible la obligación establecida en el inciso primero del artículo 157 bis, darle cumplimiento ejecutando una o ambas de las siguientes medidas: celebrar contratos de adquisición de bienes o servicios con empresas que tengan contratadas personas con discapacidad o asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional; o celebrar convenios de transferencia con fundaciones o corporaciones sin fines de lucro que no tengan ningún tipo de relación o interés directo o indirecto con el empleador, cuyo objeto social sea la capacitación e inserción laboral de personas con discapacidad o asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional.

 



Finalmente, propuso que las medidas deberán representar, a lo menos, el doble de la obligación de contratación que el empleador debía cumplir según el inciso primero del artículo anterior y, además, el monto de cada uno de los contratos de adquisición de bienes o servicios o convenios de transferencia que suscriba, no podrá ser inferior a sesenta ingresos mínimos mensuales en el año.

 



De ese modo, explicó que, según el parecer del Ejecutivo, dicha disposición es coherente con el déficit de capacitación laboral que enfrenta el país, lo que permitiría una implementación gradual de la iniciativa atendiendo al nivel de empleabilidad de los trabajadores y a las medidas que deben contemplar las empresas para su ingreso al mundo del trabajo.

 



Enseguida, aseveró que una cuota más elevada sólo es posible de ser aplicada conforme a un criterio progresivo, en base a una evaluación permanente de su funcionamiento, en los términos que establece el artículo 4° del proyecto de ley en estudio.

 



En tal sentido, reiteró que la cuota laboral que propone el proyecto se enmarca dentro de un sistema de protección social para las personas en situación de discapacidad. En esa línea, aseveró que dicho porcentaje apunta al establecimiento de una nueva cultura laboral, la que requiere un proceso gradual y progresivo que atienda al número de personas con discapacidad que cuenten con la capacitación requerida para ingresar al mundo laboral.

 



En efecto, señaló que el programa Más Capaz ha debido flexibilizar las normas para acceder a los planes de capacitación, considerando la carencia de entidades oferentes y la insuficiencia en la demanda por acceder a dicho programa, lo que da cuenta de la imposibilidad de aplicar, inmediatamente, una cuota laboral superior a aquella contenida en el texto aprobado por el Senado.

 



Seguidamente, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, expuso que la iniciativa contempla los mecanismos para cautelar el carácter excepcional de las medidas de cumplimiento alternativo, de modo tal de asegurar, por regla general, la cuota laboral que establece el proyecto.

-------





Se deja constancia que el Diputado señor Arriagada, en conjunto con las Diputadas señoras Hernando y Sepúlveda y los Diputados señores Melo y Monsalve, formularon una proposición para complementar el inciso quinto del artículo 157 bis, que regula el reglamento que deberá dictar el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, con la finalidad de que incluya -dicho reglamento- al menos las obligaciones de los empleadores relativas a la capacitación de los trabajadores, el proceso de acompañamiento que deben brindarles y la evaluación del proceso de inclusión laboral.





La Presidenta de la Comisión Mixta declaró inadmisible esta propuesta, por incidir en materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, atribuciones de un servicio público, en virtud de lo dispuesto en el numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

-------





Posteriormente, en sesión de 15 de marzo de 2017, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, presentó una propuesta que incorpora, a continuación del artículo 157 del Código del Trabajo, un Capítulo II, titulado “De la inclusión laboral de personas con discapacidad”, y los artículos 157 bis y 157 ter que lo componen.

 



El artículo 157 bis propuesto establece que las empresas de 100 o más trabajadores deberán contratar o mantener contratados, según corresponda, al menos un 1% de personas con discapacidad o que sean asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, en relación al total de sus trabajadores. Agrega que las personas con discapacidad deberán contar con la calificación y certificación señaladas en el artículo 13 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.

 



Asimismo, dispone la obligación del empleador de registrar los contratos de trabajo celebrados con personas con discapacidad o asignatarios de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, así como sus modificaciones o términos, dentro de los quince días siguientes a su celebración, mediante el sitio electrónico de la Dirección del Trabajo, quien llevará un registro actualizado de lo anterior y deberá mantener reserva de dicha información. Dispone, a continuación, que la fiscalización de lo dispuesto en el Capítulo II del Código del Trabajo corresponderá a la Dirección del Trabajo, salvo lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 157 ter, en lo relativo a la reglamentación de la letra b) de dicha disposición.

 



Finalmente, consigna que un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y suscrito por los Ministros de Hacienda y de Desarrollo Social, establecerá los parámetros, procedimientos y demás elementos necesarios para dar cumplimiento a lo establecido en este capítulo.

 



Enseguida, el artículo 157 ter propuesto establece que las empresas que, por razones fundadas, no puedan cumplir total o parcialmente la obligación establecida en el inciso primero del artículo 157 bis, deberán darle cumplimiento en forma alternativa mediante la celebración de contratos de prestación de servicios con empresas que tengan contratadas personas con discapacidad, o efectuando donaciones en dinero a proyectos o programas de asociaciones, corporaciones o fundaciones a las que se refiere el artículo 2° de la ley N° 19.885.

 



La propuesta agrega que sólo se considerarán razones fundadas aquellas derivadas de la naturaleza de las funciones que desarrolla la empresa, o la falta de personas interesadas en las ofertas de trabajo que se hayan formulado, mientras que el monto anual de los contratos de prestación de servicios con empresas que tengan contratadas personas con discapacidad no podrá ser inferior al equivalente a veinticuatro ingresos mínimos mensuales respecto de cada trabajador que debía ser contratado por la empresa.

 



Por otra parte, dispone que las donaciones en dinero a proyectos o programas de asociaciones, corporaciones o fundaciones a las que se refiere el artículo 2° de la ley N° 19.885 deberán sujetarse a lo dispuesto en la ley N° 19.885, en lo que resulte aplicable.

 



Asimismo, establece que estas donaciones no darán derecho a los créditos y beneficios tributarios establecidos en los artículos 1 y 1 Bis. Sin embargo, para efectos de lo establecido en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974, tendrán la calidad de gasto necesario para producir la renta de acuerdo a lo establecido en el artículo 31 del referido cuerpo legal.

 



Del mismo modo, la propuesta consigna que las donaciones deberán dirigirse a proyectos o programas de asociaciones, corporaciones o fundaciones cuyo objeto social incluya la capacitación, rehabilitación, promoción y fomento para la creación de empleos, contratación o inserción laboral de las personas con discapacidad, y no podrán efectuarse a instituciones en cuyo directorio participe el donante, su cónyuge, su conviviente civil o sus parientes ascendientes o descendientes hasta el tercer grado de consanguinidad. En caso que el donante sea una persona jurídica, agrega que no podrá efectuar donaciones a instituciones en cuyo directorio participen sus socios o directores o los accionistas que posean el 10% o más del capital social o, los cónyuges, convivientes civiles o parientes ascendientes o descendientes hasta el tercer grado de consanguinidad, de dichos socios, directores o accionistas.

 



Enseguida, establece que el monto anual de las donaciones efectuadas no podrá ser inferior al equivalente a veinticuatro ingresos mínimos mensuales, ni superior a doce veces el límite máximo imponible establecido en el artículo 16 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, respecto de cada trabajador que debía ser contratado por la empresa. En cualquier caso, prescribe que no se aplicará a las donaciones establecidas en la iniciativa el límite global absoluto establecido en el artículo 10 de dicho cuerpo legal.

 



Finalmente, estipula que las empresas que ejecuten alguna de las medidas señaladas en las letras a) y b) del artículo 157 ter deberán remitir una comunicación electrónica a la Dirección del Trabajo, con copia a la Subsecretaría de Evaluación Social del Ministerio de Desarrollo Social, al Servicio Nacional de la Discapacidad y al Servicio de Impuestos Internos, debiendo indicar la razón invocada y la medida adoptada, durante el mes de enero de cada año, y tendrá una vigencia de doce meses.

-------





Al iniciarse el estudio de dicha propuesta, la Comisión Mixta abordó la eventual incidencia que ésta tendría en materia de la administración financiera del Estado, a propósito de las medidas de cumplimiento alternativo de la cuota laboral. En efecto, la proposición del Ejecutivo consigna que las donaciones en dinero a proyectos o programas de asociaciones, corporaciones o fundaciones a las que se refiere el artículo 2° de la ley N° 19.885, no darán derecho a los créditos y beneficios tributarios establecidos en sus artículos 1 y 1 Bis. 

 



Asimismo, dispone que para efectos de lo establecido en la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974, tendrán la calidad de gasto necesario para producir la renta de acuerdo a lo establecido en el artículo 31 del referido cuerpo legal.

 



El asesor legislativo del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, en relación a los eventuales efectos que la propuesta tendría en materia de administración financiera del Estado, sostuvo que el proyecto regula el cumplimiento de la medida alternativa en relación al régimen jurídico que opera para las donaciones y que se les aplica de conformidad al texto de la propuesta.

 



Agregó que ello no genera efectos en materias de Hacienda, toda vez que no implica un beneficio tributario para las empresas que opten por las medidas de cumplimiento alternativo, ni modifica el régimen general aplicable a las donaciones.

 



En la misma línea, la Jefa del Departamento de Impuestos Directos de la Subdirección Normativa del Servicio de Impuestos Internos, señora Cecilia Fierro, explicó que la iniciativa contemplaba, en su formulación original, una regla de contratación de trabajadores que podría contener efectos meramente indirectos sobre el impuesto a la renta, considerando que las remuneraciones permiten rebajar la renta líquida y, en consecuencia, disminuyen el pago de impuestos de las empresas, tal como ocurre en virtud del régimen tributario general, de modo tal que el proyecto no innova en la materia.

 



Asimismo, arguyó que la propuesta no importa un cambio en el impuesto a las donaciones, no da derecho a créditos o beneficios tributarios ni tampoco constituye un cambio en la forma de determinar los gastos necesarios para producir la renta, de modo tal que no produce efectos en materia de administración financiera del Estado. Lo anterior, porque el beneficiario es el que paga el impuesto a donaciones y en este caso el beneficiario son corporaciones o fundaciones que están exentas del impuesto a las donaciones.





Respecto del tema de que las donaciones tendrán la calidad de gasto necesario para producir la renta, señaló que ese gasto tendría el mismo efecto que la contratación de trabajadores.

 



El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, añadió que la propuesta no genera un mayor gasto fiscal ni tiene implicancias tributarias, de modo tal que no requiere ser tramitada por las Comisiones de Hacienda. Asimismo, añadió que dicho trámite no procede tratándose de iniciativas que se encuentran en discusión por parte de una Comisión Mixta.

 



Seguidamente, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, explicó que el artículo 17 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, establece que cada Cámara deberá tener una Comisión de Hacienda, encargada de informar los proyectos en lo relativo a su incidencia en materia presupuestaria y financiera del Estado, de sus organismos o empresas. 

 



Agregó que tales supuestos no se cumplen respecto de la iniciativa, de modo tal que ésta no requiere ser tramitada ante dicha instancia legislativa.

 



El Senador señor Larraín manifestó, en sentido contrario, que la determinación de los rubros que pueden ser considerados como gastos necesarios para producir la renta, y la definición del régimen de donaciones, constituyen una definición propia de la regulación tributaria, las que requieren ser evaluadas por las Comisiones de Hacienda de ambas Corporaciones.

 



Asimismo, afirmó que la incidencia en materia presupuestaria y financiera del Estado de un proyecto incluye lo relativo a la recaudación fiscal emanada de los impuestos, de modo tal que la iniciativa tendría incidencia presupuestaria.

 



El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, expuso que existen una serie de iniciativas legales que pueden contemplar un efecto indirecto en materia tributaria que, al no afectar la administración financiera del Estado, no han requerido su conocimiento por las respectivas Comisiones de Hacienda. A modo de ejemplo, arguyó que las normas que operan en materia de subcontratación pueden ser comprendidas en dicha hipótesis.

  



A continuación, la Presidenta de la Comisión Mixta, Senadora señora Muñoz, puso en votación el envío de la iniciativa a las respectivas Comisiones de Hacienda, previo a su conocimiento por las Salas de ambas Cámaras.

 



-La Comisión Mixta rechazó el envío del proyecto a las Comisiones de Hacienda de ambas Corporaciones, por cinco votos en contra, de los Diputados señores Alvarado y Melo y de las Senadoras señoras Goic y Muñoz y del Senador señor Rossi, y tres votos a favor, de los Diputados señores Lavín y Monckeberg, don Nicolás, y del Senador señor Larraín.

-Enseguida, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Rossi, y Diputados señores Alvarado, Arriagada, Lavín, Melo y Monckeberg, don Nicolás, aprobó la propuesta del Ejecutivo que incorpora, a continuación del artículo 157 del Código del Trabajo, un Capítulo II, nuevo, y los artículos 157 bis y 157 ter que lo componen.

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO

ENTRADA EN VIGENCIA DE LOS ARTÍCULOS PERMANENTES DE LA LEY QUE ESTABLECEN LA OBLIGACIÓN DE CONTRATAR PERSONAS CON DISCAPACIDAD O ASIGNATARIOS DE UNA PENSIÓN DE INVALIDEZ, TANTO EN LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO COMO EN LAS EMPRESAS DE 100 O MÁS TRABAJADORES





El Senado, en el segundo trámite constitucional, incorporó el artículo primero transitorio que dispone la entrada en vigencia de los artículos que establecen la obligación de contratar personas con discapacidad o asignatarios de una pensión de invalidez, tanto en el sector público como en las grandes empresas, el 1° de enero del año siguiente a la publicación de los respectivos reglamentos en el Diario Oficial.

-------





En sesión de 14 de diciembre de 2016, el Diputado señor Alvarado sostuvo que el rechazo de la Cámara de Diputados, al texto aprobado por el Senado, radica en la regulación propuesta para la entrada en vigencia de los artículos 1 y 3 del proyecto. En efecto, explicó que el plazo contemplado –correspondiente al 1° de enero del año siguiente a la publicación de los respectivos reglamentos en el Diario Oficial- resulta excesivo para la implementación de dicha normativa.

 



En la misma línea, la Diputada señora Sepúlveda apuntó que la norma contenida en el artículo primero transitorio, que establece que los artículos 1 y 3 del entrarán en vigencia el 1° de enero del año siguiente a la publicación de los respectivos reglamentos en el Diario Oficial, resulta equívoca, toda vez que dificulta la aplicación de la iniciativa.

 



El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, propuso que la entrada en vigencia de ley tendrá lugar el primer día del mes subsiguiente a la publicación en el Diario Oficial de los reglamentos señalados en sus artículos 1 y 3.

-------





En sesión de 21 de diciembre de 2016, el Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, propuso incorporar un artículo primero transitorio, nuevo, relativo a la entrada en vigencia de las disposiciones contenidas en la iniciativa.

 



Al efecto, sostuvo que la proposición se formula en consideración al tenor del artículo segundo transitorio introducido por el Senado -el que no fue rechazado por la Cámara de Diputados-, que dispone que dentro de los seis meses siguientes a la fecha de la publicación de la ley deberán dictarse los reglamentos referidos en los artículos 1 y 3, así como las normas necesarias de las instituciones singularizadas en su artículo 1, esto es, ambos cuerpos reglamentarios, dictados por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por los Ministros de Hacienda y de Desarrollo Social, establecerán, respectivamente, los parámetros, procedimientos y demás elementos necesarios para dar cumplimiento a la cuota laboral que la iniciativa consagra para el sector público y privado.

 



En consecuencia, reiteró que, considerando dicha disposición, y las observaciones de los integrantes de la Comisión Mixta, el artículo primero transitorio, nuevo, establecerá que la ley entrará en vigencia el primer día del mes subsiguiente a la publicación en el Diario Oficial de los reglamentos señalados en sus artículos 1 y 3.

 



-La Comisión Mixta por la unanimidad de sus integrantes presentes, Diputada señora Pascal y Diputados señores Alvarado, Arriagada y Monckeberg, don Nicolás, y Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier aprobó incorporar un artículo primero transitorio, nuevo, del siguiente tenor:

 



“La presente ley entrará en vigencia el primer día del mes subsiguiente a la publicación en el Diario Oficial de los reglamentos señalados en sus artículos 1 y 3.”.

ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO

ESTABLECE LA IMPLEMENTACIÓN DEL ARTÍCULO 5° PERMANENTE, SOBRE CONTRATOS DE TRABAJO DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD MENTAL





El Senado, en el segundo trámite constitucional, mediante el artículo 5° permanente, derogó el artículo 16 de la ley N° 18.600 que establece normas sobre deficientes mentales. El artículo 16 estipulaba que en el contrato de trabajo que celebrara la persona con discapacidad mental, podría estipularse una remuneración libremente convenida entre las partes, no aplicándose a este respecto las normas sobre ingreso mínimo.




En consecuencia con lo anterior, el Senado aprobó el artículo tercero transitorio que describe una fórmula gradual de pactar remuneraciones por parte de las personas con discapacidad mental que sean contratadas. La fórmula es la siguiente:

 



1.- Durante los primeros doce meses de vigencia de la presente ley, las partes deberán pactar como remuneración, al menos, un 50% del monto total del ingreso mínimo.

 



2.- A partir del decimotercer mes y hasta el vigesimocuarto mes posterior a la entrada en vigencia de la presente ley, las partes deberán pactar como remuneración, al menos, un 75% del monto total del ingreso mínimo.

 



3.- A partir del vigesimoquinto mes posterior a la entrada en vigencia de la presente ley, las partes deberán pactar como remuneración, al menos, el 100% del monto total del ingreso mínimo.

-------





En sesión de 14 de diciembre de 2016, el Diputado señor Arriagada afirmó que, según el parecer de diversas organizaciones que realizan labores en materia de inclusión de personas con discapacidad, no existen razones para establecer una entrada en vigencia diferida respecto de la eliminación del artículo 16 de la ley N° 18.600, del año 1987, que establece normas sobre deficientes mentales.

 



En efecto, aseveró que el artículo 5° del proyecto de ley deroga dicha disposición, con la finalidad de aplicar las normas sobre ingreso mínimo a los contratos de trabajo que celebre una persona con discapacidad mental. Sin embargo, explicó que el artículo transitorio propone un régimen de aplicación gradual, de modo tal que a partir del vigésimo quinto mes posterior a la entrada en vigencia de la iniciativa, las partes deberán pactar como remuneración, al menos, el 100% del monto total del ingreso mínimo.

 



Reiteró que dicha disposición carece de razonabilidad, toda vez que, sin perjuicio de establecer una aplicación gradual de la obligación de pagar el ingreso mínimo, no reduce, en la misma proporción, la jornada laboral del trabajador que hubiere suscrito el contrato de trabajo.

 



El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, señaló que, habiendo analizado la disposición introducida por el Senado y rechazada por la Cámara de Diputados, y habida cuenta del escaso impacto que tendría su aplicación, el Ejecutivo propone la eliminación de dicha norma, de modo tal que las personas con discapacidad mental que estuvieren contratadas con un ingreso inferior al salario mínimo accederán inmediatamente al monto equivalente a dicha remuneración.

 



El Senador señor Letelier sostuvo que, en cualquier caso, la entrada en vigencia de la derogación del artículo 16 de la ley N° 18.600, que establece normas sobre deficientes mentales, debe evitar cualquier dificultad que pueda producirse para la contratación de dichas personas.

-------





En sesión de 21 de diciembre de 2016, el Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, habida cuenta de las observaciones de los integrantes de la Comisión Mixta, propuso la eliminación del artículo tercero transitorio, contenido en el texto aprobado por el Senado.

 



En directa vinculación, aseveró que se propone –mediante el artículo primero transitorio nuevo- la vigencia inmediata de la eliminación del artículo 16 de la ley N° 18.600, que establece normas sobre deficientes mentales, de 1987, que prescribe que en el contrato de trabajo que celebre la persona con discapacidad mental podrá estipularse una remuneración libremente convenida entre las partes, no aplicándose a este respecto las normas sobre ingreso mínimo.

 



El Diputado señor Monckeberg, don Nicolás, junto con compartir el propósito que persigue la propuesta, reiteró sus observaciones respecto de la necesidad de suprimir el artículo 5° del decreto con fuerza de ley N°150, de 1981, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas sobre sistema único de prestaciones familiares y sistema de subsidios de cesantía para los trabajadores de los sectores privado y público, contenidas en los decretos leyes N° 307 y 603, ambos de 1974.

 



En efecto, explicó que dicha norma establece que, para acceder a los beneficios de asignación familiar y maternal, los beneficiarios deben vivir a expensas del beneficiario que las invoque y no disfrutar de una renta, cualquiera que sea su origen o procedencia, igual o superior al cincuenta por ciento del ingreso mínimo mensual a que se refiere el inciso primero del artículo 4° de la ley N° 18.806.

 



De ese modo, afirmó que los usuarios de dicho sistema, una vez que reciban un ingreso superior al cincuenta por ciento del ingreso mínimo mensual, quedarán excluidos del pago del respectivo beneficio. En consecuencia, detalló que no podrían reingresar al régimen de prestaciones familiares y al sistema de subsidios de cesantía para los trabajadores de los sectores público y privado, lo que resulta particularmente complejo al existir una preexistencia, atendida la discapacidad que padecen.

 



En consecuencia, sostuvo que dicha norma desincentiva el propósito que persigue el proyecto, al dificultar el ingreso de las personas con discapacidad al mundo laboral.

 



En la misma línea, el Senador señor Letelier puntualizó que la derogación del artículo 16 de la ley N° 18.600 requiere una serie de adecuaciones a otros cuerpos legales, para evitar un desincentivo a la inclusión laboral y una afectación al derecho de los trabajadores a acceder a las prestaciones de salud y previsión social.

 



En tal sentido, propuso establecer un sistema de entrada en vigencia para los contratos vigentes que hubieren suscrito personas con discapacidad mental, de modo tal de establecer que, durante los primeros seis meses, se pagará el 50% del ingreso mínimo, y el 100% al cumplirse el primero año de su entrada en vigencia.

 



La Diputada señora Hernando manifestó que dicha propuesta podría generar la coexistencia de dos regímenes distintos, aplicables a aquellos trabajadores que estuvieren contratados antes de la entrada en vigencia del proyecto de ley y a aquellos que contrate con posterioridad, lo que resultaría inadecuado.

 



La Diputada señora Sepúlveda coincidió con dicha observación. Asimismo, agregó que, respecto de las personas con discapacidad mental, una de las mayores problemáticas dice relación con la adaptabilidad de los puestos de trabajo, lo que requiere implementar una serie de medidas que apunten en esa dirección.

 



La Diputada señora Pascal complementó dicha observación, con la finalidad de garantizar el acceso de las personas con discapacidad al sistema de salud en igualdad de condiciones.

 



A continuación, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, explicó que, para efectos de determinar el alcance de la derogación del artículo 16 de la ley N° 18.600, se debe considerar que, actualmente, 6.149 personas con discapacidad mental se desempeñan laboralmente, de los cuales 2.966 perciben una remuneración inferior al ingreso mínimo. Asimismo, detalló que el 55,5% de las personas con discapacidad se encuentran contratadas en grandes empresas.

 



Con todo, respecto de la pensión de invalidez, aseveró que el beneficio cesa únicamente cuando el trabajador obtenga más de dos ingresos mínimos mensuales, lo que garantiza la compatibilidad entre ambos instrumentos.

 



En la misma línea, la Subsecretaria de Evaluación Social, señor Heidi Berner, indicó que cuando una persona que hubiere ingresado como carga al sistema privado de salud posteriormente comienza a desempeñar labores mediante un contrato de trabajo, accederá a las mismas prestaciones que hubiere contratado previamente, toda vez que dicho vínculo contractual dice relación con un plan de salud y no con una aseguradora en particular.

 



Seguidamente, la jefa de la División Jurídica del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Andrea Soto, explicó que el propósito de la propuesta apunta a igualar los derechos de los trabajadores en el acceso a una remuneración. Asimismo, arguyó que las modificaciones que pudieran promoverse al sistema de prestaciones de salud excederían las ideas matrices del proyecto de ley.

 



La Senadora señora Goic sostuvo que, en general, el sistema privado de salud debe ser objeto de una revisión a propósito del cobro de preexistencias. En ese contexto, afirmó que el proyecto de ley apunta a la inserción al mundo del trabajo de las personas con discapacidad, sin perjuicio de las reformas que pudieran estudiarse, en otra iniciativa, al funcionamiento del sistema privado de salud.





-La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Diputada señora Pascal y Diputados señores Alvarado, Arriagada y Monckeberg, don Nicolás, y las Senadoras señoras Goic y Muñoz y los Senadores señores Larraín y Letelier, concordó en la eliminación del artículo tercero transitorio.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS, NUEVOS

 



El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, en una primera oportunidad propuso introducir un artículo transitorio, nuevo, al texto del proyecto de ley para establecer que al término del segundo año contado desde la entrada en vigencia de la ley, los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Desarrollo Social deberán evaluar conjuntamente la implementación y aplicación de la reserva legal de contratación de personas con discapacidad en el sector público y privado establecidas en los artículos 1 y 3 de esta ley, respectivamente. Este informe deberá considerar el impacto de la reserva legal vigente y formular una propuesta sobre la mantención o aumento de ella, en caso que los antecedentes así lo justifiquen. El informe será remitido a la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado y a las Comisiones de Trabajo y Seguridad Social y de Desarrollo Social, Superación de la Pobreza y Planificación de la Cámara de Diputados, y será publicado en el sitio web de ambos ministerios.

 



De ese modo, aseveró que se posibilitará una revisión de la aplicabilidad de las normas contenidas en la iniciativa. Sobre el particular, afirmó que únicamente mediante dicho factor es posible legitimar el sistema de inclusión laboral que propone el proyecto, considerando el porcentaje de personas que pueden desempeñarse en el ámbito laboral, de modo tal de cubrir la totalidad de las plazas laborales que derivan de la cuota que contempla.

 



Posteriormente, en sesión de 15 de marzo de 2017, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, presentó una propuesta para incorporar los artículos cuarto, quinto y sexto transitorios, nuevos.
 



El artículo cuarto transitorio establece que durante el tercer año contado desde la entrada en vigencia de la ley, los Ministerios del Trabajo y Previsión Social, de Desarrollo Social y de Hacienda, deberán evaluar conjuntamente la implementación y aplicación de la reserva legal de contratación de personas con discapacidad y asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, en el sector público y privado, establecidas en los artículos 1° y 3| de la ley. Añade que dicho informe deberá considerar el impacto de la reserva legal y formular una propuesta sobre la mantención o aumento de ella, en caso que los antecedentes así lo justifiquen. 

 



Asimismo, deberá evaluar los efectos en las empresas sujetas a esta obligación según tamaño, tipo de actividad productiva y ubicación geográfica, y revisar la aplicación y los resultados de las medidas alternativas de cumplimiento, formulando propuestas de mejora, en caso de estimarse necesario. Propone, además, que el informe deberá ser remitido a la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado, y a las Comisiones de Trabajo y Seguridad Social y de Desarrollo Social, Superación de la Pobreza y Planificación de la Cámara de Diputados, y debe ser publicado en el sitio web de dichos Ministerios.

 



El artículo quinto transitorio establece que las empresas de 100 y hasta 199 trabajadores estarán sujetas a la obligación establecida en el inciso primero del artículo 157 bis del Código del Trabajo, introducido por el artículo 3° de la ley, a partir del término del primer año contado desde la entrada en vigencia de ésta.

 



Finalmente, el artículo sexto transitorio propone que durante los dos primeros años contados desde la entrada en vigencia de la ley, las empresas podrán optar por cumplir la obligación establecida en el inciso primero del artículo 157 bis del Código del Trabajo mediante la contratación directa de trabajadores, o por medio de alguna de las medidas establecidas en el artículo 157 ter del Código del Trabajo, sin necesidad de contar con una razón fundada.

El Diputado señor Melo consultó acerca de los parámetros que deberán considerarse para elevar la cuota laboral que propone el proyecto, de modo tal de asegurar que se produzca dicho incremento.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, explicó que la propuesta contenida en el artículo cuarto transitorio establece el procedimiento de evaluación de la ley al tercer año contado desde su entrada en vigencia, considerando que la disposición sexta transitoria permite, respecto del sector privado, la aplicación de medidas de cumplimiento alternativo.

-La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Diputados señores Alvarado, Arriagada, Lavín, Melo y Monckeberg, don Nicolás, y Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Rossi, aprobó la propuesta del Ejecutivo, que incorpora los artículos transitorios cuarto, quinto y sexto de la iniciativa.
PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA





En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, la Comisión Mixta viene en proponer la resolución de las discrepancias entre ambas ramas del Congreso Nacional del siguiente modo:

ARTÍCULO 45 DE LA LEY N° 20.422 QUE SE SUSTITUYE, REFERIDO A LA SELECCIÓN PREFERENTE DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL SECTOR PÚBLICO Y A LO MENOS UN 1% DE LA DOTACIÓN ANUAL, EN INSTITUCIONES QUE TENGAN 100 0 MÁS FUNCIONARIOS DEBERÁN SER PERSONAS CON DISCAPACIDAD





Aprobar la propuesta del Ejecutivo, cuyo texto es el siguiente:





En el artículo 1 del proyecto agregar una letra b) que contiene el siguiente artículo 45 que sustituye el actual:

 



“Artículo 45.- En los procesos de selección de personal, los órganos de la Administración del Estado señalados en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Ministerio Público, el Tribunal Constitucional, el Servicio Electoral, la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley, seleccionarán preferentemente, en igualdad de condiciones de mérito, a personas con discapacidad.





En las instituciones a que se refiere el inciso anterior, que tengan una dotación anual de 100 o más funcionarios o trabajadores, a lo menos un 1% de la dotación anual deberán ser personas con discapacidad o asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional. Las personas con discapacidad deberán contar con la calificación y certificación que establece esta ley. 





En el caso de las Fuerzas Armadas, de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería de Chile, la obligación establecida en el inciso anterior considerará sólo a su personal civil.





El jefe superior o jefatura máxima del órgano, servicio o institución correspondiente deberá adoptar las medidas necesarias para el cumplimiento de la obligación a que se refiere el inciso segundo. En caso que no sea posible su cumplimiento total o parcial, las entidades antes señaladas deberán remitir un informe fundado a la Dirección Nacional del Servicio Civil y al Servicio Nacional de la Discapacidad, explicando las razones para ello. Sólo se considerarán razones fundadas aquellas relativas a la naturaleza de las funciones que desarrolla el órgano, servicio o institución, no contar con cupos disponibles en la dotación de personal y la falta de postulantes que cumplan con los requisitos respectivos.





Un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por los  Ministros de Hacienda y de Desarrollo Social, establecerá para los órganos de la Administración del Estado indicados en el inciso primero, los parámetros, procedimientos y demás elementos necesarios para dar cumplimiento a las obligaciones consignadas en este artículo o para justificar su excusa. 





En el caso del Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Ministerio Público, la Contraloría General de la República, el Banco Central, el Tribunal Constitucional, las Fuerzas Armadas, las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, el Servicio Electoral, la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley, serán sus propios órganos quienes deberán dictar las normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este artículo. En estas instituciones cuando la dotación máxima de personal se consulte en la Ley de Presupuestos del Sector Público o en alguna otra norma en particular, se estará a la dotación máxima fijada en ella.”.

(Unanimidad 9X0. Diputados señores Alvarado, Arriagada, Lavín, Melo y Monckeberg, don Nicolás, y Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Rossi).
ARTÍCULOS 157 BIS Y 157 TER QUE SE AGREGAN AL CÓDIGO DEL TRABAJO

EMPRESAS DE 100 O MÁS TRABAJADORES DEBERÁN CONTRATAR O MANTENER UN 1% DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD O QUE SEAN ASIGNATARIAS DE UNA PENSIÓN DE INVALIDEZ, POSIBILITÁNDOSE UN CUMPLIMIENTO ALTERNATIVO 





Aprobar la propuesta del Ejecutivo, cuyo texto es el siguiente:





En el artículo 3 del proyecto agregar una letra c) que contiene un Capítulo II y los artículos 157 bis y 157 ter que lo componen:

“Capítulo II

De la inclusión laboral de personas con discapacidad





Artículo 157 bis.- Las empresas de 100 o más trabajadores deberán contratar o mantener contratados, según corresponda, al menos un 1% de personas con discapacidad o que sean asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, en relación al total de sus trabajadores.





Las personas con discapacidad deberán contar con la calificación y certificación señaladas en el artículo 13 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.





El empleador deberá registrar los contratos de trabajo celebrados con personas con discapacidad o asignatarios de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, así como sus modificaciones o términos, dentro de los quince días siguientes a su celebración a través del sitio electrónico de la Dirección del Trabajo, quien llevará un registro actualizado de lo anterior, debiendo mantener reserva de dicha información. 





La fiscalización de lo dispuesto en este capítulo corresponderá a la Dirección del Trabajo, salvo lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo siguiente, en lo relativo a la reglamentación de la letra b) de ese mismo artículo. 





Un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por los Ministros de Hacienda y de Desarrollo Social, establecerá los parámetros, procedimientos y demás elementos necesarios para dar cumplimiento a lo establecido en este capítulo.





Artículo 157 ter.- Las empresas que, por razones fundadas, no puedan cumplir total o parcialmente la obligación establecida en el inciso primero del artículo anterior, deberán darle cumplimiento en forma alternativa, ejecutando alguna de las siguientes medidas: 





a)
Celebrar contratos de prestación de servicios con empresas que tengan contratadas personas con discapacidad. 





b) Efectuar donaciones en dinero a proyectos o programas de asociaciones, corporaciones o fundaciones a las que se refiere el artículo 2 de la ley N° 19.885.





Sólo se considerarán razones fundadas aquellas derivadas de la naturaleza de las funciones que desarrolla la empresa o la falta de personas interesadas en las ofertas de trabajo que se hayan formulado.





El monto anual de los contratos celebrados de conformidad a la letra a) de este artículo no podrá ser inferior al equivalente a veinticuatro ingresos mínimos mensuales respecto de cada trabajador que debía ser contratado por la empresa. 





Las donaciones establecidas en la letra b) de este artículo deberán sujetarse a lo dispuesto en la ley N° 19.885, en lo que resulte aplicable y con las excepciones que se señalan a continuación:





1.- Estas donaciones no darán derecho a los créditos y beneficios tributarios establecidos en los artículos 1 y 1 Bis. Sin embargo, para efectos de lo establecido en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974, tendrán la calidad de gasto necesario para producir la renta de acuerdo a lo establecido en el artículo 31 del referido cuerpo legal.





2.- Las donaciones deberán dirigirse a proyectos o programas de asociaciones, corporaciones o fundaciones  cuyo objeto social incluya la capacitación, rehabilitación, promoción y fomento para la creación de empleos, contratación o inserción laboral de las personas con discapacidad.





3.- Las donaciones no podrán efectuarse a instituciones en cuyo directorio participe el donante, su cónyuge, su conviviente civil o sus parientes ascendientes o  descendientes hasta el tercer grado de consanguinidad. En caso que el donante sea una persona jurídica, no podrá efectuar donaciones a instituciones en cuyo directorio participen sus socios o directores o los accionistas que posean el 10% o más del capital social o, los cónyuges, convivientes civiles o parientes ascendientes o descendientes hasta el tercer grado de consanguinidad, de dichos socios, directores o accionistas.





4.- El monto anual de las donaciones efectuadas no podrá ser inferior al equivalente a veinticuatro ingresos mínimos mensuales ni superior a doce veces el límite máximo imponible establecido en el artículo 16 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, respecto de cada trabajador que debía ser contratado por la empresa. 

 



5.- No se aplicará a las donaciones establecidas en la presente ley, el límite global absoluto establecido en el artículo 10.





Las empresas que ejecuten alguna de las medidas señaladas en las letras a) y b) de este artículo, deberán remitir una comunicación electrónica a la Dirección del Trabajo, con copia a la Subsecretaría de Evaluación Social del Ministerio de Desarrollo Social, al Servicio Nacional de la Discapacidad y al Servicio de Impuestos Internos. La empresa deberá indicar en esta comunicación la razón invocada y la medida adoptada. Esta comunicación deberá ser efectuada durante el mes de enero de cada año y tendrá una vigencia de doce meses.”.

(Unanimidad 9X0. Diputados señores Alvarado, Arriagada, Lavín, Melo y Monckeberg, don Nicolás, y Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Rossi).
ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO

ENTRADA EN VIGENCIA DE LOS ARTÍCULOS PERMANENTES DE LA LEY QUE ESTABLECEN LA OBLIGACIÓN DE CONTRATAR PERSONAS CON DISCAPACIDAD TANTO EN LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO COMO EN LAS EMPRESAS DE 100 O MÁS TRABAJADORES





Aprobar la siguiente propuesta del Ejecutivo:

  



“Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia el primer día del mes subsiguiente a la publicación en el Diario Oficial de los reglamentos señalados en sus artículos 1 y 3.”.

(8X0. Diputada señora Pascal y Diputados señores Alvarado, Arriagada y Monckeberg, don Nicolás, y Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier).
ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO

ESTABLECE LA IMPLEMENTACIÓN DEL ARTÍCULO 5° PERMANENTE, SOBRE CONTRATOS DE TRABAJO DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD MENTAL





Eliminarlo, pasando el artículo cuarto transitorio a ser artículo tercero transitorio.

(8X0. Diputada señora Pascal y Diputados señores Alvarado, Arriagada y Monckeberg, don Nicolás, y las Senadoras señoras Goic y Muñoz y los Senadores señores Larraín y Letelier)

ARTÍCULOS TRANSITORIOS NUEVOS





Aprobar la proposición del Ejecutivo que incorpora los siguientes artículos transitorios nuevos:

 



“Artículo cuarto.- Durante el tercer año contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, los Ministerios del Trabajo y Previsión Social, de Desarrollo Social y de Hacienda deberán evaluar conjuntamente la implementación y aplicación de la reserva legal de contratación de personas con discapacidad y asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, en el sector público y privado, establecidas en los artículos 1 y 3 de esta ley, respectivamente. Este informe deberá considerar el impacto de la reserva legal vigente y formular una propuesta sobre la mantención o aumento de ella, en caso que los antecedentes así lo justifiquen. Asimismo, deberá evaluar los efectos en las empresas sujetas a esta obligación según tamaño, tipo de actividad productiva y ubicación geográfica. Del mismo modo, deberá revisar la aplicación y los resultados de las medidas alternativas de cumplimiento, formulando propuestas de mejora, en caso de estimarse necesario. El informe será remitido a la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado y a las Comisiones de Trabajo y Seguridad Social y de Desarrollo Social, Superación de la Pobreza y Planificación de la Cámara de Diputados, y será publicado en el sitio web de estos ministerios.

 



Artículo quinto.- Las empresas de 100 y hasta 199 trabajadores estarán sujetas a la obligación establecida en el inciso primero del artículo 157 bis del Código del Trabajo, introducido por el artículo 3 de esta ley, a partir del término del primer año contado desde la entrada en vigencia de la presente ley.

 



Artículo sexto.- Durante los dos primeros años contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, las empresas podrán optar por cumplir la obligación establecida en el inciso primero del artículo 157 bis del Código del Trabajo, introducido por el artículo 3 de esta ley, a través de la contratación directa de trabajadores o por medio de alguna de las medidas establecidas en el artículo 157 ter del Código del Trabajo, introducido por este mismo cuerpo legal, sin necesidad de contar con una razón fundada.”.

(Unanimidad 9X0. Diputados señores Alvarado, Arriagada, Lavín, Melo y Monckeberg, don Nicolás, y Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Rossi).
-------

TEXTO DEL PROYECTO





En caso de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el texto del proyecto de ley es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

 



“Artículo 1.- Modifícase la ley N°20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, en los siguientes términos:

 



a) Reemplázase la denominación del Párrafo 3° del Título IV por la siguiente: “De la inclusión laboral y de la capacitación”.

 



b) Sustitúyese el artículo 45 por el que sigue: 

 



 “Artículo 45.- En los procesos de selección de personal, los órganos de la Administración del Estado señalados en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Ministerio Público, el Tribunal Constitucional, el Servicio Electoral, la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley, seleccionarán preferentemente, en igualdad de condiciones de mérito, a personas con discapacidad.





En las instituciones a que se refiere el inciso anterior, que tengan una dotación anual de 100 o más funcionarios o trabajadores, a lo menos un 1% de la dotación anual deberán ser personas con discapacidad o asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional. Las personas con discapacidad deberán contar con la calificación y certificación que establece esta ley. 





En el caso de las Fuerzas Armadas, de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y de Gendarmería de Chile, la obligación establecida en el inciso anterior considerará sólo a su personal civil.





El jefe superior o jefatura máxima del órgano, servicio o institución correspondiente deberá adoptar las medidas necesarias para el cumplimiento de la obligación a que se refiere el inciso segundo. En caso que no sea posible su cumplimiento total o parcial, las entidades antes señaladas deberán remitir un informe fundado a la Dirección Nacional del Servicio Civil y al Servicio Nacional de la Discapacidad, explicando las razones para ello. Sólo se considerarán razones fundadas aquellas relativas a la naturaleza de las funciones que desarrolla el órgano, servicio o institución, no contar con cupos disponibles en la dotación de personal y la falta de postulantes que cumplan con los requisitos respectivos.





Un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por los  Ministros de Hacienda y de Desarrollo Social, establecerá para los órganos de la Administración del Estado indicados en el inciso primero, los parámetros, procedimientos y demás elementos necesarios para dar cumplimiento a las obligaciones consignadas en este artículo o para justificar su excusa. 





En el caso del Congreso Nacional, el Poder Judicial, el Ministerio Público, la Contraloría General de la República, el Banco Central, el Tribunal Constitucional, las Fuerzas Armadas, las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, el Servicio Electoral, la Justicia Electoral y demás tribunales especiales creados por ley, serán sus propios órganos quienes deberán dictar las normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este artículo. En estas instituciones cuando la dotación máxima de personal se consulte en la Ley de Presupuestos del Sector Público o en alguna otra norma en particular, se estará a la dotación máxima fijada en ella.”.





c) Reemplázase en el artículo 47 la expresión “sin limitación de edad” por “hasta los 26 años de edad”.

 



Artículo 2.- Sustitúyese el inciso tercero del artículo 17 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, por el siguiente:

 



“Prohíbese todo acto de discriminación arbitraria que se traduzca en exclusiones o restricciones, tales como aquéllas basadas en motivos de raza o etnia, situación socioeconómica, idioma, ideología u opinión política, discapacidad, religión o creencia, sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, sexo, orientación sexual, identidad de género, estado civil, edad, filiación, apariencia personal o enfermedad, que tengan por objeto anular o alterar la igualdad de oportunidades o trato en el empleo.”.

 



Artículo 3.- Modifícase el Título III del Libro I del Código del Trabajo, de la siguiente manera:

 



a) Reemplázase su denominación por la siguiente: “Del Reglamento Interno y la Inclusión Laboral de Personas con Discapacidad”.

 



b) Intercálase, a continuación del epígrafe antes señalado, un Capítulo I con la siguiente denominación: “Capítulo I Del Reglamento Interno”.

 



c) Incorporánse a continuación del artículo 157, el siguiente Capítulo II y los artículos 157 bis y 157 ter que lo componen:

“Capítulo II

De la inclusión laboral de personas con discapacidad





Artículo 157 bis.- Las empresas de 100 o más trabajadores deberán contratar o mantener contratados, según corresponda, al menos un 1% de personas con discapacidad o que sean asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, en relación al total de sus trabajadores.





Las personas con discapacidad deberán contar con la calificación y certificación señaladas en el artículo 13 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.





El empleador deberá registrar los contratos de trabajo celebrados con personas con discapacidad o asignatarios de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, así como sus modificaciones o términos, dentro de los quince días siguientes a su celebración a través del sitio electrónico de la Dirección del Trabajo, quien llevará un registro actualizado de lo anterior, debiendo mantener reserva de dicha información. 





La fiscalización de lo dispuesto en este capítulo corresponderá a la Dirección del Trabajo, salvo lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo siguiente, en lo relativo a la reglamentación de la letra b) de ese mismo artículo. 





Un reglamento dictado por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por los Ministros de Hacienda y de Desarrollo Social, establecerá los parámetros, procedimientos y demás elementos necesarios para dar cumplimiento a lo establecido en este capítulo.





Artículo 157 ter.- Las empresas que, por razones fundadas, no puedan cumplir total o parcialmente la obligación establecida en el inciso primero del artículo anterior, deberán darle cumplimiento en forma alternativa, ejecutando alguna de las siguientes medidas: 





a)
Celebrar contratos de prestación de servicios con empresas que tengan contratadas personas con discapacidad. 





b) Efectuar donaciones en dinero a proyectos o programas de asociaciones, corporaciones o fundaciones a las que se refiere el artículo 2 de la ley N° 19.885.





Sólo se considerarán razones fundadas aquellas derivadas de la naturaleza de las funciones que desarrolla la empresa o la falta de personas interesadas en las ofertas de trabajo que se hayan formulado.





El monto anual de los contratos celebrados de conformidad a la letra a) de este artículo no podrá ser inferior al equivalente a veinticuatro ingresos mínimos mensuales respecto de cada trabajador que debía ser contratado por la empresa. 





Las donaciones establecidas en la letra b) de este artículo deberán sujetarse a lo dispuesto en la ley N° 19.885, en lo que resulte aplicable y con las excepciones que se señalan a continuación:





1.- Estas donaciones no darán derecho a los créditos y beneficios tributarios establecidos en los artículos 1 y 1 Bis. Sin embargo, para efectos de lo establecido en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1 del decreto ley N° 824, de 1974, tendrán la calidad de gasto necesario para producir la renta de acuerdo a lo establecido en el artículo 31 del referido cuerpo legal.





2.- Las donaciones deberán dirigirse a proyectos o programas de asociaciones, corporaciones o fundaciones  cuyo objeto social incluya la capacitación, rehabilitación, promoción y fomento para la creación de empleos, contratación o inserción laboral de las personas con discapacidad.





3.- Las donaciones no podrán efectuarse a instituciones en cuyo directorio participe el donante, su cónyuge, su conviviente civil o sus parientes ascendientes o  descendientes hasta el tercer grado de consanguinidad. En caso que el donante sea una persona jurídica, no podrá efectuar donaciones a instituciones en cuyo directorio participen sus socios o directores o los accionistas que posean el 10% o más del capital social o, los cónyuges, convivientes civiles o parientes ascendientes o descendientes hasta el tercer grado de consanguinidad, de dichos socios, directores o accionistas.





4.- El monto anual de las donaciones efectuadas no podrá ser inferior al equivalente a veinticuatro ingresos mínimos mensuales ni superior a doce veces el límite  máximo imponible establecido en el artículo 16 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, respecto de cada trabajador que debía ser contratado por la empresa. 

 



5.- No se aplicará a las donaciones establecidas en la presente ley, el límite global absoluto establecido en el artículo 10.





Las empresas que ejecuten alguna de las medidas señaladas en las letras a) y b) de este artículo, deberán remitir una comunicación electrónica a la Dirección del Trabajo, con copia a la Subsecretaría de Evaluación Social del Ministerio de Desarrollo Social, al Servicio Nacional de la Discapacidad y al Servicio de Impuestos Internos. La empresa deberá indicar en esta comunicación la razón invocada y la medida adoptada. Esta comunicación deberá ser efectuada durante el mes de enero de cada año y tendrá una vigencia de doce meses.”.

  



Artículo 4.- Los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Desarrollo Social deberán evaluar conjuntamente los resultados de la implementación de la presente ley cada cuatro años, informando de ello a la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado y a la Comisión de Desarrollo Social, Superación de la Pobreza y Planificación de la Cámara de Diputados.

 



Artículo 5.- Derógase el artículo 16 de la ley N° 18.600.

 



Artículo 6.- Modifícase la letra g) del artículo 2° de la ley N° 16.395, que fija el texto refundido de la ley de organización y atribuciones de la Superintendencia de Seguridad Social, del modo que sigue:

 



a) Intercálase el siguiente párrafo tercero: 

 



“Asimismo, el Sistema incorporará la información respecto de las personas que sean asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, que los organismos previsionales y de seguridad social deberán remitir mensualmente, en la forma que la Superintendencia determine.”. 

 



b) Agréganse, a continuación del párrafo tercero, que ha pasado a ser cuarto, los siguientes párrafos quinto y sexto: 

 



“Las Subsecretarías del Trabajo y de Previsión Social tendrán acceso a dicho Sistema y a la información que fuere necesaria sólo para el ejercicio de sus funciones. En tal caso, el tratamiento y uso de los datos personales que efectúen las Subsecretarías quedará dentro del ámbito de su competencia.

 



Dichas Subsecretarías y su personal deberán guardar absoluta reserva y secreto de la información de que tomen conocimiento y abstenerse de usar dicha información en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS





Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia el primer día del mes subsiguiente a la publicación en el Diario Oficial de los reglamentos señalados en sus artículos 1 y 3.

 



Artículo segundo.- Dentro de los seis meses siguientes a la fecha de la publicación de la presente ley deberán dictarse los reglamentos referidos en los artículos 1 y 3, así como las normas necesarias de las instituciones singularizadas en su artículo 1.





Artículo tercero.- Para dar cumplimiento a la obligación establecida en el literal c) del artículo 3 de la presente ley, los empleadores deberán registrar en el sitio electrónico de la Dirección del Trabajo y durante el plazo de seis meses posteriores a su entrada en vigencia, los contratos de trabajo vigentes de las personas con discapacidad o que sean asignatarios de pensión de invalidez de cualquier régimen previsional.

 



Artículo cuarto.- Durante el tercer año contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, los Ministerios del Trabajo y Previsión Social, de Desarrollo Social y de Hacienda deberán evaluar conjuntamente la implementación y aplicación de la reserva legal de contratación de personas con discapacidad y asignatarias de una pensión de invalidez de cualquier régimen previsional, en el sector público y privado, establecidas en los artículos 1 y 3 de esta ley, respectivamente. Este informe deberá considerar el impacto de la reserva legal vigente y formular una propuesta sobre la mantención o aumento de ella, en caso que los antecedentes así lo justifiquen. Asimismo, deberá evaluar los efectos en las empresas sujetas a esta obligación según tamaño, tipo de actividad productiva y ubicación geográfica. Del mismo modo, deberá revisar la aplicación y los resultados de las medidas alternativas de cumplimiento, formulando propuestas de mejora, en caso de estimarse necesario. El informe será remitido a la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado y a las Comisiones de Trabajo y Seguridad Social y de Desarrollo Social, Superación de la Pobreza y Planificación de la Cámara de Diputados, y será publicado en el sitio web de estos ministerios.

 



Artículo quinto.- Las empresas de 100 y hasta 199 trabajadores estarán sujetas a la obligación establecida en el inciso primero del artículo 157 bis del Código del Trabajo, introducido por el artículo 3 de esta ley, a partir del término del primer año contado desde la entrada en vigencia de la presente ley.”.

 



Artículo sexto.- Durante los dos primeros años contados desde la entrada en vigencia de la presente ley, las empresas podrán optar por cumplir la obligación establecida en el inciso primero del artículo 157 bis del Código del Trabajo, introducido por el artículo 3 de esta ley, a través de la contratación directa de trabajadores o por medio de alguna de las medidas establecidas en el artículo 157 ter del Código del Trabajo, introducido por este mismo cuerpo legal, sin necesidad de contar con una razón fundada.”.

-------





Acordado en sesión realizada con fecha 14 de diciembre de 2016, con asistencia de la Senadora señora Muñoz (Presidenta de la Comisión Mixta), de la Senadora señora Goic y de los Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier, y de los Diputados señores Alvarado (que reemplazó a la Diputada señora Carvajal), Arriagada, Lavín, Melo (que reemplazó a la Diputada señora Pascal) y Monckeberg, don Nicolás; en sesión de 21 de diciembre de 2016, con asistencia de la Senadora señora Muñoz (Presidenta de la Comisión Mixta), de la Senadora señora Goic y de los Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier, y de la Diputada señora Pascal y de los Diputados señores Alvarado (que reemplazó a la Diputada señora Carvajal), Arriagada y Monckeberg, don Nicolás y en sesión de 15 de marzo de 2017, con asistencia de la Senadora señora Muñoz (Presidenta de la Comisión Mixta), de la Senadora señora Goic y de los Senadores señores Larraín y Rossi (que reemplazó al Senador señor Letelier), y de los Diputados señores Alvarado (que reemplazó a la Diputada señora Carvajal), Arriagada, Lavín, Melo (que reemplazó a la Diputada señora Pascal) y Monckeberg, don Nicolás.





Valparaíso, a 20 de marzo de 2017.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión Mixta.
_________________________________________

1 El inciso segundo del artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, establece que “(l)a Administración del Estado estará constituida por los Ministerios, las Intendencias, las Gobernaciones y los órganos y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, incluidos la Contraloría General de la República, el Banco Central, las Fuerzas Armadas y las Fuerzas de Orden y Seguridad pública, los Gobiernos Regionales, las Municipalidades y las empresas públicas creadas por ley.”
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